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Impreso y hecho en México 


PRESENTACIÓN 


La celebración del bicentenario del inicio de la guerra por la inde- 
pendencia y el centenario de la Revolución Mexicana fue una oca- 
sión excepcional para reflexionar sobre las circunstancias, el signifi- 
cado y los efectos históricos de dos de los más relevantes eventos del 
pasado mexicano. Igualmente, dio lugar a reflexiones muy diversas 
y a un notable conjunto de obras de divulgación histórica sobre el 
pasado y sobre nuestra realidad actual. 

La reflexión sobre el pasado tiene siempre un componente de 
actualidad: cómo es que hemos llegado a este presente y qué futuro 
nos depara la realidad —compuesta por las acciones humanas en 
gran medida— son asuntos insoslayables en toda reflexión madura 
sobre el pasado. 

La Universidad Nacional Autónoma de México y el Banco Na- 
cional de México, conscientes de la importancia de esta oportunidad 
singular, y comprometidas con el desarrollo del pensamiento sobre 
México, fueron —cada uno en su campo y responsabilidad— activos 
participantes de esas celebraciones, con el objetivo de ir más allá de 
la circunstancia y producir o generar conocimiento y pensamiento 
duradero sobre estos temas. De allí la convicción de que era impor- 
tante ocuparse de facilitar la difusión de ideas sobre diversos campos 
de la realidad mexicana y, muy en particular, sobre la estructura 
económica en la que se encuentran explicaciones que complemen- 
tan y dan sustento a lo que sabemos de ambos fenómenos históricos. 

Hace ya más de cuatro décadas que la universidad ha promovido 
una enseñanza de la historia, desde el nivel medio-superior, que 
no se queda en el análisis de los componentes político-diplomático- 
militares de nuestro pasado sino interrelaciona lo ocurrido en cam- 
pos tan disímbolos y sustantivos como lo cultural y lo económico, 
entre otros. Para continuar en este camino, y porque Banamex siem- 
pre ha sido promotor del pensamiento económico y de la historia 
de la economía, decidieron organizar y patrocinar un coloquio que 
tratara esta faceta de la realidad de los movimientos que ocurrieron 
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a principios de los siglos anteriores, en búsqueda de la independen- 
cia, la libertad, la democracia y la igualdad. 

Para el Banco Nacional de México ha sido un privilegio colabo- 
rar en esta tarea con la Facultad de Economía y con el Instituto de 
Investigaciones Históricas de la Universidad Nacional. Creemos 
que el resultado de la participación de un grupo de muy reconoci- 
dos expertos en estos temas, procedentes de diversas instituciones 
académicas, aporta información novedosa y reflexiones llenas de 
significado. 

La publicación que ahora tenemos el gusto de entregar a los 
lectores es la memoria de ese coloquio, que se llevó a cabo en el 
Palacio de Iturbide, sede de Fomento Cultural Banamex, del 23 al 
25 de noviembre de 2010. Esperamos sinceramente que cumpla con 
su propósito de hacer duradero el esfuerzo de reflexión que sobre 
el entramado económico de la Independencia y la Revolución mexi- 
canas hicieron los ponentes, a quienes agradecemos su participa- 
ción. Deseamos que sea útil para una mejor comprensión de la com- 
plejidad de nuestro pasado y de la importancia de la herencia 
histórico-económica que da sustento al presente de México. 


ALBERTO GÓMEZ ALCALÁ 
ALICIA MAYER 
LEONARDO LOMELÍ 


INTRODUCCIÓN 


Los movimientos revolucionarios mexicanos de principios de los 
siglos XIX y XX tuvieron que contar con los recursos financieros y 
materiales suficientes para lograr mantener a sus ejércitos, que lo 
mismo requirieron de alimentos que de armamento y pertrechos de 
guerra de diverso tipo; también necesitaron cubrir el costo de los 
desplazamientos realizados en diversos medios de locomoción e in- 
cluso, en más de una ocasión, debieron satisfacer la demanda de ali- 
mentos por parte de la población en las zonas ocupadas. Por ello es 
indispensable reconocer que el reclamo de recursos es tan necesario 
en periodos de formación o de reformulación de consensos y en 
etapas de disensiones y de guerras, como fueron las luchas de la 
independencia y los movimientos de la Revolución Mexicana. 

Es común creer que estas guerras, como otras similares, subsis- 
tieron gracias a la coerción ejercida por los jefes y la tropa a través 
del decomiso, del saqueo o de las contribuciones o préstamos forzo- 
sos que debieron cubrir los enemigos, pero sobre todo la población 
de las zonas ocupadas; ello, con el propósito de asegurar la manu- 
tención y también como castigo e intimidación. Pero es difícil que 
movilizaciones masivas, como es el caso de estas revoluciones, hayan 
podido subsistir exclusivamente con tales ingresos y provisiones. Los 
movimientos de independencia y los de la Revolución Mexicana se 
extendieron durante más de una década, de tal manera que para 
subsistir por tan prolongado tiempo hubieron de edificar economías 
en los territorios ocupados. Estudios recientes así lo demuestran; el 
ejemplo más conocido fue la economía de guerra que mantuvo el mo- 
vimiento encabezado por José María Morelos en la recién fundada 
provincia de Nuestra Señora de Guadalupe de Tecpan, en donde ade- 
más de apoderarse de la recaudación de los impuestos reales la re- 
gión organizó una administración responsable de vigilar los cultivos 
y su comercialización, y de organizar la amonedación de piezas de 
cobre. Un siglo más tarde, fueron igualmente ejemplares las econo- 
mías de guerra que implantaron en sus respectivos territorios los 
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movimientos villistas y zapatistas, así como las filas constitucionalis- 
tas encabezadas por el general Salvador Alvarado, en Yucatán. Ga- 
nado, azúcar y henequén fueron productos comercializados por esos 
ejércitos durante varios años, según se relata en diversos textos. La 
creación de la economía de guerra obligó a los dirigentes a cons- 
truir una estrategia fiscal y/o productiva que fue paralela a la que 
debían idear en materia militar. Los ejércitos de estos movimientos 
y sus numerosas tropas requirieron lo mismo de monedas, metálica 
o fiduciaria, que de alimentos y vestidos producidos en los lugares 
donde esos poblados itinerantes se asentaban por varios meses, 
amén de la necesidad de mantener los canales de comunicación y 
de comercio que asegurasen la adquisición de armamentos y per- 
trechos de guerra. 

Investigar las formas de manutención material y de nutrición de 
esos movimientos fue la pregunta que se hicieron los participantes 
de este coloquio que se llevó a cabo con el apoyo del Departamento 
de Estudios Económicos del Grupo Financiero Banamex y organl- 
zado por el Instituto de Investigaciones Históricas y la Facultad de 
Economía, ambos de la Universidad Nacional Autónoma de México, 
con los que estamos muy agradecidos. En sus presentaciones y en 
sus textos cada uno de los especialistas ofrece una mirada novedosa 
del comportamiento de esos movimientos ante los requerimientos 
materiales y de alimento. Se trata de un primer acercamiento colec- 
tivo que requerirá de futuras investigaciones que nos permitan cono- 
cer nuevos aspectos y rasgos sobre la vida cotidiana y la organización 
de esas fuerzas sociales y políticas. 

En particular agradecemos su entusiasmo y apoyo a los licencia- 
dos Alberto Gómez Alcalá y Alberto Sarmiento del Grupo Financiero 
Banamex, por su hospitalidad, y a los doctores Alicia Mayer, directora 
del Instituto de Investigaciones Históricas, y Leonardo Lomelí Vene- 
gas, director de la Facultad de Economía, por haber respaldado esta 
iniciativa. Finalmente, quede nuestra gratitud a la maestra Rosalba 
Cruz por la revisión del texto y el cuidado de la edición. 


LEONOR LUDLOW 
Instituto de Investigaciones Históricas 
Universidad Nacional Autónoma de México 


EL SUBSIDIO DE LAS COMUNIDADES INDÍGENAS 
ALA ECONOMIA NOVOHISPANA A PARTIR 
DE LAS REFORMA BORBONICAS 


MARGARITA MENEGUS BORNEMANN 
Instituto de Estudios sobre la Educación y la Universidad 
Universidad Nacional Autónoma de México 


Planteamiento general 


La antropología ha hecho de la economía indígena o campesina su 
objeto de estudio desde hace muchos años; sin embargo, los histo- 
riadores en México excepcionalmente se han abocado a este tema y, 
en particular, con respecto al orden colonial. La economía del virrei- 
nato se fincó sobre el trabajo y la capacidad productiva de la socie- 
dad rural indígena; extraía no sólo los excedentes agrarios sino per- 
manentemente obtuvo, a través del repartimiento forzoso de mano 
de obra, trabajo para satisfacer la demanda de las diversas empresas 
españolas. A partir de las congregaciones de indios, la Corona de- 
terminó el territorio indígena y a lo largo de la época virreinal de- 
fendió la integridad territorial de las comunidades. El Estado colo- 
nial procuró mantener un frágil equilibrio entre las dos repúblicas, 
en donde la de españoles demandó constantemente trabajo, pro- 
ductos agrarios y bienes manufacturados. La conservación del terri- 
torio indígena fue indispensable para que los españoles pudieran 
extraer trabajo y productos baratos. Con un acceso permanente a la 
tierra, los naturales aseguraban su propia reproducción; la tierra fue 
el recurso más importante de los pueblos, que les permitió asegurar 
su subsistencia. Sin embargo, la racionalidad económica de los pue- 
blos de indios estaba dirigida en esencia a satisfacer sus necesidades, 
es decir, producían para alimentarse. En este sentido se puede decir que 
se trataba de una economía de autosubsistencia. Ello no implica que no 
hubiese intercambios sino, como bien lo atestigua una multiplicidad 
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de trabajos, la tradición de mercados de diferente naturaleza existía 
en Mesoamérica con anterioridad a la llegada de los españoles.! No 
obstante, los intercambios —realizados fundamentalmente a través 
de un sistema de trueque— tenían como objetivo complementar la 
subsistencia. La racionalidad económica de estos pueblos era fun- 
damentalmente producir bienes para el autoconsumo, y la ganancia 
o la acumulación eran ajenas a sus objetivos. En cambio, el interés 
del Estado colonial era la producción de metales preciosos, los cua- 
les requerían no sólo de la mano de obra indígena sino de un con- 
junto de insumos agrarios y manufacturados. Es en este sentido, 
como ya ha sido suficientemente bien explicado por Carlos Sempat 
Assadourian, que el Estado colonial creó los mecanismos coercitivos 
para llevar a la población indígena y sus productos hacia la produc- 
ción de plata.? En un primer momento, en el último tercio del siglo 
XVI la Corona fijó el tributo en dinero, con la finalidad de obligar a 
los naturales a salir de sus comunidades para vender su fuerza de 
trabajo al sector español. Asimismo, desde mediados del siglo XVI 
instituyó el repartimiento forzoso de mano de obra indígena para 
atender las necesidades de la población hispana, pero particular- 
mente dirigió dicha energía hacia la producción de plata. Finalmen- 
te, apareció el tercer elemento coercitivo: el repartimiento de mer- 
cancías, que maximizó la explotación de las unidades campesinas 
como productoras y obligándolas a ceder su tiempo de trabajo ex- 
cedente. 

El objetivo de este trabajo es analizar el impacto que tuvieron las 
reformas borbónicas en las comunidades indígenas, las cuales lleva- 
ron a una mayor monetarización de la economía de los pueblos de 
indios a finales del periodo colonial. Asimismo, plantea cómo la so- 
ciedad novohispana y la Corona lograron apropiarse de dichos re- 
cursos generados por las comunidades indígenas, para sus propios 
fines. Esta última embestida de la Corona contra dichas comunida- 
des dejó a los pueblos en una situación precaria, justo antes del le- 
vantamiento de Hidalgo en 1810. 


Véase Karl Polanyi, Comercio y mercado en los imperios antiguos, Barcelona, Labor 
Universitaria, 1980; Frances Berdan, “Comercio y mercados en los estados precapitalis- 
tas”, en Stuart Plattner, Antropología económica, México, Consejo Nacional para la Cultura 
y las Artes/Alianza Editorial, 1991, p. 116-153. 

? Véase Carlos Sempat Assadourian, El sistema de la economía colonial. Mercado inter- 
no, regiones y espacio económico, Lima, Perú, Instituto de Estudios Peruanos, 1982. 
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Las reformas borbónicas 


Las reformas implantadas en Nueva España por los Borbones esta- 
ban dirigidas a transformar el régimen político legado por los Habs- 
burgo; asimismo, estaban encaminadas a modificar el sistema tribu- 
tario fiscal y la economía en su conjunto. Entre 1765 y 1771 José de 
Gálvez fue nombrado visitador general de Nueva España. La ins- 
trucción reservada dada a Gálvez por el rey le ordenaba inspeccionar 
todos los ramos de la Real Hacienda y visitar los tribunales, así como 
investigar la conveniencia de establecer una o más intendencias. En 
1768, Gálvez redactó el Informe y Plan de Intendencias para estable- 
cerlas en las provincias del reino de Nueva España. Con dicho in- 
forme Gálvez recomendaba la creación de once intendencias. Cada 
una nombraría, a su vez, una serie de asistentes llamados subdele- 
gados, para el mejor gobierno de cada jurisdicción. Los intendentes 
se harían cargo de la guerra, justicia, hacienda y policía, conforme 
a las reales ordenanzas de 1718 y 1749.* 

Los intendentes también tenían la obligación de hacer cumplir 
los reales decretos y los edictos virreinales. Su autoridad como eje- 
cutivos de gobierno era muy amplia, lo que los convertía en la máxi- 
ma autoridad del gobierno provincial. Asimismo, ejercían el derecho 
de patronato, es decir, podían designar a los beneficiados de las 
prebendas y canonjías eclesiásticas. Aunque sus atribuciones en ma- 
teria de justicia estaban restringidas por las audiencias, gozaban de 
plenas facultades y atribuciones a nivel fiscal. 

Por otra parte, con el sistema de intendencias se eliminarían a 
los corregidores y alcaldes mayores, quienes en opinión del propio 
visitador eran “el azote de las provincias y los usurpadores de la 
Real Hacienda”. Los primeros, porque impedían “el libre comercio 
en sus respectivos territorios, para aumentar la ganancia de los 
repartimientos que hacen a precios excesivos”.* Los segundos, porque 


3 Citado por Ricardo Rees Jones, El despotismo ilustrado y los intendentes de Nueva Es- 
paña, México, Universidad Nacional Autónoma de México, Dirección General de Publi- 
caciones, 1979, p. 81; Archivo General de Indias (AGI), Sevilla, Indiferente General, 1713. 

A José de Gálvez, Informe general que en virtud de Real Orden instruyó y entregó el exce- 
lentísimo señor marqués de Sonora siendo visitador general de este reino, al excelentísimo señor 
virrey don Antonio de Bucarely y Ursua con fecha 31 de diciembre de 1771, edición facsimilar, 
estudio introductorio de Clara Elena Suárez Arguello, México, Centro de Investigaciones 
en Estudios Superiores de Antropología Social/Miguel Angel Porrúa, 2002, p. 18. 
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defraudaban a la Real Hacienda al quedarse con los frutos del 
ramo de tributos. 

El plan de Gálvez provocó innumerables reacciones en contra, 
ya que afectaba tanto los intereses del virrey como los de las justicias 
mayores. Por ello, el establecimiento de las intendencias en Nueva 
España se retrasó casi veinte años. El virrey Alonso Núñez de Haro, 
mediante un bando fechado el 10 de mayo de 1787, dio a conocer 
al pueblo novohispano las Ordenanzas de Intendentes promulgadas 
en El Pardo el 19 de enero del mismo año. 

Para este capítulo veremos de manera sucinta tan sólo las refor- 
mas que afectaron a las comunidades de indios. Éstas se pueden 
sintetizar en dos aspectos: elaboración de reglamentos de bienes de 
comunidad —de los cuales se derivaron tres temas importantes, a 
saber: el arrendamiento de tierras comunales, las reformas a las cajas 
de comunidad y el control sobre los ingresos y egresos de los pue- 
blos— y el intento de suprimir el sistema de repartimiento forzoso 
de mercancías. 

La historiografía económica sobre las comunidades indígenas 
plantea comúnmente que a partir del último tercio del siglo XVI la 
producción orientada al mercado decayó continuamente. En mi opi- 
nión, las reformas borbónicas propiciaron una participación cre- 
ciente de los indígenas en los mercados, por un lado, al aumentar las 
cargas que gravaban al individuo y a la corporación y, por otro, al de- 
terminar su pago en dinero. Los pueblos del Valle de Toluca, a dife- 
rencia de otros, pudieron enfrentar las cargas tributarias debido, en 
parte, a la multiplicidad de mercados a los cuales tenían acceso, 
mismos que les permitían convertir con facilidad sus productos en 
mercancías y finalmente en monetario. 

Como veremos a continuación, las reformas borbónicas en su 
conjunto buscaron racionalizar la economía indígena y, sobretodo, 
aumentar sus excedentes en monetario; excedentes que lograron 
reunir primero en las cajas de comunidad de cada república para 
luego enviarlos a la ciudad de México. En lugar de destinar esos 
excedentes monetarios a la prosperidad de los pueblos, mediante el 
desarrollo de obras de infraestructura tal y como aparecía planteado 
en la Real Ordenanza de Intendentes, ese dinero se puso a disposi- 
ción de los hacendados y comerciantes de la Intendencia de México 
y también fue llevado a Madrid para la fundación del Banco de San 
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Carlos. Con todo, los pueblos de indios fueron despojados de sus 
recursos en el último tercio del siglo XVII. 


Los reglamentos de bienes de comunidad 


El 30 de julio de 1765 José de Gálvez dictó una instrucción para el 
arreglo de propios y arbitrios de los pueblos de indios y de españoles. 
En el inciso décimo de dicho documento se ordenaba la elaboración 
de reglamentos para el mejor gasto y organización de las cuentas de 
las comunidades de indios.? Al año siguiente, en 1766, Gálvez esta- 
bleció la Contaduría General de Propios y Arbitrios en la ciudad de 
México, la que tenía como objetivo principal el arreglo y manejo 
de los propios y arbitrios de todos los pueblos comprendidos en el 
reino. Con la promulgación de las Ordenanzas de Intendentes en 
1786 se le otorgó a la contaduría la facultad para integrar los regla- 
mentos de bienes de comunidad; para ello los subdelegados de in- 
tendentes debían recabar de los pueblos de su jurisdicción la siguien- 
te información:* relación de propios y arbitrios de cada pueblo y su 
Jurisdicción; relación de sus bienes de comunidad, origen y concesión 
de éstos; relación de las cargas perpetuas o temporales que gravaban 
dichos bienes; relación de los ingresos y egresos de las comunidades 
señalando faltas y sobrantes en donde los hubiera; y relación de 
quien custodiara las cuentas de la comunidad. 

Una vez recopilada la información pertinente, los intendentes 
—según fijaba el artículo 33 de la misma ordenanza— tenían la 
obligación de formar un ordenamiento interno para los propios y 
arbitrios o bienes de comunidad de cada población. El mismo do- 


5 La Instrucción sobre Propios y Arbitrios no se refiere exclusivamente a los pueblos de 
indios sino abarca también a los ayuntamientos de las ciudades, villas y lugares de espa- 
ñoles. Posteriormente, esta disposición quedó registrada en el artículo 33 de la Real 
Ordenanza de Intendentes. 

6 El artículo 30 de las Ordenanzas de Intendentes otorga dicha facultad a la Junta 
Superior de Propios y Arbitrios. Publicado en Fabián de Fonseca y Carlos Urrutia, His- 
toria general de la Real Hacienda, escrita por... por orden del virrey conde de Revillagigedo, 
México, Vicente García Torres, v. V, p. 300-301. Para este tema, véase mi trabajo “Las 
reformas borbónicas en las comunidades de indios (Comentario al Reglamento de Bie- 
nes de Comunidad de Metepec)”, en Memoria del IV Congreso de Historia del Derecho 
Mexicano, México, Universidad Nacional Autónoma de México, Instituto de Investiga- 
ciones Jurídicas, 1988, t. II, p. 755-766. 
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cumento explicaba que los reglamentos tenían por objetivo, entre 
otros, eliminar los gastos excesivos o superfluos, y para lograr tal 
propósito las partidas de gastos quedarían comprendidas en cuatro 
clases: dotaciones o ayudas de costo, que incluían salarios y oficiales 
públicos, médicos o de maestros; de los réditos y censos; de festivi- 
dades votivas y limosnas voluntarias; gastos extraordinarios, los 
cuales fijaría cada reglamento conforme a las necesidades de la 
población en cuestión, con la salvedad de que dichos gastos extraor- 
dinarios no podrían exceder de la suma de veinte pesos en los 
pueblos de indios. 

Fue responsabilidad de los contadores principales de cada pro- 
vincia revisar las cuentas de los bienes de comunidad presentados 
por los subdelegados; en el caso de que dichos bienes estuvieran 
arreglados, el contador principal extendería finiquito y remitiría su 
aprobación al mismo subdelegado. 

El artículo 47 establecía que los caudales sobrantes de los pue- 
blos, después de cubiertas las cargas señaladas en los reglamentos, 
serían invertidos en la compra de fincas con el propósito de extin- 
guir los arbitrios que gravaban al público, pero señala que en el caso 
de no tener censos qué redimir sobre propios y arbitrios comunes se 
aplicarían dichos sobrantes para fomentar el establecimiento de 
obras útiles para las comunidades. Las propuestas para la funda- 
ción de dichos establecimientos correspondía hacerlas al intenden- 
te ante la Junta Superior de Propios y Arbitrios, la que decidía sobre 
su conveniencia. 

Los pueblos de indios deberían pagar, por otra parte, el 2% so- 
bre el producto total de sus bienes de comunidad para sufragar los 
gastos de los auxiliares de intendentes y tesoreros principales, como 
subalternos de sus provincias. Los salarios de estos funcionarios, sin 
embargo, estarían regulados por el intendente con aprobación de la 
Junta Superior, según establecía el artículo 51 de la Real Ordenanza. 

Los reglamentos correspondientes a la Intendencia de México 
aparecen integrados tardíamente. Ello se debe a que los intendentes 
Mangino, Bernardo Bonavia y sus sucesores no podían alejarse de 
la capital el tiempo suficiente para su elaboración, pues carecían 
de un teniente a quien dejar en su lugar durante sus ausencias. 

"Tomaremos como ejemplo, para ilustrar el contenido más espe- 
cífico de los reglamentos de bienes de comunidad, el de Metepec en 
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1808.” El ordenamiento describe los bienes comunales del pueblo 
de Metepec, así como de los pueblos sujetos al mismo. Asimismo, 
asienta el número de tributarios y el monto total que deben pagar 
los vecinos en razón a la contribución de real y medio. Tanto los 
bienes de comunidad como el producto del real y medio son consi- 
derados los ingresos de la comunidad. En seguida el documento 
registra los egresos o gastos de la comunidad permitidos por el mis- 
mo reglamento que son: el salario de maestros de escuela, el pago 
del 2 % previsto en el artículo 51 de la Real Ordenanza de Inten- 
dentes, la limosna para el sostenimiento del Hospital de San Lázaro, 
el salario del escribiente, así como los gastos de papelería efectuados 
por este último. En los casos de los pueblos con mayores ingresos, 
el reglamento les asigna una cantidad para gastos en la fiesta del 
titular —santo patrono del pueblo—, y ceremonias de Corpus Chris- 
ti y de Semana Santa. Además, establece una cantidad máxima que 
el pueblo puede disponer, sin necesidad de pedir permiso a la Junta 
Superior de Propios y Arbitrios; claro está que si la suma requerida 
por la comunidad excedía el monto fijado se debería solicitar licen- 
cia a dicha junta. Por ejemplo, la cabecera de Metepec tenía, como 
ingresos registrados en el reglamento, 60 pesos que la comunidad 
cobraba por el arrendamiento de una caballería y media de tierra 
laboría y 179 pesos, 6 reales y 6 tomines reunidos del pago de la 
contribución de real y medio que hacía cada tributario. Los gastos 
autorizados en el ordenamiento incluían el pago de 2 %, el que su- 
maba cuatro pesos, seis reales y cuatro tomines; el salario del maes- 
tro de 96 pesos; una contribución de dos reales al Hospital de San 
Lázaro y un peso para el pago del subdelegado y escribiente por 
haber formado la cuenta de esta comunidad. El ingreso total de 
Metepec, por tanto, era de 239 pesos, 6 reales, 6 tomines y sus egre- 
sos sumaban 102 pesos, seis reales y dos tomines, por lo cual se le 
autorizaba a este pueblo gastar 15 pesos en la fiesta de Corpus y 
Semana Santa y 20 pesos en la fiesta de su santo patrono. 

En suma, mediante estos reglamentos las autoridades buscaban 
eliminar los gastos superfluos y excesivos que acostumbraban hacer 
los pueblos en las fiestas religiosas y promover finanzas públicas 
sanas. 


7 Reglamento de Bienes de Comunidad de Metepec, 1808, Archivo General de la 
Nación (en adelante AGN), México, Indios, v. 73, f. 337. 
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Las tierras de comunidad: las tierras de Propios 


Las tierras comunales constituyen el conjunto de tierras pertene- 
cientes a una comunidad. Éstas se subdividen al interior según su 
destino y usufructo. Las tierras laborías por lo general se distribuyen 
entre las familias de vecinos y se les conoce con el nombre de tierras 
o parcelas de común repartimiento. Por otra parte, los pueblos tenían 
tierras destinadas a usos colectivos como los pastos, los montes o las 
tierras de agostadero. Finalmente, cada república destinaba una frac- 
ción de sus tierras para cubrir el sostenimiento del cabildo indígena, 
las que llevan el nombre de propios. De tal manera, en materia de 
propiedad las reformas borbónicas buscaron, por un lado, que las 
tierras sobrantes de cada república fueran puestas en arrendamiento 
para que con ello tuvieran un ingreso anual para el sostenimiento 
del gobierno indígena. En segundo término pretendían que cada 
familia tuviera una parcela individual para su sustento. 

La cabecera de Metepec tenía una caballería y media de tierra, 
la cual arrendaba a sus propios vecinos. Según el informe que pre- 
sentó José Maldonado Leal, subdelegado de la entidad, se trataba 
de tierras laborías “que arriendan a sus propios indios que no tienen 
dónde sembrar, dividiéndola en cortas cantidades por ser mucho el 
número de aquellos”.* Del arrendamiento de estas tierras la comu- 
nidad obtenía 60 pesos anuales —como dijimos arriba—, mismos 
que gastaba en sus fiestas. Por su parte, el pueblo de la Asunción 
Malacatepec poseía una porción de tierra en donde cultivaba trigo 
y obtenía tres o cuatro cargas, las cuales vendía para integrar el 
monto correspondiente a la contribución de real y medio, es decir, 
para gastos de la misma comunidad. Por otro lado, tenía dos sitios 
de ganado menor y una caballería de tierra con cuatro surcos de 
agua, que se encontraban en litigio con los religiosos del convento 
de Santa Clara, dueños de una hacienda contigua al pueblo, lla- 
mada la Asunción. 

El pueblo de San Miguel tenía una porción de tierra que culti- 
vaba para integrar el pago del real y medio, y otra que trabajaban 
los vecinos de manera colectiva a fin de aportar lo que faltaba de 
tributos. El de Xoconusco tenía 20 caballerías de tierras montuosas 


8 Idem. 


EL SUBSIDIO DE LAS COMUNIDADES INDÍGENAS 21 


y de muchas barrancas que se utilizaban para pastar su ganado. 
Asimismo, los últimos dos pueblos registrados, el de San José 
Malacatepec y San Pablo, poseían 20 caballerías de tierras montuo- 
sas que también aprovechaban para que pastaran sus ganados y, a 
su vez, tenían otras 20 caballerías en litigio con la hacienda colin- 
dante, perteneciente a la familia Arias. 

De los 23 pueblos del valle de "Toluca de los cuales tenemos una 
información adicional, sólo dos acostumbraban arrendar tierras so- 
brantes. Se trata de los pueblos mazahuas de Temoaya y Xocotitlán. 

Las subdelegaciones correspondientes a la Provincia de la Pla- 
ta tenían 50 pueblos de los cuales trece arrendaban pastos a par- 
ticulares y por ello obtenían 387 pesos anuales. Tan sólo cinco 
pueblos daban en arrendamiento tierras de labor y solares. En la 
región de Chalco, “Texcoco, Tulancingo y Mextitlán, de los 17 pue- 
blos comprendidos en estas cuatro subdelegaciones únicamente 
cinco realizaron contratos de arrendamiento con españoles, es de- 
cir, con personas ajenas a la república de indios. En el caso espe- 
cífico de Mextitlán y Tulancingo se trataba de tierras de agostade- 
ro y ambas comunidades tenían una extensión amplia de tierras 
excedentes. 

Como se puede observar casi todos los pueblos de esta jurisdic- 
ción utilizaban sus tierras comunales para sufragar gastos de la co- 
lectividad o para mantener a su ganado. Por otra parte, es impor- 
tante subrayar que, por lo general, las tierras se arrendaban a 
miembros de la propia comunidad y cuando no era así se trataba de 
tierras marginales de agostadero.? 

El reglamento de Metepec contiene dos disposiciones dictadas 
por la Junta Superior de Propios y Arbitrios que no fueron incluidas 
originalmente en la Ordenanza de Intendentes de 1786. La primera 
fue dada en 1796 y mandaba de manera obligatoria que las comuni- 
dades pagaran real y medio para sufragar los gastos del pueblo y 
prohibía de manera expresa que sembraran las veinte brazas de tierra 
correspondientes a cada vecino en las sementeras de comunidad. 


9 Margarita Menegus, “Los bienes de comunidad de los pueblos de indios a fines 
del periodo colonial”, en Margarita Menegus y Alejandro Tortolero, Agricultura mexica- 
na: crecimiento e innovaciones, México, Instituto de Investigaciones Doctor José María Luis 
Mora/Universidad Nacional Autónoma de México, Instituto de Investigaciones Histó- 
ricas/El Colegio de México/El Colegio de Michoacán, 1999, p. 89-126. 
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Con esta orden se derrocaba el auto acordado de la Real Audiencia 
de 1577, que mandaba que cada tributario labrara diez brazas de 
tierra. En segundo término se ordenó en 1800 que el fundo legal 
del pueblo se repartiera entre los vecinos de cada comunidad. Estas 
dos órdenes, así como aquellos artículos estipulados en los Regla- 
mentos de Comunidad alteraron la forma en que venían operando 
los pueblos de indios. Por un lado, ya no podían labrar tierras co- 
munales para sufragar cargas de la comunidad y, por el otro, no 
podían disponer libremente de sus ingresos. 


El arrendamiento de tierras sobrantes 


Una de las políticas instituidas para sanear la economía de las co- 
munidades fue la de poner en arrendamiento las tierras sobrantes. 
El artículo primero del Reglamento de Metepec ordenaba que, en 
caso de haberse verificado el repartimiento del fondo legal y hubie- 
ran quedado tierras sobrantes, éstas deberían pasar a ser considera- 
das por el subdelegado como propios. Y como tales debían ser 
arrendados prefiriéndose, en primer término, a los vecinos del lugar 
y luego a terceros. Asimismo, quedó estipulado que los arrenda- 
mientos de poca monta que no pasasen de treinta pesos anuales no 
se someterían a los trámites judiciales acostumbrados. 

En la jurisdicción de Metepec y de Lerma, según la información 
contenida con sus respectivos reglamentos, de los 42 pueblos de 
Metepec sólo la cabecera y seis pueblos sujetos tenían tierras sobran- 
tes que arrendaban o podían arrendar. De los pueblos de la jurisdic- 
ción de Lerma que tan sólo eran la cabecera y otros dos sujetos, 
exclusivamente uno tenía sobrantes." 

Como se mencionó arriba, Metepec arrendaba las tierras a sus 
propios vecinos que carecían de una parcela familiar. El poblado de 
Zinacantepec tenía tierras sobrantes, las que —después de efectuar- 
se el reparto de tierras conforme a la orden de 1800— se vio obli- 
gado a arrendar. Por su parte, el pueblo de San Juan Xoconusco, 
que poseía veinte caballerías montañosas, pero con algunos pedazos 
laboríos, también debía arrendarlos. 


10 Tem. 
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En suma, de los pueblos de la jurisdicción de Metepec muy po- 
cos tenían tierras sobrantes que podían arrendar. Por otra parte, con 
excepción —al parecer— de la cabecera, ni uno de los otros pueblos 
arrendaba aún sus tierras sobrantes en 1808, y en el caso de Metepec 
ya se venía haciendo. Es menester destacar el hecho de que ninguna 
de las comunidades arrendaba tierras a españoles, a diferencia de 
lo que ocurría en el norte de Nueva España donde esto fue una 
práctica común. 

Los pueblos de la jurisdicción de Lerma eran, tan sólo, la pro- 
pia cabecera, “Tarasquillo y Ameyalco. La cabecera carecía de tie- 
rras sobrantes. Sin embargo, Tarasquillo contaba con un monte 
nombrado Cieneguillas, mismo que arrendaba por la suma de 16 
pesos anuales. "También tenía un ranchito nombrado Santiago el 
Viejo, cuyos productos anuales por arrendamiento ascendían a 6 
pesos. Finalmente, San Miguel Ameyalco no contaba con tierras 
sobrantes. 

En particular, en el valle de Toluca el aumento sostenido de los 
pobladores en el siglo XVIII se tradujo en una repoblación de la 
tierra, alguna vez desocupada por la crisis demográfica. Claro está 
que el antiguo territorio habitado originalmente por las comunida- 
des no fue recuperado a cabalidad. Por el contrario, debido a sus 
nuevas necesidades las comunidades en muchos casos entraron en 
conflicto con las propiedades circunvecinas, en un intento por reto- 
mar sus antiguos linderos. Por ello, a través de los reglamentos de 
comunidad podemos constatar que varios pueblos poseían terrenos 
comunales que se encontraban en litigio. 

Muy pocos, como el de Santa Catalina Tabernillas, perdieron 
prácticamente todas sus tierras. Según el ordenamiento de Metepec, 
este poblado tenía asentado dentro de sus términos a 43 propieta- 
rios de ranchos o haciendas. Como es de esperarse, la mayor par- 
te de su población estaba compuesta por indios laboríos, es decir, 
peones asentados y adscritos a una hacienda o rancho, separados 
—por tanto— de la cabecera del pueblo. Otros casos de la misma 
Jurisdicción, aunque menos dramáticos, son: San Mateo Atenco, 
que registra en su término a la hacienda de San Antonio, llamada 
también Doña Rosa; Tlacotepec, con dos haciendas: una de Guada- 
lupe y la otra denominada Cocotepec; Santiago, que registra las 
haciendas de San Juan Xoconusco y de San Felipe; y el pueblo de 
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San Felipe, que tenía en sus términos el rancho de la Sabana, la 
hacienda de Salare, el rancho de San Martín y la hacienda de San 
Jerónimo la Sabana. 

En muchas ocasiones los pueblos ocultaron sus tierras comuna- 
les, ya fuera porque se resistían a arrendarlas o simplemente porque, 
estando arrendadas, al declararlas la comunidad perdía el dinero 
que por ellas recibía. Veamos el destino que en la práctica tuvieron 
los excedentes de la comunidad, los cuales, según las Ordenanzas 
de Intendentes y otras disposiciones de la época, debían servir para 
mejorar el estado de los pueblos de indios. Sin embargo, en la rea- 
lidad no fue así. 


Las cajas de comunidad 


Los reglamentos de bienes de comunidad modificaron la manera en 
que se acostumbraba llevar las cuentas del propio poblado. Por man- 
damiento del virrey Velasco, en 1554, todos los pueblos de indios 
debían fundar una caja de comunidad. De hecho, en muchos de 
ellos las cajas habían aparecido desde fechas anteriores, gracias a la 
iniciativa que tuvieron en este sentido los miembros del clero regu- 
lar. En un principio, la caja y el dinero de la comunidad eran res- 
ponsabilidad de los indios principales, aunque el clero regular tenía 
una injerencia en su manejo, especialmente con respecto a los gastos 
que la comunidad realizaba, y no pocas veces dichos ingresos se 
utilizaron en favor de la misma congregación eclesiástica. Las pro- 
testas elevadas por el clero secular en contra de dichas cajas fueron 
escuchadas por el rey, particularmente aquellas presentadas por el 
arzobispo Montúfar. En consecuencia se mandó que las cajas tuvie- 
sen tres llaves, una en custodia del alcalde de indios, otra en manos 
del cacique de la comunidad y, finalmente, la tercera bajo la respon- 
sabilidad del corregidor. 

Para el siglo XVII, las cajas funcionaban regularmente y, por lo 
general, a ellas ingresaban los tributos reales, las sobras de tributos, 
las rentas de la comunidad obtenidas de cualquier explotación de 
tipo colectivo —ya fueran productos de la tierra o de ganado—, el 
monto del arrendamiento de tierras comunales, el pago de la con- 
tribución de real y medio, o del producto de la labranza de las diez 
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varas de comunidad, y los censos o réditos que cobraba la comuni- 
dad de sus bienes. En términos generales, a lo largo de los siglos 
XVI y XVII, la comunidad manejaba con bastante libertad sus finan- 
zas. Por el contrario, la política de los Borbones fue la de restringir 
notablemente la función de la caja de comunidad, al eliminar de 
ellas la contabilidad de la mayor carga que gravaba a los pueblos 
de indios, es decir, los tributos reales. Por otra parte, en el periodo 
Borbón los gastos de la comunidad se redujeron a “cosas útiles”, 
establecidos en el propio ordenamiento. 

Con los reglamentos de comunidad los pueblos debían atender 
tan sólo al pago de los servicios que la república de españoles con- 
sideraba necesarios y, por otra parte, sus gastos extraordinarios no 
podían pasar de cinco pesos. Con la nueva normativiad, los natura- 
les no podían disponer libremente de sus ingresos ni de sus bienes 
comunales, ya que los excedentes pasaban a la cabecera de la inten- 
dencia y la comunidad no tenía derecho de disponer de ellos, como 
lo indicaban los artículos 10 y 15 del Reglamento de Metepec. Que- 
daba a discreción del intendente y de la Junta Superior de Hacien- 
da el aprovechamiento de dichos excedentes. 


La contribución de real y medio 


La orden del 19 de febrero de 1796 introdujo de manera obligatoria 
la contribución de real y medio para gastos comunitarios, en contra 
de la disposición hasta entonces vigente de labrar cada tributario 
diez brazas de tierra. Esta orden significó una ruptura con las formas 
tradicionales de organización comunal de los pueblos de indios, ya 
que fomentaba el pago individual y en metálico. Para las autoridades 
virreinales llevar la cuenta de la comunidad y apropiarse de los ex- 
cedentes se facilitaba con el pago del real y medio por tributario. 
Por el contrario, mediante el sistema de la labranza de las diez bra- 
zas, el producto agrícola resultaba más difícil de controlar fiscal- 
mente. Para la siembra de las diez brazas de tierra se señalaba una 
fracción de las tierras comunales. El tamaño de la parcela variaba 
en función del número de tributarios. El producto obtenido de las 
sementeras se dividía regularmente en dos partes, una destinada al 
mercado para su venta y la otra se conservaba en especie. El pro- 
ducto vendido en el mercado se calculaba con base en lo que cada 
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tributario tenía que dar para sobras de tributos para el entero de la 
caja de comunidad.'' 

El producto de estas sementeras en ocasiones servía para pagar 
el tributo u otras cargas extraordinarias impuestas a la comunidad. 
Por ello, la eliminación de dichas sementeras en 1796 provocó que 
algunas comunidades del valle de "Toluca protestaran, llegando a 
negarse los indios a dejar de labrar dichas sementeras. Por caso ci- 
taremos la protesta que elevó el pueblo de Metepec negándose a 
cumplir con la contribución de real y medio. Ante la resistencia 
mostrada por Metepec, el intendente de México le ordenó al sub- 
delegado de este pueblo que 


hiciese entender a las Repúblicas de Yndios a presencia del cura de los 
beneficios que logran con el establecimiento de la referida contribución 
del real y medio, así en particular, como por el aumento de bienes 
comunes y gravámenes que les ocasiona el trabajo en la Milpa de Co- 
munidad, las más veces sin fruto, ni provecho alguno, bajo el concepto 
de que aliándose a dicha contribución se arrendarían a beneficio de 
los mismos fondos de las tierras comunidad.'* 


El objetivo perseguido por la Junta Superior de Propios y Arbi- 
trios era el siguiente: poner en arrendamiento las tierras comunales 
para que el producto obtenido se integrara a la caja de comunidad 
en monetario por concepto de propios y que, por otra parte, cada 
tributario pagara el real y medio también en dinero, a fin de sufragar 
los gastos de la comunidad, con lo cual prácticamente se duplicaba 
el ingreso en monetario que entraba a las arcas del pueblo. 

Las quejas presentadas por los naturales nos dejan entrever los 
motivos de su resistencia, Por ejemplo, aquellos del pueblo de 
Malacatepec alegaban que pagarían dicha contribución con la con- 
dición de que el fondo se utilizara en beneficio de su iglesia. En el 
caso de los habitantes de la cabecera de Metepec, éstos reclamaban 
que “haciendo la contribución en dinero, y estando las Arcas en 
poder de las Justicias lo gasten éstos y extravíen del objeto de sus 


destinos”.'* 


e Margarita Menegus, “Las comunidades indígenas y la propiedad en Nueva Espa- 
ña, 1519-1577”, en Homenaje a José Antonio Maravall, 1911-1986, Valencia, España, Con- 
sell Valencia de Cultura, 1988, p. 305-324. 

12 AGN, Indios, v. 73. f. 336v. 

13 Idem. 
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La resistencia de los naturales se debía sencillamente a que la 
nueva disposición significaba la pérdida de los excedentes que pro- 
ducía su comunidad. Como ya hemos mencionado, el dinero reunido 
en las cajas se repartía conforme al reglamento y los excedentes se 
trasladaban a México. El subdelegado comentó, con respecto a la 
resistencia mostrada por los naturales, lo siguiente: 


El verdadero motivo de la resistencia de estos Yndios es que con la 
contribución del real y medio, se quitaba a sus Gobernadores y Ca- 
becillas que han seducido a los demás, el arbitrio de ocuparlos en las 
labores de sus propias tierras a pretexto de las de comunidad, y el 
de usurpar y defraudar los productos de la cosecha, o emplearlos en 
fiesta de Iglesia y en sus Juntas, de que es buena prueba los cortos 
rendimientos que dice ha dado la siembra de comunidad en los tres 
años de 91, 92 y 93 y la cuenta de año próximo de 94 que corre 
agregada, donde se ve que después de dar por gastado todo el pro- 
ducto de la cosecha de comunidad, sale alzando el Gobernador a los 
fondos comunes en una crecida suma por tratarse de infinitos gastos 
superfluos. '* 


Con el argumento de que los poblados malgastaban su dinero, 
la Junta Superior de Propios y Arbitrios justificaba la extracción de 
sus excedentes, y regulaba y restringía notablemente sus gastos me- 
diante los reglamentos de bienes de comunidad. 


El reparto del fundo legal, según la orden de 1800 


La orden de 1800 vino a reforzar la tendencia contra las explotacio- 
nes colectivas. El artículo tercero del citado Reglamento de Bienes 
de Comunidad advertía que sería responsabilidad de los subdelega- 
dos vigilar que los indios no explotaran tierras comunales de manera 
colectiva, al margen de lo previsto en ese mismo ordenamiento. 

La llamada reforma agraria impulsada por los Borbones, tanto 
en la península ibérica como en Nueva España, tenía por objetivo 
convertir terrenos baldíos e improductivos en tierras productivas. Por 
otra parte, la orden de 1800 buscó que los terrenos comunes o colec- 
tivos pasaran a un régimen de explotación individual. La preocupa- 


14 dem. 
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ción de los fisiócratas españoles fue la de incorporar tierras erizas 
a la producción con el propósito de aumentar la productividad 
agrícola y, por otro lado, incorporar al trabajo agrícola aquellos 
brazos “inútiles haciéndolos útiles”, según la expresión de la época. 
Si recordamos los casos de Badajoz y Andalucía, encontramos que 
se desmontaron terrenos comunales para ser convertidos en tierras 
labrantías, repartiéndose éstas entre los campesinos menos favoreci- 
dos o entre jornaleros. Es en tal sentido que se aplica la reforma de 
1800, o sea, procurando que todos los vecinos de una localidad po- 
sean una parcela de tierra para su subsistencia. En el caso de que ya 
la tuvieran, mediante esta disposición el habitante menos favorecido 
podía aumentar su parcela. Es suma, con esta medida los Borbones 
impulsaron decididamente las formas de trabajo individual contra 
las tradicionales de carácter colectivo y, por otra parte, provocaron 
una mayor monetarización de la economía comunitaria. 

En 1796, sino es que antes, el artículo 47 de la Real Ordenanza 
había sido modificado. Fue dictada una real orden que daba faculta- 
des a la Junta Superior de Propios y Arbitrios para que los sobrantes 
de las comunidades y de los cabildos fueran puestos a rédito. Claro 
está que dicha orden contenía una salvedad, en caso de que no tu- 
viesen necesidad “urgente” para obras públicas de sus sobrantes. No 
obstante, los sobrantes como hemos ya mencionado, se llevaban a 
México y se depositaban en una cuenta general rubricada de bienes 
de comunidad. Sabemos que dichos sobrantes fueron en ocasiones 
enviados a España como donativo para el rey, para sus gastos de 
guerra o para la fundación del Banco de San Carlos; pero también 
se pusieron a disposición de los españoles que requerían de créditos. 
Por ejemplo, en 1804 Francisco A. de Ayudi, español, vecino y co- 
merciante de la ciudad de México, solicitó se le otorgaran bajo fian- 
za de 36 pesos los sobrantes de los bienes de comunidad por cinco 
años, los cuales precisaba para el fomento de sus giros comerciales. 
El oficial de la Real Hacienda informó que el ramo de bienes de 
comunidad contaba con 978 122 pesos, un real y un grano, los cua- 
les en su opinión eran suficientes para otorgarle al comerciante un 
préstamo y, asimismo, solventar las necesidades de los indios. Le 
fueron otorgados al señor Ayudi 3000 pesos a depósito irregular por 
cinco años, con un rédito de 5% anual. Los préstamos fueron fre- 
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cuentes; por ejemplo, se le otorgaron a don Manuel Bautista Man- 
cola 8000 pesos para sus negocios, en Chalco, y a Bernardo Oraz 
Bayo 6000.'” 

Aquellos que solicitaban créditos del dinero proveniente de los 
sobrantes de las comunidades debían ser personas “conocidas en el 
comercio”, presentar un informe de abono de fiadores y depositar 
una fianza. En el caso de entregarse el principal a réditos sobre 
fincas se estipuló que la propiedad debía estar libre de todo grava- 
men para que sirviera fielmente de fianza. La opinión de la Real 
Audiencia, como la de otros, al realizarse estos préstamos era que 
los indios eran los más interesados en que “no sean sus sobrantes un 
caudal muerto, sino que circule y les produzca prudentes segurida- 
des quales son las que previenen dichos Autos Acordados”.'* 

En 1814, la Contaduría General de Propios y Arbitrios informó 


con respecto a este fondo lo siguiente: 


Los Bienes de Comunidad de los Indios de este Reyno consisten en 
el importe de uno y medio reales con que contribuyen anualmente 
cada Yndio Tributario, y en el producto del arrendamiento de sus 
tierras sobrantes, conforme a las últimas superiores disposiciones, 
pues aunque anteriormente se componían sus fondos de los produc- 
tos de la siembra de comunidad la experiencia hizo conocer la ningu- 
na utilidad que se les traía por el mal uso que de ellos habían, gastán- 
dolos a su arbitrio en fiestas y comidas, sin que les quedase cosa 
alguna para sus precisas urgencias, con lo que se resolvió por acuerdo 
de la Junta Superior de Propios de 3 de Enero de 1800, se estable- 
ciere por punto general en todos los Pueblos de Yndios de este Rey- 
no la contribución de real y medio anual de cada Yndio Tributario en 
lugar de la siembra de comunidad.'” 


Esta cita confirma lo dicho en las páginas anteriores y nos de- 
muestra con claridad la utilidad que representaba para los españo- 
les reunir este dinero en México y ponerlo al servicio de los comer- 
ciantes. 

El siguiente cuadro muestra la cantidad de dinero de las comu- 
nidades indígenas reunida en México: 


15 AGL Audiencia de México, v. 2109. 
16 Idem. 
17 Idem. 
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CUADRO l 
IMPORTE DEL PRODUCTO DE BIENES DE COMUNIDAD, 1809 


Comunidades indígenas Cantidad 
Intendencia de México 6.812.0.4 
Intendencia de Puebla 20.330.7.1 
Intendencia de Veracruz 6.812.0.4 
Intendencia de Yucatán 31.364.4.3 
Intendencia de Oaxaca 24.345.4.9 
Intendencia de Valladolid 20.609.4.0 
Intendencia de Guanajuato 2.987.4.6 
Intendencia de San Luis Potosí 2.189.1.6 
Intendencia de Guadalajara 13.268.6.7 
Intendencia de Zacatecas 1.140.0.0 
Intendencia de Durango 4.659.4.9 


Fuente: Archivo de la Real Academia de la Historia. Madrid. Colección Docu- 
mentos sobre América, 101-9-1917 


Las cifras expuestas muestran que las reformas borbónicas im- 
pulsaron una creciente monetarización de los excedentes comunita- 
ri0s, mismos que sirvieron para estimular la actividad comercial de 
los miembros del Consulado de México, quienes se habían visto 
afectados por el establecimiento del Consulado de Guadalajara y 
por otras reformas que impulsaron el desarrollo de la región nor- 
occidente de México. El arrendamiento de tierras sobrantes, parti- 
cularmente en la zona de Zacatecas y Guadalajara, favoreció los im- 
tereses de los hacendados y mineros, ya que —como hemos 
dicho— los arrendamientos en estos casos se hicieron a favor de la 
población hispana. En cambio, la Intendencia de México registró un 
nivel muy bajo de ingresos (véase cuadro 1), siendo una de las inten- 
dencias mayormente pobladas de Nueva España. Ello lo atribuimos 
a la resistencia presentada por los naturales, tanto a la contribución 
del real y medio como al hecho de que sus tierras sobrantes fueran 
pocas y las arrendaban más bien a sus vecinos. Con todo, podemos 
sostener que las reformas ilustradas no repercutieron beneficiando a 
la población indígena o campesina sino, por el contrario, coadyuva- 
ron a su decadencia. 


LOS PROVEEDORES DE RECURSOS: LA IGLESIA 
Y LA CONSOLIDACION DE VALES REALES. 
UNA PERSPECTIVA DESDE UNA JUNTA SUBALTERNA! 


FRANCISCO JAVIER CERVANTES BELLO 
Instituto de Ciencias Sociales y Humanidades “Alfonso Vélez Pliego” 
Benemérita Universidad Autónoma de Puebla 


En las dos últimas décadas del siglo XVIII, la Corona española en- 
frentó importantes apuros financieros derivados de las exigencias 
que originaron los enfrentamientos bélicos con Inglaterra y Francia. 
Después de agotar otras instancias, la solución de emitir vales reales 
resultó, durante los primeros años de su aplicación, una medida 
exitosa para la recaudación real. Mediante este procedimiento se 
lanzó dinero fiduciario de circulación forzosa, respaldado por el rey. 
Esta representación monetaria tenía como función absorber, por un 
tiempo, la moneda metálica para ser utilizada en las urgencias rea- 
les. Los vales los retiraría la Corona en un corto término, otorgando 
una moderada compensación a su último poseedor. Hubo sucesivas 
emisiones y retirar los vales se convirtió en un nuevo y grave proble- 
ma para el erario en las décadas siguientes. Para consolidar esta 
deuda pública se crearon diversas disposiciones que asignaron re- 
cursos y culminaron en la llamada Ley de Consolidación de Vales 
Reales, dictada para la península en 1798 y extendida a Indias y 
Filipinas en diciembre de 1804. Mediante esta disposición el rey 
asignó los recursos de las obras pías y de otros establecimientos pú- 
blicos que procuraban beneficencia —hospitales, hospicios, algunas 
cofradías, etcétera— para ser destinados a la Caja de Amortización 


l Este trabajo forma parte del proyecto Conacyt n. 100455 y del de la Vicerrectoría de 
Investigación y Estudios de Postrado de la Benemérita Universidad Autónoma de Puebla 
intitulado “Misas perpetuas y crédito eclesiástico en el obispado de Puebla a finales de la era 
colonial”, en el que participó la becaria maestra Claudia Elena García Marañón con el tema 
Deudores y perseguidos en la ciudad de Puebla, 1813-1834. 
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de Vales Reales. En consecuencia, todo el valor de las obras pías 
—las fundaciones afectadas más numerosas, casi todas eclesiásticas 
y que representaban el grueso de las cantidades pretendidas— de- 
bería entregarse en empréstito forzoso al rey para ese propósito. En 
la península la mayoría de estas fundaciones eran propiedades ecle- 
siásticas? lo que implicaba una venta previa y, por consiguiente, una 
desamortización. Ya depositado ese valor en las arcas reales, éstas se 
comprometían a reconocer la deuda, a pagar a los beneficiarios de 
esas fundaciones el interés acostumbrado y, en su caso, a respetar 
los derechos de sus patronos. 

Esta problemática ha despertado un gran interés en la historia 
económica. La introducción del dinero en papel respaldado por la 
Corona y sus consecuencias en el mercado en España, sus efectos 
inflacionarios, la devaluación posterior de los vales no retirados 
y las medidas para consolidarlos —que se han asociado con una 
primera desamortización— han sido algunos de los temas más tra- 
tados.* Por su parte, la aplicación de la ley de Consolidación en 
Nueva España (1805-1809) ha originado ya su propia historiografía.* 


2 Como se verá esto no fue así en Nueva España, aunque la aplicación de la ley de Con- 
solidación fue decisiva en el declive de los préstamos eclesiásticos y la desarticulación del 
sistema de crédito colonial. 

% Para España véase Richard Herr, Rural Change and Royal Finances in Spain at the End of 
the Old Regime, Berkeley, University of California Press, 1989. Sobre las finanzas del imperio 
español y Nueva España a finales del siglo XVIII, véase Carlos Marichal, La bancarrota del vi- 
rreinato. Nueva España y las finanzas del imperio español, 1780-1810, México, Fondo de Cultura 
Económica, 1999. 

1 Entre los principales autores que han estudiado la consolidación de vales en Nueva 
España destacan Brian Hamnett, “The Appropriation of Mexican Church Wealth by the 
Spanish Bourbon Government. The “Consolidación de Vales Reales”,1805-1809”, Journal of 
Latin American Studies, v. 1, n. 2, 1969, p. 85-113; Asunción Lavrín, “The Execution of the 
Law of Consolidación in New Spain: Economic Aims and Results”, Hispanic American Histo- 
rical Review, v. 53, n. 1, 1973, p. 27-49; Peer Schmidt, “Los vales reales y la desamortización 
de Carlos IV en España (1798-1808)”, en Memoria del Segundo Congreso de Historia Económi- 
ca. Entre la Economía y la Historia, México, Universidad Nacional Autónoma de México, 2004, 
disponible en <http://www.economia.unam.mx/amhe/memoria/simposio10/Peer%208CH- 
MIDT. pdf>, consultado el 1 marzo del 2011; Reinhard Liehr, “Endeudamiento estatal y 
crédito privado. La Consolidación de Vales Reales en Hispanoamérica”, Anuario de Estudios 
Americanistas, v. XLI, 1984, p. 553-578; Jorge Silva Riquer, “La Consolidación de Vales Rea- 
les en Michoacán, 1804-1810”, en Virginia Guedea y Jaime E. Rodríguez (ed.), Five Centuries 
of Mexican History. Cinco siglos de historia de México, México, Instituto de Investigaciones 
Doctor José María Luis Mora/University of California, Irvine, 1992; Margaret Chowning, 
“The Consolidación de Vales Reales in the Bishopric of Michoacan”, Hispanic American Histori- 
cal Review, n. 69 (3), agosto de 1989, p. 451-478. Gisela von Wobeser ha desarrollado varios 
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No es nuestro propósito evaluar la ley como tal? sino plantear una 
reflexión de los informes que fueron generados por las Juntas Sub- 
alternas, organizaciones que —establecidas en la capital de los 
obispados— tuvieron a su cargo la recopilación de los datos sobre 
fundaciones piadosas afectadas y la ejecución de la ley. Estas ims- 
tancias recabaron datos precisos que son muy útiles para caracte- 
rizar a los proveedores de recursos monetarios al final de la era 
colonial. 

En un primer punto veremos de manera muy general la polé- 
mica que desató la ley de Consolidación y lo que puso al descubier- 
to su aplicación en Nueva España. Esto nos llevará al segundo apar- 
tado: discutir la importancia del crédito eclesiástico y plantear 
algunas hipótesis sobre su funcionamiento e inserción en el sistema 
de crédito colonial, y sugerir cómo influyó la aplicación de dicha 
ley en este proceso. Para ello nos basamos principalmente en regis- 
tros de la Junta Subalterna de Puebla, lo que nos dará una perspec- 
tiva desde un obispado. 


trabajos al respecto, véase Dominación colonial. La Consolidación de Vales Reales, 1804-1812, 
México, Universidad Nacional Autónoma de México, Instituto de Investigaciones Históri- 
cas, 2003. Sobre la situación financiera véanse, de Carlos Marichal, “La Iglesia y la crisis 
financiera del virreinato, 1780-1808. Apuntes sobre un tema viejo y nuevo”, Relaciones, 
n. 40, 1989, p. 103-129, y “La Iglesia y la Corona: la bancarrota del gobierno de Carlos IV 
y la Consolidación de Vales Reales en Nueva España”, en María del Pilar Martínez López- 
Cano (comp.), Iglesia, Estado y economía. Siglos XVI al XIX, México, Universidad Nacional 
Autónoma de México, Instituto de Investigaciones Históricas, 1995, p. 241-262. Masae 
Sugawara editó por primera vez los documentos principales con una presentación, véanse 
“Los antecedentes coloniales de la deuda pública de México. 1) España: Los vales reales, 
orígenes y desarrollo de 1780 a 1804”, Boletín del Archivo General de la Nación, v. VIH, n. 1-2, 
1967, p. 129-402; La deuda pública de España y la economía novohispana, 1804-1809, México, 
Instituto Nacional de Antropología e Historia, 1976. Para el caso de Puebla, véase Francis- 
co Javier Cervantes Bello, “La Iglesia y la crisis del crédito colonial en Puebla (1800-1814)”, 
en Leonor Ludlow y Carlos Marichal (ed.), Banca y poder en México (1800-1925), México, 
Grijalbo, 1986, p. 51-74, y del mismo autor “La Consolidación de los Vales Reales en Puebla 
y la crisis del crédito eclesiástico,” en María Pilar Martínez López-Cano y Guillermina del 
Valle Pavón (ed.), El crédito en Nueva España, México, Instituto de Investigaciones Doctor 
José María Luis Mora/El Colegio de Michoacán/El Colegio de México/ 
Universidad Nacional Autónoma de México, Instituto de Investigaciones Históricas, 1998, 
p. 203-228. 

5 Sobre la situación económica en la que se ejecutó la ley, véase Francisco Javier Cervan- 
tes Bello, “La desamortización en perspectiva. Propiedades y rentas de las instituciones ecle- 
siásticas de Puebla (México), 1750-1850”, en Bernard Bodinier, Rosa Congost y Pablo F. Luna 
(ed.), De la Iglesia al Estado. La desamortización de bienes eclesiásticos en Francia, España y América 
Latina, Zaragoza, España, Prensas Universitarias de Zaragoza, 2009, p. 325-348. 


34 FRANCISCO JAVIER CERVANTES BELLO 


La ley de Consolidación y lo que puso al descubierto 


La problemática que se derivó de la ejecución de la ley de Consoli- 
dación provino de la conjunción de dos procesos diferentes ligados 
entre sí. Por una parte, una política de la Corona española que bus- 
caba dirigir cambios en la tenencia de la tierra a favor de una desa- 
mortización, y motivar la creación de un mercado interno que per- 
mitiera el acceso a la propiedad y su circulación. Por la otra, la 
creciente necesidad del erario de obtener más recursos para su lucha 
por el reparto del mundo atlántico, lo que implicó un reordena- 
miento en la forma de recaudar fondos. 

Desde inicios del siglo XVII! la Corona se percató de la impor- 
tancia que tenía la propiedad agraria para la generación de la rique- 
za, y de las posibilidades que tenía el erario de diseñar una política 
impositiva sobre este delicado punto. Aunque ya desde los últimos 
Austrias se había planteado el problema de los impuestos, sólo des- 
pués de la Guerra de Sucesión se prestó más atención a la política 
taxativa sobre la propiedad y su ocupación. Así, a lo largo del siglo 
XVIII se consolidó la idea de crear una política dirigida a establecer 
un impuesto único sobre la propiedad que estuviera basado en in- 
formación catastral. Se fortaleció la formación de la filosofía agraria 
que consideraba la necesidad de una desamortización para la crea- 
ción de un mercado de tierras, factor clave para el crecimiento eco- 
nómico y el fortalecimiento de la Corona. 

Hacia 1780 el tesoro español comenzó a enfrentar un constante 
déficit. El factor desencadenante fue su enfrentamiento con Ingla- 
terra (1799), su apoyo a Francia en la guerra de independencia de 
los Estados Unidos, y los conflictos con la armada británica en su 
lucha por el mundo atlántico que dificultaban el comercio entre 
España y América, situación que tenía antecedentes al menos desde 
mediados de siglo. La emisión de vales reales fue un fenómeno mo- 
netario que mostró el efecto del crecimiento económico mercantil 
en el marco de las necesidades políticas de los estados europeos del 
siglo XVIII. En particular durante el último cuarto de este siglo los 
acontecimientos políticos, guerras o revoluciones, condujeron a es- 
tos países a la emisión de papel moneda para financiar sus aspira- 
ciones políticas, lo que frecuentemente contribuyó al problema eco- 
nómico de la inflación. 
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Después de sucesivas emisiones, el estado Español no pudo sus- 
traer las cantidades de vales que había planeado. Parte de los re- 
cursos empleados para su extinción se habían recaudado gravando 
a la Iglesia, como el 15% del impuesto sobre las propiedades y los 
beneficios que adquiriesen las instituciones eclesiásticas desde 1796 
y la captación de los ingresos de plazas vacantes. Sin embargo, to- 
dos los arbitrios resultaron insuficientes, lo que llevó a establecer 
instancias recaudatorias que tuvieran a cargo esta función. El siste- 
ma de recaudación para retirar los vales se inició en 1792, conti- 
nuó con la creación del Fondo de Amortización (1794), con la Real 
Caja de Amortización (1798) y la erección de la Real Caja de Con- 
solidación (1800).* 

En 1798 la insuficiencia de estas medidas llevó a la Corona a 
considerar la posibilidad de la venta de los bienes del clero para 
hacerse de recursos a cambio de reconocer su valor a un interés fijo. 
Principalmente, después de 1794 hubo una clara posición a favor 
de una reforma agraria que desvinculara la tierra de lazos de cual- 
quier tipo —sobre todo de mayorazgos y los clericales—. En especial 
se criticó que las rentas de obras piadosas a cargo del clero provinie- 
ran de las tierras de las capellanías y obras pías que estaban aban- 
donadas y sin cultivar. Uno de los principales reformadores, Gaspar 
de Jovellanos, señaló que desde que las Leyes del "Toro (1505) lo 
habían permitido se habían donado muchas tierras para establecer 
capellanías que permanecían ociosas, ante lo cual era preferible 
dotar a la Iglesia con otro tipo valores pero no con tierras.” 

El 19 de septiembre de 1798 Carlos IV decretó que en la Real 
Caja de Amortización de Vales entraran los capitales de la venta 
forzosa de los bienes raíces de hospitales, hospicios, casas de mise- 
ricordia, de reclusión y de expósitos, cofradías, memorias, obras pías 
y patronatos de legos. Se incluían también los capitales a censo que 
se redimiesen pertenecientes a estos establecimientos y fundaciones. 
La Corona preservaría los derechos de los patronos y proporcionaría 
un interés para cumplir con sus propósitos. 


6 Acerca de las emisiones de los vales véase, Earl J. Hamilton, “Guerra e inflación en 
España (1780-1800)”, en Earl J. Hamilton, El florecimiento del capitalismo. Madrid, Alianza 
Editorial, 1984, p. 139-183. También, la recopilación de Masae Sugawara, “Los antecedentes 
coloniales de la ...” 

7 Sobre cómo se diseñó esta política agraria, véase Richard Herr, Rural Change and Royal 
Finances... 
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En la extensión de la Ley de Consolidación de Vales Reales a 
Nueva España, en noviembre-diciembre de 1804, se retoman las 
disposiciones anteriores y se recapitula su ordenamiento en un con- 
texto apropiado para las Indias. Un hecho que merece resaltarse es 
que el rey dispone de determinados recursos, vía préstamo forzoso, 
aludiendo razones que demuestran un matiz importante. A pesar de 
que la gran mayoría de las propiedades y los fondos afectados per- 
tenecía a la Iglesia, el rey no hace alusión a sus derechos de patrona- 
to, ni siquiera para el caso de Indias donde tenía mayor prerrogativa. 
Establece una relación directa con la sociedad y sin la mediación que 
implicaría dirigirse a la Iglesia como una corporación. El decreto se 
justifica por supereminencia para procurar el bienestar público y 
alega la indisputable autoridad soberana para dirigir las institucio- 
nes de beneficencia. Inclusive se refiere directamente a las fundacio- 
nes afectadas de manera específica —hospitales, hospicios, expósi- 
tos, etcétera— o con la denominación genérica de “obras pías”. En 
la exposición de la ley, el rey evita o cree innecesario mencionar las 
funciones corporativas mediante las cuales la Iglesia se hacía cargo 
de la caridad como protección y bienestar. Simplemente ubica los 
bienes de las instituciones eclesiásticas afectadas bajo la categoría de 
“establecimientos públicos” y “obras pías”,* como es resaltado en la 
extensión de la ley de Consolidación a Indias en 1804.” En ella se 


8 En los informes de las juntas se emplea “obras pías” en dos sentidos. Uno genérico, 
utilizado para abarcar cualquier fundación piadosa con motivos de establecer una renta per- 
petua para fines específicos; otro usado de manera específica para referirse a una fundación 
con contenidos particulares, cuya erección se había reconocido de esa manera y que llevaba 
anexo regularmente el nombre del fundador y/o su propósito para identificarla. En el primer 
caso encontramos que los párrocos informan de las “obras pías” bajo su jurisdicción, es decir, 
todas las capellanías, misas, memorias y fundaciones piadosas. En el segundo lo utilizan, por 
gjemplo, para referirse a “la obra pía para casar huérfanas que fundó Ma. Herrera Peregrina”. 

” En la extensión se reitera que esta disposición obligaba a que “se enajenaran todos los 
bienes raíces pertenecientes a hospitales, hospicios, casa de misericordia, de reclusión y de 
expósitos, cofradías, memorias, obras pías y patronatos de legos, poniéndose los productos 
de estas ventas, así como los capitales que se redimiesen pertenecientes a estos establecimien- 
tos y fundaciones en mi Real Caja de Amortización”. Con el interés que pagaría la Corona se 
atenderían las cargas impuestas y dejaba intactos los derechos de los patrones respectivos. Los 
justificantes para emitirla fueron que se pretendía: a) subrogar la deuda de los vales reales 
con otra que fuera menos onerosa y por la que se pagara menor interés, y b) contribuir a 
extinguir los vales reales aumentando los fondos de la Caja de Amortización. El rey reafirmó 
sus atribuciones para obligar a los implicados en los fondos a depositarlos en las cajas reales, 
recalcando su indisputable “autoridad soberana para dirigir a éstos y otros fines del Estado 
los establecimientos públicos” [el subrayado es nuestro]. Obsérvese que no era una disposición 
que afectara exclusivamente a las instituciones eclesiásticas como tales sino a bienes destinados 
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plantea que para su cumplimiento se establecerían juntas superiores 
en los cuatro virreinatos —México, Lima, Santa Fe y Buenos Aires— 
y en las capitanías generales. Dentro de sus jurisdicciones se esta- 
blecían juntas subalternas en las cuales recaía la función esencial de 
recabar información y realizar los cobros que implicaba la ley. Lla- 
ma la atención que estas juntas se mandaron a erigir en las capita- 
les de cada obispado, porque se consideraba esencial la asistencia 
que los prelados podían proporcionar para exigir su cobro. A los 
fondos tomados de esta manera, la Corona se comprometió a pa- 
garles el interés corriente, del 5% anual. Finalmente la ley se sus- 
pendió el 26 de enero de 1809 y en abril del mismo año se difundió 
la noticia en Nueva España. Los capitales prestados jamás fueron 
devueltos y la Corona pagó irregularmente sus réditos, suspendién- 
dolos a partir de 1812. 

En primer lugar destaca que la cantidad de valores que resulta- 
ría afectada era sumamente considerable, calculada en 47000000 
de pesos, compuestos por 44500000 pesos en capitales y el resto en 
propiedades, distribuido en los obispados del virreinato.'% Esta can- 
tidad estaba ligada a créditos, hipotecas y pago de réditos en cada 
obispado. No todos habían sido originados por préstamos pero in- 
fluyeron en el mercado de crédito, en la constitución de un grupo 
rentista y en los márgenes de ganancia y reinversión. 


a un bienestar público, sobre los que reivindicaba su autoridad soberana como Estado y que 
fueron referidos genéricamente como “obras pías” en diversas partes de la legislación. Por 
ello el rey no alude a las facultades especiales del patronato real sobre la Iglesia; antes bien, 
reivindica el derecho de los patrones. Es cierto, sin embargo, que en la práctica las institucio- 
nes más afectadas fueron las eclesiásticas, lo que significaba una desvinculación por el carác- 
ter corporativo al cual estaban asignadas las funciones del bienestar público. El texto comple- 
to de esta disposición, que dará origen al decreto de la ley de Consolidación en Filipinas y 
América, está reproducido en Masae Sugawara, “Los antecedentes coloniales...”, p. 296-297. 
Para enfatizar la importancia de la medida fue publicada como Pragmática-Sanción (30 de 
agosto de 1800), igual en fuerza a una ley aprobada por las Cortes. En ella se encarga al 
Consejo la ejecución de la ley. Nuevamente la argumentación de la soberanía sobre el “bien 
público”, “la causa pública” se reafirmó. Véase idem., p. 326-343. 

10 Abad y Queipo señaló la siguiente distribución de los capitales por obispado: México, 
9000000 de pesos; Puebla, 6500000 pesos; Michoacán, 4500000 pesos; Guadalajara, 
3000000 de pesos; Durango, Monterrey y Sonora, 1000000 de pesos; Oaxaca y Yucatán, 
2000000 de pesos. Las obras pías en las Iglesias de conventos de hombres y de mujeres las 
estimaba en 2500000 pesos y en 16000000 de pesos otros capitales de fondos de iglesias y 
comunidades religiosas que tenían los novohispanos a rédito y que debían redimirse de acuer- 
do con la ley. En total estos capitales sumaban 44 500000 pesos. Véase “1807(Junio). Escrito 
presentado a don Manuel Sixto de Espinosa. Manuel Abad y Queipo,” en Masae Sugawara, 
La deuda pública de España..., p. 122. 


38 FRANCISCO JAVIER CERVANTES BELLO 


MAPA 1 
DIÓCESIS DE LA NUEVA ESPAÑA EN EL SIGLO XVIII 


LINARES 


De Michoocón a 
Guodoloxara, 1793 


Fuente: Peter Gerhard, Geografía histórica de Nueva España, México, Universi- 
dad Nacional Autónoma de México, Instituto de Investigaciones Históricas, 1986, 
p. 18. 


La extensión de la ley de Consolidación en Nueva España pro- 
dujo información y reacciones que revelan gran parte de las carac- 
terísticas de los antiguos proveedores de crédito y del funciona- 
miento de las rentas eclesiásticas. La historiografía ha estudiado la 
aplicación de la ley principalmente a partir de la documentación de 
la Junta de Hacienda establecida en la capital del virreinato y de su 
comunicación con España. A ella llegaron resúmenes de documen- 
tación de las juntas subalternas. Aunque los datos de éstas fueron 
mucho más detallados e importantes, no ha habido hasta la fecha 
estudios que se basen en ellos; de hecho no se tenía conocimiento 
de la existencia de un archivo que hubiera conservado la documen- 
tación de alguna junta subalterna. Afortunadamente, para el caso 
de la diócesis de Puebla los expedientes se han conservado y es con 
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base en ellos que construimos algunas de nuestras observaciones 
sobre los proveedores de crédito.'' 


La ley de Consolidación: crisis crediticia y fortalecimiento 
de propietarios y acreedores 


Para ejemplificar cómo se insertaban los capitales eclesiásticos en el 
crédito en general y el efecto que causó la consolidación, menciona- 
remos el caso de la quiebra de Dionisio Hernández, comerciante 
mediano de la ciudad que tenía una tienda de cristal, ropa y otros 
enseres en los portales de la ciudad de Puebla, frente a la plaza ma- 
yor. Este mercader operaba en gran parte gracias al crédito, pero sólo 
una parte menor de éste provenía de la Iglesia, ya que era principal- 
mente deudor de comerciantes y otros particulares. Dionisio Her- 
nández!* se había avecindado en la ciudad de Puebla desde mucho 
tiempo atrás y, como muchos mercaderes, tenía, por una parte, cré- 
ditos vencidos y, por la otra, deudas activas, lo que muestra una gran 
vivacidad de las transacciones crediticias. A través de este caso se 
observa cómo se vincularon las deudas eclesiásticas y las demandas 
de la ley de Consolidación al sistema crediticio general. Desde prin- 
cipios del siglo XIX su equilibrio financiero era bastante frágil, pero 
estaba acostumbrado a las turbulencias de las presiones de los acree- 
dores pues, como él mismo declaró, tenía esperanzas de salvar su 
situación, ya que ni sus deudas eran excesivas ni los requerimientos 
Judiciales que le acechaban lo tenían al extremo de amenazarle seria- 
mente con ejecuciones. Esta endeble armonía se quebrantó cuando 
de manera súbita la Real Junta Subalterna de Consolidación le hizo 
llegar un requerimiento para liquidar 1 127 pesos de una capellanía. 
El total de sus deudas era de 4930 pesos y aunque en apariencia no 


ll Basta decir que mientras la principal fuente que se ha utilizado ha sido el ramo Con- 
solidación del Archivo General de la Nación, que contiene información de todas las juntas 
subalternas y su comunicación con la junta superior en 29 volúmenes, el archivo de la Junta 
Subalterna de Puebla —contenido en el Archivo Histórico Municipal de Puebla (en adelante 
AHMP)— está conformado por 117 libros que corresponden, exclusivamente, a informes de 
la diócesis de Puebla. 

12 Para este caso nos basamos en “Cesión hecha por Dionisio Hernández de una tienda 
de comercio en el Portal de las Flores, 1806”, AHMP, Consolidación, t. 21, f. 205-252. 
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era mucho lo reclamado, en las circunstancias en las que se requería 
la liquidación ocasionó un efecto en cadena. 

Al enterarse de que era requerido por la junta, los demás acree- 
dores acudieron a reclamar sus derechos, lo que derivó en una situa- 
ción insostenible pues reconocía: “No me es fácil satisfacer a todos 
con mis cortas existencias”. Lo curioso es que, como en muchos otros 
casos, los principales activos del comerciante estaban conformados 
por créditos. Dionisio Hernández declaró, así, una característica de 
su giro: “La mayor parte de éstas [sus activos] consisten en cantida- 
des que deben a la tienda que giro: que son algunas buenas y per- 
didas muchas más, porque nos vemos en la infeliz situación de que 
para vender diez al contado tenemos que vender más de cien a el 
crédito”. ** 

En efecto, en la cesión de sus bienes se contabilizaron 4893 pe- 
sos 4 reales que le debían más de 170 personas de diverso tipo, 
principalmente unos pocos comerciantes rurales y muchos peque- 
ños consumidores urbanos. Y aunque a estos activos se le sumó el 
valor de las mercancías y de su tienda, no se pudo redimir la cape- 
llanía de poco más de 1000 pesos. La junta aceptó la cesión de 
todos sus bienes, comisionó a un administrador para cobrar a sus 
deudores y convocó al resto de sus acreedores para que buscaran 
satisfacer los préstamos que habían hecho con antelación a Hernán- 
dez. El comerciante perdió su giro y su esposa reclamó que, de lo 
que pretendía cobrarse la junta y sus acreedores, se le devolviera a 
ella tan sólo su dote, pues su esposo había caído en una “notoria y 
pública enfermedad” a partir de la quiebra. 

Hay varios datos que muestran que en esta coyuntura fueron 
favorecidos acreedores particulares —principalmente comercian- 
tes— y grandes propietarios. Aunque sólo ingresaron a las cajas rea- 
les poco menos de 30% de los capitales eclesiásticos que debían ser 
afectados, la consolidación tuvo un impacto importante para la eco- 
nomía en general y afectó la confianza en la institucionalidad que 
la Iglesia daba al crédito dado en moneda fuerte. Hay que conside- 
rar que esta medida se insertó en un contexto monetario muy poco 
favorable y que potencializó sus efectos, como la salida de efectivo y 
las dificultades en el comercio ultramarino. El incremento de los 


13 “Cesión hecha por Dionisio Hernández de una tienda de comercio en el Portal de las 


Flores, 1806”, AHMP, Consolidación, t. 21, f. 207v. 
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préstamos voluntarios y forzosos, de los donativos y de las contribu- 
ciones fiscales con motivo de la coyuntura bélica, había originado 
una salida de moneda fuerte previa a la cuantiosa cantidad recolec- 
tada por la consolidación, de poco más de 10200000 pesos,'* lo que 
ocasionó severos desajustes en la economía. 

Se ha señalado que la crisis de la consolidación se presentó jus- 
to antes de iniciar la lucha por la independencia y que fue una de 
sus causas.'” A pesar de las medidas más drásticas, el grueso de los 
propietarios que debían redimir sus deudas, al parecer los más 
ricos, pudieron zanjar la ley entrando en composiciones, y las ven- 
tas de propiedades fueron pocas en relación con el valor total des- 
amortizado. No obstante la inconformidad de las elites urbanas 
criollas por la aplicación de la ley, ésta no fue motivo para que di- 
chos grupos se unieran al llamado de los rebeldes. Sin embargo 
muchos pequeños comerciantes y agricultores fueron los más afec- 
tados en cadena, como el caso del comerciante Hernández y sus 
deudores, además del clero, que vivía de sus rentas. La Corona no 
pagó los intereses por igual a todos los usufructuarios de los capi- 
tales que se depositaron en la Caja de Amortización y debía una 
considerable cantidad de intereses hacia 1812-1813.'* Esto afectó 
a las instituciones religiosas y al clero, al cortarse parte del flujo 


14 Sobre los últimos cálculos de la consolidación, véase Gisela Wobeser, “La desamorti- 
zación de bienes eclesiásticos y seculares mediante la Consolidación de Vales Reales. Nueva 
España, 1805-1809”, en Bernard Bodinier et al., De la Iglesia al Estado..., p. 129-148. Se pue- 
de aventurar una evaluación regional de los caudales en efectivo que salieron de la región de 
Puebla en esta época. La consolidación extrajo recursos monetarios de alrededor de 2200000 
pesos, a lo que hay que sumar las múltiples erogaciones del ayuntamiento y de la Iglesia para 
el sostenimiento de la situación colonial. Es difícil evaluar los gastos monetarios debido a los 
problemas políticos; en el caso del ayuntamiento se deben incluir no sólo las donaciones, 
calculadas en 1813 en 500000 pesos, sino también los gastos militares a expensas de los re- 
cursos municipales, pero consideremos sólo este medio millón de pesos; igualmente el míni- 
mo de donaciones eclesiásticas que se reportaron fue de 600000 pesos. Sumados estos dos 
rubros con el dinero extraído por la ley de Consolidación tenemos que mínimamente fueron 
3400000 pesos que significaron una pérdida absoluta de recursos monetarios para la región, 
extraídos en menos de dos décadas. La escasez de moneda efectiva y el aumento de la de- 
manda de crédito fueron dos factores que se añadieron a los problemas de la economía po- 
blana a inicios del siglo XIX. 

15 Véase Gisela Wobeser, “La Consolidación de Vales Reales como factor determinante 
de la lucha de independencia en México, 1804-1808”, Historia Mexicana, v. LVL, n. 2, 2007, 
p. 373-425. 

16 Sobre el particular véase Brian Hamnett, “The Appropriation of Mexican Church 
Wealth ...”, p. 101-102. 
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que sostenía el gasto de las fiestas, misas, obligaciones espirituales 
y de beneficencia. 

Para tener una idea sobre cómo afectó la ley de Consolidación 
al sistema de crédito, podemos iniciar con la caracterización del 
sistema financiero en general a inicios del siglo XIX, desde la pers- 
pectiva regional de nuestros registros. Los datos sugieren que una 
parte de los que acostumbraban tener recursos monetarios de la 
Iglesia a un bajo costo y a largo plazo, utilizaban ese dinero para 
realizar negociaciones en términos de intercambio favorables. Es 
decir manipulaban el privilegio de obtener préstamos eclesiásticos 
para beneficiarse de la liquidez. Fue principalmente este grupo el 
que incluso se vio favorecido con la aplicación de dicha ley, ya que 
al dejar de ser la Iglesia una fuente de crédito, su posición como 
acreedores se fortaleció en términos relativos. La elite propietaria 
—a la que sin duda pertenecían— pudo, por su parte, evadir la 
ley, entrar en composiciones y redimir una cantidad reducida de 
sus deudas eclesiásticas para mantener operando sus propiedades. 
Uno de los ejemplos más claro fue el de Antonio Vado y Cossío, 
alcalde mayor y subdelegado de Atlixco, quien vivió utilizando su 
posición en la burocracia, consolidó su riqueza en el fértil valle del 
que era autoridad, fue productor de trigo con su propio molino 
y comerciante local. Usó el crédito eclesiástico para lograr el ac- 
ceso a la propiedad con relativamente pocos recursos monetarios. 
Su manejo del crédito le permitió subrogar deudas eclesiásticas 
para librarse de presiones y tener créditos a mayor plazo, y cuan- 
do la Junta Subalterna de Puebla le requirió la liquidación de sus 
deudas logró entrar en arreglos que le permitieron prácticamente 
evadir la ley.” 

Antonio era hijo de Joaquín Vado y María Díaz de Cossío, origi- 
narios del valle de Cabuérniga (Cantabria). Siempre procuró ligarse 
a la burocracia en Nueva España y fue aspirante a familiar del San- 
to Oficio. Como alcalde mayor y subdelegado de Atlixco trató de 
utilizar su posición, por ejemplo, al entablar —como hacendado y 
a la vez como alcalde mayor— pleitos contra los naturales de Tochi- 
milco, pueblo bajo su jurisdicción. 


7 Véase “Expediente sobre que Don José Antonio Vado y Cosío, Alcalde mayor y sub- 
delegado de Atlixco, exhiba la cantidad de 51 500 pesos para pasarlos a la Real Caja de 
Consolidación. 1805” AHMP, Consolidación, v. 1, £. 39-137. 
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Por medio de remates se hizo de valiosas propiedades agrícolas, 
aprovechando sus relaciones burocráticas y desembolsando una par- 
te mínima de recursos monetarios en el marco de una crisis que 
afectaba fuertemente a la región de Atlixco.'* El 28 de abril de 1797 
compró la hacienda de Santa Teresa a Mariano Martínez, vecino de 
Tochimilco.'* El precio de venta fue de 14000 pesos, pero de ellos 
sólo dio 1500 al contado y quedó reconociendo 12500 pesos a favor 
de los interesados en el concurso. Dos años después adquirió de la 
misma manera las haciendas San Bernardo y Santa Cruz, en Atlixco 
y Tochimilco, respectivamente. Las fincas habían pertenecido al con- 
vento de El Carmen de Atlixco y se encontraban hipotecadas prin- 
cipalmente a favor de capellanías que se celebraban en su iglesia. 
Los carmelitas habían tratado de venderlas a un indio cacique pero 
las pesadas deudas que cargaban estas propiedades, al 100% de su 
valor, hicieron imposible que el cacique las pudiera retener.?” De esta 
manera Vado y Cossío se hizo de las haciendas San Bernardo y San- 
ta Cruz por remate el 6 de mayo de 1797 con una pequeña cantidad 
en efectivo, pero en un mediano término tuvo que enfrentar la 
presión de los acreedores ya que las haciendas reconocían 28000 
pesos a favor de capellanías de los carmelitas y 3000 pesos a favor 


18 En especial los labradores del valle de Atlixco pasaron por graves dificultades para 
cubrir sus adeudos hipotecarios a favor de las instituciones eclesiásticas durante la segunda 
mitad del siglo XVIII, cuando les fue adversa la situación de los mercados de harina extrarre- 
gionales, sobre todo después de 1780. Esto originó la acumulación de deudas clericales y 
réditos vencidos en muchas haciendas con los consecuentes juicios y remates. 

19 Diez años antes Martínez la había adquirido a su vez por remate, ya que el anterior 
propietario había sido incapaz de pagar los réditos de la deuda hipotecaria que cargaba. 

20 En 1782 los frailes habían vendido las haciendas al indio cacique Juan Ventura de 
Tapia, gobernador de los naturales del pueblo de Tochimilco. El precio fue fijado en 38400 
pesos, pero el grueso de este valor estaba representado por hipotecas. Se apreció entonces 
que sólo 2400 pesos podían significar una parte libre de deuda, ya que este valor consistía en 
ganados y aperos. Esta cantidad debía ser liquidada al tiempo de la primera cosecha, en mayo 
de 1783. El resto tenía que continuarse reconociendo por el nuevo propietario e irse redi- 
miendo lentamente. Las haciendas cargaban con una hipoteca de 33000 pesos, correspon- 
dientes a diversas capellanías de la orden, y 3000 pesos por otra fundación piadosa. El 
comprador se comprometió a liquidar al menos 1000 pesos anuales a partir de 1784. Como 
estas haciendas estaban hipotecadas por todo su valor raíz, el indio cacique tuvo que dar 
además otras garantías. Comprometió un rancho de temporal llamado Mal País, otro ranchi- 
to o pedazo de tierra de riego que llamaban el Tercer Orden y una casa en Tochimilco. Al 
parecer el comprador hizo todo lo posible por adelantar la liquidación pues al año siguiente 
el convento dio por cancelados 6400 pesos y liquidó 1000 más, y no pudo pagar las exigen- 
cias de los carmelitas por redimir su deuda. 
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de otra que tenía como obligación decir una misa los días de fiesta. 
Otras propiedades fueron adquiridas por Vado bajo la condición de 
liquidar parte de su valor a corto plazo,?! así que para zanjar sus 
deudas y refaccionar sus negocios recurrió a préstamos eclesiásticos. 

A principios de 1800 el alcalde mayor de Atlixco decidió ir en 
busca de préstamos que le permitieran operar y salvar sus compro- 
misos financieros. Dada su proclividad a relacionarse con la buro- 
cracia y a sus influencias en la capital del virreinato, logró obtener 
un cuantioso préstamo en efectivo procedente de fondos clericales 
del arzobispado de México. Conseguir estos empréstitos eclesiásticos 
no era un asunto sencillo pues para que un demandante de crédito 
pudiera tener éxito en sus peticiones debía pertenecer a un grupo 
que tuviera acceso a información privilegiada. Es decir, saber exac- 
tamente cuándo estaban disponibles las cantidades de dinero que 
requería y a qué fondos, fundaciones o instituciones piadosas perte- 
necían. Naturalmente, para que tal petición se materializara tam- 
bién debía contar con la simpatía o aprobación de las autoridades 
diocesanas correspondientes. Esto, sin duda, era menos difícil a 
quienes eran cercanos al clero. 

En febrero de 1800 obtuvo un préstamo en efectivo por 48500 
pesos para redimir sus deudas y, además, refaccionar sus negocios. 
El dinero se le proporcionó bajo expresas condiciones: en primer 
lugar, debía cancelar los 28000 pesos que sus fincas —San Bernar- 
do y Santa Cruz— reconocían al convento de El Carmen y pagar 
los 1000 pesos que adeudaba a Juan Manuel Varela por la compra 
de unas tierras. El juzgado eclesiástico aceptó prestarle a condi- 
ción de instituirse como el único acreedor de sus bienes y “con la 
calidad de que se constituya en fiador de réditos el caballero Don 
José Mariano Fagoaga, como en lo verbal se lo había ofrecido”. El 
dinero fue otorgado con la aprobación del doctor Matías Montea- 
gudo, defensor del Juzgado de Testamentos del arzobispado. 

Para cuando la ley de Consolidación se comenzó a aplicar en 
Puebla, las deudas eclesiásticas de Vado y Cosío ascendían a 51500 
pesos. La Junta Subalterna de Consolidación requirió la redención 
de sus capitales en corto término, como lo establecía la ley. El pro- 
plietario primero evadió la notificación y después simplemente se 


21 Se trataba de una propiedad que había comprado a Juan Manuel Varela. 
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limitó a ofrecer una propuesta que se calificó inadmisible. El proce- 
so continuó y la propiedad se sacó a remate mediante 30 pregones 
entre el 3 de septiembre y el 9 de octubre de 1806, apreciándose las 
fincas de manera pública de la siguiente manera: 


Hacienda San Bernardo con la agregada de Santa Cruz 65 840 pesos 
Hacienda Santa Teresa 23530 pesos 
Molino de San Juan alias el Matadero 15430 pesos 
Precio total 104800 pesos 


Aquel que se postulara para el remate debía responder a la re- 
dención de los 51500 pesos de capitales eclesiásticos en los mejores 
términos. No se presentó postor alguno y Vado hizo un ofrecimiento 
en el que, además de rechazar el pago de todos los gastos que había 
originado el proceso, se limitó a ofrecer 2000 pesos de inmediato y 
1000 al fin de año, con el compromiso de redimir 3000 anuales. En 
el ínterin “fue asaltado por una grave enfermedad” que le permitió 
postergar la composición, aunque finalmente se llevó a cabo. 

El caso de Vado y Cosío muestra cómo los grandes propietarios 
con pesadas deudas eclesiásticas lograron aminorar el cumplimien- 
to de la ley. En este ejemplo sobresale también que, no obstante el 
pesado endeudamiento, había cierto optimismo de la elite criolla 
por que sus ganancias cubrieran sus compromisos; sin embargo, 
para ello era vital contar con dinero en efectivo. 

Otros ejemplos señalan que, lejos de ser una crisis generalizada 
en todos los grupos, para algunos propietarios y mercaderes fue una 
oportunidad de fortalecimiento de su posición, se aprovecharon de 
la insolvencia de sus deudores para quedarse con sus bienes o for- 
zaron negociaciones provechosas. En 1809 Juan Manuel Díaz Vare- 
la, regidor y comerciante de Atlixco, al cobrar su deuda como acree- 
dor de la testamentaría de Vicente Caballero presionó a los 
herederos, a tal grado que “se vieron en la precisión en vista de no 
tener dinero, de darle en arrendamiento una hacienda llamada San- 
ta María Alfonsina a un mil pesos anuales de los cuales se irá toman- 
do los réditos [vencidos]”.?? Como Varela no estaba interesado en la 


22 Archivo General de Notarías del Estado de Puebla (en adelante AGNEP), Atlixco, 4 de 
mayo de 1809. 
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hacienda como unidad productiva, inmediatamente la subarrendó 
a José Carbajal por 1100 pesos al año. Obtenía de esta manera el 
pago de sus réditos vencidos y un 10% extra. En ese mismo año Va- 
rela se aprovechaba de la insolvencia de "Teodoro del Portal, quien al 
no poder pagarle le cedió sus fincas, y aquél las recibió comprome- 
tiéndose a devolverlas “hasta que se cubriesen las deudas y créditos 
atrasados”.* Igualmente la viuda de Sabino Espejo, quien había sido 
un comerciante de panadería en la ciudad de Puebla, se quejaba del 
dominio de uno de sus acreedores al señalar “estar empeñada con el 
capitán José García de Huesca”, y advertía que *[...] si continúo ocu- 
pando su favor llegará el tiempo en que sea insubganable el sacrifi- 
cio, por lo que trato de desprenderme de una negociación cuyos 
resultados se avisan como indefectible a la total ruina”.** 

Esta situación era palpable desde inicios del siglo XIX pero los 
efectos de la consolidación la magnificaron. Ya en 1802 había arte- 
sanos que prácticamente estaban trabajando para sus acreedores. El 
tejedor Francisco Armenta declaró, en su expediente de insolvencia, 
que nunca podría pagarles por más que trabajara “por estar su oficio 
en constante decadencia”,* mientras que el sastre Juan García, en 
1806, al presentarse ante el juez confesó: *[...] Debo a individuos de 
este comercio que por mucho tiempo me han hecho el bien de pro- 
tegerme, frecuentándome de sus cajas para los fomentos que he 
necesitado. Los he correspondido hasta ahora que mi suerte y los 
contratiempos me han reducido”.* 

Uno de los impactos más importantes de la consolidación es que 
la Iglesia dejó de prestar en efectivo en el periodo de aplicación de 
la ley (1805-1809). Si nos remitimos a fuentes notariales y judiciales 
de Puebla encontramos que no hubo ningún grupo económico que 
llenara el hueco dejado por la Iglesia como prestamista de dinero 
en efectivo. Los particulares se prestaron entre sí cantidades muy 
inferiores y lo hicieron más bien por lazos familiares, de negocios o 
por pertenecer a una misma corporación como el clero. Entre los 
pocos particulares que prestaron en efectivo entre 1800 y 1814, se 


25 AGNEP, Notaría 1, 8 de febrero de 1810. 

2 “Cesión de bienes de Josefa Rosete, viuda de Sabino Espejo”, AGNEP, Indiferente Judi- 
cial, 1815. 

25 “Esperas de acreedores de Francisco Armenta”, AGNEP, Indiferente Judicial, 1802. 

26 “Esperas de acreedores de Juan García”, AGNEP, Indiferente Judicial, 1806. 
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pueden detectar grupos familiares. Por ejemplo la familia Ojeda y 
Estrada suministró dinero en ocho diferentes ocasiones. En cinco 
documentos firmó Antonio María Ojeda y Estrada, regidor perpetuo 
de la ciudad, y en tres de ellos su madre, María Josefa del Castillo y 
Urízar, viuda de José María Ojeda y Estrada. Igualmente el matri- 
monio de Ignacio Zarte y Clara Montes participó en un total de 
nueve actas en las que figuraron como acreedores, y si a ellas suma- 
mos los préstamos otorgados por el hermano de Clara, José Montes, 
sumarían catorce operaciones crediticias. Los lazos familiares fueron 
importantes en la delimitación de los créditos dados en moneda 
fuerte cuando el crédito eclesiástico inició su declive. 

Sin embargo, como ya se ha señalado, fue en el circuito de 
adelantos de mercancías y préstamos condicionados donde los 
mercaderes incrementaron su actividad como consecuencia de la 
aplicación de la ley. Al escasear la moneda en efectivo, el crédito 
mercantil fue ganando terreno en el ámbito de las actividades econó- 
micas. Este tipo de operaciones eran tan cotidianas que a veces no 
dejaban más registro que los balances en los libros de cuentas entre 
los comerciantes. Por ejemplo, cuando el capitán Tiburcio Uriarte, 
comerciante regidor de la ciudad, demandó a Manuel Salazar por 
falta de pago de “efectos de tierra y algodón” dados a crédito, al no 
haber escritura notarial, el abogado de la Real Audiencia, José del 
Cállejo, avalaba esta situación pues apuntaba: *[...] esto no es muy 
raro [la falta de escrituración de una deuda mercantil], por lo fre- 
cuente he visto hacer a varios comerciantes entregas de efectos de 
tiendas sin este requisito”.?? 

Aparte de los problemas originados en el circuito de crédito, la 
región de Puebla pasaba a principios del siglo XIX por una recesión 
comercial. Un comerciante declaraba, en 1802, que tenía 25 años 
de dedicarse a sus negocios y hasta entonces había podido cumplir 
todos sus créditos, pero “en los últimos tiempos le ha sido contra- 
ria la suerte por sucesos de la fortuna, comunes a todo el reino con 
particularidad a los comerciantes de Puebla de los que no hay uno 
que no tenga la misma queja”.* Igualmente un labrador alegó 
reunir pruebas de haber invertido un préstamo de 10000 pesos en 


27 “Demanda por pesos de Tiburcio Uriarte contra Manuel Salazar”, AGNEP, Indiferente 


Judicial, 1804. 
28 “Demanda por pesos contra Vicente Fernández”, AGNEP, Indiferente Judicial, 1802. 
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sus fincas y “ni siquiera en un año tuvo el logro de cosecha alguna” .?* 
Las dificultades mercantiles contribuyeron a romper el ciclo de 
pago de créditos. En la espera concedida al comerciante Manuel 
Francisco Sánchez, en 1806, declaró que *...a causa de muchos 
atrasos y cuidados que he tenido, como por lo calamitoso de los 
tiempos y lo varado que se haya en el día el comercio no he podido 
pagar mis deudas”.* 

Otro mercader declaró que su insolvencia se debía a la ruptura 
de una cadena de pagos que le había perjudicado, y acusaba que 
si le reintegraran lo que otros comerciantes del interior del obis- 
pado le debían podría no sólo liquidar sus deudas sino que le que- 
daría para el fomento de su comercio.” Este tipo de quejas fueron 
continuas y se acentuaron a partir de la consolidación y posterior- 
mente, cuando el movimiento de independencia se acercó a la ciu- 
dad en 1813. 

Entre los acreedores más importantes del crédito conformado 
por adelanto de mercancías y préstamos condicionados se encuen- 
tran los siguientes: Tiburcio Uriarte, prestamista, por 23 880 pesos; 
a favor de Manuel e Hilario Olaguíbel se reconocían 23 963 pesos; a 
Manuel Diez de Bonilla se le debían 16000; y a Francisco Xavier del 
Callejo, 8338 pesos. En tanto que el mayor deudor fue Vicente Gar- 
cía de Huesca, quien captó cinco préstamos de este tipo en mercan- 
cías por un valor de 38738 pesos. 

Es muy probable que ante la escasez de recursos en moneda me- 
tálica el crédito mercantil haya tendido a cubrir parte de este vacío. 
Por ejemplo, en 1806 un comerciante, al buscar crédito en efectivo y 
estar cerradas las arcas de la catedral —debido a las disposiciones de 
la ley de la Consolidación—, solicitó préstamos en mercancías a va- 
rios particulares, y cuando los obtuvo dejó asentado que “al necesi- 
tar dinero para el fomento, giro y avío de sus negocios, se vio en 


29 « 
30 « 


1806. 

3l “Esperas de acreedores de Mariano Pastrana”, AGNEP, Indiferente Judicial, 1808. 

32 «Cesión de bienes de Leonardo Mora, 1814, AGNEP, Indiferente Judicial, AGNEP, Indi- 
ferente Judicial, donde señala directamente que fueron los problemas que enfrentó el comercio 
de Puebla, debido al movimiento insurgente, lo que le impidió cobrar sus créditos y pagar 
sus deudas. Un argumento similar en “Esperas de acreedores de Juan de Dios Ortega”, AGNEP, 
Indiferente Judicial, 1814. 


Insolvencia de Matías Gorris y Echartea”, AGNEP, Indiferente Judicial, 1802. 
Esperas de acreedores de Manuel Francisco Sánchez”, AGNEP, Indiferente Judicial, 
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precisión de solicitar persona que lo franquease y como no los háya- 
se en reales efectivos se los proporcionaron en efectos”.** 

Para algunos comerciantes los efectos de la Consolidación se 
prolongaron más allá de su ejecución. Joaquín Cabrera en esperas 
pedidas a sus acreedores, señalaba en 1812: *[...] me he convertido 
en un pobre sin necesidad, desde que se realizó el proyecto de Con- 
solidación fueron suspendidos otros negocios y de aquí empezó a 
labrarse mi desgracia hasta el extremo de contraer varias deudas y 


no poder pagarlas”.** 


Consideraciones finales 


La ejecución de la ley de Consolidación puso al descubierto la gran 
importancia que el crédito eclesiástico había alcanzado en Nueva 
España. Aunque no tuvo la misma relevancia en todo su territorio, 
cumplió una función esencial en el funcionamiento del sistema eco- 
nómico en su conjunto, especialmente en una economía colonial 
donde la liquidez era importante. Las instituciones eclesiásticas des- 
empeñaron una función clave para la circulación monetaria, sobre 
todo en las regiones donde estaban emplazados los obispados más 
ricos, los que abarcaban gran parte del espacio novohispano. Ahí su 
presencia era patente en los préstamos en efectivo y en las deudas 
hipotecarias de muchas propiedades agrícolas. Así, la aplicación de 
la ley tocó un punto muy sensible para la economía. La consolida- 
ción sustrajo una cantidad tan importante de dinero que ocasionó 
una Crisis financiera en todos los niveles y trastocó las pautas de la 
circulación monetaria. Esto fue desastroso para muchos pequeños y 
medianos propietarios, e incluso para pequeños deudores relaciona- 
dos con ellos, aunque fueran deudores de la Iglesia. Al conjugarse 
con otros factores —como los altos niveles de endeudamiento pre- 
vios; las presiones fiscales; la salida de numerario; los problemas en 
los circuitos de comercio y la guerra por la independencia—, las 
consecuencias de la consolidación fueron decisivas para los años si- 
guientes. Este análisis sobre lo que sucedió en el obispado de Puebla 


33 AGNEP, Notaría 5, 1806, véanse las actas del 15 y 24 de marzo. Hay también muestras 
de estos hechos en AGNEP, Notaría 3, 13 de julio de 1804. 
3 “Esperas de acreedores de Joaquín Cabrera”, AGNEP, Indiferente Judicial, 1812. 
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sugiere que se rompieron los frágiles equilibrios entre deudores y 
acreedores, y se produjeron efectos que se multiplicaron en la socie- 
dad, aunque algunos grandes propietarios pudieron librar la crisis 
con pocas consecuencias adversas. 

La documentación de la Junta Subalterna de Puebla permite 
conocer la manera en que funcionaban las instituciones eclesiásticas 
en el sistema financiero desde décadas antes de la aplicación de la 
ley de Consolidación, y aventurar algunas hipótesis sobre las funcio- 
nes de la Iglesia como proveedora de crédito a fines de la era colo- 
nial. Los casos de deudores requeridos por esta junta, aquí estudia- 
dos, ponen al descubierto la complejidad de la participación de la 
Iglesia en el mercado, tanto en la circulación monetaria como en 
la de las propiedades. Gozar de préstamos eclesiásticos en efectivo 
fue un privilegio que requería, por lo general, ser propietario, y era 
favorecido entre quienes estaban cercanos al clero y accedían a infor- 
mación privilegiada. De igual manera, adquirir propiedades alta- 
mente endeudadas mediante remates, desembolsando poco efectivo, 
con frecuencia implicaba realizar complejas operaciones crediticias 
para poder seguir operando con éxito y no terminar cediendo de 
nueva cuenta la finca y sus ganancias. 

La información recolectada en los expedientes de la Junta Sub- 
alterna de Puebla y otras fuentes notariales y judiciales sugiere que 
algunos propietarios y acreedores fortalecieron su posición econó- 
mica dentro de esta aguda crisis financiera. Asimismo, nos lleva a la 
necesidad de reconsiderar la importancia de los espacios diocesanos 
en la vida económica. Como grandes jurisdicciones, su existencia ha 
permanecido casi imperceptible o limitada a asuntos eclesiásticos; 
sin embargo desempeñaron, especialmente a través de las ciudades 
episcopales, un papel substancial en la organización territorial de 
los circuitos de crédito que resta por estudiar. 


LAS REMESAS DE PLATA DEL VIRREINATO 
DE LA NUEVA ESPANA PARA LA JUNTA CENTRAL 
DE LA REGENCIA DE ESPANA Y LAS CORTES DE CADIZ, 
1808-1811* 


CARLOS MARICHAL 
El Colegio de México 


Las noticias sobre la prisión de Carlos IV y Fernando VII decretada 
por Napoleón en marzo de 1808, y sobre el establecimiento de la 
administración francesa en Madrid, en la primavera de 1808, llegaron 
a Veracruz en los correos que trajeron diversos navíos entre fines de 
mayo y junio de 1808. A partir de entonces se hizo manifiesto para 
los habitantes de Nueva España que la monarquía española estaba en 
peligro de muerte. Al mismo tiempo, las comunicaciones recibidas 
sobre el surgimiento de varias juntas patrióticas provinciales en Espa- 
ña despertaron enorme interés en el virreinato americano y propicia- 
ron una gran efervescencia política. La profunda inquietud que pro- 
vocó el hundimiento de la monarquía española espoleó diversas 
luchas entre distintas facciones de las elites en la ciudad de México 
que culminarían con la remoción del virrey Iturrigaray —en la noche 
del 15 de septiembre de 1808—, a partir de un movimiento protago- 
nizado por los grandes mercaderes de la ciudad de México. 

Los debates sobre la conveniencia de efectuar envíos de dinero 
a la metrópoli, por lo tanto, no estuvieron desvinculados del movi- 
miento que culminó con el destronamiento del virrey. Pronto co- 
menzaron las campañas a fin de reunir fondos para remitirlos a la 
madre patria, para defender a las fuerzas patriotas en su lucha con- 


* Parte de este trabajo fue publicado con el título “La quiebra financiera y la debacle 
monetaria, 1908-1916”, en Alicia Mayer (coord.), México en tres momentos: 1810-1910-2010. 
Hacia la conmemoración del bicentenario de la Independencia y del centenario de la Revolución Mexi- 
cana. Retos y perspectivas, México, Universidad Nacional Autónoma de México, Instituto de 
Investigaciones Históricas, 2007, v. IL p. 31-38. 
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tra Napoleón. Ya desde agosto de 1808 aparecieron en la Gazeta de 
México las proclamas de apoyo a Fernando VIT en distintas ciudades 
de Nueva España, con ofrecimientos de organizar compañías de 
voluntarios para ir a luchar contra Napoleón, así como para juntar 
recursos financieros para despacharlos a la madre patria.! Entre las 
primeras corporaciones que se apresuraron a manifestar su lealtad 
se contaba el Tribunal de Minería, cuyos miembros ofrecieron cos- 
tear 100 cañones que se fundirían en México para luego ser envia- 
dos a la península.? Además, prometieron pagar a ocho batallones 
de ochenta soldados, con sus correspondientes suboficiales, selec- 
cionando y entrenando a estos últimos entre los estudiantes del fa- 
moso Colegio de Minería de la ciudad de México. 

Casi simultáneamente, la alta jerarquía eclesiástica anunció su 
intención de participar activamente en la campaña para conseguir 
fondos destinados a los ejércitos españoles. El arzobispo y el cabil- 
do de la catedral de la ciudad de México donaron 80000 pesos. El 13 
de septiembre de 1808, el arzobispo Francisco de Lizana hizo publi- 
car una exhortación en la que instaba a los habitantes del virreinato 
a combinar su patriotismo y catolicismo para sostener al gobierno 
español en su lucha contra Napoleón, quien intentaba “alterar la 
Religión, Monarca y Leyes” en la madre patria.* Lizana incitó a los 
novohispanos a que contribuyesen a la defensa de la religión católi- 
ca, advirtiendo que si no se ayudaba a expulsar a los franceses de la 
península, ello podría tener consecuencias inesperadas en la propia 
Nueva España: 


El humilde Indio que se consuela en honrar con una vela al Santo que 
defiende su Xacal [sic] y el opulento Mexicano [sic] que se complace en 
emplear su caudal en funciones suntuosas dedicadas a su Divina Madre 
Guadalupana [...] quedarán sometidos al espíritu marcial o filosófico 
[de los invasores franceses]...* 


| Gazeta de México, 3 y 6 de agosto de 1808. 

2 Eduardo Flores Clair, “La deudas del Tribunal de Minería, 1777-1823”, en Rosa María 
Meyer, Identidad y prácticas de los grupos de poder en México, siglos XVII-XIX, México, Instituto 
Nacional de Antropología e Historia, Dirección de Estudios Históricos, 1999, p. 15. El autor 
indica que el Tribunal de Minería contribuyó con 200000 pesos para la fundición de cañones. 

3 Exhortación del ilustrísimo Sr. Don Francisco Xavier de Lizana y Beaumont en que se manifies- 
ta la obligación de socorrer a la Nación Española en la actual guerra con la Francia, México, 13 de 
septiembre de 1808, 4 p., Biblioteca Nacional (en adelante BN), México, Fondo Reservado, 
Colección Lafragua. 

Y Idem., p. 2. 
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Pero la proclama oficial para solicitar apoyos financieros destina- 
dos a la metrópoli sólo se ratificó después de la deposición del virrey 
y la resolución de la pugna por el poder en la capital virreinal, de la 
cual salieron triunfantes los grandes mercaderes del Consulado de Co- 
mercio.* Entonces, a pesar de la incertidumbre y el creciente descon- 
tento popular provocados por el golpe político en la capital, la nueva 
administración virreinal se abocó con singular determinación a reunir 
y remitir un enorme volumen de caudales a la metrópoli, con el ob- 
jeto de proporcionar recursos financieros para la lucha de los patrio- 
tas españoles en contra de los ejércitos franceses y, al mismo tiempo, 
para apuntalar el ya tambaleante edificio del antiguo orden imperial. 


El donativo de 1808-1809 y los préstamos de 1809 y 1810: 
auxilios para la metrópol 


El 4 de octubre de 1808, el nuevo virrey Pedro Garibay convocó a la 
población del virreinato a facilitar recursos para sostener la guerra 
de España contra los franceses. Su bando dio a entender que el di- 
nero se destinaría a la Suprema Junta de Sevilla en nombre del rey, 
y ordenaba la formación de “asociaciones por cuerpos, comunidades 
o gremios” para recolectar los fondos. No obstante, inicialmente 
existió cierta confusión acerca del carácter específico de las contri- 
buciones, pero pronto se confirmó que éstas se efectuarían en la 
forma de un donativo universal. Desde noviembre de 1808 comen- 
zaron a publicarse registros semanales de los dineros prometidos en 
la Gazeta de México, con los nombres de los donantes y las sumas 
ofrecidas, la mayoría de los primeros procedentes de la capital y 
zonas circundantes (véase cuadro 1). 

Hacia principios de noviembre ya se había reunido casi medio 
millón de pesos de distintas clases sociales y de diversas regiones del 
virreinato y, en los dos años siguientes, se recogieron sumas adicio- 
nales en sucesivas campañas del donativo hasta alcanzar en total de 
más de dos millones de pesos.* Las detalladas listas remitidas a 


5 Sobre este tema, véase el importante ensayo de Guillermina del Valle, “Los empréstitos 
de fines de la colonia”, en José Antonio Serrano y Luis Jáuregui (ed.), Hacienda y política. Las 
finanzas públicas y los grupos de poder en la primera república federal mexicana”, México, Instituto 
de Investigaciones Doctor José María Luis Mora/El Colegio de Michoacán, 1998, p. 49-78. 

6 En la Gazeta de México se publicaron referencias al primer, segundo y tercer donativos, 
pero en la práctica se trató del mismo. 
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CUADRO l 


DONATIVOS RECOGIDOS EN LA CIUDAD DE MÉXICO ENTRE 


EL 12 DE OCTUBRE Y EL 11 DE NOVIEMBRE DE 1808* 


Donadores Pesos 
plata 
El Ilmo. Señor Arzobispo de México 30000 
El Cabildo Eclesiástico del Arzobispado 50000 
La Provincia de Religiosos Carmelitas Descalzos 6000 
El Señor Oidor D. "Tomás Calderón 2000 
El Señor Oidor D. "lomas Aguirre 1000 
El Señor Fiscal de la Real Hacienda Francisco Xavier Borbón 1000 
El Señor Asesor General D. Miguel Bachiller y la Sra., su Esposa 1000 
El Dr. D. Juan Joseph Guereña, Cura de la Parroquia de San Miguel 500 
El Señor Fiscal D. Ciriaco González Carbajal 1000 
El Señor Conde de la Medina y Torres 1000 
La Real Congregación del Oratorio de S. Felipe Neri 1000 
Don Juan Francisco Gallo 2000 
Don Diego de Agreda 12000 
El Señor Conde de la Cortina 6000 
Oficiales del Regimiento Urbano del Comercio de México 25000 
El Santo Oficio de la Inquisición 11000 
La provincia de religiosos Agustinos de esta capital 4000 
El Real Convento de Religiosas de Jesús María 4000 
Don "Tomás Domingo de Acha del comercio de esta capital 6000 
Don Domingo Ignacio Lardizábal, lesorero de la Real Aduana 4000 
y su hijo el Lic.D. Manuel Joaquín 
Los comerciantes matriculados de esta capital, por conducto 65160 
del Real Tribunal del Consulado 
D. Mariano de Zúñiga y Ontiveros 1000 
El Capitán de Milicias D. Francisco Servando Muñoz 1000 
El Sr. Marqués de Selva Nevada 1000 
El Sr. Marqués de Santa Cruz de Inguanzo 4000 
La Real y Pontificia Universidad 10000 


Fuente: Gazeta de México, 12 y 28 de octubre y 11 de noviembre de 1808. 
* Este donativo para apoyar la lucha de los españoles en contra de los ejércitos 
franceses continuó recogiéndose a lo largo de 1809 y 1810 con los nombres de 


primer y segundo donativo. 
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México por los encargados de recoger las donaciones indican que 
todos los sujetos sociales del virreinato contribuyeron, inclusive co- 
merciantes, mineros, hacendados, funcionarios, oficiales militares y 
soldados, los vecinos de villas y pueblos, así como las cajas de comu- 
nidad de centenares de poblados indígenas. 

Posteriormente, el gobierno del virreinato colaboró en la recau- 
dación de donativos adicionales y préstamos que se reunieron en los 
años de 1809 y 1810, primero para apoyar a la Regencia (1809), con 
sede en Sevilla y luego en Cádiz, que gobernaba en España en nom- 
bre de la monarquía. Después de 1810 y de la convocatoria a las 
Cortes de Cádiz, los dineros enviados desde Nueva España y el res- 
to de la América española, fueron destinados a la Junta de Cádiz y 
con posterioridad directamente a las autoridades de las Cortes. 
Como hemos argumentado en trabajos previos, las contribuciones 
fiscales y financieras de la América española fueron fundamentales 
para lograr la supervivencia de las Cortes y sostener la larga lucha 
contra los invasores franceses.” 

La colaboración estrecha entre el gobierno virreinal y los gran- 
des mercaderes de México para apoyar a los patriotas españoles se 
manifestó de manera fehaciente en los préstamos puente que se soli- 
citaron —en diciembre de 1809 y julio y diciembre de 1810— a raíz 
de la llegada de barcos de guerra españoles o británicos a Veracruz, 
con el objeto de llevarse caudales para apoyar al gobierno español 
en Cádiz. En la mayoría de los casos, existía una escasez temporal 
de fondos en las tesorerías novohispanas que obligó al virrey a soli- 
citar adelantos cuantiosos de los grandes mercaderes, ya que eran 
los únicos individuos que disponían de buenas cantidades de liqui- 
dez en la forma de recursos en metálico. 

El primer préstamo puente se solicitó a principios de diciembre de 
1809 al arribar al puerto de Veracruz las fragatas de guerra Asia y 
Algeciras, con órdenes de embarcar toda la plata que estuviera dis- 
ponible en las reales cajas. El virrey Lizana convocó a una serie de 
juntas “de los principales vecinos pudientes de esta capital” para 
solicitarles su apoyo y logró reunir cerca de un millón y medio de 
pesos en apenas dos semanas. Los mayores contribuyentes, como 
era costumbre, fueron los miembros del Consulado de Comerciantes 


7 Carlos Marichal, “La bancarrota del virreinato. Nueva España y las finanzas del imperio español, 
1780-1810, México, Fondo de Cultura Económica/El Colegio de México, 1999, capítulo 7. 
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de la capital, entre ellos Antonio Bassoco, quien adelantó 200000 
pesos, Gabriel Yturbe e Iraeta —100000—, "Tomás Domingo de 
Acha —150000— y el conde de la Cortina —50000—, siendo se- 
guidos por unos 65 individuos que aportaron sumas que iban desde 
2000 hasta 20000 pesos.* 

Estos grandes prestamistas, sin embargo, no estaban arriesgan- 
do sus capitales pues el gobierno virreinal les había prometido que 
en cuanto ingresaran fondos fiscales a las tesorerías serían reembol- 
sados con presteza. Ello fue confirmado tres meses más tarde por el 
Diario Mercantil de Veracruz, en el que se convocó a los interesados en 
el préstamo gratuito a acudir el 7 de marzo “a la Tesorería de Real 
Hacienda a percibir el importe de la mitad de la cantidad que cada 
uno hubiese prestado”.? 


CUADRO 2 
DONATIVOS Y PRÉSTAMOS PARA LA CORONA RECOGIDOS 
EN NUEVA ESPAÑA, 1808-1810 


Años Monto (pesos) Tasa 

Donativo* 1808-1810 1941643  — 
Préstamo patriótico 1809 3176835 6% 
Préstamo/suplemento diciembre de 1809 1393500 — s. 1. 
Préstamo patriótico 1810 2010000  6-8% 
Préstamo/suplemento julio de 1810 1000000 — s. 1. 
Préstamo/suplemento diciembre de 1810 2000000 s.1. 
Préstamo/suplemento s. 1.** marzo 1810 1194000  s.1 


* Los donativos eran contribuciones para la Corona que no se devolvían y no 
pagaban intereses. 

** s, 1.: sin intereses. 

Fuente: Véanse referencias completas en Carlos Marichal, La bancarrota del 
virremato. Nueva España y las finanzas del imperio español, 1780-1810, El Colegio de 
México/Fondo de Cultura Económica, 1999, apéndices 111.1 y 111.2. 


8 La Gazeta de México de los días 2, 6, 9 y 13 de diciembre de 1809 incluyó listas comple- 
tas de contribuyentes. 

% El Consulado de Comercio de Veracruz se encargó de los pagos que se liquidaron 
“presentando el resguardo a su favor (del prestamista) con recibo firmado a su reverso”. Dia- 
rio Mercantil de Veracruz, 6 de marzo de 1810, Biblioteca Nacional de España, Madrid, Fondo 
Reservado, Sección de Raros, R/60136. 
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Importancia de las remesas mexicanas para la Junta Central 
y las Cortes de Cádiz, 1809-1811 


Es pertinente resaltar el monto sorprendentemente alto de los en- 
víos de remesas por la Real Hacienda desde América a la metrópo- 
li entre octubre de 1808 y febrero de 1811, los que alcanzaron casi 
30000000 de pesos plata, de los cuales 24000000 de pesos provi- 
nieron de Nueva España (véase cuadro 3). Este hecho es crucial para 
explicar tanto la evolución de las finanzas novohispanas en el perío- 
do inmediatamente anterior al estallido de las guerras de indepen- 
dencia como para el estudio de las propias finanzas españolas en el 
período inicial de las guerras contra Napoleón. 

Pero ¿cuán importante eran estas contribuciones en el total de 
los ingresos reunidos por cuenta de la Real Hacienda en España, en 
primer lugar para la Regencia y Junta Central, en Sevilla, y después 
para las Cortes, en Cádiz? Dada la fragmentación de las cuentas 
hacendarias del gobierno español en estos años, proponer un cálcu- 
lo preciso resulta aventurado, pero al menos podemos sugerir al- 
gunas estimaciones aproximadas a partir de la revisión de varias 
fuentes que ofrecen indicadores generales de los recursos fiscales 
generados localmente y de aquellos recibidos de las Américas.'” Para 
ello, sin embargo, es necesario comentar en cierto detalle la evolu- 
ción de las finanzas de los diversos organismos gubernamentales y 
fuerzas militares de la resistencia española, temática que algo sor- 
prendentemente ha sido abordado de manera pionera sólo por Josep 
Fontana, Ramón Garrabou y Timothy Anna.'' 


10 Los escasos trabajos históricos sobre el tema ofrecen algunos datos, por ejemplo, Josep 
Fontana, “La financiación de la guerra de la independencia”, Hacienda Pública Española, 
n. 69, 1981, p. 209-217; Josep Fontana y Ramón Garrabou, Guerra y Hacienda. La Hacienda 
del gobierno central en los años de la guerra de independencia, 1808-1814, Alicante, Instituto Juan 
Gil Albert, 1986. Pero deben complementarse con fuentes poco consultadas de la época, in- 
cluyendo Vicente Alcalá Galiano, Informe del Tesorero General en ejercicio Don Vicente Alcalá Ga- 
liano, sobre la representación que la Junta Superior de Valencia hizo en 15 de septiembre de este año a 
la Suprema Gubernativa del Reino, reclamando la real orden de 20 de agosto anterior, en que se reen- 
cargaba el cumplimiento de las reales instrucciones en la distribución de los caudales del erario, México, 
Reimpreso en Casa de Arizpe, 1810; los informes de José Canga Argúelles (1811, 1813, 1830, 
1835), en Documentos pertenecientes a las observaciones sobre la Guerra de España, 3 v., Madrid, 
1835, así como una folletería bastante dispersa que citaremos. 

ll Véanse Josep Fontana, “La financiación...”; Josep Fontana y Ramón Garrabou, Guerra 
y Hacienda...; Timothy Anna, España y la independencia de América, México, Fondo de Cultura 
Económica, 1986. 
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Para comenzar es necesario tener en cuenta la profunda crisis 
fiscal y financiera en la metrópoli tras la invasión napoleónica. De 
hecho, a partir de la ocupación extranjera, la población española 
tuvo que soportar una doble fiscalidad: la impuesta por el ejército 
invasor y aquella ratificada en las distintas regiones de la península 
por gobiernos y ejércitos patriotas.'? La administración francesa in- 
tentó imponer un cierto orden al apropiarse del viejo sistema fiscal 
en los territorios bajo su control. No obstante, tuvo un éxito desigual 
no sólo por la rapacidad de los comandantes y de las tropas napo- 
leónicas sino, además, por el hecho de que la evolución de la guerra 
en los años de 1808 y 1809 no permitió un claro control de ninguna 
de las fuerzas en pugna sobre el conjunto de la geografía peninsular; 
más bien, se vio una serie de avances y retrocesos por ambas partes.!* 

Por otra parte hay que tener en cuenta las medidas financieras 
adoptadas por las organizaciones de la resistencia española, las que 
tuvieron que enfrentar las consecuencias del desmoronamiento de la 
vieja administración hacendaria.'* Desde los enfrentamientos del 2 
de mayo de 1808, en Madrid, comenzaron a formarse juntas provin- 
ciales autónomas, las cuales casi inmediatamente recibieron apoyos 
del gobierno británico en forma de subsidios directos en metálico, 
así como gran cantidad de equipamiento militar, fusiles, municiones 
y uniformes. En junio del mismo año los primeros agentes de las 
juntas españolas llegaron a Londres y negociaron con el primer 
ministro Canning el programa de ayuda financiera. La mayor parte 
del subsidio británico fue destinada a las juntas de Asturias, Coruña, 
León, Sevilla y Cádiz, por un monto cercano a 70000000 de reales, 
desde junio de 1808 hasta principios de 1809.'” A su vez, el gobier- 


12 El mejor análisis preliminar está en Josep Fontana, “La financiación...”; Josep Fon- 
tana y Ramón Garrabou, Guerra y Hacienda... 

13 Hay que enfatizar que el sistema empleado por Napoleón para financiar a sus ejérci- 
to —que consistía en “vivir sobre la tierra” apropiándose de ganado y cereales de pueblos y 
fincas en donde acampaban— no era conducente a una fiscalidad ordenada sino más bien 
expoliativa. Véase André Fugier, Napoleón et l'Espagne, 1799-1808, 2 v., Paris, F. Alcan, 1930; 
Aftalion Florin, The French Revolution: An Economic Interpretation, Nueva York, Cambridge 
University Press, 1990. 

1 Josep Fontana, “La financiación...” y Josep Fontana y Ramón Garrabou, Guerra y 
Hacienda... ofrecen información importante sobre este tema, especialmente en lo referente a 
la resistencia en Cataluña. 

15 José Canga Argúelles, Documentos pertenecientes..., v. 1, p. 149 y v. 2, p. 304, indica que 
la distribución fue como sigue: 18000000 de reales a la Junta de Asturias, 20000000 a la de 
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no británico movilizó elevadas sumas de fusiles y municiones para 
enviar a España; se calcula que se habrían entregado 160000 fusiles 
entre agosto y noviembre, así como vestuario —de desigual cali- 
dad—, para varias decenas de miles de soldados. '* 

Pero desde comienzos de 1809, y durante la mayor parte de los 
dos años subsiguientes, el subsidio inglés a los españoles fue mucho 
más restringido; se limitó esencialmente a algunos envíos adicio- 
nales de víveres y municiones pagaderos con letras a cobrarse 
sobre las reales cajas de México.'” De hecho, a partir de este mo- 
mento, los fondos en metálico remitidos desde Inglaterra para 
coadyuvar a la guerra peninsular fueron destinados casi por com- 
pleto a sostener al ejército británico en Portugal, bajo el mando de 
Wellington, y a mantener a la población de Lisboa.'* Por ello, el 
gobierno y los ejércitos españoles tuvieron que encontrar nuevas 
fuentes de ingresos. En la mayor parte de la península seguía siendo 
fundamental lo que el historiador Josep Fontana ha llamado atina- 
damente el sistema de la “fiscalidad inmediata”, basado en el sumi- 
nistro de provisiones y préstamos voluntarios O forzosos, por parte 
de los habitantes de diversas regiones donde prosiguió la lucha 
contra los franceses.!* Así, y en especial en Galicia, Cataluña y Valen- 
cia, la guerra no fue financiada con fondos externos sino con base en 


Sevilla, 20000000 a la de Coruña y 10000000 a la de León. Para datos sobre la primera serie 
de subsidios pagados entre junio y agosto de 1808, véase John H. Sherwig, Guineas and 
Gunpowder: British Foreign Aid in the Wars with France, 1793-1815, Cambridge, Harvard Uni- 
versity Press, 1969, p. 198. 

10 La información es diversa: ibid., p. 199-200, 222, 227, 249, 251, y José Canga Argiie- 
lles, Documentos pertenecientes..., v. 1, documento 57, p. 253-257. 

17 El ministro de Hacienda en 1811, José Canga Argútelles, afirmó que se remitieron a 
través del Duque del Infantado libranzas por 3000000 de pesos a ser cobrados en Veracruz 
por el almirante Cochrane: José Canga Argúelles, Documentos pertenecientes..., v. 2, p. 307. 
Lucas Alamán, Historia de México desde los primeros movimientos que prepararon su Independencia 
en el año de 1808 hasta la época del presente, edición facsimilar, Instituto Cultural Helénico/ 
Fondo de Cultura Económica, México, 1985, v. 1, p. 301, comentó el recibimiento esplendo- 
roso que se le dio a Cochrane a su llegada a México en 1809, debido a su reputación como 
almirante que había favorecido a la causa española. 

18 José Canga Argúelles, Documentos pertenecientes. .., passim, incluye importantes comen- 
tarios y documentos sobre esta temática que pueden ser comparados con John H. Sherwig, 
Guineas and Gunpowder... Debe notarse que los aportes británicos más importantes alcanzaron 
sus mayores niveles precisamente en los años cuando las remesas americanas eran escasas, es 
decir, los años 1808 y 1812. 

19 Véase Josep Fontana, “La financiación...* 


> 
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una fiscalidad local, organizada por las juntas provinciales y por los 
propios comandantes militares. 

En cambio, en Sevilla y Cádiz —sedes de gobierno, respectiva- 
mente, en 1809 y 1810-1812— la fuente de recursos fiscales más 
importante fueron las remesas americanas, al menos hasta principios 
de 1811. Si comenzamos por analizar la evolución de las finanzas de 
la Junta Central —con sede en Sevilla— y de los ejércitos de Anda- 
lucía y Extremadura en el año de 1809, se hace manifiesta la impor- 
tancia crítica de la plata americana en los presupuestos del gobierno 
patriota en esta fase inicial de la guerra. Vicente Alcalá Galiano, 
tesorero general de la Junta Suprema Gubernativa en Sevilla, aclaró 
algunos aspectos de la evolución fiscal en un documento de octubre 
de 1809 —respondiendo a una representación de la Junta de Valen- 
cla—, en el cual señaló que los ingresos de la junta eran inferiores a 
los gastos militares, lo cual era consecuencia, en parte, de la “dis- 
persión de fondos por la federalización y atomización del poder en 
las juntas [...].”2% Alcalá Galiano agregó significativamente: “Los 
socorros venidos de América [...] son los principales fondos que han 
podido aplicarse a la manutención, conservación y aumento de nues- 
tros ejércitos [...]. La suma total de los venidos de aquellos dominios 
para la Real Hacienda asciende por todos respectos —desde enero 
hasta octubre de 1809— a 295 901 816 reales [...]”.?! 

De acuerdo con el mismo informe, la tesorería general, la del 
ejército de Andalucía y las oficinas hacendarias de Cádiz registraron 
un ingreso total de 388505075 reales entre enero y octubre de 1809 
——Casi todo para gastos militares—, de los cuales una parte provino 
de aproximadamente 50000000 de impuestos y el resto de una 
serie de préstamos del Consulado de Cádiz efectuados entre abril y 
noviembre de 1809 por la suma de 44380000 reales, la mayor par- 
te a reembolsarse con dineros de América.” 


20 Vicente Alcalá Galiano, Informe del Tesorero General..., p. 6. 

2 Idem. La cifra era equivalente a 14700000 de pesos plata, a la tasa de cambio —20 
reales = 1 peso plata— que era aquella utilizada en 1811 por el ministro de Hacienda, Can- 
ga Argúelles. 

2 Idem. y Manuel Lucena Salmoral, “Los préstamos del Consulado de Cádiz a la Junta 
Central Suprema”, separata de Anales de la Universidad de Murcia, v. XXXU, 1977, p. 158-59. 
En realidad el consulado gaditano proporcionó cuatro préstamos a lo largo de 1809: en abril, 
por 1000000 de pesos; en julio, 170000 pesos; en octubre, 40000 pesos; en noviembre, 
1000000 de pesos. 


LAS REMESAS DE PLATA DEL VIRREINATO DE LA NUEVA ESPAÑA 61 


CUADRO 3 
EMPRÉSTITOS NEGOCIADOS POR EL CONSULADO DE MÉXICO 
DURANTE LA GUERRA CONTRA LOS INSURGENTES, 1811-1815 


Años Pesos Modalidad/destino Ramo hipotecado 

1811 121600 Conducción de tro- 0.5% avería extraordinaria de 
pas de España todos los consulados 

1810- 2024000 Pago deudas habilita- Impuesto de 10% sobre arren- 

1812 ción navíos damiento de fincas 

1812 60000 Contrainsurgencia Metales labrados 

1812 443000 Forzoso contrainsur- Arbitrio temporal extraordi- 
gencia nario de guerra 

1813 1079900 Forzoso para con- 50% productos aduana de 
voyes México (alcabalas y pulques) 

1814 624600 Forzoso contrainsur- 14 y 0.5% de avería extraordi- 
gencia naria 

1815 295000 Forzoso contrainsur- 14 y 0.5% de avería extraordi- 
gencia naria 


TOTAL 4648100 


Fuente: Elaboración propia. 


En otras palabras, un 75% del total de ingresos de la Junta Central 
en los diez primeros meses de 1809 se lo constituyó con caudales de 
América, a lo cual había que agregar los créditos extendidos con ga- 
rantía de los pagos de ultramar. Los fondos recibidos sirvieron para 
sostener el pequeño aparato de gobierno civil en Sevilla, pero sobre 
todo fueron para sostener al ejército de Andalucía y de Extremadura 
(véase cuadro 3). 

La situación política, militar y financiera en la península se tor- 
nó aún más precaria y compleja a principios de 1810, ante la entra- 
da y el avance de nuevas fuerzas de Francia y el derrumbe o la reti- 
rada progresiva de los ejércitos españoles: así, las principales fuerzas 
del ejército de Extremadura y Andalucía se retiraron hacia el sur y 
acabaron resguardadas en Cádiz. A su vez, los integrantes de la Jun- 
ta Central —que también emigraron de Sevilla a Cádiz— aceptaron 
disolverse, ya que las derrotas militares habían quebrado su legitimi- 
dad. Así se efectuó la transferencia del poder soberano al flamante 
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Consejo de la Regencia, integrado por el obispo de Orense, Pedro 
de Quevedo, los altos funcionarios Francisco de Saavedra, Francisco 
Xavier de Castaños y Antonio Escaño, y el clérigo Miguel Lardizábal 
y Uribe, representante por América. 

Ante las derrotas militares sufridas, la Regencia evidentemente 
no contaba con otros recursos que los que pudiesen reunirse en la 
propia Cádiz. Sin embargo, la situación en el puerto gaditano era 
más halagúeña de lo que quizás hubiesen supuesto los millares de 
refugiados políticos y militares que allí llegaron en los primeros 
meses de 1810, pues, en efecto, la nueva administración comenzó 
pronto a disponer de considerables recursos externos en metálico, 
provenientes en parte de los impuestos sobre el comercio marítimo, 
pero sobre todo de los caudales remitidos por las tesorerías de Amé- 
rica. Por este motivo, y por su mayor seguridad militar, fue en Cádiz 
donde se dieron las condiciones para que siguiera Operando un 
verdadero gobierno y un ejército de cierta envergadura durante los 
años de 1810 y 1811, cuando en el resto de España la ocupación 
napoleónica alcanzó su cenit. 

Dada la debilidad inicial de la Regencia, el 28 de enero de 1810 
se entregó el control de la Real Hacienda a la Junta de Cádiz, que 
administró el grueso de los dineros públicos hasta finales de octubre 
del mismo año.* Los comerciantes gaditanos asumieron estas res- 
ponsabilidades con considerable entusiasmo, como lo ilustra una 
proclama a la América española publicada a principios de 1810 por la 
Junta de Cádiz, en la que se afirmaba de manera característica: 
“Aquí está el nervio de la guerra; aquí se ha estrechado más nuestra 
unión con la nación Británica. ..”** 

La Junta de Cádiz avisaba a los españoles americanos que la 
Regencia los había convocado a participar en el Congreso Nacional 
—las Cortes de Cádiz, que comenzarían sus sesiones en 1810— y 
subrayaba que esta empresa política debía verse facilitada por el 
hecho de que la comunidad mercantil de Cádiz tenía vínculos 


25 El contrato entre la Regencia y la Junta de Cádiz se estableció el 31 de marzo de 1810. 
Véase el interesante documento titulado Real aprobación y decreto de S. M. sobre el reglamento que 
la Junta Superior de Cádiz propuso, haciéndose cargo provisionalmente en su distrito de todas las rentas 
y su dirección, folleto de ocho páginas reimpreso en México en 1810, copia en BN, México, 
Colección Lafragua, n. 182. 

2 Junta Superior de Cádiz a la América Española, [Cádiz, 28 de febrero de 1810], [10 p.] 
BN (México), Colección Lafragua, doc. 393. 
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virtualmente con “todos los parajes de América”, solicitando todos 
los apoyos financieros que pudieran proporcionar los españoles 
americanos.” 

Los comerciantes gaditanos que se dedicaron a las tareas hacen- 
darias fueron criticados en el Congreso, aunque el que fuera minis- 
tro de Hacienda en 1811, José Canga Argúelles, no dudó en calificar 
positivamente la actuación de la Junta de Cádiz en su manejo de las 
finanzas públicas, al considerarla escrupulosa y de gran utilidad a la 
causa nacional: 


Nada más expedito para el ministerio que el plan que desempeñaba 
la Junta [de Cádiz]. Esta se hizo cargo de todas las obligaciones del 
erario en el distrito de Cádiz: recaudaba los fondos públicos, buscaba 
recursos extraordinarios, y el Gobierno descansaba sobre los cuidados 
de unos ciudadanos distinguidos...; las clases [empleados] estaban 
atendidas y el ejército y fuerzas sutiles socorridos sin escasez...* 


Pero ¿cuáles eran los recursos fiscales o financieros de los que 
disponía el gobierno en Cádiz durante el año de 1810? El conde de 
Toreno, diputado en las Cortes, gran conocedor de la situación 
de las finanzas públicas en esos años turbulentos, hizo un resumen de 
los ingresos: 


Las entradas que tuvo la Junta durante dicho tiempo (enero-octubre 
de 1810) pasaron de 351 millones de reales. De ellos, en rentas del dis- 
trito, unos 84 millones; en donativos e imposiciones extraordinarios 
de la ciudad 17 millones: en préstamos y otros renglones 54 millones; 
y en fin, más de 195 millones procedentes de América?” 


De nuevo, puede observarse que más de la mitad de los fondos 
para el sostén del gobierno español provenían de las remesas co- 
loniales, alcanzando 56% de los ingresos totales recaudados por la 


25 Idem. En el mismo documento se afirmaba: “Cádiz os habla, pueblos de América, y 
confía que sus voces serán oídas... ¿En qué ciudad, en qué puerto, en qué ángulo por remoto 
y escondido que sea no tiene Cádiz ahí un corresponsal, un pariente o un amigo? ¡Oh ame- 
ricanos! los mismos derechos tenéis que defender, el mismo rey que libertar, las mismas in- 
justicias que satisfacer...” 

20 José Canga Argúelles, Diccionario de hacienda [disco compacto], con aplicación a España, 
2 v., Madrid, M. Calero y Portocarrero, 1833-1834, p. 6 

.l José María Queipo de Llano Ruiz, Conde de Toreno, Historia del levantamiento, guerra 
y revolución de España, [1* ed.: 1835], Madrid, Atlas, 1953, p. 306. 
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Junta de Cádiz —enero a octubre de 1810—, mientras tuvo bajo su 
control tanto la vieja oficina hacendaria que recibía las remesas de 
Indias como las oficinas aduanales y demás rentas. 

Estas cifras coinciden con las recopiladas por el historiador “Ti- 
mothy Anna, quien agrega que en los dos últimos meses de 1810, 
los ingresos de las oficinas hacendarias sumaron 56700000 reales, 
“de los cuales 30.5 millones, o sea 54% llegaron de América”.*% 

El año de 1811 fue posiblemente el más difícil de la guerra de- 
bido tanto a las diversas derrotas sufridas ante los ejércitos franceses 
como por la caída de los ingresos fiscales del gobierno en Cádiz." 
De acuerdo con el conde de Toreno, los ingresos totales apenas al- 
canzaron 200000000 de reales, de los cuales 71000000 provenían 
de rentas remitidas desde América, en especial de Nueva España.* 
De esta suma, 62000000 arribaron en dos buques de guerra ingle- 
ses, el Baluarte y el Implacable, que habían cargado caudales de Real 
Hacienda en el puerto de Veracruz en diciembre de 1810, y entraron 
a Cádiz en los primeros meses de 1811. 

En resumidas cuentas, el total de remesas fiscales americanas 
que llegó a Cádiz entre fines de 1808 y principios de 1811 fue de 
casi 30000000 de pesos plata —unos 600000000 de reales—.** De 
ese total de fondos americanos que arribaron en este último perio- 
do, aproximadamente 80% procedía de Nueva España, con aportes 
menores de Perú y diversas capitanías generales. Estas cifras permi- 


28 Timothy Anna, España y la independencia..., p. 111. Sin embargo, el mismo Anna afir- 
ma que “estas sumas no incluyen las grandes cantidades provenientes de Gran Bretaña”. El 
hecho es que para entonces la ayuda financiera inglesa era mínima, como lo indica José 
Canga Argúelles, Diccionario de hacienda..., p. 134-141. 

29 Josep Fontana y Ramón Garrabou, Guerra y Hacienda..., p. 81, afirman: “Fue el de 
1811 el peor año de la guerra.” Añade que la situación hacendaria entró en gravísima crisis, 
pero ofrece pocos datos sobre la evolución fiscal en ese momento. 

30 Timothy Anna, España y la independencia..., p. 116-117, cita y comenta las estimaciones 
de Toreno. Corresponden en parte sustancial con los cálculos de Canga Argúelles (1813), 
ministro de Hacienda en 1811. A su vez, Josep Fontana y Ramón Garrabou, Guerra y Hacien- 
da..., p. 80, señalan que en 1811 se reciben 83000000 de reales de América, 73000000 de 
remesas fiscales y 10000000 de libranzas sobre las cajas de Lima. Fontana también calcula 
ingresos totales del gobierno en Cádiz en 1811 de aproximadamente 200000000 de reales. 

31 El total de remesas fiscales llegadas de América a Cádiz, entre enero de 1809 y prin- 
cipios de 1811, registradas por Canga, es de 29378027 pesos plata —equivalente a 587 560 
544 de reales vellón—, mientras que la suma de ingresos de la Tesorería General en Sevilla y 
de la administración hacendaria en Cádiz, que se registraron como provenientes de América, 
fue de 591 400000 reales. Nos parece que esta correspondencia es indicativa de la confiabili- 
dad de los datos. 
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ten matizar la interpretación de Josep Fontana, quien implícitamen- 
te sugiere que la aportación americana en estos años fue sustancial 
pero no necesariamente decisiva.*? Lo que queda claro a partir de 
nuestro análisis es que durante los tres años de 1809-1811, la ha- 
cienda del gobierno central —en Sevilla y Cádiz— se hubiera colap- 
sado si no hubiera sido por los numerosos embarques de plata re- 
mitidos de las tesorerías americanas y, en especial, desde Nueva 
España. A partir de 1812, la situación tendió a modificarse en tanto 
las remesas americanas cayeron de forma estrepitosa como conse- 
cuencia de las guerras que se intensificaron a lo largo de toda la 
América española. Pero lo que nos interesa resaltar es que en la 
primera fase de la guerra contra Napoleón, tanto la Junta Central 
como la Regencia y las Cortes de Cádiz como los ejércitos de Anda- 
lucía y Extremadura dependieron de manera primordial del apoyo 
de las colonias y, en particular, de las remesas, los donativos y los 
préstamos enviados desde México. En efecto, sin su ayuda es cues- 
tionable cuál hubiera sido el destino del gobierno patriota español 
y de las propias Cortes de Cádiz. 


2 Josep Fontana y Ramón Garrabou, Guerra y Hacienda..., p. 97, afirman: “La Hacienda 
central recaudó a lo largo del quinquenio de 1809-1814 unos 1500 millones de reales, de los 
que unos 600 procedieron de remesas de América, abundantes hasta 1810 y en rápido des- 
censo desde 1811...” Sin embargo, conviene enfatizar aún más el contraste entre periodos: 
en 1809-1811, el total de ingresos fue de mil millones de reales, de los cuales el 60% provino 
de las Américas. En cambio en 1812-1814, de acuerdo con Fontana, los ingresos fueron de 
500000000, de los que apenas el 5% eran fondos fiscales coloniales. 
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Los mercaderes de la ciudad de México! y el consulado en el que se 
asociaban tuvieron una importancia fundamental en la economía de 
Nueva España. Los primeros habilitaban las actividades productivas 
más importantes y sostenían los intercambios dentro y fuera del vi- 
rreinato. En tanto, la corporación mercantil operó como intermedia- 
ria financiera de la Real Hacienda para reunir empréstitos cuantiosos 
destinados a satisfacer gran parte de las demandas extraordinarias de 
circulante que plantearon la monarquía y el gobierno novohispano, 
en las últimas décadas del siglo XVIH y los primeros años del siglo XIX. 
La Real Hacienda y otras corporaciones como el Tribunal de Minería 
y los nuevos consulados de Guadalajara y Veracruz también deman- 
daron caudales en nombre de la Corona; sin embargo, tuvieron mu- 
cha menos capacidad de recaudación. Esto se explica porque los 
miembros del Consulado concentraban grandes capitales y maneja- 
ban complejas redes de financiamiento basadas en la confianza. 

El principal objetivo del presente ensayo consiste en analizar el 
papel de mediador financiero que desempeñó el Consulado de 
México a partir de las últimas décadas del siglo XVII, cuando el 


* Agradezco a Ernest Sánchez Santiró los valiosos comentarios que hizo al presen- 
te trabajo. 

l En el Antiguo Régimen se llamaba mercaderes a “los que cargan y venden por grueso 
y trafican para esto de unos Reynos a otros por mar ó por tierra”, Juan de Solórzano y Perei- 
ra, Política Indiana. Corregida e ilustrada con notas por el Licenciado Don Francisco Ramiro de Valen- 
zuela, Relator del Supremo Consejo, y Cámara de Indias, y Oidor Honorario de la Real Audiencia, y 
Casa de Contratación de Cádiz, Biblioteca de Autores Españoles, Madrid, Ediciones Atlas, 1972, 
t. V, p. 63. 
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erario regio entró en una situación crítica a causa de las guerras 
sucesivas que la monarquía enfrentó contra Inglaterra y Francia. Se 
examina cómo, a partir de 1808, la invasión de España por las fuer- 
zas de Napoleón Bonaparte transformaron a los mercaderes consu- 
lares en los principales contribuyentes de los empréstitos que se 
reunieron en el virreinato para auxiliar a la metrópoli. Se muestra 
la relevancia que adquirió la función de intermediario financiero 
del cuerpo mercantil, a raíz de que se desató la rebelión de los in- 
surgentes. El apoyo económico que brindó el Consulado a la admi- 
nistración de la ciudad de México resultó crucial para solventar el 
déficit que padeció el erario durante los años de guerra, en especial 
para sufragar los gastos militares más urgentes. La autoridad virrei- 
nal se valió del tribunal mercantil para extraer el dinero a los mer- 
caderes consulares, otros negociantes y sujetos pudientes de la ciu- 
dad capital, así como de los principales centros comerciales que 
comprendía su jurisdicción. 


El papel económico de los mercaderes de México 


Desde fines del siglo XVI el monarca había otorgado a los mercade- 
res de México el privilegio de constituir el cuerpo mercantil, con el 
propósito de que ejercieran la justicia comercial de manera priva- 
tiva y promovieran sus intereses de forma grupal. El Consulado fue 
Iv ue sus mi 1 
dotado de tales prerrogativas porque sus miembros financiaban la 
producción de metales y mantenían estrechos lazos con la metró- 
poli.? La mayor parte de los mercaderes consulares procedía de las 
provincias de Santander y Vizcaya, así como de otras partes de la 
península ibérica, aun cuando algunos habían nacido en Nueva 
España.* Con el propósito de reforzar los vínculos con sus lugares 
de origen y constituir sólidas redes de negocios, los mercaderes 


? Guillermina Valle Pavón, “Expansión de la economía mercantil y creación del Consu- 
lado de México”, Historia Mexicana, v. LI, n. 3, (202), enero-marzo, 2002, p. 517-557; “El ré- 
gimen de privilegios del consulado de mercaderes de la ciudad de México”, en Beatriz Rojas 
(coord.), Cuerpo político y pluralidad de derechos. Los privilegios de las corporaciones novohispanas, 
México, Centro de Investigación y Docencia Económica/Instituto de Investigaciones Doctor 
José María Luis Mora, 2007, p. 155-187. 

3 Christiana Renate Borchart de Moreno, Los mercaderes y el capitalismo en México (1759- 
1778), México, Fondo de Cultura Económica, 1984, p. 30-52. 
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incorporaban a sus sobrinos en sus empresas. Muchos casaban a sus 
hijas con los sobrinos para afianzar las relaciones familiares y ga- 
rantizar la conservación del patrimonio.* La elevada posición eco- 
nómica y social de los mercaderes también les permitió contraer 
matrimonio con criollas adineradas de las mejores familias, lo que 
fortaleció sus negocios.” 

La ciudad de México fue el núcleo económico y financiero de 
Nueva España. Los mercaderes residentes en la capital se hacían 
cargo de las principales transacciones comerciales dentro y fuera del 
virreinato, elaboraban y habilitaban la producción de los bienes de 
mayor mercantilización. La concentración de la plata, que era el 
principal medio de pago de la época, les permitió controlar el co- 
mercio novohispano, así como el que se mantenía con la metrópoli, 
el Caribe, Centro América, Perú y Filipinas. Con el propósito de 
disponer del preciado metal, los mercaderes invertían directamente 
en la explotación argentífera, uniendo sus capitales para constituir 
compañías, habilitaban a los mineros con dinero y mercancías, y 
monopolizaban el comercio de los bienes que tenían mayor deman- 
da. Entre éstos se destacan el cacao, el ganado, los granos, el azúcar, 
el aguardiente y el pulque. 

La escasez de circulante que privaba en Nueva España y en el 
resto del mundo favorecía a los mercaderes de México que contro- 
laban la plata novohispana, al permitirles realizar intercambios muy 
redituables. Con el propósito de evitar la dispersión del preciado 
metal promovieron el empleo de letras de cambio o libranzas y libros 
de caja,* así como el uso del cacao como medio de cambio en las 
operaciones menudas. Este último era objeto de gran demanda en 
Nueva España porque, además de ser utilizado para los intercam- 
bios, se consumía de maneras muy diversas —en polvo, en pasta, 
mezclado con agua, con leche o harina de maíz. Los mercaderes 
obtenían utilidades elevadas de la contratación del cacao de Guaya- 
quil en grandes cantidades, el cual era mucho más barato que los 


Véase David Brading, Mineros y comerciantes en el México borbónico (1763-1810), México, 
Fondo de Cultura Económica, 1975. 

5 John E. Kicza, Empresarios coloniales. Familias y negocios en la ciudad de México durante los 
Borbones, México, Fondo de Cultura Económica, 1986, p. 179-188. 

6 Pedro Pérez Herrero, Plata y libranzas. La articulación comercial del México borbónico, 
México, El Colegio de México, 1988, p. 209-211. 
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que se cultivaban en Tabasco y Venezuela, de cuya comercialización 
también se hacían cargo.” 

El comercio de los bienes que generaban mayores ganancias por 
la gran demanda de que eran objeto también era dominado por los 
mercaderes en cuestión. Ellos financiaban la elaboración de produc- 
tos indígenas y manufacturas que comercializaban en los principales 
centros de población, entre los que se destacan los reales mineros. 
Asimismo comerciaban bienes agrícolas y ganaderos en grandes 
cantidades,* para lo cual se valían, entre otras estrategias, de la 
influencia que tenían en el ayuntamiento de la ciudad de México, 
que era el mayor mercado de Nueva España. "Tenemos como ejem- 
plo el monopolio que ejercieron sobre el abasto de carne a la capi- 
tal del virreinato, en donde introdujeron, entre 1800 y 1810, un 
promedio anual de 21 000 reses y más de 400000 carneros. La ma- 
yor parte de dichos animales se vendía en las carnicerías, parte de 
las cuales eran arrendadas al ayuntamiento por los mismos merca- 
deres; el cuero lo ofrecían a los artesanos para la manufactura de 
zapatos y arneses; el sebo, a los fabricantes de velas; destinaban la 
lana a la producción de textiles en los obrajes ubicados en las ha- 
ciendas de su propiedad y la vendían en los principales centros 
obrajeros, como la ciudad de Querétaro.” 

Muchos mercaderes invertían en la compra de ranchos y hacien- 
das por los elevados rendimientos que generaba la producción 
comercial de bienes agrícolas y ganaderos en gran escala, así como 
por la necesidad de diversificar sus inversiones para disminuir los 
riesgos. La posesión de bienes raíces además les permitía hipote- 


7 Guillermina Valle Pavón, “Comercialización de cacao de Guayaquil por los mercaderes 
del Consulado de México en la segunda mitad del siglo XVII”, Mexican Studies/Estudios Mexi- 
canos, v. 26, n. 2, 2010, p. 181-206; “Tráfico de cacao de Guayaquil en Nueva España en la 
segunda mitad del siglo XVIII”, en Nikolaus Bóttcher, Bernd Hausberger y Antonio Ibarra 
(coord.), Redes imperiales y negocios globales en el mundo ibérico, siglos XV-XVIH: comerciantes, finan- 
cieros y corporaciones/Imperial Networks and Global Business in Iberian World, XV" to XVII” centuries: 
Merchants, Bankers and Corporations, Madrid-México, Instituto Ibero-Americano de Berlin/ 
Vervuert-Iberoamericana/El Colegio de México, 2010, p. 239-268. 

8 Christiana Renate Borchart de Moreno, Los mercaderes..., p. 66-95, 134-169. 

Véase John Tutino, Creole Mexico: Spanish Elites, Haciendas and Indian Towns, 1750-1810, 
tesis de doctorado en Historia, Austin, University of Texas, 1976; Enriqueta Quiroz Muñoz, 
“Del estanco a la libertad. El sistema de la venta de carne en la ciudad de México (1700- 
1812)”, en Guillermina del Valle Pavón (coord.), Mercaderes, comercio y consulados de Nueva 
España en el siglo XVIII, México, Instituto de Investigaciones Doctor José María Luis Mora, 
2003, p. 191-223. 


FINANCIAMIENTO DE LOS MERCADERES DE MÉXICO 71 


carlos para obtener dinero líquido. La producción de pulque para 
el abasto de la ciudad de México también fue monopolizada por los 
mercaderes de la capital. Éstos concentraron las propiedades en las 
principales regiones destinadas al cultivo del maguey —Ápam, 
Cempoala, Otumba, Chalco, entre otras— y eran dueños de la ma- 
yor parte de las pulquerías de la ciudad de México. A fin de garan- 
tizar la venta del aguamiel, otorgaban las pulquerías en alquiler 
cobrando rentas bajas, a condición de que el arrendatario les com- 
prara el pulque que elaboraban. En esta forma delegaban la venta 
al por menor y limitaban la competencia.'” Con respecto al trigo 
operaban de manera similar, al cultivar el grano y procesarlo en sus 
propios molinos.'' 

La acumulación de capital comercial y el crédito de que dispo- 
nían los mercaderes les permitió invertir en plantaciones azucareras 
en los distritos de Cuernavaca y Cuautla. Algunos aprovecharon la 
venta de las haciendas de la Compañía de Jesús, que habían sido 
incautadas en 1767, mientras que otros también se asociaban con 
dueños de ingenios con el propósito de acaparar el comercio del 
dulce. La producción de azúcar en las jurisdicciones mencionadas 
tenía grandes ventajas en razón de su cercanía a la capital y las faci- 
lidades de transporte que ofrecía la red de canales del sureste del 
Valle de México, que se extendían del centro de México hasta la 
laguna de Chalco. Los mercaderes cultivaban caña de azúcar, la pro- 
cesaban, contrataban el dulce en la ciudad de México y lo distribuían 
en el interior de Nueva España. Asimismo destilaban aguardiente 
de caña, producto que comercializaban en la capital del virreinato y 
en sus alrededores, a través de una extensa red de vinateros.!? 


10 John E. Kicza, Empresarios coloniales..., p. 37-39. 

ll Véase Gloria Artís Espriu, Familia, riqueza y poder. Un estudio genealógico de la oligarquía 
novohispana, México, Centro de Investigaciones y Estudios Superiores en Antropología 
Social, 1994. 

12 Ernest Sánchez Santiró, “Comerciantes, mineros y hacendados. La integración de 
los mercaderes del Consulado de la Ciudad de México en la propiedad minera y azuca- 
rera de Cuernavaca y Cuautla de Amilpas (1750-1821)”, en Guillermina del Valle Pavón 
(coord.), Mercaderes, comercio..., p. 159-190; Guillermina del Valle Pavón, “Hacendados 
azucareros de Cuernavaca y Cuautla miembros del Consulado, su papel en la política de 
Nueva España a fines del siglo XVIH y principios del XIX”, en Ernest Sánchez Santiró 
(coord.), Historia de Morelos, t. V. De la crisis del orden colonial al liberalismo (1760-1860), 
México, Congreso del Estado de Morelos/Universidad Autónoma del Estado de Morelos, 
2010, t. V, p. 139-166. 
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Los mercaderes consulares de la ciudad de México formaban 
parte de las elites dirigentes de Nueva España. Sin embargo, su 
poder fue mucho mayor que la de otros grupos, como los hacenda- 
dos o los mineros, por su asociación en el Consulado de México. Los 
representantes de este último, que constituía el tribunal mercantil, 
promovieron los intereses de sus miembros con las autoridades del 
virreinato y de la metrópoli. A continuación veremos la forma en 
que el cuerpo mercantil se fortaleció al satisfacer gran parte de los 
caudales que requirió la Corona en las últimas décadas del siglo 
XVIII y las primeras del siglo XIX, cuando enfrentó un estado de 
guerra casi permanente. Se examina cómo, a partir de septiembre 
de 1808, la invasión de España por las fuerzas napoleónicas trans- 
formó a los mercaderes consulares en un apoyo fundamental para 
combatir a los franceses impíos. 


La intermediación financiera del Consulado 


El cuerpo mercantil fungió como intermediario de la Real Hacienda 
con el propósito de reunir empréstitos millonarios para respaldar las 
campañas bélicas de la Corona. En las últimas décadas del siglo XVI 
y la primera del siglo XIX, el Consulado proporcionó al erario virrel- 
nal préstamos por poco más de 6 000 000 de pesos para respaldar 
los conflictos contra Gran Bretaña (1779-1783), la Convención fran- 
cesa (1793-1795) y nuevamente contra los británicos cuando se des- 
ataron las guerras navales (1796-1802 y 1805-1808). El apoyo del 
Consulado resultó fundamental para cubrir los quebrantos que pa- 
deció la tesorería de Madrid a causa de las mencionadas conflagra- 
ciones, porque le permitía disponer de dinero fresco en periodos 
relativamente cortos. Además, el monarca no tenía que pagar el 
servicio de los empréstitos que negociaban los consulados y otras 
corporaciones hispanas, a diferencia de lo que sucedía con el cré- 
dito contratado en el exterior. Como puede verse en el cuadro 1, 
los intereses de los empréstitos negociados por el Consulado se 
cubrieron, principalmente, con los productos del derecho de avería 
extraordinaria que se imponía a las mercancías que entraban por mar 
al virreinato. 

Para reunir los préstamos millonarios que requerían las autori- 
dades reales, los representantes del cuerpo mercantil obtenían capi- 
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PRÉSTAMOS NEGOCIADOS POR EL CONSULADO DE MÉXICO PARA 
LAS GUERRAS IMPERIALES (1782-1804) 


Ramos hipotecados 


Monto para pagar el servicio 
Años (reales) Destino de la deuda 
1782 1000000 Guerra contra Gran 4% avería consular 
Bretaña extraordinaria 
1790 100000 Paces con la Regencia 4% avería consular 
de Argel extraordinaria 
1793 1000000 Guerra contra Francia 5% avería consular 
extraordinaria 
1794 1000000 Guerra contra Francia 5% avería consular 
extraordinaria 
1795-1803 3080000 Guerra contra Gran Renta del tabaco 
Bretaña 
TOTAL 6180000 


Fuente: Guillermina del Valle Pavón, El Consulado de Comerciantes de la ciudad 
de México y las finanzas novohispanas, 1592-1827, tesis de doctorado en Historia, 
México, El Colegio de México, Centro de Estudios Históricos, 1997; “Los emprés- 
titos de fines de la colonia”, en José Antonio Serrano y Luis Jáuregui (ed.), Hacien- 
da y política. Las finanzas públicas y los grupos de poder en la primera república federal 
mexicana”, México, Instituto de Investigaciones Doctor José María Luis Mora/El 
Colegio de Michoacán, 1998, p. 49-78. 


tales de sus miembros y de los rentistas que colocaban dinero con 
dichos negociantes para obtener una renta segura. Los mercaderes 
desarrollaban sus negocios a partir de la configuración de complejas 
redes que integraban a familiares, paisanos y otros sujetos, muchos 
de los cuales les confiaban su dinero a cambio del 5% de interés 
anual, que era la tasa máxima permitida por el clero y el gobierno.'* 


13 Guillermina Valle Pavón, “Servicios fiscales y financieros del Consulado de Comer- 
ciantes de la Ciudad de México en los siglos XVI y XVII”, en Gustavo Garza y Jaime Sobrino 
(coord.), Evolución del sector servicios en ciudades y regiones de México, México, El Colegio de 
México, 2009, p. 95-117; “Oposición de los mercaderes de México a las reformas comerciales 
mediante la resistencia a otorgar crédito a la Corona”, en Carmen Yuste López y Matilde 
Souto Mantecón (coord.), El comercio exterior de México, entre la quiebra del sistema imperial y el 
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La recepción de dinero por parte de los negociantes se explica por- 
que en la época no había instituciones bancarias en las que se pu- 
diera colocar el dinero a fin de hacerlo redituable. 

Entre los principales rentistas de la época se destacaban las cor- 
poraciones y los miembros del clero, los funcionarios reales y las 
viudas. Las instituciones eclesiásticas constituían uno de los pilares 
del sistema de crédito de Nueva España porque prestaban sus capl- 
tales a mediano y largo plazos a quienes los garantizaban con la hi- 
poteca de bienes raíces. El Juzgado de "Testamentos, Capellanías y 
Obras Pías del arzobispado de México, que administraba el dinero 
de las fundaciones establecidas para sostener a gran parte del clero, 
el culto y para realizar actos de misericordia, colocaba a réditos gran 
parte de sus fondos con los mercaderes consulares. Lo mismo se 
hacía en los conventos, las cofradías, '* las escuelas, los hospitales y 
otras instituciones de beneficencia,!? en muchas de las cuales los mer- 
caderes más prominentes eran tesoreros y vocales de sus mesas de 
gobierno. Estas circunstancias favorecieron la canalización de los fon- 
dos mencionados para los empréstitos que negociaba el Consulado.'* 

El papel financiero que desempeñó el Consulado para apoyar al 
real erario le permitió negociar con las autoridades reales impor- 
tantes privilegios que favorecieron los negocios de sus integrantes. 
Entre los principales beneficios que recibió el cuerpo mercantil se 


surgimiento de una nación (1713-1850), México, Instituto de Investigaciones Doctor José María 
Luis Mora/Universidad Nacional Autónoma de México, Instituto de Investigaciones Históri- 
cas/Universidad Veracruzana, 2000, p. 84-109. 

1” Los fondos de los conventos procedían de los donativos de sus fundadores, las limos- 
nas, las dotes y los bienes patrimoniales de las monjas y los frailes, y en el caso de las cofradías 
venían de las cuotas periódicas de sus miembros. Gisela von Wobeser, El crédito eclesiástico en 
la Nueva España, siglo XVIII, México, Universidad Nacional Autónoma de México, Instituto de 
Investigaciones Históricas, 1994, p. 11-19. 

15 Como ejemplo pueden verse los destacados mercaderes que fueron miembros de la 
mesa de gobierno de la Archicofradía del Santísimo Sacramento de la ciudad de México, en 
1535, así como los de la Casa de Niños Expósitos de la Cuna, entre 1775 y 1778. Depósito 
irregular del 10 de octubre de 1735: Archivo General de la Nación de México (en adelante 
AGN), notario 70, Miguel Jiménez de Benjumea, v. 498. Sobre los depósitos que recibieron algu- 
nos miembros del consulado véanse, Christiana Renate Borchart de Moreno, Los mercaderes..., 
p. 68; Pedro Pérez Herrero, Plata..., p. 211-213. 

16 Al respecto, véase Guillermina Valle Pavón, “Las corporaciones religiosas en los em- 
préstitos negociados por el Consulado de México a fines del siglo XVIII”, en María del Pilar 
Martínez López-Cano (coord.), Iglesia, Estado y economía, siglos XVI a XIX, México, Universidad 
Nacional Autónoma de México, Instituto de Investigaciones Históricas/Instituto de Investi- 
gaciones Doctor José María Luis Mora, 1995, p. 225-240. 
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destaca el permiso para reconstruir el camino carretero México- 
Veracruz por la ruta de Puebla y Orizaba, cuando las autoridades 
reformistas se esforzaban por rehabilitar la vía alternativa que se 
dirigía por Jalapa. La mejora del camino de Orizaba convino a los 
mercaderes consulares porque articulaba los mercados del centro, 
oriente, sur, suroeste y sureste de Nueva España (véase mapa 1). Al 
agilizarse la circulación por dicha red de caminos se benefició la 
producción de textiles domésticos, entre otras actividades.'” El tri- 
bunal mercantil también consiguió que se permitiera la producción 
y el consumo del aguardiente de caña, medida que favoreció nota- 
blemente a los productores de azúcar. !* 

Los mercaderes consulares, además, otorgaban donativos para 
colaborar de manera individual con las demandas del monarca. 
Quienes aportaron las mayores cantidades, en forma de préstamos 
y donativos, obtuvieron en recompensa títulos nobiliarios y otros 
honores, como nombramientos en la administración y el ejército de 
Nueva España. 

El Consulado de la ciudad de México incrementó notablemente 
su poder político en 1808. Ante la crisis de la monarquía que se 
produjo a raíz de las abdicaciones reales y la invasión de España por 
Napoleón, el ayuntamiento de México propuso constituir una junta 
de gobierno que detentara la soberanía de Nueva España. El virrey 
José de Iturrigaray apoyó dicha iniciativa. Un importante grupo de 
mercaderes derrocaron a Iturrigaray con el argumento de que la 
propuesta autonomista podía ocasionar una sublevación que rom- 
piera el vínculo colonial. En esta forma, los golpistas garantizaron 
sus privilegios mercantiles, entre los que se destacaba la exclusión 
legal de los extranjeros del comercio imperial. Además lograron 
deshacerse del virrey, quien amenazaba su patrimonio con su polí- 
tica fiscal y la aplicación de la Ley de Consolidación, que mandó 
incautar los capitales de las fundaciones eclesiásticas, gran parte de 
los cuales —según vimos— habían sido prestados a los mercaderes. 
El sustituto de Iturrigaray, el virrey Pedro de Garibay, reconoció la 


17 Guillermina Valle Pavón, “La articulación del mercado del centro, oriente, sur y su- 
reste de Nueva España a través del camino de Orizaba, en las postrimerías del siglo XVII”, 
en Verónica Oikion (ed.), Historia, nación y región, México, El Colegio de Michoacán, 2007, 
v. IL, p. 437-460. 

18 Véanse Ernest Sánchez Santiró, “Comerciantes...”; Guillermina Valle Pavón, “Hacen- 
dados...” 
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soberanía de la Junta Suprema de Sevilla, cuyos miembros tenían 
estrechos vínculos con los mercaderes de México.” 

La Junta Central de Cádiz, que sustituyó a la Suprema de Sevi- 
lla, requirió el apoyo económico de Nueva España para fortalecer 
su posición y combatir a los invasores franceses. Napoleón Bona- 
parte, en su lucha imperial contra Inglaterra, se había propuesto 
arruinarla al imponerle el bloqueo comercial del continente euro- 
peo. Ante la descomposición de la monarquía española, provocada 
en gran parte por la entrada a la península ibérica de las tropas 
francesas que se dirigían a Lisboa, Napoleón decidió otorgar el 
trono de los Borbones a su hermano José. Esta situación dio lugar 
a la organización de juntas patrióticas que resguardaban la sobera- 
nía de Fernando VII, y se disponían a combatir al enemigo en las 
principales ciudades de España. Finalmente, la resistencia se aglu- 
tinó en torno a la Junta Suprema Gubernativa Central de Sevilla, 
la cual se constituyó de manera federal con dos representantes por 
cada provincia.? 

Las repetidas demandas de auxilio por parte de las juntas espa- 
ñolas dieron lugar a que el virrey Venegas y su sucesor, el arzobispo- 
virrey Francisco Javier Lizana, solicitaran la asistencia de las princi- 
pales corporaciones y sujetos pudientes de la ciudad de México. En 
1809 se presentó en Veracruz el comisionado de Gran Bretaña para 
cobrar 3000000 de pesos que dicho gobierno había otorgado a 
las juntas españolas en dinero y armamentos, a fin de combatir a las 
fuerzas napoleónicas.” Para saldar dicho adeudo, el virrey Lizana 
consiguió préstamos a corto plazo por cerca de 3200000 pesos, el 
70% de los cuales fue aportado por los mercaderes consulares. Unos 
meses después, Lizana solicitó a los contribuyentes al mencionado 
préstamo que ampliaran sus créditos por el término de cinco años 
para auxiliar a las autoridades de Cádiz. En diciembre de 1809 el 


19 Guillermina Valle Pavón, “Mercaderes agraviados. El derrocamiento del virrey José 
de Iturrigaray en 1808”, en José A. Serrano y Luis Jáuregui (ed.), Corona en llamas. Conflictos 
económicos y sociales en las independencias iberoamericanas, Castellón, Universitat Jaume l, 2010, 
p- 87-104. 

20 José M. Portillo Valdés, Crisis atlántica. Autonomía e independencia en la crisis de la monar- 
quía hispana, Madrid, Marcial Pons, 2006. 

21 Luis Jáuregui, La Real Hacienda de Nueva España. Su administración en la época de los 
intendentes, 1786-1821, México, Universidad Nacional Autónoma de México, Facultad de 
Economía, 1999, p. 237-239. 
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virrey remitió a España poco menos de 1410000 pesos, de los cua- 
les el 78% pertenecía a los miembros del Consulado.?? 

Los crecientes gastos ocasionados por la defensa de la penínsu- 
la dieron lugar a que, en enero de 1810, la Junta Central solicitara 
un nuevo empréstito por 20000000 de pesos. El virrey Venegas 
expuso a la junta los peligros que implicaba la demanda del préstamo 
y su extracción de Nueva España. El obispo de Michoacán, Manuel 
Abad y Queipo, alarmado ante la exorbitante demanda de la Junta 
Central, planteó que era imposible reunir la suma requerida “a no 
ser que se eche mano de toda la plata de las iglesias y de la vajilla 
de los particulares”. Además consideró que el empleo de dichos 
recursos era peligroso en las “críticas circunstancias” en que se encon- 
traba el virreinato. A pesar de las objeciones planteadas, el emprés- 
tito por 20000000 fue abierto en septiembre de 1810.*% Los gene- 
rosos servicios que habían otorgado los mercaderes de México 
dieron lugar a que la Junta Central comisionara a su Consulado, así 
como a los de Veracruz y Guadalajara, para colectar el llamado “prés- 
tamo patriótico” por 20000000 de pesos.** 

En noviembre de 1810, se recibió una nueva petición por parte 
de las autoridades de la metrópoli a fin de combatir a los franceses. 
Para entonces se había producido la rebelión de los insurgentes, 
problema que trastornó el funcionamiento de las cajas reales. Con 
el propósito de evitar que los fondos del tesoro virreinal cayeran en 
manos de los rebeldes, los oficiales del erario en las localidades mi- 
neras del Bajío suspendieron la remisión de fondos a la tesorería de 
la capital.4 En consecuencia, el virrey abrió la suscripción de un 
empréstito por 2000000 de pesos, cantidad que se comprometió a 
restituir en cuanto llegaran los caudales del erario que se hallaban 


2 Guillermina Valle Pavón, “Apoyo financiero del Consulado de México a la Junta Cen- 
tral de Cádiz”, en Alberto Ramos y Alberto Romero Derrer (ed.), Liberty, Liberté, Libertad. El 
mundo hispánico en la era de las revoluciones. Cádiz, Universidad de Cádiz, 2010, p. 366-379. 

25 Ibid. p. 366-379; Luis Jáuregui, Real Hacienda..., p. 242-248. 

2 Los cuerpos mercantiles de las dos últimas ciudades, que se habían constituido para 
restringir el poder de los mercaderes de México, apoyaron a la metrópoli de manera insigni- 
ficante, en relación con las aportaciones hechas por los mexicanos. Respecto a las aportacio- 
nes del Consulado de Guadalajara véase Antonio Ibarra, “El Consulado de Comercio de 
Guadalajara. Entre la modernidad institucional y la obediencia a la tradición, 1795-1818”, en 
Guillermina del Valle Pavón (coord.), Mercaderes, comercio..., p. 319-321. 

25 John Jay TePaske, “La crisis financiera del virreinato de Nueva España a fines de la 
colonia”, Secuencia. Revista de Historia y Ciencias Sociales, n. 19, enero-abril, 1991, p. 127-130. 
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detenidos por la amenaza de los insurrectos. En noviembre, el virrey 
había logrado recabar poco menos de 1110000 pesos, 76% de los 
cuales fue aportado por el Consulado de México.* 

Además de los cuatro empréstitos mencionados, los miembros 
del Consulado y otros empresarios de la capital brindaron al go- 
bierno virreinal un crédito a corto plazo para habilitar los tres na- 
víos en los que se remitieron los auxilios económicos destinados al 
gobierno de Cádiz, en 1810 y 1811. Ante la urgencia de caudales 
que padecía la Junta Central y los problemas que enfrentaba la ha- 
cienda virreinal a causa de la insurrección armada, el virrey Lizana 
demandó el apoyo de la comunidad mercantil. Ésta acudió solícita 
al llamado del virrey porque necesitaban enviar dinero a sus contra- 
partes para mantener el giro de sus negocios. Entonces, se concen- 
traban en Cádiz las transacciones comerciales, debido a que dicho 
puerto estaba protegido de la amenaza de los ejércitos franceses por 
su ubicación estratégica y el resguardo de la armada británica. 

En el cuadro 2 se exponen los empréstitos que se requirieron 
para el auxilio de la metrópoli y el avituallamiento de los navíos, así 
como el porcentaje de las contribuciones que realizaron los miem- 
bros del Consulado en cada ocasión. Se destaca la notable disminu- 
ción que presentaron las aportaciones de las instituciones religiosas, 
en relación con los empréstitos que había demandado el Consula- 
do en las décadas de 1780 y 1790. Los depósitos efectuados por las 
corporaciones únicamente fueron significativos en el caso del prés- 
tamo por 20000000 de pesos, para el que aportaron cerca del 76%. 
Es importante aclarar que en dicho renglón se incluyeron las con- 
tribuciones de los pueblos de indios y lo recaudado por concepto de 
los nuevos impuestos extraordinarios, rubro que representó aprox1- 
madamente el 15% del total del préstamo. Las contribuciones de los 
cuerpos eclesiásticos disminuyeron debido a que la mayor parte de 
los capitales que pertenecían a fundaciones religiosas —como las 
capellanías y obras pías— se habían remitido a la península como 
consecuencia de la aplicación de la Real Cédula de Consolidación 
de Vales Reales. Ésta constituyó la primera gran reforma desamor- 
tizadora de los bienes de la Iglesia en Nueva España. 


26 Guillermina Valle Pavón, “Apoyo financiero...”, p. 366-379. 


CUADRO 2 
PRÉSTAMOS DE NUEVA ESPAÑA PARA LA JUNTA CENTRAL 
DE CÁDIZ, 1809-1811 


Destino Fechas Merc. Consulado Otros individuos Corporaciones Total 
pesos % pesos % pesos % 

Patriótico para pago deuda 1809 2254000 70 625436 20 314000 10 3193436 
Gran Bretaña 
Gratuito para auxiliar a dic. de 1809 1107000 78 210000 15 92500 7 1409500 
España 
Patriotico por 20 000 000 1810-1812 153656 8,19 299646 15.99 1421451 75.82 1874753 
Combate a las fuerzas de nov. de 1810 838500 75,6 271000 24.4 1109500 
Napoleón 
Despacho navío Baluarte jun. de 1810 425500 76,5 130710 23.5 556210 
Despacho del navío Implacable nov. de 1810 937000 76,4 289000 23.6 1226000 
Despacho del navío Miño marzo de 1811. 662000 89,2 80250 10.8 742250 


Fuentes: Gazeta Extraordinaria de México, 11 de agosto de 1809 y Gazeta de México, 22 de agosto, 2, 6 y 9 de diciembre de 1809; 
Contaduría del Consulado de México, 22 de mayo de 1815. AGN, AHH, caja 1, exp. 3, caja 2, exp. 7 y caja 426, exp. 31. 
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A fines de 1810 en Nueva España se padecía una aguda escasez 
de caudales debido a que en las últimas décadas del siglo XVII y 
los primeros años del XIX se habían remitido a la metrópoli más 
de 26000000 de pesos de recursos extraordinarios. Cuando menos 
16000000 correspondían a préstamos y donativos negociados por 
el Consulado, el Tribunal de Minería y la Real Hacienda, a los que 
se sumaban 10500000 pesos que habían sido confiscados mediante 
la aplicación del decreto de Consolidación.?” A esta sangría, que 
no tenía precedente alguno, se aunó el notable incremento de los 
gastos militares ocasionado por el levantamiento de los insurgentes 
y la desorganización de la Real Hacienda que se produjo, como 
consecuencia de dicho movimiento. En mayo de 1811 los problemas 
mencionados, y razones de carácter estratégico, obligaron a sus- 
pender la recolección del empréstito por 20000000 de pesos. Asi- 
mismo disminuyeron notablemente los envíos extraordinarios de 
dinero a España.” 


Financiamiento del gobierno virreinal y el combate a los insurgentes 


Durante la guerra de independencia el Consulado de la ciudad de 
México se constituyó en un apoyo fundamental para el combate a 
los insurgentes. El cuerpo mercantil se transformó en el principal 


27 “Sobre la deuda de la Real Hacienda y medio de restablecer su crédito, México, 21 de 
febrero de 1817”, Biblioteca Nacional de México (en adelante BNM), Fondo Lafragua, ms. 
19,702-23. Alamán calculó que se habían depositado en las cajas de Consolidación 10656000 
pesos, sin incluir los ingresos por anualidades, nuevo noveno y masa decimal, que pertenecían 
al mismo fondo. Lucas Alamán, Historia de México desde los primeros movimientos que prepararon 
su Independencia en el año de 1808 hasta la época presente, México, Instituto Cultural Helénico, 
Fondo de Cultura Económica, 1985, v. 1, p. 137. De acuerdo con Brian R. Hamnett, las esti- 
maciones sobre el monto recaudado por concepto de la Consolidación fluctúan entre 
10500000 y 12750000 pesos: “The Appropriation of Mexican Church Wealth by the Spanish 
Bourbon Government: The Consolidación de Vales Reales, 1805-1809”, Journal of Latin Ame- 
rican Studies, v. 1, n. 2, 1969, p. 85-113. Coinciden con la primera cifra Romeo Flores Caba- 
llero, La contrarrevolución en la independencia. Los españoles en la vida política, social y económica 
de México (1804-1838), México, El Colegio de México, 1969, p. 50-53; Carlos Marichal, La 
bancarrota del virreinato. Nueva España y las finanzas del imperio español, 1780-1810, México, 
Fondo de Cultura Económica/El Colegio de México, 1999, p. 140-172; Gisela von Wobeser, 
Dominación colonial. La Consolidación de Vales Reales, 1804-1812, México, Universidad Nacional 
Autónoma de México, Instituto de Investigaciones Históricas, 2003, p. 194-200, 239. 

28 Lucas Alamán, Historia... v. 1, p. 233, 234. 
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instrumento del gobierno virreinal para obtener recursos extraordi- 
narios que subsanaran la crisis del erario que se produjo como con- 
secuencia de la insurrección. Convencidos de la necesidad de man- 
tener el régimen colonial y reactivar la circulación mercantil, los 
representantes del Consulado desplegaron una intensa actividad 
negociadora con el objeto de financiar el envío de tropas españolas, 
así como para satisfacer la reiterada demanda de recursos extraor- 
dinarios que planteaban los virreyes. 

Las noticias acerca de la particular violencia que ejercían los 
insurgentes contra los españoles y los comerciantes?” atemorizaron 
a los mercaderes.*” Ante la dificultad para enfrentar a los núcleos 
guerrilleros de los insurgentes, en abril de 1811 los representantes 
del Consulado pidieron auxilio a Cádiz. A propuesta del cuerpo 
mercantil gaditano, el Consejo de Regencia acordó enviar una guar- 
nición compuesta por 6000 soldados españoles, comandados por 
una selecta oficialidad, siempre que su habilitación corriera a cargo 
del comercio de México.*' 

El apoderado del Consulado de México en Cádiz desembolsó 
100000 pesos para despachar al primer grupo de 2000 soldados y 
se comprometió en nombre de sus poderdantes a financiar el envío 
del segundo contingente. Los mercaderes gaditanos acordaron pa- 
gar el despacho de la tercera fuerza. A fin de obtener fondos desti- 
nado a las tropas, el Consulado obtuvo la autorización del virrey 
para negociar un préstamo por 200000 pesos, por un periodo de 
tres años. Finalmente el Consulado de México sólo tomó a réditos 
poco más de 121600 pesos que satisfizo a su representante en el 
puerto de Cádiz. Los capitales recibidos fueron garantizados con 
el incremento de un cinco al millar al derecho de avería.** Este gra- 
vamen se imponía a las mercancías que entraban por mar al virrei- 


2% Acerca de los motivos por los que los insurgentes atacaban especialmente a los comer- 
ciantes, véase Brian Hamnett, Raíces de la insurgencia en México. Historia regional, 1750-1824, 
México, Fondo de Cultura Económica, 1990. 

30 “Representación del Consulado de México al virrey Venegas, 20 de noviembre 
de 1811”, Archivo General de Indias, Sevilla (en adelante AGI), Audiencia de México, 
leg. 2519, £. 5. 

31 “Junta de Gobierno del Consulado, 14 de noviembre de 1811, Representación del 
Consulado de México al virrey Venegas, 20 de noviembre de 1811”, AGI, Audiencia de México, 
leg. 2519, £. lv, 5v. 

32 “De Venegas al Consulado, México, 23 de noviembre de 1811”, AGI, Audiencia de 
México, leg. 2519, f. 6, 6v. 
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nato y era administrado por los consulados de México, Veracruz y 
Guadalajara, en sus respectivas jurisdicciones.” 

Los primeros regimientos procedentes de la península llegaron 
a la ciudad de México en mayo de 1812. De los 3000 hombres que 
habían arribado al puerto de Veracruz, muchos murieron a causa 
del clima insalubre del puerto y los ataques de los grupos de guerri- 
lleros que los atacaran en el camino a México. De modo que, como 
plantearon los contemporáneos, las fuerzas realistas se compusieron, 
fundamentalmente, de los súbditos del virreinato, que eran coman- 
dados por oficiales peninsulares y criollos.** 

En 1811 la Real Hacienda novohispana enfrentó serios proble- 
mas. El temor a un ataque de los insurgentes limitó el envío de los 
productos de las cajas regionales a la capital, en donde se recibió 
menos de la mitad del monto de 1810, mientras que los gastos mi- 
litares aumentaron de manera muy considerable.*” La necesidad de 
recabar fondos para las expediciones bélicas condujo al virrey Fran- 
cisco Javier Venegas a convocar a los representantes de los princi- 
pales cuerpos civiles y eclesiásticos de la capital, en diciembre de 
1811. La junta de notables acordó requerir el llamado préstamo 
“necesario” por 2000000 de pesos, el cual sería recolectado por el 
Consulado de México.** Para pagar el servicio del préstamo se estable- 
ció un gravamen de 10% sobre el arrendamiento de inmuebles.*” Por 
instrucciones del virrey, el Consulado también quedó a cargo de la 


33 “Juntas de Gobierno del Consulado, 14 y 18 de noviembre de 1811”, “Representación 
del Consulado de México al virrey Venegas, México, 20 de noviembre de 1811” y “Represen- 
tación del Consulado al Rey, México, 21 de octubre de 1818”, AGI, Audiencia de México, leg. 
2519, £. 1v-5v. 

3 Brian Hamnett, Revolución y contrarrevolución en México y el Perú. Liberalismo, realeza y 
separatismo, 1800-1824, México, Fondo de Cultura Económica, 1978, p. 65, 66; Juan Ortiz 
Escamilla, Guerra y gobierno. Los pueblos y la independencia de México, Sevilla, Universidad Inter- 
nacional de Andalucía/Universidad de Sevilla/El Colegio de México/Instituto de Investigacio- 
nes Doctor José María Luis Mora, 1997, p. 61-68. 

35 John Jay TePaske, “La crisis financiera...”, p. 123-140. 

5 Representación del Consulado al rey, México, 21 de octubre de 1818”, AGI, Audiencia 
de México, leg. 2519; Lucas Alamán, Historia..., v. 1, p. 242. 

37 El derecho del 10% sobre el arriendo de fincas urbanas obligaba a los dueños a pagar 
el 5% del producto del alquiler anual que percibían, y a los inquilinos el restante 5%. Quienes 
residían en inmuebles de su propiedad debían cubrir el 10% sobre la estimación de la renta 
que éstos podrían generar. “Bando del 24 de febrero de 1812 sobre la contribución del 10% 
sobre el producto de los arrendamientos de casas”, Centro de Estudios de Historia de México- 
Carso (en adelante CEHM), XLI, leg. 875. “De la Tesorería general del ejército y Real Hacienda 
a Venegas, México, 30 de abril de 1812”, AGN, Donativos y préstamos, v. 5, exp. 11, f. 118. 
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administración de los rendimientos del nuevo impuesto para aho- 
rrar gastos de administración al erario y mantener la confianza de 
los contribuyentes.** 

Casi el 60% de las aportaciones fue efectuado por los vecinos 
pudientes de la capital, la mayoría de los cuales eran miembros del 
cuerpo mercantil. El Tribunal de la Inquisición entregó los 30000 
pesos que le habían asignado,*” y otras corporaciones del arzobis- 
pado de México contribuyeron con cerca de 145000 pesos.*” El obispo 
de Puebla, cuya ciudad estuvo a punto de ser tomada por los insur- 
gentes en diciembre de 1811, colocó poco más 255000 pesos de 
diversos fondos eclesiásticos.*! El bloqueo de caminos obstaculizaba 
la comunicación con el puerto, por lo que no se pudo recaudar la 
cuota impuesta al comercio y el vecindario de Veracruz, gran parte 
de la cual fue cubierta por los mismos mercaderes de México. 

La recaudación del derecho sobre la renta de predios no tuvo 
éxito. Muchos funcionarios reales y militares se consideraron exen- 
tos del gravamen porque habitaban en residencias de propiedad 
real, aun cuando éstas habían quedado explícitamente comprendi- 
das en el decreto.* Además, en los centros urbanos devastados por 
los insurgentes, como Guanajuato, los dueños e inquilinos se nega- 
ban a pagar el impuesto debido a la destrucción y el abandono en 
que se encontraba la mayor parte de los inmuebles.* En consecuen- 
cia, se tuvieron que hipotecar los derechos de la Nao de Filipinas 
para satisfacer los intereses de la deuda contraída.** 


38 “Del contador al Tribunal del Consulado, México, 5 de abril de 1812”. AGL, Audiencia 


de México, leg. 2517, £. 1v., 2. 

39 Gisela von Wobeser, El crédito eclesiástico..., p. 217. 

10 Todo indica que, con excepción de los depósitos de los jueces hacedores de la catedral 
de Oaxaca, el resto de las contribuciones pertenecía al arzobispado de México. 

Al Cristina Gómez Álvarez, “Las arcas de la Iglesia al servicio de la guerra contrainsur- 
gente. Puebla, 1810-1812”, en María del Pilar Martínez López Cano (coord.), Iglesia, Estado..., 
p. 271-272. 

12 “Bando del 24 de febrero de 1812 sobre la contribución del 10% sobre el producto de 
los arrendamientos de casas. México”, CEHM, XLI, leg. 875. 

43 Josefa Vega, “Los primeros préstamos de la guerra de independencia”, Historia Mexi- 
cana, v. XXXIX, n. 4, (156), abril-junio, 1990, p. 924, 925; Luis Jáuregui, La Real Hacienda..., 
p. 259, 260. 

4 “Manifestación de los capitales que reconoce el Consulado de México por sí, y a nom- 
bre de la Hacienda Pública con hipoteca de los impuestos que se expresan y lo que debe de 
réditos”, AGN, Consulados, caja 269, exp. 14. 
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En agosto de 1812 el ejército realista fue derrotado por los in- 
surgentes, cuando intentaba abrir el camino que comunicaba a la 
ciudad de México con el puerto de Veracruz.* La junta extraordi- 
naria de Hacienda decidió exigir un préstamo forzoso por 700000 
pesos con el propósito de abrir la mencionada vía. A fin de pagar el 
servicio de la deuda y proveer de fondos al erario se impuso la con- 
tribución temporal extraordinaria de guerra, que constituyó un au- 
mento adicional al derecho de alcabala que gravaba “los efectos de 
consumo corriente”.* El nuevo gravamen se hizo extensivo a las 
personas y corporaciones que estaban exentas del pago del derecho 
de alcabalas, así como a las mercancías que se encontraban en tien- 
das y almacenes.” 

Los contribuyentes al nuevo préstamo forzoso eran mercaderes 
consulares, comerciantes y vecinos pudientes de la capital y de otros 
importantes centros mercantiles, como Puebla y Valladolid. El virrey 
recibió solicitudes de exención y reducción de las cuotas estableci- 
das, y para tomar una decisión solicitaba informes sobre la situación 
económica de los demandantes a los representantes del Consulado 
y a Otros prominentes mercaderes de México y del puerto de Vera- 
cruz.** Como consecuencia de la acumulación de exenciones, única- 
mente se recabaron 506000 pesos de los 700000 que se esperaba 
recibir. La mayor parte de las aportaciones fue efectuada por los 
miembros del Consulado, los vecinos de México, Puebla, Valladolid 
y otras ciudades importantes. Las corporaciones seculares y religio- 
sas aportaron un porcentaje muy reducido. El préstamo forzoso de 
agosto de 1812 resultó muy desafortunado para los acreedores, quie- 


1 Timothy E. Anna, La caída del gobierno español en la ciudad de México, México, Fondo 
de Cultura Económica, 1981, p. 167, 168. 

46 CEHM, México, 1-2, leg. 721; “Representación del Consulado al rey, México, 21 de 
octubre de 1818”, AGI, Audiencia de México, leg. 2519, f. 6v-7; Lucas Alamán, Historia..., 
v. IL, p. 262-264. 

47 AGN, Alcabalas, Correspondencia, v. 20; Lucas Alamán, Historia..., v. L, p. 263; Luis Jáu- 
regui, La Real Hacienda..., p. 262, 263; Ernest Sánchez Santiró, Las alcabalas mexicanas (1821- 
1857). Los dilemas de la construcción de la Hacienda nacional, México, Instituto de Investigaciones 
Doctor José María Luis Mora, 2009, p. 35-42. 

18 Algunas de las excepciones hechas con base en los informes proporcionados por di- 
chos mercaderes pueden consultarse en Guillermina del Valle Pavón, El Consulado de Comer- 
ciantes de la Ciudad de México y las finanzas novohispanas, 1592-1827, tesis de doctorado, Méxi- 
co, El Colegio de México, Centro de Estudios Históricos, 1997. 

49 AGL, Audiencia de México, leg. 2519; AGN, Consulados, leg. 269, exp. 14. 
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nes no recibieron un real por el pago de intereses, debido a que la 
crisis del erario virreinal obligó al gobierno a hacer uso de los 
productos del derecho temporal extraordinario de guerra.” Tal 
circunstancia desacreditó notablemente a la Real Hacienda. 

En marzo de 1813, a los cuantos días de que Félix María Calleja 
tomara posesión del gobierno de Nueva España, éste describió al 
ministro de Guerra la situación del reino. Según sus propias pala- 
bras, el erario se hallaba “exhausto y empobrecido hasta el término 
de haber agotado todos los depósitos y fondos públicos; debiendo 
crecidas sumas que han debilitado su crédito y la confianza pública; 
privado de sus ingresos ordinarios por la absoluta interrupción de 
los caminos que ha paralizado la agricultura, la industria, el comer- 
cio y las minas, fuente principal de su riqueza”. Además, la ciudad 
de México carecía “de los ingresos ordinarios de platas” debido al 
establecimiento de casas de moneda en Guanajuato, Zacatecas, Gua- 
dalajara, Sombrerete, Catorce, Monclova y Chihuahua, que eran los 
principales centros de producción argentífera. Calleja explicó cómo 
la amenaza de los insurgentes sobre las vías de comunicación obli- 
gaba a proteger a los convoyes que se dirigían de la capital a Vera- 
cruz y tierra adentro, en tanto que su dominio sobre extensas zonas 
del virreinato exigía la reorganización del ejército.” 

El virrey manifestó a los representantes del Consulado la impo- 
sibilidad de continuar la campaña contra los rebeldes si no le pres- 
taban de inmediato 1000000 de pesos.*? Para garantizar el pago de 
los capitales que se tomaran a réditos, ofreció hipotecar la mitad del 
producto de los derechos que se cobraban en la aduana de la ciudad 
de México.” El interés del cuerpo mercantil en reanimar el comer- 
cio y la producción minera, a través de la reapertura y la protección 
de los caminos, lo condujo a formar una junta compuesta por ocho 
prominentes mercaderes que se encargaría de obtener dinero a cré- 
dito de los comerciantes y otros vecinos pudientes de la ciudad de 
México. Éstos respondieron positivamente, persuadidos de la nece- 


E “Representación del Consulado al rey, México, 21 de octubre de 1818”, AGI, Audiencia 


de México, leg. 2519, f. 7; AGN, Archivo Histórico de Hacienda, (en adelante AHH), caja 426-15. 
51 De Calleja al ministro de Guerra, México, 15 de marzo de 1813”, Boletín del Archivo 
General de la Nación, v. 1, n. 1, septiembre-octubre, 1930, p. 81, 83. 
52 AGN, AHH, v. 184-2, f. 18. 
55 AGN, Donativos y préstamos, v. 9, exp. 18, f. 203. 
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sidad de apoyar a Calleja para impedir la quiebra de sus negocios y 
restablecer las comunicaciones en todo el territorio del virreinato.?* 

La recaudación de dicho empréstito hizo patente la notable 
escasez de caudales que se padecía en Nueva España, como conse- 
cuencia de la creciente extracción que había realizado la Real Ha- 
cienda en las tres últimas décadas. Las dificultades para reunir los 
fondos demandados por Calleja se aprecian tanto en el número de 
prestamistas,*” que duplicó al de los contribuyentes del préstamo 
anterior, como en los pequeños montos que se otorgaron. Los re- 
presentantes del Consulado tuvieron que recurrir a la Real Audien- 
cia para que solicitara a los tribunales los capitales que resguarda- 
ban de los litigios pendientes. Al tiempo que se depositaban las 
contribuciones al préstamo en la tesorería del Consulado, se advir- 
tió que el gobierno se quedaría sin fondos para continuar la guerra 
si entregaba los productos de la aduana que habían sido hipoteca- 
dos. Por tal motivo, tuvo que posponerse el pago de intereses a los 
depositarios.* 

Al cabo de unos meses de que el Consulado había entregado el 
empréstito en cuestión, sus representantes solicitaron al virrey que 
suprimiera la introducción ilícita de efectos por la Barra de Tampico 
y el puerto de San Blas, en razón de que debilitaba el comercio de la 
ciudad de México. Asimismo le advirtieron que si no tomaba medidas 
inmediatas al respecto, muchos comerciantes de la capital se verían 
obligados a cerrar sus tiendas y concluir sus negociaciones.” 

El empréstito del Consulado únicamente permitió cubrir los 
gastos más urgentes, entre los que se destaca la reactivación del 
tránsito de convoyes. Félix María Calleja concibió un plan general 
de operaciones de guerra para cuya aplicación requería cuantiosos 
caudales. Unos meses antes de que concluyera el año de 1813 se 
acordó introducir una contribución directa sobre los sueldos, las 
rentas O las ganancias líquidas de todos los habitantes que percibie- 
ran más de 300 pesos. El virrey planteó la imposibilidad de esperar 
a que la contribución directa rindiera productos y propuso que se 


5 “Junta auxiliar del préstamo, México, 13 de mayo de 1813”, ibid. 

55 AGI, Sevilla, Audiencia de México, leg. 2517 y leg, 2519; AGN, AHH, caja 426, exp. 31. 

56 Representación del Consulado al rey, México, 21 de octubre de 1818, AGI, Audiencia 
de México, leg. 2519; Lucas Alamán Historia..., v. L, p. 400, 401. 

57 «De la Junta de Gobierno del Consulado a Calleja, México, 9 de diciembre de 1814”, 
AGI, Audiencia de México, leg. 2519. 
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demandara un nuevo préstamo forzoso por 2000000 de pesos, que 
serían garantizados con dicho gravamen.** 

En diciembre se estableció la contribución directa y se empeza- 
ron a demandar las aportaciones de los vecinos de México al nuevo 
préstamo. Sin embargo, ante la “negativa absoluta y repetida” de 
muchos posibles contribuyentes, el virrey tuvo que intervenir para 
exigir bajo amenazas la entrega de los caudales demandados en un 
término perentorio.” Calleja se negó a aprobar las peticiones de los 
contribuyentes de ser exentados del préstamo y de la reducción de 
las cuotas asignadas, de modo que hacia mediados de 1814 se había 
recaudado poco más de 624.000 pesos, de los 630000 que habían sido 
asignados a la ciudad de México. 

La imposición de la contribución directa presentó varios proble- 
mas. Poco después de haberse establecido se evidenció que no era 
posible recaudarla en toda su extensión, porque en las manifestacio- 
nes de bienes y rentas la mayoría de los individuos declaraba cuan- 
tiosas pérdidas, en lugar de ganancias, y no había posibilidad de 
verificar la información. Por tal motivo, en enero de 1814 la contri- 
bución directa sólo pudo imponerse a los empleados que percibían 
un salario.” Como alternativa para el pago de réditos se aprobó la 
propuesta del Consulado de sustituir la hipoteca de la contribución 
directa por la del derecho de avería extraordinaria. 

A fines de noviembre de 1814, el virrey volvió a encontrar ex- 
haustas las arcas del erario a causa de los gastos generados por la 
guerra. Como no quería retardar las operaciones de campaña por 
falta de fondos, Calleja pidió a los representantes del Consulado que 


58 “Bando del 15 de diciembre de 1813 sobre la contribución directa, general, extraor- 


dinaria de guerra”, CEHM, México, XLI-1, leg. 954. Acerca de las circunstancias en que se 
decretó la imposición de dicho gravamen en las Cortes de Cádiz y cómo se hizo extensivo a 
Nueva España, véase Ernest Sánchez Santiró, “La irrupción del liberalismo fiscal en Nueva 
España. La contribución directa general y extraordinaria (1813-1815)”, en América Latina en 
la Historia Económica. Revista de Investigación, n. 37, enero-junio, 2012, p. 7-35. 

59 AGN, Donativos y préstamos, v. 9, exp. 14, f. 194; Ernest Sánchez Santiró, “La irrupción 
del liberalismo...”, América Latina en la Historia Económica. Revista de Investigación, n. 37, enero- 
junio, 2012, p. 7-35. 

60 AGN, AHH, v. 426, exp. 15 y 24. Sobre la deuda de la Real Hacienda y medio de resta- 
blecer su crédito. México, 21 de febrero de 1817. Biblioteca Nacional de Madrid, (en adelan- 
te BNMa) ms. 19.702/23. Manifestación de los capitales que reconoce el Consulado a nombre de la 
Hacienda Pública, México, 30 de junio de 1823, AGN, Consulados, leg. 269, exp. 14. 

61 AGN, Bienes nacionales, v. 1708, exp. 45, s. £. 
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auxiliaran al gobierno con 500000 pesos, o la mayor cantidad posi- 
ble; unos días después, ellos le informaron que era impracticable la 
recaudación voluntaria del préstamo, porque el gobierno y el mismo 
Consulado habían perdido la confianza de los acreedores. Desde el 
inicio de 1813 no se pagaban los intereses de los empréstitos que 
habían sido garantizados con el derecho sobre el arriendo de casas, 
el arbitrio temporal extraordinario de guerra y la mitad de los 
productos de la aduana de México. Además, se había tenido que 
suspender el pago de los réditos que garantizaba la avería ex- 
traordinaria porque el intendente de Veracruz se resistía a remitir 
los productos del ramo.** 

Los mercaderes explicaron a Calleja que el poco numerario dis- 
ponible en la ciudad de México estaba “repartido en pequeñas pro- 
porciones entre innumerables manos”, y sus dueños no lo entregarían 
porque lo requerían para mantenerse. Además, los comerciantes 
padecían quiebras cotidianas y emigraban cada vez más, problemas 
que —suponían— irían en aumento, porque muchos temían “llegar 
al término de la indigencia después de haber consumido sus cauda- 
les en contribuciones y préstamos”.* 

En octubre de 1814 se empezó a preparar un convoy para remi- 
tir los caudales del tesoro y de los mercaderes de México y de Vera- 
cruz al puerto de Cádiz.** Para reactivar la actividad mercantil el 
Consulado requirió al virrey que concluyera los expedientes sobre 
el cierre de las importaciones de efectos por “Tampico y San Blas, y 
le recordó que había planteado dicha demanda hacía más de un 
año.*” En consecuencia, Calleja decidió que sus miembros sólo apor- 
tarían al nuevo empréstito 100000 pesos y el resto sería cubierto por 
el clero y los vecinos de las ciudades de Puebla, Veracruz, Querétaro, 


62 AGN, Bienes nacionales, v. 1708, exp. 45, s. £. 

63 Idem. El éxodo de peninsulares se había iniciado a raíz del restablecimiento de la paz 
en la metrópoli y la agudización de la guerra insurgente. Gran parte de los emigrantes lleva- 
ban consigo sus capitales, de modo que Flores Caballero calculó que sólo en 1814 dichos 
sujetos extrajeron de Nueva España más de 10000000 de pesos, Romeo Flores Caballero, La 
contra-revolución en la independencia. Los españoles en la vida política, social y económica de México, 
1804-1838, México, El Colegio de México, 1969, p. 77. 

61 <F] tribunal del Consulado sobre el envío de caudales a Veracruz, México, 19 de julio 
de 815”. AGI, México, leg. 2345. 

65 “De la Junta de Gobierno del Consulado a Calleja. México, 9 de diciembre de 1814”. 
AGL, Audiencia de México, leg. 2519. 


90 GUILLERMINA DEL VALLE PAVÓN 


Guadalajara y San Luis Potosí.* Al buscar satisfacer sus necesidades 
crediticias con los negociantes e individuos pudientes de otros nú- 
cleos urbanos, el virrey se libraba de las exigencias de los mercaderes 
de México que habían adquirido un gran poder. 

El Consulado estaba consciente de la importancia de los servicios 
financieros que prestaba, por lo que sus representantes presionaron 
a la autoridad virreinal con el objeto de que se suprimiera el comer- 
cio que se realizaba por los puertos Tampico y San Blas en un inten- 
to por recuperar el control del comercio de ultramarinos en Nueva 
España. Sin embargo, el virrey no satisfizo dicha demanda. En 1816 
la nao de Filipinas arribó al puerto de San Blas en donde se recau- 
daban los derechos del erario.” 

En 1817 la Hacienda virreinal reconoció que la deuda con el 
Consulado de México, por concepto de los empréstitos que había 
negociado en su nombre, ascendía a poco más de 11600000 pe- 
sos.” De esta suma se habían recaudado cerca de 4650000 pesos 
durante la guerra contra los insurgentes, según puede verse en el 
cuadro 3. Entonces, el erario enfrentaba serios problemas para pa- 
gar el servicio de los empréstitos que había recibido, mientras que 
la posibilidad de amortizar los capitales parecía remota. La desor- 
ganización fiscal provocada por la guerra persistía*? y resultaba 
difícil establecer nuevas contribuciones por la decadencia en que se 
encontraba la economía y la sobrecarga fiscal que padecían los ve- 
cinos de la capital.” 

Los ministros de la Hacienda novohispana pensaban que en la 
medida en que se lograra pacificar el reino se restablecería la cap- 
tación de los productos de las cajas regionales. Entonces se podrían 
otorgar a los acreedores “cartas de rédito”, en las que el gobierno se 
comprometería a satisfacer los premios que se adeudaban, según lo 
permitieran los sobrantes de la Real Hacienda, medida que permi- 
tiría recobrar el crédito del gobierno. Sin embargo, la satisfacción 


60 AGN, Donalivos y préstamos, v. 8, exp. 11, f. 204. 


67 “Expediente sobre el cobro de la avería ordinaria y extraordinaria”, AGN, Indiferente 
Virreinal, 1898, exp. 21. 

68 Sobre la deuda de la Real Hacienda y..., 1817. BNMa, ms. 19.702/23, f. 1-2v. 

69 Véase la gráfica 2, Remitido a caja matriz de cajas foráneas, 1795-1817, en John Jay Te- 
Paske, “La crisis financiera del virreinato de Nueva España a fines de la colonia”, Secuencia. 
Revista de Historia y Ciencias Sociales, n. 19, 1991, p. 136. 

70 Sobre la deuda de la Real Hacienda..., 1817. BNMa, ms. 19.702/23, f. 8, 9. 
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CUADRO 3 


EMPRÉSTITOS NEGOCIADOS POR EL CONSULADO DE MÉXICO 
DURANTE LA GUERRA CONTRA LOS INSURGENTES 


1911-1815 

Años Pesos Modalidad / destino Ramo hipotecado 

1811 121600 Conducir tropas 0.5% avería extraordinaria 
de España de todos los Consulados 

1810- 2024000 Pago deudas habi- Impuesto de 10% sobre 

1812 litación navíos arrendamiento de fincas 

1812 60000  Contrainsurgencia Metales labrados 

1812 443000  Forzoso contrain-  Arbitrio temporal extraordi- 
surgencia nario de guerra 

1813 1079900  Forzoso para con- 50% productos aduana de 
voyes México (alcabalas y pul- 

ques) 

1814 624600  Forzoso contrain- 14 y 0.5% de avería extraor- 
surgencia dinaria 

1815 295000  Forzoso contrain- 14 y 0.5% de avería extraor- 
surgencia dinaria 

TOTAL 4648100 


de los adeudos de los acreedores novohispanos resultó secundaria 
frente a la demanda de auxilio del gobierno de España. Los minis- 
tros virreinales consideraron que los requerimientos de la metrópo- 
li habían sido desatendidos a causa de la insurgencia, a pesar de que 
eran mucho mayores que las del virreinato.” 


71 BNMa, ms. 19.702/23, f. 10v., 14, 14v. 
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El Consulado de la ciudad de México operó como intermediario 
financiero de la Real Hacienda para obtener empréstitos millona- 
rios, con el propósito de auxiliar a la Corona en las guerras sucesivas 
que enfrentó contra Gran Bretaña y Francia. Unos años después, los 
miembros del cuerpo mercantil fueron los principales contribuyen- 
tes de los empréstitos destinados a auxiliar a las fuerzas que resistían 
a la invasión napoleónica en España. Entre 1809 y 1811, la Junta 
Central de Cádiz requirió de Nueva España cuatro préstamos a lar- 
go plazo para apoyar la lucha contra los franceses. Aun cuando el 
virrey y el obispo de Michoacán pusieron objeciones al préstamo por 
20000000 de pesos, debido a la escasez que se padecía, los intereses 
coloniales hicieron posible que se recaudara una suma considerable. 
Los virreyes además solicitaron el apoyo de los negociantes de la 
capital para habilitar los navíos en que se remitieron los caudales de 
la Real Hacienda y de los particulares. La rebelión insurgente difi- 
cultó el reembolso de los capitales adelantados y puso límite a la 
remisión de caudales a España. 

A raíz de la insurrección, las cajas reales de la región del Bajío 
suspendieron el envío de los fondos a la tesorería de la ciudad de 
México. Ante el quebranto del erario virreinal, el cuerpo mercantil 
fungió como intermediario financiero del gobierno virreinal para 
solventar los gastos más urgentes. Los mercaderes brindaron su 
apoyo económico con el propósito de que se acabara con la anar- 
quía que había generado el movimiento insurgente. Estaban inte- 
resados en que se reactivara la circulación para restaurar el comer- 
cio de la ciudad de México con el interior del virreinato, Veracruz 
y Acapulco. El tráfico de estos puertos se había reorientado a Tam- 
pico y San Blas, fondeaderos que estaban fuera del control de los 
mercaderes consulares. La capital había perdido su papel central 
en la redistribución de mercancías, situación que perjudicaba nota- 
blemente a los mercaderes. 

El importante papel financiero que desempeñó el Consulado 
durante la guerra de independencia le permitió participar en la de- 
finición de la política fiscal de la época. Una vez que se había paci- 
ficado el virreinato y se había regularizado la situación del erario 
virreinal, las autoridades dieron prioridad al apoyo a la metrópoli, 
frente a la demanda del pago del servicio de la deuda y la restitución 
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de los préstamos recibidos. Los mercaderes consulares, así como los 
otros negociantes y rentistas del virreinato perdieron el dinero que 
habían confiado a la Real Hacienda. Éste fue uno de los mayores 
costos de la relación colonial. Gran parte de los capitales que se ha- 
bían acumulado en las últimas décadas del siglo XVIH, cuando la 
producción minera estuvo en auge, en lugar de invertirse en este 
mismo sector, la agricultura, la ganadería y otras actividades que fi- 
nanciaban los mercaderes consulares, se remitió a la península y se 
dilapidaron en el combate a los insurgentes. La pérdida de dichos 
caudales constituye una de las causas por las que la economía de 
México entró en crisis luego de la consumación de la independencia. 

Los miembros del Consulado fueron los principales contribuyen- 
tes de los empréstitos que se demandaron para auxiliar a la Corona, 
cuando tuvo enfrentamientos bélicos con Inglaterra y Francia, a las 
autoridades gaditanas durante la invasión napoleónica y al gobierno 
virreinal que combatía a los insurgentes. La decisión de las autorida- 
des virreinales de posponer el pago del servicio de la deuda contraída 
mermó la confianza que muchos mercaderes tenían en la adminis- 
tración colonial. Ésta y otras circunstancias permiten explicar porqué 
unos años después un grupo de mercaderes del Consulado otorgó 
financiamiento a Agustín de Iturbide para que llevara a cabo el Plan 
de Iguala que condujo a la independencia de México. 
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El dinero es el nervio de la guerra 
CICERÓN 


Introducción 


En la época moderna, la fiscalidad se conformó en el principal ins- 
trumento que emplearon los imperios europeos para allegarse los 
recursos necesarios con qué mantener los eventos bélicos en los que 
participaron. En este sentido, a la altura del último tercio del siglo 
XVIIL la Real Hacienda de Nueva España se había convertido en una 
herramienta clave para la geopolítica de la monarquía católica. El 
elevado volumen de ingresos que generaba le permitió atender no 
sólo los gastos corrientes de la administración virreinal! y de defensa 
del reino de Nueva España, sino que hizo posible enfrentar con sol- 
vencia el gasto militar y, en menor medida, de administración de un 
variado repertorio de territorios de la Corona distribuidos por una 
amplia geografía, caso de las posesiones en el Circuncaribe —Puerto 
Rico, Cuba, Santo Domingo, Luisiana, Florida— o Filipinas. Ése fue 
un gasto que la contabilidad de la época denominó como situados.* 


* Este trabajo ha sido posible gracias al apoyo de Conacyt. Agradezco los comentarios 
y las sugerencias aportados por Guillermina del Valle Pavón. 

Básicamente, el ejercicio de la justicia y los gastos de hacienda, junto a erogaciones 
menores destinadas a centros educativos —universidades, colegios reales— y diversas obras 
de caridad. 

2 Para el papel que jugaron lo situados novohispanos en las finanzas del imperio español, 
consúltense Carlos Marichal, “Las reales finanzas en el Gran Caribe en el siglo XVIII: situados 
y monopolio de tabaco”, en Inés Roldán de Montaud (ed.), Las hacienda públicas en el Caribe 
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Además de estas erogaciones en América y Asia, la Real Hacien- 
da novohispana pudo realizar anualmente abundantes transferen- 
clas netas de recursos a las tesorerías de la Corona en la península 
ibérica.* 

Como síntesis de este panorama podemos señalar que en 
el quinquenio 1785-1789 de un promedio anual de egresos de 
17338009 pesos se ejerció un 63% en el territorio novohispano 
—pago de sueldos civiles y militares, mantenimiento de fortificacio- 
nes y presidios, compra de especies estancadas, básicamente, tabaco, 
pólvora y sal, y gastos de administración—, mientras que el restante 
37% se repartió entre España (20%) y los situados del Caribe y Fili- 
pinas (17%). Si ésta fue la estructura territorial del gasto público 
novohispano a finales de la década de 1780, la división sectorial 
muestra las prioridades del egreso hacendario. Así, el rubro mayo- 
ritario fue el gasto militar, con un promedio del 34% anual en el 
quinquenio 1785-1789 —una gran parte del mismo adoptó la forma 
de los situados—, seguido por los gastos de Hacienda —sueldos y 
administración— (29%), las remisiones a la metrópoli (20%), los 
gastos de justicia (apenas el 1%), para acabar con una miscelánea 
de “otros” —sueldos, pensiones, jubilaciones, donativos, fundacio- 
nes reales, etcétera— que representaron el 16%. Por consiguiente, 
estamos ante la presencia de una Hacienda saneada, incluso con 
superávit, que pudo enfrentar retos tan importantes como la parti- 
cipación de la Corona española en la guerra de independencia de 
las Trece Colonias.* 


hispano durante el siglo XIX, Madrid, Consejo Superior de Investigación Científica, 2008, 
p. 25-47; Argelia Pacheco Díaz, Una estrategia imperial: el situado de Nueva España a Puerto Rico, 
1765-1821, México, Instituto de Investigaciones Doctor José María Luis Mora, 2005; Alonso 
Álvarez Luis, El costo del imperio asiático: la formación colonial de las islas Filipinas bajo el dominio 
español, 1565-1800, prólogo de Josep Fontana, México, Instituto de Investigaciones Doctor 
José María Luis Mora/Universidades da Coruña, 2009. 

3 Para una caracterización general de la Real Hacienda de Nueva España a finales del 
siglo XVIII, véanse Herbert S. Klein, Las finanzas americanas del imperio español, 1680-1809, 
México, Instituto de Investigaciones Doctor José María Luis Mora/Universidad Autónoma 
Metropolitana, Unidad Iztapalapa, 1994, p. 88-132; Carlos Marichal, “El sistema fiscal del 
México colonial, 1750-1810”, en Luis Aboites Aguilar y Luis Jáuregui (coord.), Penuria sin fin. 
Historia de los impuestos en México, siglos XVH1-XX, México, Instituto de Investigaciones Doctor 
José María Luis Mora, 2005, p. 37-78. 

1 Fabián de Fonseca y Carlos de Urrutia, Historia de la Real Hacienda, México, Imprenta 
de Vicente G. Torres, 1845, v. 1, “Estados 1 al 5”. 
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Sin embargo, el incremento de la conflictividad bélica entre 
Francia y Gran Bretaña, potencias en torno a las cuales se produ- 
jeron los diversos alineamientos de la política exterior de Carlos 
IV, provocó una creciente presión sobre las finanzas novohispanas 
que la llevaron al borde de la bancarrota a finales de la primera 
década del siglo XIX.” Fue en este contexto que se produjo la revo- 
lución de insurgencia. Lo relevante del fenómeno es que alteró de 
manera radical las dos variables del gasto apuntadas con anterio- 
ridad: se elevó a niveles nunca vistos el volumen del gasto militar 
y se eliminaron de manera casi total las transferencias de recur- 
sos a los espacios “extra-novohispanos”, léase situados y remisio- 
nes a la metrópoli, a la vez que se produjo un severo deterioro de 
la capacidad recaudatoria, vía impuestos y préstamos, de la Ha- 
cienda novohispana. 

El corolario de esta situación fue la ruptura en los canales de 
comunicación y las transferencias de recursos entre las diversas te- 
sorerías novohispanas. Con la guerra no sólo se ingresaba menos 
sino que los posibles recursos fiscales excedentarios dejaron de salir 
de las regiones donde se recaudaban con miras a compensar, como 
sí ocurría con anterioridad, los déficit que aparecían en determina- 
das tesorerías, en especial en la Tesorería General de Ejército y Real 
Hacienda, verdadera caja matriz del erario novohispano. 

El propósito del presente trabajo es mostrar el creciente dete- 
rioro en los ingresos de la Real Hacienda, así como las respuestas 
que se ensayaron con miras a atender las necesidades del gasto bé- 
lico, algo en lo que se jugaba la propia supervivencia del Antiguo 
Régimen colonial novohispano. Asimismo, pretendemos señalar que 
al implantarse algunas de estas respuestas fiscales se generaron ten- 
siones político-territoriales que ponían en riesgo la eficacia de la lucha 
contra la insurgencia. En el fondo se pretende responder a la pregun- 
ta de cómo se financió la contrainsurgencia. Pero ello nos remite al 
problema de la composición de las fuerzas militares en Nueva Espa- 
ña y a sus mecanismos de financiación. 


5 Véanse Carlos Marichal, La bancarrola del virreinato. Nueva España y las finanzas del im- 
perio español, 1780-1810, México, Fondo de Cultura Económica, 1999; Gisela von Wobeser, 
Dominación colonial. La Consolidación de los Vales Reales en Nueva España, 1804-1512, México, 
Universidad Nacional Autónoma de México, Instituto de Investigaciones Históricas, 2003. 
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La composición de las fuerzas militares contraimsurgentes: 
ejército y milicias 


Las propias vicisitudes de la guerra determinaron las modificaciones 
en la composición de las fuerzas militares que hicieron frente al reto 
insurgente, modificaciones que impactaron en los mecanismos de 
financiación. 

Desde la década de 1760, con la toma de La Habana por los 
ingleses en 1762 como fecha emblemática, se reforzó el componen- 
te militar del imperio español. Unas fuerzas militares que, en el caso 
de Nueva España, se constituyeron de forma dual. Por una parte, el 
ejército regular —de peninsulares y novohispanos— compuesto por 
diversos regimientos, compañías y divisiones de infantería, caballe- 
ría y artillería y, por la otra, las milicias. Una fuerza armada com- 
puesta mayoritariamente por súbditos novohispanos que, además 
de ejercer sus propios oficios y actividades —caso de agricultores, 
artesanos, comerciantes, etcétera—, estaba encuadrada en compa- 
ñías de milicianos. De ser necesario, las milicias coadyuvaban a la 
defensa del territorio ante posibles ataques externos y a la pacifica- 
ción el país en situaciones de rebelión o motín. Estas fuerzas arma- 
das tenían una larga tradición en el espacio novohispano, especial- 
mente en el septentrión —contra las tribus indígenas allí ubicadas 
en la pugna por el control de los recursos y las rutas comerciales—, 
en los territorios costeros, sobre todo en el Golfo de México, y en 
algunas ciudades como México y Puebla.?* 

Sin embargo, como algunas autoridades y testigos de la época 
denunciaron, y la historiografía ha comprobado, a la altura de 1810 
gran parte de estas fuerzas militares eran inservibles por falta de 
adiestramiento, disciplina, armamento y/o recursos. De hecho, 
de una fuerza militar estimada en la primera década del siglo XIX 


6 Para una visión general del ejército de Nueva España durante la segunda mitad del 
siglo XVIII, véanse Lyle N. McAlister, El fuero militar en la Nueva España (1764-1800), México, 
Universidad Nacional Autónoma de México, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 1982; 
Irving Archer Christon, El ejército en el México borbónico, 1760-1810, México, Fondo de Cultu- 
ra Económica, 1983. Para el tema de las milicias del septentrión y la costa veracruzana, 
consúltense Cecilia Sheridan Prieto, “Los indios amigos”. Estrategias militares en la frontera 
noreste novohispana”, en Juan Ortiz Escamilla (coord.), Fuerzas militares en Iberoamérica, siglos 
XVIIT-XIX, México, El Colegio de México/El Colegio de Michoacán/Universidad Veracruzana, 
2005, p. 27-46; Ben Vinson III, “Los milicianos pardos y la relación estatal durante el siglo 
XVI! en México”, en Juan Ortiz Escamilla (coord.), Fuerzas militares..., p. 47-60. 
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de, aproximadamente, 27000 efectivos apenas unos 7000-8000 
miembros del ejército regular y algunos regimientos provinciales de 
los principales núcleos urbanos constituían la fuerza capaz de par- 
ticipar en acciones de guerra.” 

En este contexto, cuando en septiembre de 1810 estalló el movi- 
miento insurgente, las fuerzas militares al servicio del gobierno vi- 
rreinal fueron incapaces de sofocar la rebelión, de forma que hubo 
que reconstruir de forma acelerada el ejército, incorporando gente 
nueva y apta para los regimientos e improvisando nuevos oficiales.* 
Pero esto no fue suficiente. El alcance de la revolución insurgente 
llevó, primero, al levantamiento de fuerzas armadas locales coman- 
dadas por jefes regionales en las zonas directamente afectadas por la 
insurgencia y, después, a la movilización general de las poblaciones. 
El ejemplo más notorio de esta movilización fue el Plan de Pacifica- 
ción publicado por el brigadier Félix María Calleja en la villa de 
Aguascalientes, el 8 de junio de 1811, en el cual se señaló que 


En cada ciudad, villa o cabecera del partido se nombrarán por los co- 
mandantes generales respectivos un comandante de armas, reuniéndo- 
les si pudiere ser la Jurisdicción Real a fin de que no haya más que un 
jefe y se eviten competencias y retardos quien, inmediatamente, forma- 
rá un cuerpo urbano de caballería o infantería, según la proporción del 
país, en el que servirán sin excepción todos los vecinos honrados según 
su clase, y si alguno, que no lo espero, se resistiere, por este solo hecho, 
se le desterrará por mal patriota a cincuenta leguas de su domicilio.” 


Pero no sólo se movilizaba a la población urbana —ciudades, 
villas o pueblos—, el alcance de la insurgencia llevó a que también 
se enrolase a la población rural, en un grado nunca visto hasta en- 
tonces. Así, en artículo 9” del Plan de Pacificación Calleja ordenó: 


En cada hacienda de los respectivos partidos formarán sus dueños una 
compañía de cincuenta hombres en los términos expuestos para los 


7 Incluso, algunos de sus oficiales eran ancianos, enfermos o gente sin experiencia, poco 
aptos, pues, para el combate. Juan Ortiz Escamilla, Guerra y gobierno. Los pueblos y la indepen- 
dencia de México, Sevilla, Universidad Internacional de Andalucía/Universidad de Sevilla/ 
El Colegio de México/Instituto de Investigación Doctor José María Luis Mora, 1997, p. 60-61. 

8 Idem. 

% Art. 2? del Reglamento político militar que deberán observar bajo las penas que señala, los 
pueblos, haciendas y ranchos a quienes se comunique por las autoridades legítimas y superiores. Archivo 
General de la Nación, México, (en adelante AGN), Propios y arbitrios, v. 42, f. 197v. 
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pueblos que la mandará un capitán con los respectivos subalternos, en 
los de menos consideración una de treinta, al cargo de un alférez, y 
en los ranchos una escuadra de seis u ocho, al cargo de un sargento.'” 


No es que antes de 1810 no existiesen milicias en el ámbito ru- 
ral, caso de los lanceros de los ranchos de las costas de barlovento y 
sotavento de Veracruz, sino que su número y extensión estaban ba- 
sados de manera prioritaria y fundamental en los núcleos urbanos: 
ciudades, villas y pueblos. El reto insurgente generalizó la formación 
de fuerzas armadas en el espacio rural.'' 

Esta combinación de ejército y milicias y de espacios urbanos y 
rurales fue la tónica de las fuerzas armadas realistas que se enfren- 
taron a la insurgencia. Lo que nos proponemos mostrar en las si- 
guientes secciones de este trabajo es cómo se financió el esfuerzo 
militar contrainsurgente y las tensiones que, en ocasiones, se gene- 
raron ante la aparición de determinadas medidas que alteraban lo 
establecido en este rubro en los primeros meses de la guerra civil.'? 


Financiar la contraimsurgencia 


De igual manera que la composición de las fuerzas armadas realistas 
fue dual, también lo fueron los mecanismos a partir de los cuales se 
financió el esfuerzo bélico.'* Con este criterio dividimos nuestra 
exposición. 


10 AGN, Propios y arbitrios, v. 42, f. 198v. 

1! Para el caso de las compañías de los ranchos, véase Abel Juárez Martínez, “Las milicias 
de lanceros pardos en la región del sotaventina durante los últimos años de la colonia”, en 
Juan Ortiz Escamilla (coord.), Fuerzas militares..., p. 75-91. 

12 Sobre la caracterización del conflicto entre realistas e insurgentes como una guerra 
predominantemente civil entre los propios novohispanos, véase David Brading, Los orígenes 
del nacionalismo mexicano, 2* ed., México, Era, 1980, p. 74-75. Una situación, por otra parte, 
compartida por el resto de conflictos independentistas hispanoamericanos del periodo 1810- 
1820, en Tomás Pérez Vejo, Elegía criolla. Una reinterpretación de las guerras de independencia 
hispanoamericanas, México, Tusquets, 2010, p. 21-22. 

13 Entre los trabajos previos que analizan globalmente los mecanismos de financiación de 
la contrainsurgencia, sin ser éste su único objeto, cabe destacar: Juan Ortiz Escamilla, Guerra 
y gobierno.... p. 118-125; John J. Te Paske, “La crisis financiera del virreinato de Nueva Espa- 
ña a fines de la colonia”, en Luis Jáuregui y José Antonio Serrano Ortega (coord.), Las finan- 
zas públicas en los siglos XVIII-XIX, México, Instituto de Investigaciones José María Luis Mora/ 
El Colegio de Michoacán/El Colegio de México/ Universidad Nacional Autónoma de México, 
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El financiamiento del ejército 


La fuerza armada regular se sufragó básicamente con los ingresos 
de la Real Hacienda/la Hacienda Pública,'* lo cual no obstó para 
que en numerosas ocasiones obtuviese sus recursos con las requi- 
sas realizadas a la población en aquéllas localidades donde se 
habían producido acciones de guerra o por donde transitaba, con 
la incautación de los ingresos de otras instituciones —caso de las 
colecturías de diezmos eclesiásticos—'* o con el botín adquirido 
tras la batalla. 

Tres eran las fuentes principales de las que se nutría la Hacienda 
para financiar al ejército: impuestos, monopolios y préstamos.!* En 
relación con el primer rubro, y el más importante —los impuestos—, 
cabe señalar que el virrey Venegas intentó mantener la estructura 
tributaria existente (septiembre de 1810 y julio de 1811),'” ante la 
perspectiva de que la lucha iba a ser breve, especialmente tras la de- 
tención de los principales líderes insurgentes (Hidalgo, Allende, 
Aldama, Abasolo, etcétera) en marzo de 1811, en su huida hacía el 


Instituto de Investigaciones Históricas, 1998, p. 90-109; Luis Jáuregui, La Real Hacienda de 
Nueva España. Su administración en la época de los intendentes, 1756-1821, México, Universidad 
Nacional Autónoma de México, Facultad de Economía, 1999, p. 248-352. Otras obras rele- 
vantes que hacen mención a aspectos específicos como las contribuciones extraordinarias o 
los préstamos y donativos se tratan en apartados posteriores. 

14 Cabe señalar que, como resultado del proceso revolucionario gaditano, la Real Ha- 
cienda se transformó en una “Hacienda Pública” a partir de la proclamación de la Constitu- 
ción de 1812, una mutación que siguió la suerte del propio texto constitucional, de manera 
que en 1814, con la restauración absolutista de Fernando VII, volvería a su naturaleza po- 
lítica previa. Lo propio acontecería con la restauración de la Constitución de Cádiz en 1820. 

15 Si bien en este caso siempre se indicaba que se hacían con calidad de reintegro, que- 
dando como deuda pasiva de la Real Hacienda con el cabildo eclesiástico respectivo. Sobre 
este fenómeno, véase Carlos Alberto Ortega González, El ocaso de un impuesto. El diezmo en el 
arzobispado de México, 1510-1833, tesis de maestría en Historia, México, Instituto de Investi- 
gaciones Doctor José María Luis Mora, 2010, p. 74-114. 

16 Otras fuentes de financiación, como los donativos o la incautación de los bienes de 
los insurgentes, si bien son claros indicadores de variables políticas —el consenso con las 
autoridades y la infidencia—, nunca fueron relevantes en términos cuantitativos. 

17 El incremento del derecho de alcabalas —impuesto sobre el comercio interno— en 
un 2% sobre el valor de las mercancías se realizó el 4 de septiembre de 1810 con miras a 
respaldar fiscalmente el préstamo patriótico de 20000000 de pesos, destinado a apoyar la 
guerra contra las tropas napoleónicas en la península ibérica. Por tanto no cabe relacionar 
esta alteración tributaria con la insurgencia aunque, una vez acaecida, sus productos se des- 
viasen de su destino inicial y sirviesen para apoyar la lucha contrainsurgente. 
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septentrión, después de la derrota sufrida en la batalla de Puente 
de Calderón.'* 

Si desglosamos los ingresos tributarios ordinarios podemos apre- 
clar que los más relevantes fueron, por orden de importancia, las 
alcabalas, el diezmo minero, el almojarifazgo y diversos gravámenes 
sobre las bebidas alcohólicas. En el caso de las alcabalas, un impues- 
to que gravaba el comercio interno, se aplicaba desde el 4 de sep- 
tiembre de 1810 una tasa del 8% sobre el valor de las mercancías. 
Respecto al diezmo minero, como su nombre indica, se trataba de 
un impuesto según el cual los mineros tenían que entregar el 10% 
de la producción argentífera bruta —el porcentaje sobre el oro era 
inferior, 3%, aunque su producción era muy escasa en la minería 
novohispana—. En relación con los diversos derechos de almojari- 
fazgo, un impuesto que se imponía al comercio externo del virrei- 
nato, el más importante era el “almojarifazgo de entrada”. En el 
caso de los puertos mayores, como sucedía con el de Veracruz, se 
aplicaba una tasa del 7% sobre el valor de las mercancías que ingre- 
saban, previo aumento de un 12% en el valor de los géneros y efec- 
tos sobre los precios que aparecían en las facturas procedentes de 
España.'* En el rubro de la acuñación sobresalía el derecho de se- 
ñoreaje que aplicaba la Casa de Moneda de México a la plata y el 
oro que se acuñaba en dicha ceca. En el caso de la plata consistía en 
un real por cada marco de plata y en el del oro de dos pesos por 
cada marco de oro.” Finalmente, existía una diversidad de gravá- 
menes sobre el consumo y la producción de las bebidas alcohólicas 


18 Para este evento bélico, véase María del Carmen Vázquez Mantecón, Puente de Calde- 
rón. Las versiones de un célebre combate, México, Universidad Nacional Autónoma de México, 
Instituto de Investigaciones Históricas, 2010. 

19 Además de este derecho, los comerciantes que giraban sobre el comercio externo 
enfrentaban otros gravámenes como era el derecho de avería (desde el siglo XVI), el de sub- 
vención de guerra (desde 1804) o el de almirantazgo. “Testimonio del expediente que inclu- 
ye la instrucción formada para el cobro de los derechos a los cargamentos introducidos por 
Panamá con precedencia al Puerto Extranjero. Año de 1816”, Archivo General de Indias, 
Sevilla, (en adelante AGI), México, leg. 1489. 

20 En el momento en que, a causa de la guerra, se cortaron las comunicaciones entre el 
centro del virreinato y las zonas mineras ubicadas en el septentrión novohispano tuvo lugar 
la aparición de casas de moneda “provisionales” —caso de Guadalajara, Zacatecas, Durango, 
San Luis Potosí, etcétera— que también aplicaron el derecho de señoreaje como manifestación 
de las regalías del soberano. Rina Ortiz Peralta, “Las casas de moneda provinciales en México 
en el siglo XIX”, José Antonio Bátiz Vázquez y José Enrique Covarrubias (coord.), La moneda 
en México, 1750-1920, México, Instituto de Investigaciones Doctor José María Luis Mora/El 
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fermentadas —caso del pulque o el vino de uva— o destiladas — 
aguardiente de caña o el vino mezcal—, que presentaban una gran 
casuística, según los territorios y la calidad étnica —casta— de los 
causantes.” 

Como manifestaron reiteradamente las autoridades virreinales,*? 
estos impuestos experimentaron severas dificultades para mantener 
los niveles de recaudación al estallar la insurgencia. En el caso de los 
que gravaban la circulación y venta de mercancías (alcabala, almoja- 
rifazgo, derecho sobre el pulque, como casos emblemáticos), se pro- 
dujeron severos problemas ante la obstrucción de los caminos y la 
amenaza sobre los puertos, mientras que con los impuestos que gra- 
vaban la producción minera y la acuñación, el asedio y la conquista 
de algunos reales mineros —el caso de Guanajuato fue el más noto- 
rio—, las levas sobre la mano de obra y, en ocasiones, el abandono o 
la destrucción de las minas, provocaron una caída acentuada de la 
producción minera que, en última instancia, derivó en una sensible 
reducción de los ingresos por concepto de diezmos y señoreaje.* 

En respuesta a este panorama, desde julio de 1811 y hasta 1816 
hizo acto de presencia una tributación extraordinaria que alteró los 
fundamentos tradicionales sobre los cuales se había basado la fisca- 
lidad novohispana y que, sintéticamente, podemos resumir bajo el 


concepto de “privilegio fiscal”.?* 


Colegio de Michoacán/El Colegio de México/Universidad Nacional Autónoma de México, 
Instituto de Investigaciones Históricas, 1998, p. 131-154. 

21 Para una explicación pormenorizada sobre los distintos impuestos de la Real Hacien- 
da en Nueva España, previos a la guerra de independencia, consúltese Fabián de Fonseca y 
Carlos de Urrutia, Historia de Real Hacienda, 6 v., México, Imprenta de Vicente G. Torres, 
1845-1853. 

2 Una de las más conocidas por su vehemencia fue la misiva que remitió Félix María 
Calleja, a los pocos días de ocupar el cargo de virrey, al ministro de la Guerra de la Regencia. 
Carta del virrey de Nueva España al ministro de la Guerra, 15 de marzo de 1813 en “Corres- 
pondencia de virreyes”, Boletín del Archivo General de la Nación, México, t. I, n. 1, septiembre- 
octubre, 1930, p. 80-87. 

25 Para una visión global de la minería de metales preciosos en Nueva España durante 
la guerra de independencia, véase María Eugenia Romero Sotelo, Minería y guerra. La econo- 
mía de Nueva España, 1810-1521, México, El Colegio de México/Universidad Nacional Au- 
tónoma de México, Facultad de Economía, 1997; Ernest Sánchez Santiró, “La minería novo- 
hispana a fines del periodo colonial: una evaluación historiográfica”, Estudios de Historia 
Novohispana, n. 27, 2002, p. 123-164. 

24 Ejemplos de este privilegio fiscal lo constituían la exención del clero, los indígenas, 
los mineros y los hacendados al pago de la alcabala; de los mismos indígenas al pago del 
diezmo eclesiástico o de la “gente de razón” —españoles, castizos y mestizos— al pago 
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En el Antiguo Régimen, en la medida en que se concebía que 
los individuos y las corporaciones fueran intrínsecamente diferentes 
y jerárquicamente desiguales, no cabía aplicar una tributación que 
hiciese caso omiso de esta realidad. De hecho, la justicia, como prin- 
cipio rector de una política que se concretaba en la fórmula jurídica 
“dar a cada uno lo que es suyo”, llevaba a que una tributación justa 
y legítima en el espacio virreinal fuese aquella que respetase las des- 
igualdades/privilegios de los distintos territorios, estados —laico o 
eclesiástico— o categorías étnicas: las castas.* 

Apelando al estado de necesidad, derivado de una guerra civil en 
la que se jugaba la propia existencia del orden virreinal, las autori- 
dades fueron introduciendo una pluralidad de impuestos que hacían 
caso omiso de los privilegios fiscales. En última instancia, se justifi- 
caba esta práctica como una medida acotada en el tiempo, en tanto 
no se restablecieran las condiciones previas al estallido del conflicto 
bélico. Este hecho es fácilmente apreciable si observamos que los 
nuevos gravámenes fueron acompañados, por lo general, de una 
adjetivación muy precisa como era la de temporal, extraordinaria o 
eventual. Así hicieron acto de presencia la “contribución temporal 
extraordinaria de guerra”, la “contribución directa general y ex- 
traordinaria de guerra”, la “subvención temporal de guerra” o la 
“alcabala eventual”, como los casos más emblemáticos. 

Este hecho es relevante porque, a diferencia de las Cortes de 
Cádiz, que plantearon y llevaron a término “en la Península e islas 
adyacentes” —aquí la acotación territorial es un factor clave— una 
reforma hacendaría global que suprimía los estancos y las rentas 
provinciales —un conjunto de impuestos que gravaban el comercio 
interno, como eran las alcabalas, cientos, millones, sisas, etcétera—, 
e instauraban una contribución directa sobre la renta neta de la ciuda- 
danos, bajo un esquema de progresividad,* en Nueva España nunca 


del tributo. Para el papel que jugaba el privilegio en el orden corporativo virreinal consúl- 
tese Beatriz Rojas (coord.), Cuerpo político y pluralidad de derechos. Los privilegios de las corpora- 
ciones novohispanas, México, Centro de Investigaciones y Docencia Económica/Instituto de 
Investigaciones Doctor José María Luis Mora, 2007. 

25 Carlos Garriga, “Orden jurídico y poder político en el Antiguo Régimen”, Istor. Revis- 
ta de Historia Internacional, mn. 16, primavera de 2004, p. 13-44. 

26 “Nuevo plan de contribuciones públicas. 13 de septiembre de 1813”, Josep Fontana 
y Ramón Garrabou, Guerra y Hacienda. La Hacienda del gobierno central en los años de la Guerra 
de Independencia (1808-1814), Alicante, Instituto de Estudios Juan Gil-Albert, 1986, p. 236-246. 
Para un análisis de la gestación de esta reforma fiscal, consúltese Fernando López Castellano, 
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se planteó que esta fiscalidad extraordinaria fuese una alternativa a 
la existente en septiembre de 1810, sino un paliativo ante el deterio- 
ro de los ingresos ordinarios y la elevación del gasto militar. 

Al ritmo de la progresiva penuria de las arcas públicas, en espe- 
cial de la Tesorería General de Ejército y Real Hacienda, tanto por 
la caída general de los ingresos fiscales como por la interrupción 
de las transferencias que realizaban las cajas foráneas virreinales de 
sus excedentes a dicha caja matriz,” poco a poco apareció una tri- 
butación extraordinaria. 

Si adoptamos un criterio político, esta fiscalidad se articuló en 
torno a tres grandes etapas, como se aprecia en el cuadro 1. La pri- 
mera de ellas, que hemos denominado “periodo de Cortes”, hace 
mención a los impuestos extraordinarios que fueron aprobados en 
Nueva España mientras en el imperio español existía un régimen 
político de “Cortes generales y extraordinarias”, sin haberse apro- 
bado todavía el texto constitucional. Por tanto, el marco político de 
la nueva fiscalidad novohispana estaba totalmente enmarcado en 
una política de guerra que buscaba recursos para financiar el esfuer- 
zO bélico. Si se alteraba el statu quo fiscal era únicamente con base 
en criterios de necesidad. 

Bajo esta lógica, en 1811 se estableció un impuesto indirecto? 
a las mercancías que se transportasen en las conductas protegidas 


Liberalismo económico y reforma fiscal. La contribución directa de 1813, Granada, Universidad de 
Granada/Fundación Caja de Granada, 1995, p. 308-392. 

27 Luis Jáuregui, “La caída de los ingresos de la caja de México en la Guerra de Inde- 
pendencia: una perspectiva institucional”, Política y cultura, n. 16, otoño, 2001, p. 73-90. 

28 La distinción terminológica entre contribuciones directas e indirectas no fue muy usual 
antes del siglo XVIII. De hecho, sería con la escuela fisiocrática, en especial a partir de la doc- 
trina sobre la fiscalidad de Francois Quesnay publicada en 1758, que adquirió carta de natu- 
raleza. Véase Charles J. Bullock, “Direct and Indirect Taxes in Economic Literature”, Political 
Science Quarterly, Nueva York, n. 12, 1898, p. 442-476. Entendemos por impuestos directos aque- 
llos que gravan una manifestación duradera de la capacidad de pago de los contribuyentes, ya 
sea a partir de las fuentes que permiten la obtención de los rendimientos económicos —con- 
tribuciones de producto—, ya a partir de la renta que perciben las personas —contribuciones 
personales—, mientras que por impuestos indirectos consideramos los gravámenes que recaen 
sobre manifestaciones transitorias de la capacidad de pago que se perciben con ocasión de 
actos contractuales como, por ejemplo, los actos de compra-venta y trueque de bienes muebles 
e inmuebles o el tránsito de mercancías. Francisco Comín, Historia de la Hacienda Pública, 1. 
Europa, Barcelona, Crítica, 1996, p. 46-48 y Ernest Sánchez Santiró, Las alcabalas mexicanas. Los 
dilemas en la construcción de la Hacienda nacional, México, Instituto de Investigaciones Doctor 
José María Luis Mora, 2009, p. 20. Una actualización de la utilidad historiográfica del uso de 
términos como contribuciones directas e indirectas, así como las diferencias existentes entre la 
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CUADRO 1 
FISCALIDAD EXTRAORDINARIA DEL ERARIO NOVOHISPANO 
(1811-1816)* 


Impuesto Etapas 


Derecho de convoy (1811) 


Derecho sobre el vino mezcal (1811) 


Contribución del 10% sobre valor arrendamientos Periodo 
(1812) de Cortes 
Contribución temporal extraordinaria de guerra 
(1812) 
Contribución directa general y extraordinaria (1813) | Feriodo 
constitucional 
Subvención temporal de guerra (1814) 
Pensión sobre coches (1815) 
Pensión por andar a caballo (1815) REC non 
absolutista 
Lotería forzosa (1815) 


Alcabala eventual (1816) 


* Este cuadro sintetiza la introducción de novedades tributarias pero no la 
modificación de los tributos anteriores con miras a incrementar la presión fiscal, 
por ejemplo, elevando las tasas o modificando las tarifas a partir de las cuales se 
calcula la cuota que tenían que pagar los contribuyentes. En este caso el listado 
se incrementaría de forma notable. 

Fuente: Elaboración personal. 


por soldados de la Corona, el derecho de convoy, así como un im- 
puesto directo a la producción de una bebida alcohólica destilada, 
el impuesto sobre el vino mezcal.?* En 1812, se añadieron otros dos 


fiscalidad directa liberal y la de Antiguo Régimen, sometida en este último caso a los principios 
del “justo derecho de conquista”, la regalía y el real patronato, se encuentra en Luis Jáuregui, 
“De re tributaria. ¿Qué son las contribuciones directas?”, en Luis Jáuregui (coord.), De riqueza e 
inequidad. El problema de las contribuciones directas en América Latina, siglo XIX, México, Instituto 
de Investigaciones Doctor José María Luis Mora, 2006, p. 9-45. 

29 AGN, Bandos, v. 27; Historia, v. 600. 
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impuestos extraordinarios. En un caso se trató de un impuesto 
directo sobre los arrendamientos de los inmuebles urbanos —“la 
contribución del diez por ciento sobre el producto de los arrenda- 
mientos de las casas”—, y en el otro, de un gravamen indirecto 
sobre las ventas, denominado “contribución temporal extraordi- 
naria de guerra”, en el fondo un incremento suplementario en la 
renta de alcabalas.* 

En 1813, en el contexto de un nuevo orden político regido por 
la Constitución de Cádiz,** y sin dejar de operar el criterio de nece- 
sidad, hizo acto de presencia la “contribución directa general y ex- 
traordinaria”, un impuesto que pretendió gravar la renta neta de 
todos los ciudadanos y las corporaciones que obtuviesen un ingreso 
anual superior a los 300 pesos. Se trató del proyecto de reforma 
fiscal más radical, en tanto que significó la introducción en Nueva 
España del impuesto sobre la renta bajo un esquema de progresivi- 
dad, que en su planeación retomó no sólo las discusiones de las 
Cortes generales y extraordinarias sino los principios políticos del 
nuevo orden constitucional: la universalidad y la proporcionalidad 
fiscales. Es decir, todos los ciudadanos tenían la obligación de contri- 
buir al sostén de las cargas públicas según sus haberes .*? 

Cuando Fernando VII abolió la Constitución de Cádiz el 4 de 
mayo de 1814, lo hizo con la esperanza de desandar el camino 
político que había vivido la monarquía desde 1808.* Una decisión 
que tuvo su aplicación en el virreinato de Nueva España el 15 de 
septiembre de 1814, al publicar el virrey Calleja la real orden en la 
cual se abolía la carta constitucional y los decretos de las Cortes. En 


30 AGN, Indiferente Virreinal, caja 6121, exp. 11 y caja 2382, exp. 14. Sobre la contribu- 
ción temporal extraordinaria de guerra, cabe señalar que fue publicada por bando del virrey 
Venegas el 26 de agosto de 1812, un mes antes de que se publicase y jurase por la misma 
autoridad la Constitución Política de la Monarquía Española, hecho que se produjo el 30 
de septiembre de 1812, y a partir del cual se instauró el orden constitucional en Nueva 
España. 

31 Un orden político que en Nueva España sufrió severos recortes, como la suspensión 
de la libertad de prensa por parte del virrey Venegas en diciembre de 1812 ante lo que con- 
sideraba un derecho que fomentaba la rebelión insurgente. Timothy E. Anna, La caída del 
gobierno español en la ciudad de México, México, Fondo de Cultura Económica, 1981, p. 129-133. 

32 Luis Jáuregui, La Real Hacienda..., p. 273-276; José Antonio Serrano Ortega, Igualdad, 
uniformidad, proporcionalidad, México, Instituto de Investigaciones Doctor José María Luis 
Morga/El Colegio de Michoacán, 2007, p. 36-39. 

35 Josep Fontana Lázaro, La quiebra de la monarquía absoluta (1814-1820), Barcelona, 
Ariel, 1971. 
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este contexto de restauración del absolutismo continuó la aproba- 
ción de nuevos tributos ante un déficit de las tesorerías reales que 
no paraba de crecer. 

El primero fue la subvención temporal de guerra. Se trató de 
una versión modificada de la contribución directa general y extraor- 
dinaria de 1813. Por una parte, se eliminaron los aspectos políticos 
del impuesto a partir del cambio en su denominación —la “contri- 
bución directa” remitía a la obra legislativa de las Cortes recién de- 
rogadas— y de la alteración en las instancias encargadas de recabar 
la estadística que servía de base para colectar el impuesto —los ayun- 
tamientos constitucionales fueron substituidos por juntas ad hoc—. 
Por otro lado, se renunció a inquirir la renta neta de los causantes, 
reduciéndose el impuesto a gravar un nivel de renta estimado a 
partir del consumo y el porte del contribuyente.** Ante el fracaso de 
la subvención temporal de guerra se introdujeron otras novedades 
tributarias”? como fueron la pensión de coches, la pensión de licen- 
cias de andar a caballo, la lotería forzosa y la alcabala eventual, en 
aras de compensar el déficit.*? 

Como valoración general sobre estos impuestos, podemos decir 
que aquéllos con mayor éxito, en términos de recaudación, fueron 
los que gravaron el consumo de la población, a diferencia de los que 
pretendieron gravar la propiedad y el ingreso de los causantes. Aquí, 
la resistencia fiscal fue una barrera prácticamente infranqueable. 

El mejor ejemplo de cómo esta tributación extraordinaria sobre 
el consumo significó un apoyo fundamental para la financiación del 
ejército regular lo constituye la recaudación fiscal de la aduana de 
la ciudad de México, principal centro mercantil del virreinato, como 
se aprecia en la gráfica 1.* 


3 Ernest Sánchez Santiró, “La irrupción del liberalismo fiscal, en Nueva España. La 
contribución directa general y extraordinaria (1813-1815)”, América Latina en la Historia Eco- 
nómica, n. 37, 2012, p. 7-35. 

35 Para la restauración del Antiguo Régimen fiscal véase Ernest Sánchez Santiró, “Gue- 
rra y restauración del Antiguo Régimen fiscal en Nueva España. La Junta Menor de Arbitrios 
de 1815”, Jahrbuch fúr Geschichte Lateinamerikas, v. 48, 2011, p. 57-81. 

36 AGN, Indiferente Virreinal, caja 1612, exp. 9; caja 3369, exp. 1; Archivo Histórico de Ha- 
cienda, caja 464, exp. 9; Historia, v. 600. 

37 Se han omitido aquí los ingresos por concepto de aguardiente de caña, pulque, avería 
y una miscelánea de pequeños tributos, ya que lo que se pretende apreciar es el contraste 
entre la alcabala común y los recargos que sufrió este impuesto al aprobarse la contribución 
temporal extraordinaria de guerra (1812) y la alcabala eventual (1816). 
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GRÁFICA 1 
INGRESOS ALCABALATORIOS ORDINARIOS Y EXTRAORDINARIOS 
EN LA ADUANA DE MÉXICO, 1810-1821 
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Fuente: Ernest Sánchez Santiró, Las alcabalas mexicanas (1821-1857). Los dilemas 
de la construcción de la Hacienda nacional, México, Instituto Investigaciones Doctor 
José María Luis Mora, 2009, p. 41. 


De los poco más de 11965000 pesos que se recaudaron en la 
aduana de México en el periodo 1810-1821, un 43.6% —5217551 
pesos— correspondió a los recargos que experimentó la renta de 
alcabalas a causa de la tributación extraordinaria. Una importancia 
que cobra mayor relevancia si observamos que, gracias a estos incre- 
mentos, se consiguió no sólo recuperar el nivel de ingresos previos 
a 1810 sino superarlo ampliamente. La contraparte fue la pesada 
carga fiscal que tuvo que soportar la población en el consumo y 
tránsito de las mercancías. 

Sin embargo, la visión aportada hasta aquí adolece de “centra- 
lismo político”, en la medida en que los impuestos mostrados hasta 
este momento fueron los establecidos por decisión del virrey, con la 
aquiescencia de las juntas y comisiones de arbitrios. Instancias en 
las cuales se dieron cita las principales corporaciones del reino —la 
Iglesia, los consulados, el tribunal de minería, el cabildo capitalino, 
etcétera. 

Si una de las consecuencias de la guerra fue que el erario se 
regionalizó, esto tuvo su impacto en el conjunto de tributos extraor- 
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dinarios que se aplicaron en los distintos territorios. Así, mientras 
algunos de los impuestos aprobados por el virrey o nunca se aplica- 
ron en las regiones o lo hicieron con retraso —en especial, las con- 
tribuciones directas que gravaban la propiedad o la renta—, hizo 
acto de presencia una tributación extraordinaria regional enfocada 
al pago del ejército regular. El caso más emblemático fue la instau- 
ración de dos gravámenes sobre la introducción de mercancías por 
el puerto de San Blas, en la intendencia de Guadalajara: el 10% 
de retención y el 5% de Diputación Provincial. Ambos arbitrios 
fueron autorizados durante el periodo de vigencia de la Constitu- 
ción de Cádiz, por la Diputación Provincial de Nueva Galicia, que 
estaba presidida por el jefe político de la misma, el general José de 
la Cruz. Dada su utilidad, sobrevivieron al proceso restaurador. Lo 
relevante de este hecho, como denunció la Junta Superior de Real 
Hacienda de México, era que estos impuestos habían sido apro- 
bados sin ajustarse a la sujeción prevista al virrey por parte de las 
distintas autoridades regionales.** La regionalización de la Ha- 
cienda no sólo implicó que se cortase el sistema de transferencias 
entre las cajas reales y la caja matriz sino que hizo posible la apa- 
rición de una potente autonomía de las autoridades provinciales 
que, ante los mismos imperiosos requerimientos de fondos para la 
guerra y al abrigo del estado de “necesidad”, procedieron a refor- 
mar la tributación. 

El segundo mecanismo empleado por las autoridades virreinales 
para financiar el ejército regular fueron los monopolios. Respecto 
del primer elemento, resaltan las aportaciones realizadas por el es- 
tanco del tabaco, una renta que a principios del siglo XIX se había 
convertido en el principal ingreso neto de la Real Hacienda.*” Como 
indicador de la evolución que experimentó este ramo aportamos los 
datos de la ciudad de México, según se ve en la gráfica 2. 

Fácilmente se aprecia el impacto que supuso la guerra civil para 
el estanco del tabaco. La ruptura de las comunicaciones entre la 
capital y las villas de Córdoba y Orizaba, productoras del tabaco en 


38 «Testimonio del expediente que incluye la instrucción formada para el cobro de los 


derechos a los cargamentos introducidos por Panamá con precedencia al Puerto Extranjero. 
Año de 1816”, AGI, México, caja 1489. 

39 Carlos Marichal, Bancarrola..., p. 76-78. Otros monopolios o bien desaparecieron 
durante el periodo —caso del de naipes o el de cordobanes— o aportaban ingresos poco 
relevantes en términos cuantitativos —azogue, pólvora, salinas, nieve, etcétera—. 
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GRÁFICA 2 
ESTANCO DEL TABACO EN LA CIUDAD DE MÉXICO, 1810-1821 
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Fuente: Antonio de Medina, Exposición al Soberano Congreso Mexicano sobre el 
estado del Erario Público y la conducta del ciudadano Antonio de Medina, 1523, México, 
Secretaría de Programación y Presupuesto, [s. f.]. “Estado n. 4”. 


rama, así como las penurias para sufragar los gastos de compra de 
la especie estancada para ser trasladada a las fábricas de las ciudad 
de México,*” llevaron a que la producción de 1813 se redujera en 
más de un 57%, respecto de la generada en 1810. A partir de ese 
año, el estanco experimentó una clara recuperación de manera que 
en el bienio 1819-1820 se sobrepuso e incluso superó levemente el 
nivel adquirido antes de la insurgencia. Sin embargo, la gran alte- 
ración que experimentó el estanco del tabaco fue el destino de sus 
ingresos netos. Si hasta 1810 existió la obligación de remitirlos di- 
rectamente a las tesorerías metropolitanas, a partir de entonces se 
convirtió en una fuente fundamental para el pago del ejército como 
resultado, una vez más, de la “imperiosa necesidad”. Sus ingresos se 
consumieron en el espacio novohispano. 


40 Para el deterioro que experimentó el estanco del tabaco, especialmente en sus remi- 
siones de tabaco en rama de las villas veracruzanas a las fábricas de la ciudad de México, así 
como en el impago de las cosechas por parte de la Real Hacienda a los cosecheros, véase 
Guillermina del Valle Pavón, “El monopolio del tabaco en Veracruz durante la guerra de in- 
dependencia”, en Juan Ortiz (comp.), Veracruz, 1810-1825, Revisión histórica de la guerra 
de Independencia en Veracruz, Veracruz, Universidad Veracruzana/Gobierno del Estado de 
Veracruz, 2009, t. TIL, p. 53-71. 
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En el caso del tercer mecanismo de financiación, los préstamos, 
esta variable del ingreso fiscal hay que relacionarla con el balance 
entre los ingresos y los egresos y su derivado, el nivel de déficit exis- 
tente. Lamentablemente no disponemos de una contabilidad gene- 
ral del erario novohispano que nos permita apreciar ni la cuantía 
del déficit ni el volumen de préstamos que se obtuvo con miras a 
subsanarlo. Sin embargo, sí contamos con las cuentas de la Tesorería 
General de Ejército y Real Hacienda para el periodo, las cuales de- 
jan traslucir el papel jugado por los préstamos en el financiamiento 
de la guerra, según se observa en la gráfica 3. 

A la par que se producía una caída vertiginosa de los ingresos 
tributarios de la Tesorería General de Ejército y Real Hacienda entre 
1810 y 1812, se abría una brecha creciente con los egresos que, si bien 
declinaban —especialmente por la suspensión del pago de los situa- 
dos y las remisiones a España—, no lo hacían con la misma velocidad, 
a causa de las entregas que exigía la guerra civil. Para cubrir el déficit, 
no quedó más opción que acudir a una constante solicitud de emprés- 
titos y suplementos —préstamos sin interés— con aquellas corpora- 
ciones que más claramente vinculaban su posición relativa en el orden 
corporativo virreinal, y su propia existencia, con el mantenimiento 


GRÁFICA 3 
INGRESOS DE LA TESORERÍA GENERAL DE EJÉRCITO 
Y REAL HACIENDA, 1810-1821 
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Fuente: Antonio de Medina, Exposición al Soberano Congreso Mexicano sobre el 
estado del Erario Público y la conducta del ciudadano Antonio de Medina, 1823, México, 
Secretaría de Programación y Presupuesto, [s. £.]. “Estado n. 7”. 
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del vínculo político entre Nueva España y la Corona. El caso más 
extremo se produjo en 1812, cuando los ingresos financieros supe- 
raron a los tributarios, una situación que no volvería a repetirse has- 
ta 1821, en el contexto del derrumbe del régimen virreinal. 

Una de las corporaciones más comprometidas con el manteni- 
miento del statu quo político de Nueva España fue el Consulado de 
mercaderes de la ciudad de México. Como ejemplo de los préstamos 
que obtuvo la Real Hacienda con el apoyo de la intermediación fi- 
nanciera de dicha corporación, presentamos el cuadro 2. 


CUADRO 2 
PRÉSTAMOS NEGOCIADOS POR EL CONSULADO DE MÉXICO 
PARA EL COMBATE A LOS INSURGENTES, 1811-1815 


Capital 
Años (en pesos)  Modalidad/Destino Ramos fiscales hipotecados 
1811 121600 Conducir tropas 0.5% de avería extraordi- 
de España naria 
1810-1812 1024000 Deudas de invasión Impuesto del 10% del 
arrendamiento de fincas 
1812 60000 Contrainsurgencia Metales labrados entrega- 
dos a la Real Hacienda 
1812 443000 Forzoso contrain- Contribución temporal 
surgencia extraordinaria de 
guerra 
1813 1079900 Forzoso para 50% de los productos 
convoyes de la aduana de 
México (alcabalas 
y pulques) 
1814 624600 Forzoso contrain- 14 al millar y 0.5% de 
surgencia avería extraordinaria 
1815 295000 Forzoso contrain- 14 al millar y 0.5% de 
surgencia avería extraordinaria 
TOTAL 3648 100 


Fuente: Guillermina del Valle Pavón, “Los empréstitos de fines de la colonia y 


su permanencia en el gobierno de Iturbide”, en José Antonio Serrano Ortega y Luis 
Jáuregui (ed.), Hacienda y política. Las finanzas públicas y los grupos de poder en la Pri- 
mera República Federal, México, El Colegio de Michoacán/Instituto de Investigaciones 
Doctor José María Luis Mora, 1998, p. 78. 
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Estos datos que, grosso modo, reproducen el movimiento de los 
préstamos obtenidos por la "Tesorería General de Ejército y Real Ha- 
cienda, muestran de manera nítida cómo la intermediación financiera 
del Consulado de mercaderes en el periodo 1811-1814 fue fundamen- 
tal. Y lo fue por dos razones: por el volumen de los préstamos y por 
la temporalidad en su ejecución. Mientras que los ingresos tributarios 
llegaban de manera escalonada a lo largo del año, los préstamos se 
obtenían en pocas semanas o, en los casos más difíciles, algunos me- 
ses. El factor tiempo era esencial para el pronto pago de las tropas, el 
armamento y los abastecimientos. A cambio, la Hacienda tuvo que 
hipotecar importantes ramos fiscales como garantía del pago de los 
réditos y, en su momento, de la amortización del capital.* 

Muy posiblemente esta misma situación se tuvo que producir en 
otras latitudes con los consulados de mercaderes de Guadalajara y 
Veracruz, con las diversas diputaciones mineras —Zacatecas, Duran- 
go, San Luis Potosí, etcétara—, o con los cabildos eclesiásticos, pero 
no contamos con una información sistemática que nos permita apor- 
tar una imagen global. 


El financiamiento de las milicias 


Para el mantenimiento del otro contingente armado de las fuerzas 
realistas, las milicias que se levantaron en ciudades, villas, pueblos, 
haciendas y ranchos, se tuvo que construir una fiscalidad paralela. 
Dos ejemplos nos permiten apreciar esta dimensión. 

En el ya citado Plan de Pacificación de 1811, además de orde- 
narse la creación de cuerpos urbanos de infantería y caballería, así 
como de compañías y escuadras en haciendas y ranchos, se señala- 
ron varios mecanismos de financiación. En el caso de los cuerpos 
urbanos —con 100/150 hombres—, éstos tendrían que recibir una 
paga diaria “con respecto al país”, lo que significaba que el prest 
(jornal) del soldado se tenía que ajustar al nivel salarial de cada 
zona. Para ello se conformaría “un fondo de arbitrios provinciales” 


11 Para una visión global de la relación crediticia entre el consulado de mercaderes de la 
ciudad de México y la Real Hacienda, véase Guillermina del Valle Pavón, El Consulado de 
Comerciantes de la ciudad de México y las finanzas novohispanas, 1592-1827, tesis de doctorado en 
Historia, México, El Colegio de México, 1997. 
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y, en caso de no existir éste, se establecería una “contribución forzo- 
sa que con equidad y según la facultad de cada uno arreglará el 
cabildo”.* Es decir, o bien se determinaba un conjunto de impuestos 
que hiciesen frente al gasto militar local —el plan de arbitrios— o 
bien se imponía una contribución directa personal. Aunque para las 
tropas de las haciendas y ranchos no aparece una referencia expresa 
al tema de la financiación, el hecho de que los hacendados y ran- 
cheros conformasen sus compañías y escuadras con sus empleados 
—>y tal vez, sus aparceros y arrendatarios— deja entrever que el 
costo de esta fuerza armada corría por su cuenta. Al fin y al cabo 
eran una garantía para su propiedad. 

Si este esquema fue lo previsto en los inicios de la insurgencia, 
podemos apreciar que se mantuvo sin grandes alteraciones hasta 
pocos meses antes de la independencia. En enero de 1821, el virrey 
Apodaca remitió un informe al secretario de Estado y del Despacho 
de Gobernación de Ultramar, en el cual mostraba “el estado en que 
se halla la pacificación de este Reino”.* Después de relatar la situa- 
ción de las distintas regiones del virreinato, Apodaca señaló que en 
los pueblos y las haciendas existían compañías y piquetes realistas 
“que unos sirven a sus expensas y otros por falta de facultad se sos- 
tienen de las contribuciones municipales de que hablaré después”. 
A renglón seguido, el virrey se vanagloriaba que durante su gobier- 
no no se había gravado a los labradores y a la gente del campo con 
contribuciones o pensiones “fuera de las que pagan los Pueblos y 
Haciendas para mantener las compañías y piquetes de realistas que 
los guarnecen”. Por tanto, el origen de los fondos a principios de 
1821 continuaba siendo el que se propuso en 1811. 

El cambio más destacable fue el abandono de las iniciativas de 
carácter individual —pueblo por pueblo, hacienda por hacienda, 
etcétera— en aras de establecer instancias decisorias en el ámbito 
de las subdelegaciones, las denominadas juntas de arbitrios de par- 
tido. Sólo en el caso de que hubiese varias localidades importantes 
en una subdelegación podrían aparecer instancias decisorias adicio- 
nales. Así explicaba Apodaca el funcionamiento de estas juntas: 


2 Artículo 4? del Plan de Pacificación de Félix María Calleja. AGN, Propios y arbitrios, v. 
42, f. 167v-168. 
43 AGL, México, leg. 1504. 
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Estas pensiones se imponen, cobran y distribuyen por medio de una 
junta establecida en cada cabecera de partido o población considerable 
y se compone del Juez Real, el comandante militar, el cura párroco, el 
procurador síndico del común, si lo hay, y en su defecto, un vecino prin- 
cipal, quienes señalan a cada finca y a cada vecino lo que deben pagar 
con arreglo a sus facultades y con aprobación de este gobierno, sin lo 
cual tengo prohibido se establezca ni cobre ninguna contribución.* 


Sólo en el caso de que las fuerzas milicianas tuvieran que abando- 
nar su región para apoyar al ejército regular en, por ejemplo, la per- 
secución de partidas de insurgentes, el costo del mantenimiento pasa- 
ba a recaer sobre la Real Hacienda. La lógica, pues, era meridiana: las 
fuerzas armadas locales que defendían el espacio propio eran finan- 
ciadas por los arbitrios recaudados “en el país”. Siendo esta denomi- 
nación un término que remite en la época al espacio local/regional. 


Las contradicciones en los mecanismos de financiación 
de la contramsurgencia 


Nada más lejos de la realidad es pensar que esta división entre ejér- 
cito y milicias, con su correlato de diferentes mecanismos de finan- 
ciación, funcionó sin conflictos. Entre asegurar una fuerza militar 
que defendiese lo local, lo propio, frente a un ejército que no podía 
ser ubicuo y estar presente en todas las ocasiones que hubiese ata- 
ques insurgentes, cabían pocas dudas. Pero, a su vez, la ausencia de 
una financiación suficiente para el ejército impedía la pacificación 
general del reino. En el marco de esta lógica militar dual se movie- 
ron los causantes, siempre acuciados por la continua demanda de 
recursos y con el claro objetivo de resistir una doble tributación. 
En dos momentos se pudo apreciar con toda su crudeza la existen- 
cia de ambas lógicas militares y la lucha por los recursos. El primero 
de ellos se produjo cuando se aprobó en agosto de 1812 la “contribu- 
ción temporal extraordinaria de guerra”, un impuesto que —como ya 
indicamos— incrementó la carga fiscal sobre los consumidores a través 
de dos mecanismo: elevó los precios que aparecían en las tarifas a 
partir de las cuales los administradores de alcabalas calculaban el im- 
puesto a pagar, e incluyó productos, como el maíz, base de la dieta de 


M4 Idem. 
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la población, que hasta entonces habían estado exentos del pago del 
impuesto de alcabalas. La tradicional exención que gozaba este pro- 
ducto hizo que en el bando se aclarase que la alcabala del maíz sería 
“sin exclusión de clases de personas, Minería, ni Diezmos”. La univer- 
salidad del gravamen extraordinario se justificó en tanto estaba desti- 
nado al “mantenimiento de tropa”. En aras de amortiguar el posible 
descontento, en ese mismo bando se señaló que “en los lugares donde 
se cobran otras pensiones dirigidas al fin de ésta, como son las de man- 
tener Tropa, cesarán luego que se publiquen éstas [órdenes]”.* 

Las autoridades locales, ante la recepción del bando, fueron 
conscientes de los peligros potenciales que esta contribución repre- 
sentaba para el financiamiento de las milicias. Un claro ejemplo de 
ello fueron las consultas que elevaron los subdelegados de Santa 
María del Río y de Río Verde al intendente corregidor de San Luis 
Potosí, Manuel de Acevedo, en octubre de 1812, y que llevaron a que 
éste solicitara un dictamen del teniente letrado de la intendencia, 
José Ruiz de Aguirre.** En su parecer se evidenció el peligroso al- 
cance de la contribución temporal extraordinaria de guerra, ya que 


resulta la duda de si queda o no revocado lo dispuesto por el señor 
mariscal de campo general del ejército del centro Don Félix Calleja en 
el reglamento político militar que expidió con el objeto de la defensa 
general del reino y en cuya virtud se han levantado tropas urbanas no 
sólo en los lugares de competente vecindario de esta provincia, sino en 
las haciendas y ranchos de la comprensión de ella, pagadas las de las 
poblaciones a costa del vecindario y de los demás arbitrios que deben 
constar de los expedientes respectivos, y las compañías y escuadras de 
las haciendas y ranchos a expensas de los dueños de tales fincas.” 


Si éste era el caso —apuntaba Aguirre— entonces “se debe con- 
siderar disminuida la fuerza para resistir a cualquiera invasión de 
los enemigos [...] porque publicado el bando se han de creer ya 
exentos todos los que contribuyen de sus bolsillos para la subsisten- 
cia de dichas tropas urbanas”. 

El peligro de la norma para el mantenimiento de las tropas locales 
era patente. Hasta que se aclarasen estos puntos, el intendente poto- 
sino, Manuel de Acevedo, decretó que se continuasen cobrando las 


15 AGN, Indiferente Virreinal, caja 2382, exp. 14. 
10 Aguirre ocupaba esta cargo de 1805. AGN, Intendencias, v. 69. 
47 «Dictamen de 26 de octubre de 1812”, AGN, Propios y arbitrios, v. 42, £. 47-47v. 


118 ERNEST SÁNCHEZ SANTIRÓ 


“antiguas pensiones” para el mantenimiento de la tropa, a la vez que 
se establecía el nuevo impuesto que recargaba la renta de alcabalas.* 

La decisión final, apegada a las circunstancias locales —lo que 
sería una norma en el virreinato—, surgió de una Junta de Real 
Hacienda celebrada en la ciudad de San Luis Potosí el 11 de diciem- 
bre de 1812, a la cual asistieron “algunos vecinos condecorados de 
esta ciudad, eclesiásticos y seculares”. En ella se acordó que el pago 
de las tropas urbanas se realizase con cargo a la contribución tem- 
poral extraordinaria de guerra, cesando pues las pensiones anterio- 
res. En el caso de que en algunas localidades los nuevos ingresos de 
la renta de alcabalas no fuesen suficientes para el pago, entonces el 
faltante se distribuiría “a prorrata de todos los antiguos contribu- 
yentes”. Asimismo, en relación con las tropas de las haciendas y los 
ranchos, se acordó que no había que innovar. Es decir, tenían que 
continuar siendo pagadas por los propietarios “respecto a que las 
compañías o escuadras [...] puestas por sus dueños son para su pro- 
pia utilidad, resguardo y conveniencia aunque secundariamente, 
resulte en beneficio del público”. 

Es interesante apreciar cómo, ante la disyuntiva que planteaba 
el nuevo impuesto respecto de los arbitrios que se levantaron con 
apego al Plan Calleja de 1811, se optó por un sistema mixto. Se 
cumplió la orden substitutoria para las milicias urbanas, en la me- 
dida en que el reforzamiento de la presión fiscal sobre el consumo 
parecía que podría cubrir su mantenimiento, mientras que en el caso 
de las zonas rurales no se ejecuó esta previsión, a pesar de que su 
población también quedó sujeta al nuevo impuesto, a través del 
consumo. En este sentido, los propietarios de las haciendas y los 
ranchos potosinos vieron cómo, además de mantener a sus compa- 
ñías y escuadras, tuvieron que financiar el costo de las milicias urba- 
nas, en tanto los pagos que hacían con motivo del nuevo impuesto 
en virtud de los consumos y ventas que se realizaban en sus propie- 
dades rurales iban a parar a la administración de alcabalas y, de ahí, 
una parte al pago del ejército y otra al de las milicias urbanas, tras 
descontar los gastos de recaudación. 

No proponemos aquí que este resultado específico fue el que se 
adoptó en el conjunto de virreinato. Como ya indicamos, la casuís- 


18 “Decreto del intendente Manuel de Acevedo de 29 de octubre de 1812”, AGN, Propios 


y arbitrios, v. 42, £. 52. 
49 Idem, f. 65. 
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tica fue amplísima, pero sí constituye una muestra vehemente de las 
contradicciones que existieron entre las distintas instancias de go- 
bierno y los causantes en torno a la financiación del ejército y las 
milicias, en el marco de la lucha contrainsurgente. 

Otro ejemplo de esta contradicción se hizo patente cuando el 
virrey Calleja intentó implantar la “contribución directa general y 
extraordinaria”, aprobada el 15 de diciembre de 1813. Entre los 
aspectos previstos en este impuesto sobre la renta estaba el de cum- 
plir una función integradora y sustitutiva de anteriores tributos, 
como sucedió con la contribución temporal extraordinaria de gue- 
rra, aunque en este caso se hizo una distinción entre las diversas 
modalidades de contribuciones extraordinarias. Respecto de las in- 
directas, como sucedía con el derecho de convoy y la ya mencionada 
contribución temporal extraordinaria de guerra, se planteaba su 
mantenimiento. De hecho, una de las justificaciones aducidas por 
los diseñadores de la contribución directa de diciembre de 1813, 
para no aplicar este impuesto a quienes tuviesen una renta anual 
inferior a los 300 pesos, consistía en que quedarían sujetos al pago 
de los gravámenes indirectos extraordinarios.” Sin embargo, ¿qué 
sucedía con las múltiples contribuciones directas extraordinarias que 
en el ámbito virreinal, regional y local se habían establecido desde 
el estallido de la contienda con miras a mantener el ejército regular 
y las milicias realistas? Según el artículo 29 del reglamento de la 
contribución directa general y extraordinaria de 1813, los pagos 
realizados por los causantes con base en la contribución directa so- 
bre los alquileres de casas, aprobada como vimos en febrero de 1812, 
se abonarían con cargo a la cantidad total que tenían que erogar por 
concepto de la contribución directa general y extraordinaria.** 

Más problemática era la cuestión del resto de impuestos extraor- 
dinarios establecidos en multitud de localidades a raíz del combate 
a la insurgencia, en especial, los diversos arbitrios directos implan- 
tados en las poblaciones al abrigo del Reglamento Político Militar 
de Calleja de 1811. En un principio, según el reglamento de la 
contribución directa se preveía un ejercicio de sustitución, como 
pone de manifiesto su último artículo: 


5 “Informe de José María Fagoaga y Fausto de Elhúyar a la comisión de arbitrios sobre 


el reglamento de la contribución directa de 20 de octubre de 1813”, AGN, Archivo Histórico de 
Hacienda (en adelante AHH), v. 487, exp. 3. 
51 “Bando de 15 de diciembre de 1813”. AGN, Bandos, v. 27, exp. 122. 
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Art. 30. Lo prevenido en el artículo anterior, deberá hacerse igualmen- 
te con toda otra contribución directa que se califique de tal por la su- 
perioridad, cuando el producto de la que ahora se establece pueda 
remplazar el de aquéllas con conocimiento de las necesidades de las 
Provincias.”? 


La ambigúedad calculada de la norma, que dejaba la calificación 
de los impuestos a las autoridades y la posibilidad de reemplazo a las 
“necesidades” regionales, abría la puerta a un conflicto de intereses.?* 
Por un lado, la resistencia de las autoridades civiles y militares locales 
a prescindir de unos gravámenes que les estaban aportando recursos 
efectivos frente a unos futuribles e inciertos ingresos, producto de la 
nueva contribución. Por el otro, las reclamaciones de los causantes 
que, en aras de evitar una doble tributación, pugnarían por hacer 
desaparecer las contribuciones directas extraordinarias emanadas 
localmente durante la guerra. La contradicción, en un marco de 
guerra civil, entre una Hacienda Pública con pretensiones de cen- 
tralización y las autoridades regionales y locales que habían desarro- 
llado una fiscalidad ad hoc, quedaba patente, una grieta por la cual 
se introducirían los contribuyentes para hacer valer sus intereses. 

De hecho, las dudas y reclamaciones no tardaron en llegar. Dos 
casos sirven de muestra. En febrero de 1814, cuando se estaba in- 
tentado aplicar la contribución directa general y extraordinaria, el 
intendente gobernador de Puebla, el teniente coronel Ramón Díaz 
Ortega, hizo una consulta el virrey Calleja sobre las representaciones 
que los ayuntamientos constitucionales de su jurisdicción le estaban 
elevando. En síntesis, la duda que planteaba —que en el fondo era el 
reclamo de las localidades— consistía en saber “si debe cesar la 
contribución de patriotas para establecer la directa extraordinaria, 
o si debe admitirse aquella en parte de pago, como dispone dicho 
bando en el capítulo 29, en cuanto a los productos del diez por 
ciento de casas”.** 

Una vez más, vemos aparecer el conflicto entre los mecanismos 
y las fuentes de financiación destinados a sufragar los gastos gene- 
rales —entre ellos, el ejército— y los destinados al pago de las tropas 


532 Idem. 

53 “Informe de José María Fagoaga y Fausto de Elhúyar a la comisión de arbitrios sobre 
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locales, en este caso, las milicias patrióticas. En esta ocasión, la au- 
toridad del virrey se dejó sentir, de forma que el 11 de marzo de 
1814 Calleja ordenó que *sin perjuicio de que continúe la contribu- 
ción impuesta para la manutención de los patriotas políticos milita- 
res, se establezca la directa extraordinaria”.* 

El 8 de marzo de 1814, el ayuntamiento constitucional de la villa 
de Cuernavaca elevó una representación muy similar a la de los 
municipios de Puebla, en este caso, al intendente de México, Ramón 
Gutiérrez del Mazo. La contestación de Calleja al intendente tuvo 
el mismo tenor: 


Enterado de la representación que ha hecho el ayuntamiento constitu- 
cional de la Villa de Cuernavaca, solicitando que las contribuciones 
impuestas a los vecinos se abonen a la directa extraordinaria de guerra 
establecida en bando de 15 de diciembre último he declarado que las 
primeras, como que tienen por objeto la manutención de patriotas y 
otras que miran a la conservación y defensa de la propia Villa, no son 
abonables a las cantidades que hubieren de exhibir para la segunda, 
que está adoptada bajo diversos principios.” 


Las prevenciones establecidas en el reglamento de la contribu- 
ción directa de diciembre de 1813 permitieron atajar el intento de 
las localidades de enfrentar una doble fiscalidad. En la medida en 
que este gravamen tuvo escaso éxito, de hecho fue abolido en enero 
de 1815,” se consolidaron las contribuciones directas extraordina- 
rias establecidas en las poblaciones en su lucha contra la insurgencia. 


Conclusiones 


El financiamiento de la contrainsurgencia exigió una movilización 
de recursos en todos los ámbitos del espacio virreinal. Si bien la 
sociedad novohispana sufrió un proceso de militarización generali- 
zado, las distintas fuerzas armadas —ejército regular, compañías 
urbanas, compañías de haciendas, escuadras de ranchos...— no sur- 


55 Ibid, f. 402. 

39 Ibid., £. 387. 

37 “La irrupción del liberalismo fiscal en Nueva España. La contribución directa general 
y extraordinaria (1813-1815)”, América Latina en la Historia Económica Revista de Investigación, 
n. 37, enero-junio, 2012, p. 7-35. 
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gieron de manera jerárquica y desde una única instancia decisoria, 
lo cual impactaría en sus fuentes y mecanismos de financiación. Así, 
los distintos poderes locales, regionales y virreinales procedieron a 
establecer una fiscalidad extraordinaria —una miscelánea de im- 
puestos directos e indirectos, con una amplia casuística— para apo- 
yar al mantenimiento del ejército y las milicias. 

En la medida en que las principales operaciones de la guerra 
civil se extendieron entre 1810 y 1816, los gravámenes extraordina- 
rios más relevantes del bando realista se ajustaron a dicha tempora- 
lidad. Lo relevante de este proceso, y que lo diferencia netamente 
de lo propuesto en España —la “península e islas adyacentes”— du- 
rante el periodo 1810-1814, es que dicha fiscalidad extraordinaria 
se planteó como un complemento temporal a la tributación ordinaria, 
en tanto se restablecía la paz, y no como un sustituto que, al abrigo 
de las necesidades de la guerra, transformase en un sentido liberal 
el orden fiscal del virreinato, cambiando radicalmente la naturaleza 
política de los impuestos y mutando las bases fiscales sobre las que 
se pretendía sostener el gobierno. 

Aunque pareciera que existió una clara separación en las esferas 
del ejército y la milicia en cuanto al financiamiento, la primera con 
cargo a la Real Hacienda —impuestos, monopolios y préstamos— y 
la segunda con base en los arbitrios locales —que, en ocasiones, po- 
dían implicar el otorgamiento de préstamos forzosos—, la realidad 
es que nunca fueron compartimentos estancos, como tampoco lo 
fueron en sus misiones militares. La complementariedad, pero tam- 
bién el solapamiento de funciones en la guerra, fueron paralelos al 
problema de la financiación, lo cual derivó en tensiones y conflictos 
entre, por una parte, las poblaciones que deseaban evitar una pesada 
carga fiscal y, por la otra, las autoridades locales —que veían con 
preocupación que se socavase la financiación de su fuerza milicia- 
na—. Un conflicto que se reprodujo a otro nivel, entre las autoridades 
locales y las virreinales, en la medida en que estas últimas enfrenta- 
ban problemas si bien no ajenos a esta problemática sí de otro cariz, 
como era el pago del ejército y la obtención de recursos fiscales con 
los cuales se pudiese restablecer el crédito del erario novohispano. 
En este sentido, la tensión fiscal entre el financiamiento de las fuer- 
zas armadas locales, regionales y generales fue una herencia que la 
guerra civil novohispana legó al Estado-nación mexicano. 


LAS FUENTES DEL SUSTENTO ECONÓMICO 
DE LA HUESTE DE HIDALGO EN SU TRÁNSITO POR 
LAS INTENDENCIAS DE GUANAJUATO Y VALLADOLID 
DE MICHOACÁN 


JUVENAL JARAMILLO M. 
Centro del Instituto Nacional de Antropología 
e Historia de Michoacán 


¿De qué vivían y cómo resolvieron sus necesidades de alimento, ves- 
tido y armamento los participantes en la guerra de independencia? 
En la historiografía dedicada al período de la insurgencia iniciada 
el 16 de septiembre de 1810 en el curato de Dolores, se echa de 
menos el estudio particular sobre los diferentes renglones de que se 
valieron los rebeldes para sostener aquel movimiento. Es por ello 
que el principal objetivo del presente texto es mostrar las diversas 
medidas que tomaron Miguel Hidalgo y su hueste para sostener 
económicamente su movimiento armado. 

Me he centrado en los itinerarios de los insurgentes por las inten- 
dencias de Guanajuato y de Valladolid de Michoacán, por haber sido 
en ellas donde se instrumentaron y tuvieron sus mayores efectos las 
más importantes de las antedichas medidas, mismas que perduraron 
hasta la captura y ejecución de los primeros caudillos en Chihuahua. 

Como es natural, el funcionamiento de un ejército, ya sea en 
tanto brazo armado del Estado o como fuerza armada que lo comba- 
te, requiere de un soporte y de apoyos económicos considerables, si 
se desea tener éxito en la empresa. Así pues, ¿cuáles fueron las fuen- 
tes del respaldo económico del movimiento acaudillado por Miguel 
Hidalgo y que le permitieron a aquella numerosa masa subsistir 
durante varios meses? En síntesis, podemos decir que fueron la con- 
fiscación de bienes de particulares europeos, la captura de dinero 
perteneciente a la Real Hacienda, los préstamos forzosos —principal- 
mente de recursos existentes en manos de arrendatarios de diezmos—, 
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los créditos, los donativos, la acuñación de moneda, la toma de armas 
y municiones de los simpatizantes del dominio español y, sobre todo, 
el saqueo de bienes y el robo de ganado. Evidentemente, varios de 
estos renglones estuvieron en el marco de la ilegalidad, por lo que 
ello dio materia a los realistas y a los impugnadores del movimiento 
para calificar de ladrones y usurpadores de bienes a Hidalgo y a sus 
seguidores, tema que no es mi propósito tratar aquí. 

Antes de referirme concretamente a cada uno de aquellos dife- 
rentes mecanismos empleados por Hidalgo y su hueste para allegar- 
se recursos, conviene recordar que la principal característica del es- 
tallido social iniciado y conducido por aquel clérigo fue la de ser un 
movimiento eminentemente popular y, en su primer mes y medio de 
vigencia, cada vez más multitudinario, hasta el punto de llegar a 
formar una voluminosa masa de gente que al final de cuentas resultó 
incontrolable e ingobernable para el cura de Dolores quien, tratando 
desde el principio de atraer la mayor cantidad posible de seguidores, 
no sólo había comenzado a exhortar a los feligreses que llegaban 
aquel 16 de septiembre temprano a misa para que “le ayudasen a 
defender el reino porque querían entregarlo a los franceses”, sino que 
ofreció una retribución a quienes se decidiesen a sumársele: “a los 
que se alistasen con caballos y armas, les pagaría a peso diario, y los de 
a pie a cuatro reales”,' oferta que, como veremos, se reiteró cuando la 
cantidad de seguidores de Hidalgo había alcanzado el número ex- 
traordinariamente elevado de 80000 individuos. 

¿Habían pensado de antemano los primeros caudillos insurgen- 
tes de dónde obtendrían dinero para pagarles a todos y cada uno de 
aquellos que se sumasen a sus filas? Es posible que sí, aunque al paso 
de los días y con el extraordinario incremento del número de los 
alzados habrán tenido que cambiar de opinión. A decir de Juan 
Aldama, quien fue de los primeros comprometidos con el movi- 
miento y quien —como veremos— se hizo cargo de la remuneración 
prometida a los que tomasen las armas, nunca nadie le dijo en un 
principio cómo se haría para el sostenimiento de la hueste ni cómo 


! “Declaración de don Juan Aldama”, documento 37, en J. E. Hernández y Dávalos, 
Historia de la guerra de independencia de México, ed. facsimilar, México, Comisión Nacional para 
las Celebraciones del 175 Aniversario de la Independencia Nacional y 75 Aniversario de la 
Revolución Mexicana/Instituto Nacional de Estudios Históricos de la Revolución Mexicana, 
1985, t. 1, p. 66. 
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se obtendría el dinero, aunque él infirió que se haría “apoderán- 
dose de los caudales públicos”.* Así pues, atractivos concretos e in- 
mediatos, como ya no pagar más tributos, además del antedicho 
pago —sobre todo uno tan generoso—, atrajo desde un principio a 
muchos miles de personas de pueblos, haciendas y ranchos cercanos 
al curato de Dolores.* 

En mi opinión, esa excesiva masificación que desde un primer 
momento tuvieron las huestes insurgentes fue un importante factor 
que inicialmente fortaleció el movimiento y que inclinó los ánimos 
de muchos a favor de la insurgencia, y causó temor y preocupación 
por parte de otros. Sin embargo, también fue uno de los grandes 
problemas iniciales del bando rebelde, pues organizar, disciplinar, 
conducir, aposentar y, sobre todo, sostener tal multitud era extraor- 
dinariamente difícil, más aún cuando en el grupo de los primeros 
alzados en armas casi no había militares ni hombres de gran capa- 
cidad administrativa que pudiesen cumplir con esas pesadas tareas. 
Además, se precisaba de mucho dinero para, por lo menos, cubrir 
aquel peso y aquellos cuatro reales prometidos como paga diaria, el 
primero a los de a caballo y los segundos a los de a pie. 

Así pues, los problemas logísticos —en todas sus expresiones— 
de la tropa comenzaron desde los primeros tiempos del levanta- 
miento. En principio, hay que recordar que aquel llamado a las 
armas en la mañana de 16 de septiembre de 1810 se les hizo, prin- 
cipalmente, a peones del campo y a diferentes tipos de operarios de 
la Congregación de Dolores y sus alrededores; es decir, a personas 
que atávicamente habían vivido carencias materiales y que maneja- 
ban resentimientos contenidos —muchas veces justificados— contra 
los ricos y los propietarios. Luego, también hay que tener presente 
que a aquel primer grupo de seguidores del cura de Dolores fueron 
incorporados los presos de la cárcel de esa población. ¿Cuál podía 
ser el lógico resultado de esto? No pasó siquiera un día para que se 
pudiera ver. 


2 Ibid, p. 68. 

3 A decir de José M. de la Fuente, al mediodía del 16 de septiembre de 1810, y estando 
en la hacienda De la Erre, “se le reunió mucha gente de los pueblos, haciendas y rancherías 
vecinas, que al tener noticia de aquel movimiento abandonaban gustosas sus familias y sus 
intereses para tomar participio en aquella gloriosa jornada”: José M. de la Fuente, Hidalgo 
íntimo, Morelia, Universidad Michoacana San Nicolás de Hidalgo, Centro de Estudios sobre 
la Cultura Nicolaita, 1985, p. 255. 
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Un fragmento del retrato que Lucas Alamán hizo de la hueste 
de Hidalgo nos da una idea tanto del número como de la condi- 
ción de ellos en esos días, y nos proporciona elementos para calcular 
los problemas económicos que ello generó desde un principio: 


Los vaqueros y demás gentes de a caballo de las haciendas, casi todos 
de las castas, formaban la caballería, armada con lanzas que Hidalgo 
había hecho construir de antemano y con las espadas y machetes que 
estos mismos hombres acostumbraban llevar en sus trabajos ordinarios: 
muy pocos tenían pistolas o carabinas. La infantería la formaban los 
indios, divididos por pueblos o cuadrillas, armados con palos, flechas, 
hondas y lanzas, y como muchos llevaban consigo a sus mujeres e hijos, 
todo presentaba el aspecto más bien de tribus bárbaras que emigraban 
de un punto a otro que de un ejército en marcha [...] no yendo preve- 
nidos mas que para el saqueo.* 


Las condiciones estaban, pues, dadas para lo inevitable: la mis- 
ma noche del 16 de septiembre se dieron los primeros saqueos im- 
portantes por parte de los seguidores del cura, cuando se encontra- 
ban ya en San Miguel el Grande. Esa misma noche se inició otra de 
las grandes preocupaciones de los principales caudillos insurgentes 
pues, por ejemplo, mientras Hidalgo e Ignacio Allende acordaban 
los medios para impedir que sus seguidores saquearan y causaran 
destrozos en las casas de los ricos, y “mientras otros jefes se ocupa- 
ban de alojar aquella multitud que por su abundancia tuvo que aco- 
modarse en las calles”, muchos otros hombres que recién se estaban 
incorporando al levantamiento saquearon la casa del español don 
José Landeta, desorden que sólo se contuvo por la intervención de 
Allende, quien sable en mano metió en orden a los saqueadores.” 

A partir de entonces, la escena se repitió en varios momentos y 
en distintos lugares: multitudes saqueaban casas de españoles y 
Allende, quien parecía el único preocupado por este asunto, las con- 
tenía. Desde entonces también surgieron las hondas diferencias en- 
tre los principales caudillos insurgentes: el cura de Dolores y el ca- 
pitán del Regimiento de Caballería de la Reina antedicho, 
precisamente por los opuestos puntos de vista que tenían sobre el 
orden y la disciplina que debían privar entre sus seguidores. 


% Lucas Alamán, Historia de Méjico desde los primeros movimientos que prepararon su independen- 
cia en el año de 1808 hasta la época presente, México, Impresora Eficiencia, 1985, t. 1, p. 244-246. 
5 José M. de la Fuente, Hidalgo..., p. 257. 
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Dos eran, pues, los principales problemas que se planteaban en 
este momento al naciente movimiento insurgente: el sostenimiento 
de los participantes en él y el orden con el que se debía de conducir 
a los enrolados en dicho alzamiento, los cuales dieron motivo para 
que en la tarde del día 17 de septiembre, y cuando aún estaban en 
San Miguel el Grande, se estableciese una junta encargada de tratar 
y resolver, principalmente, los temas de “asegurar el orden y la 
tranquilidad, fomentar la revolución, proporcionar recursos y re- 
solver las dudas que ocurrieran sobre cualquier punto”, junta de la 
que resultó electo el licenciado don Ignacio Aldama como presiden- 
te.* Sin embargo, los miembros de la antedicha junta quedaron en 
San Miguel el Grande cuando Hidalgo y su hueste salieron de esa 
villa, lo cual dejaba nuevamente pendiente el tema del sostenimien- 
to de la gran masa que se incorporaba día a día a las filas de los 
alzados. Es posible que fuese entonces cuando se nombró al capitán 
del Regimiento de la Reina, don Juan Aldama, como encargado de 
la paga de aquellos miles y miles de incorporados al movimiento, 
pues fue él quien posteriormente y por ese motivo figuró en dife- 
rentes comisiones para hacerse de dineros, comisiones que le con- 
firió el mismo Miguel Hidalgo para que exigiera dinero a particu- 
lares y corporaciones, además de que se hiciese cargo del pago 
diario de los rebeldes. 

Ya hemos insinuado que aquel extraordinario número de gente 
que poco a poco integraba la hueste insurgente se multiplicaba al 
paso que los acaudillados por Miguel Hidalgo iban avanzando por 
el Bajío. Así pues, en tan sólo seis días, el cura de Dolores se encon- 
traba al frente de una multitud. ¿A cuántos ascendía esa “multitud 
de gente”? Como es natural, existen serias diferencias entre los his- 
toriadores que han hablado del número de los seguidores de Hidal- 
go. Él mismo calculó, cuando estaba en Celaya, que se encontraba 
rodeado de más de 4000 hombres, sin precisar y siquiera detenerse 
a suponer cuántos iban a pie y cuántos a caballo;” sin embargo, José 
M. de la Fuente señala que aquel contingente se elevaba a más de 2000 
indios de a pie y otros 4000 hombres de a caballo, además de los 


6 Ibid, p. 261. 

7 “El cura advierte al intendente Riaño sobre las consecuencia del levantamiento”, en 
Carlos Herrejón Peredo (ensayo, selección y notas), Hidalgo. Razones de la insurgencia y biogra- 
fía documental, México, Secretaría de Educación Pública, 1986, p. 207. 
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integrantes del Regimiento de Dragones de la Reina,* todo lo cual 
haría el número de 10000 individuos que para entonces calculaba 
el obispo electo de Michoacán, don Manuel Abad y Queipo.” Es 
decir, ya al tercer día del levantamiento se requerían cerca de 8000 
pesos diarios tan sólo para el pago de los que habían abrazado la 
causa, según lo ofreció Miguel Hidalgo la mañana del 16 de sep- 
tiembre en el atrio de la parroquia de Dolores. Además, a esto había 
que sumar los naturales gastos de la alimentación de la hueste y de 
la caballería, y de las armas y municiones. Pero aunque conseguir 
cas1 8000 pesos diarios —sólo a estas alturas— no era cosa fácil, 
parece ser que inicialmente no hubo protestas por la falta de paga, 
pues los saqueos de comida, ropa y dinero, en especial los llevados 
a cabo en Celaya,'” permitieron mantener contentos a los seguidores 
de Hidalgo durante los primeros días. 

Como es sabido, Hidalgo siempre fue de la idea de contar con 
la participación de la gran masa, a pesar de que en los inicios no 
había dinero suficiente para pagar a los miles que día a día se le 
unían. Fue quizá para resarcir aquella falta de pago que consintió 
los saqueos de sus seguidores en las casas de los españoles; saqueos 
perpetrados a partir de San Miguel el Grande, en casi todos los 
puntos que tocó la campaña insurgente encabezada por el cura de 
Dolores. En Celaya, por ejemplo, se mandó recoger por parte de la 
tropa reglada el dinero que habían dejado oculto los españoles en 
los sepulcros del convento del Carmen, en donde también estaban 
escondidos los caudales que pocos días antes de la entrada de la 
hueste insurgente se habían traído del pueblo de Chamacuero, cre- 
yendo que en el convento carmelita estarían a buen resguardo; can- 
tidades, todas, que ascendían a alrededor de 80000 pesos. Mientras 
tanto, la plebe y los indios se dispersaron por la población saquean- 
do las casas y las tiendas de los europeos que se habían fugado de la 


8 José M. de la Fuente, Hidalgo..., p. 262. 

% Edicto instructivo que el ilustrísimo señor don Manuel Abad y Queipo, obispo electo de Mi- 
choacán, dirige a sus diocesanos, Valladolid, 30 de septiembre de 1810, p. 17. 

10 José María Luis Mora describe así los sucesos de Celaya: “[...] las masas de Hidalgo 
se repartieron por toda la ciudad y ayudadas por el pueblo cayeron sobre las casas de los es- 
pañoles que no sólo saquearon, sino que destrozaron en un momento rompiendo las puertas, 
ventanas, armazones, rejas, muebles, y no dejando en ellas en pie sino las paredes; los cau- 
dales fueron ocupados, conducidos sin cuenta ni razón, y amontonados en uno de los mesones 
de la vecindad, de donde tomaba cada cual lo que le parecía”. José María Luis Mora, México 
y sus revoluciones, 4* ed., México, Porrúa, 1986, t. IL, p. 36. 
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urbe. Este nuevo acto de vandalismo provocó una nueva fricción de 
Hidalgo con otro de los principales insurgentes ya mencionado: 
Juan Aldama, quien como responsable de atraer fondos para la cau- 
sa, y en desacuerdo con tales hechos, le hizo saber a Hidalgo su 
oposición a ellos, “quien le dijo que él no sabía otro modo de hacer- 
se partidarios, pero que si Aldama lo tenía, se lo propusiera”.'' 

Entre aquella primera importante cantidad de dinero que obtuvo 
el bando rebelde en los sepulcros del convento carmelita de Celaya, 
y que se habían trasladado de Chamacuero, estaban 40000 pesos que 
Hidalgo también mandó tomar, no obstante que esta cantidad era de 
la testamentaría de Manuel "Taboada, suegro de Mariano Abasolo. 
Cabe decir, sin embargo, que Abasolo estuvo de acuerdo con la toma 
de dicha cantidad, pues ella se hizo en calidad de préstamo.'? 

El dato es interesante pues, como ya ha quedado dicho, en el 
caso de aquellos 40000 pesos de la testamentaría del señor Taboada 
no hubo robo qué atribuir a Hidalgo o por orden de él, pues para 
poder disponer de la antedicha suma se llevó a cabo la celebración 
de “un contrato solemne entre los propietarios y el señor Hidalgo”, 
en el que se establecía que aquello no era sino un crédito, mismo 
que le era concedido a “la Nación” y, por lo tanto, era ésta la res- 
ponsable de su pago.'* 

En este momento de la insurgencia tenemos, pues, que el movi- 
miento se había hecho de una importante suma de dinero contante 
y sonante que permitía el pago prometido. Sin embargo, ya para 
entonces el movimiento encabezado por el cura de Dolores había 
adquirido una tónica, y ésa era la de la aprehensión de los españoles 
propietarios y residentes en las poblaciones por las que pasaban los 
rebeldes, así como el saqueo de sus propiedades y de las de los gachu- 
pines que huían antes de la llegada de los insurgentes, y en muchos 
casos la destrucción parcial o total de aquéllas. Ya desde esta etapa no 
se disociaba entre el decomiso de dinero y el saqueo y la destrucción 
de bienes. Así pues, en el camino de Celaya hacia Guanajuato “los 
caseríos quedaban desiertos, los ranchos y las haciendas saqueadas, 


1! Luis Velasco y Mendoza, Historia de la ciudad de Celaya, México, Imprenta Manuel León 
Sánchez, 1947, t. IL, p. 17; Lucas Alamán, Historia de Méjico..., t. 1, p. 247-248. 

12 José M. de la Fuente, Hidalgo..., p. 263. 

13 Idem. No deja de llamar la atención que desde ese entonces Hidalgo utilizase el con- 
cepto de nación. Asimismo, este capítulo de la historia del movimiento insurgente nos sugie- 
re que, en ese momento, el cura de Dolores tenía la seguridad del triunfo de la insurgencia. 
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las mieses segadas y los graneros vacíos”. Además, cuando se pasó 
por Salamanca —villa en la cual hicieron prisioneros a algunos eu- 
ropeos—, del convento agustino se sustrajeron 40000 pesos que ahí 
habían escondido algunos peninsulares prófugos y otros que decidie- 
ron permanecer en la ciudad. Asimismo, la hacienda de Temascatio, 
ubicada a cuatro leguas de Salamanca, también fue saqueada.'* 

Sin embargo, no solamente los conventos, las haciendas y las 
casas de los gachupines eran asaltadas sino también algunos pósitos, 
como por ejemplo los de Chamacuero y Acámbaro, lo cual fue apro- 
vechado por los contrainsurgentes —no sin harta dosis de razón— 
para señalar el daño que eso hacía a muchos que ni la tenían ni la 
debían: “a los habitantes pobres que componen el público, a cuyo 
favor está destinado el pósito”.'? 

En la toma de Guanajuato encontramos diferentes mecanismos 
utilizados por Hidalgo para hacerse de recursos; mecanismos que 
fueron desde el robo y el saqueo hasta la confiscación de bienes y un 
intento por acuñar moneda de plata, pues en la alhóndiga de Grana- 
ditas se habían ocultado, además de muchos miles de pesos en mo- 
neda acuñada, varias barras de plata y oro; todo provenía de caudales 
públicos, a los cuales hay que sumar varias otras cantidades de dine- 
ro, barras de plata y alhajas que muchos particulares trasladaron a la 
alhóndiga. Como hemos señalado, las barras de oro y de plata se 
intentaron fundir en la casa de moneda que aquel caudillo estableció 
en la hacienda de San Pedro.'* 

Aunque no es el principal objetivo de este texto referirme a los 
símbolos y las representaciones surgidos con el nacimiento del mo- 
vimiento insurgente, vale decir que aquella idea de acuñar moneda 
no tenía sólo el propósito de allegarle fondos a la causa. Es más, esto 
sería un propósito secundario. Considero que lo que principalmen- 
te estaba en el fondo de tal idea era difundir el movimiento ponien- 
do en manos de la mayor cantidad posible de gente un símbolo de 
la causa insurgente. 


14 Luis Castillo Ledón, Hidalgo, la vida del héroe, México, Comisión Nacional para las 
Celebraciones del 175 Aniversario de la Independencia Nacional y 75 Aniversario de la Re- 
volución Mexicana/Instituto Nacional de Estudios Históricos de la Revolución Mexicana, 
1985, t. II, p. 36-37. 

15 Edicto instructivo... p. 16-17. 

10 José M. de la Fuente, Hidalgo..., p. 271 y 276-277; José Bravo Ugarte, Historia de 
México, México, Jus, 1944, t. III, p. 61. 
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Algunos historiadores han pretendido calcular la cantidad de 
dinero que Hidalgo y su hueste consiguieron en la ciudad de Gua- 
najuato, cosa que es harto difícil pues no podemos tener una idea 
aproximada ni mucho menos contabilizar los muchos dineros de que 
allí se apoderaron los rebeldes y otros pillos que se habían colocado 
en sus filas para robar. Por ejemplo, Lucas Alamán refiere que, ante 
la inevitable toma de la alhóndiga de Granaditas, los españoles que 
estaban refugiados en ella “no escuchando más voz que la del terror, 
arrojaban los unos dinero por las ventanas, por si la codicia de re- 
cogerlo podía aplacar la multitud [...]”.” 

En su camino de Guanajuato a Valladolid de Michoacán, Miguel 
Hidalgo y su hueste hicieron alto en muy pocas poblaciones. La más 
importante de ellas fue Valle de Santiago, donde por órdenes del 
cura de Dolores se le mandó al administrador de diezmos entregar 
todo el dinero que tuviese producto de aquel impuesto, cantidad que 
ascendió a 5000 pesos y que le fueron entregados al antiguo vicario 
de Hidalgo, el presbítero Mariano Balleza.'* 

No sabemos si desde el principio de su movimiento Hidalgo 
pensó en echar mano del dinero de los diezmatorios michoacanos 
por donde fuera pasando y donde eso le fuera posible, pero por el 
carácter improvisador de la mayoría de sus acciones es posible que 
hasta su estancia en Valle de Santiago haya tomado en cuenta esa 
otra importante vía de consecución de recursos, la que poco después 
fue también utilizada por los ejércitos realistas que operaron en las 
intendencias de Guanajuato y de Valladolid de Michoacán. 

Por lo demás, por su carácter de eclesiástico Hidalgo sabía de las 
gruesas cantidades de dinero que se llegaban a manejar en el ren- 
glón decimal, y seguramente también sabía que los administradores 
de diezmos, y sobre todo los arrendatarios de diezmos, eran gente 
que amasaba sus fortunas en el ejercicio de tal actividad. Apode- 
rarse de esos recursos sería, pues, una manera de ajustar cuentas con 
los ricos propietarios, que eran los que, por lo general, estaban en 
el negocio del arrendamiento decimal y, a la vez —obviamente—, 
de hacerse de importantes recursos. 


17 Lucas Alamán, Historia de Méjico..., t.L p. 277-278. 
18 Sesión de cabildo del 2 de enero de 1811, Archivo del Cabildo Catedral de Morelia 
(en adelante ACCM), Libros de actas de cabildo, libro 43, años 1807-1811, f. 231-231v. 
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Por otro lado, quitarle una parte de su dinero a la Iglesia, en este 
caso las cantidades que le correspondían y estaban en manos de 
algunos administradores de diezmos, era también anular la posibi- 
lidad de que ese dinero fuese entregado para el combate al movi- 
miento insurgente o a éste. De manera que, por aquellos días de la 
captura de los dineros del diezmatorio de Valle de Santiago, el mis- 
mo presbítero Mariano Balleza procedió a continuar con la misma 
práctica y ordenó al administrador de los diezmos de La Piedad la 
entrega de 6000 pesos que tenía en su poder y que pertenecían al 
antedicho ramo.'” 

Ahora bien, cabe la siguiente pregunta: ¿cómo y cada cuándo se 
pagaba a los que habían abrazado la causa de Hidalgo a cambio de 
una remuneración? Hasta antes de la llegada al pueblo de Indapa- 
rapeo por parte de los primeros grupos de insurgentes, no tenemos 
noticia de pago alguno, aunque es posible que después de la toma 
de Guanajuato, y por las altas cantidades de dinero que ahí se reco- 
gieron, se cubriera cada dos o tres días. Al respecto, sabemos con 
certeza que el 16 de octubre, y estando en aquel pueblo muy cercano 
a la capital michoacana, Ignacio Aldama repartió, sólo a las tropas 
que estaban con él e iban a la vanguardia, “nueve mil pesos de dos 
días de paga”, según atestiguó Sebastián de Betancourt, canónigo de 
la catedral de Valladolid de Michoacán, quien había ido a entrevis- 
tarse con Hidalgo en Indaparapeo.* 

Lo anterior nos da una idea sobre la cantidad de dinero que en 
ese momento se requería diariamente tan sólo para pagos: unos 
20000 pesos, por lo menos. Era urgente, pues, no quitar el dedo del 
renglón en el tema de recaudación de dinero en todas partes y de 
donde fuese posible. Por lo tanto, ya en Valladolid de Michoacán, el 
cura de Dolores envió al gobernador de la mitra, Mariano Escandón 
y Llera, un oficio fechado el 19 de octubre de 1810 en el que le or- 
denaba que dispusiera de inmediato que los claveros de la catedral 
pusiesen a su disposición las llaves de la clavería, con el obvio pro- 
pósito de introducirse él o alguno de sus más cercanos a tal depen- 
dencia catedralicia y sustraer el dinero que con regularidad ahí se 


19 Idem. 
20 “Defensa del canónigo D. Sebastián de Betancourt y León, con un informe de lo 
ocurrido en Morelia desde el 18 de septiembre al 28 de diciembre de 1810”, documento 99, 


en J. E. Hernández y Dávalos, Historia de la guerra..., t. TM, p. 409. 
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guardaba. Además, seguramente había sospechado o recibido noti- 
cias fidedignas acerca de la ocultación que de bienes y dinero habían 
efectuado en las oficinas y catacumbas de la catedral, tanto los en- 
cargados de la Real Hacienda como los europeos que se habían fu- 
gado de la ciudad —ocultaciones que, como vimos desde su paso 
por Celaya, se venían realizando en templos y conventos, mal supo- 
niendo que ahí estarían a buen salvo—, por lo cual en aquel mismo 
oficio también pidió “una relación jurada de los caudales que se 
hayan introducido, tanto de las cajas y rentas reales como de los 
particulares de esta ciudad”.?! 

Además de todo lo anterior, Hidalgo exigió de los claveros tam- 
bién una relación jurada de los fondos con los que contaba la cate- 
dral, “para determinar lo que convenga en nuestras circunstancias”. 
El antedicho oficio terminaba con una amenaza del caudillo insur- 
gente contra los claveros: “Me responderán inmediatamente de la 
más ligera cosa que se averigúe de ocultación”.*? 

Los pocos prebendados que no habían huido de la capital michoa- 
cana rumbo a la ciudad de México, y que habían asistido a aquella 
reunión en la que se leyó el oficio amenazador de Hidalgo, no tuvie- 
ron otra opción más que disponer que se les entregasen las llaves de 
la clavería, pues estaban ciertos del cumplimiento de la amenaza 
lanzada contra los claveros, toda vez que el cura de Dolores ya había 
dado pruebas del poco aprecio en que tenía a los prebendados cuan- 
do a su entrada a la ciudad “arrestó, por que no asistieron a ella, a 
uno de los señores capitulares, amenazó hasta con la muerte a todos, 
declarando vacantes las prebendas, e insultó a los dos primeros se- 
ñores que tuvieron la desgracia de verlo, deprimiéndolos hasta lla- 
mar a gritos a la guardia que le rodeaba para arrestarlos en la cárcel 
pública, mandándoles formar sumaria [...]”. Además, frente a las 
oficinas de la clavería se habían mandado colocar cuatro cañones “y 
una guardia muy numerosa que la resguarda y está observando las 
acciones de los señores claveros y dependientes de la oficina”.? 

La cantidad a que al parecer ascendió aquella nueva sustracción 
de dinero, solamente de la catedral, fue la de 407000 pesos. De 


21 ACCM, Libros de Actas de Cabildo, libro 43, años 1807-1811, pelícano de 19 de octubre 
de 1810, f. 220v-221. 

22 Idem. 

23 Ibid, f. 221-221. 


134 JUVENAL JARAMILLO M. 


ellos, 114000 pesos pertenecían a la clavería y el resto era dinero 
que habían mandado guardar ahí mismo algunos particulares cuan- 
do conocieron el riesgo que corrían sus bienes con la ocupación de 
la ciudad por parte de los insurgentes. 

Luis Castillo Ledón señala la cantidad de 700000 pesos obteni- 
dos en Valladolid de Michoacán, “así de las arcas del clero como de 
procedencia particular [...]”.** Y aunque ese autor no indica la fuen- 
te de la que obtuvo su información, vale decir que no es exagerada 
la cantidad que refiere, pues durante la ocupación de la capital mi- 
choacana se llevó a cabo una serie de robos, saqueos y préstamos 
forzosos de dinero de particulares. Por ejemplo, uno de éstos se dio 
en la casa del prebendado Juan José de Michelena, quien ofreció su 
inmueble para ocultar algunas cantidades de efectivo y de plata per- 
tenecientes a algunos residentes en la ciudad, como doña María An- 
tonia Velásquez, heredera universal del recientemente difunto deán 
de la catedral. Esta mujer, a quien se asociaba sentimentalmente con 
el deán, dijo que, por su parte, había confiado en Michelena “tanto 
por ser americano como por razón de eclesiástico”. No obstante, todo 
aquel dinero que había pertenecido al deán terminó en manos de 
Hidalgo, pues Michelena entregó a este caudillo, supuestamente bajo 
amenaza, todos los bienes y el efectivo que se le habían confiado.?” 

En un documento mandado a publicar por el cabildo catedral 
de Valladolid de Michoacán, en 1813, para defenderse de los seña- 
lamientos de condescendiente con la ocupación insurgente de la 
ciudad —el que tal vez haya sido la fuente en la que se apoyó Casti- 
llo Ledón— se habla del monto aproximado de dinero tomado por 
las fuerzas de Hidalgo en la capital michoacana, y se refiere también 
una cantidad cercana a los 700000 pesos,*” suma verdaderamente 
elevada y que habrían proporcionado de momento fondos más que 
suficientes para los prometidos pagos a quienes seguían incorporán- 
dose al movimiento. 

Cuando Hidalgo y su hueste salieron de Valladolid de Michoacán 
rumbo a la ciudad de México, hicieron un alto en el pueblo de Zina- 


24 |. E, Hernández y Dávalos, Historia de la guerra..., t.1, p. 81. 

25 Archivo de Notarías de Morelia, Protocolos, v. 230, años 1811-1816, notario Juan José 
Marocho, f. 12v-21v. 

20 Manifiesto. La lealtad y patriotismo del M. I. Y Cabildo de Valladolid de Michoacán en la 
presente insurrección, México, Oficina de Doña María Fernández de Jáuregui, 1813, p. 15. 
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pécuaro para celebrar una junta y darle cierta forma a aquella extraor- 
dinaria masa de gente, sobre todo en vista de su elevado número y de 
los desórdenes que se habían presentado en casi todas las ciudades, 
villas y pueblos que hasta entonces habían tocado. Ya para entonces 
eran muchos los curas párrocos del obispado de Michoacán que pre- 
dicaban contra la insurgencia poniendo énfasis en los actos vandálicos 
de la hueste de Hidalgo, y era mucha la gente que repudiaba el movi- 
miento del cura de Dolores precisamente por su carácter anárquico. 
Fue por esto que una primera medida tomada en aquella que se llamó 
“Junta de Oficiales del Ejército Grande de América”, se decidió remi- 
tir decenas de oficios a todas la parroquias de la diócesis michoacana 
para hacerles saber que ya se habían tomado cartas en el asunto y 
que, a partir de esa fecha —22 de octubre de 1810—, “se habían 
organizado los contingentes de armas para el mayor éxito de los 
insurgentes y la conducta arreglada de las tropas”.” En la junta se 
dispuso, pues, que el grupo rebelde se dividiría en regimientos de 
1000 hombres, y que todo el que presentase igual número de gente 
se le concedería el grado de coronel con sueldo de tres pesos diarios, 
e igual sueldo disfrutarían los capitanes de caballería. Además, se 
mantuvo aquella inicial oferta de Hidalgo: se pagaría un peso diario 
a los de a caballo y cuatro reales a los de a pie.” Desafortunadamen- 
te, a la causa insurgente tal disposición sirvió de poco para aminorar 
las perniciosas consecuencias de la masificación inmoderada de los 
seguidores de la lucha, pues la hueste y la caballería requerían tam- 
bién de alimento diario, lo cual no podían conseguir sino, casi siem- 
pre, saqueando. En su Edicto Instructivo del 30 de septiembre de 
1810, Abad y Queipo pintaba así las cosas, refiriéndose a los caudillos: 
“Talan las milpas para forraje de la caballería, roban las yuntas y todo 
género de ganado para dar carne a su tropa, roban los caballos y las 
mulas, los aparejos y carretas que necesitan [...]”.2% 

Sin embargo, en Aculco vino el desastre pues fue en la batalla 
librada en ese pueblo en la que se perdió la mayor parte con lo que 
se contaba: casi todo aquel dinero en efectivo que llevaban los insur- 
gentes en su camino hacia la ciudad de México, que ascendía a unos 


27 Arturo Rodríguez Zetina, Zamora. Ensayo histórico y repertorio documental, México, Jus, 
1952, p. 678; Luis Castillo Ledón, Hidalgo..., t. IL p. 83. 

28 Luis Castillo Ledón, Hidalgo..., t. IL p. 83. 

29 Edicto instructivo..., p. 17. 
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300000 pesos.*” Además, fueron abandonados allí “un carro de ví- 
veres, mil trescientas reses, mil seiscientos carneros, doscientos ca- 
ballos y mulas, dieciséis coches de los jefes con equipaje y archivo” 
y una gran cantidad de armas, municiones y parque.*! 

De vuelta a Valladolid de Michoacán, y a fin de aliviar el colapso 
económico que vivía el bando rebelde, el cura de Dolores enfocó sus 
miras al ramo de las alcabalas, del cual, pocos meses después, tam- 
bién echaron mano algunos jefes realistas a su paso por la intenden- 
cia antedicha. Sin embargo, las cantidades más importantes de al- 
cabalas las recogió la insurgencia, pues cuando algunos jefes 
realistas pretendieron obtener recursos de ese ramo el comercio 
estaba en una severa crisis. 

Aun así, lo capturado por los seguidores de Hidalgo, provenien- 
te de alcabalas, no fue una cantidad muy significativa. Veamos, por 
ejemplo, lo que se tomó en la villa de Zamora, cuando ya los rebel- 
des marchaban sobre Guadalajara: en total, 4319 pesos, producto 
de lo recogido a cuatro diferentes administradores de Zamora y sus 
alrededores.” Cantidad casi insignificante si se compara, por ejem- 
plo, con un donativo de 8000 pesos que, en la misma villa de Za- 
mora, hizo, a nombre de ésta y “como ayuda a la causa de nuestra 
libertad”, el señor Alcántara Avendaño. 

No deja de ser paradójico advertir que algunas de las disposi- 
ciones dadas por el cura Hidalgo para el sostenimiento de su hueste 
fueron al poco tiempo utilizadas también por algunos jefes militares 
realistas en la intendencia de Valladolid de Michoacán. Así, por 
ejemplo, vemos la usurpación del dinero de los diezmatorios, la 
acuñación de moneda y la utilización del ramo de alcabalas. Otras 
medidas más parecen haber sido adoptadas a partir de aquéllas. Por 
ejemplo, la ocupación directa de los productos de los diezmatorios 
y el consumo o la comercialización de ellos por los realistas, la ocu- 
pación directa y comercialización de ramos de la Real Hacienda, 
como el tabaco, y la permanente petición de donativos y préstamos 
graciosos a la Iglesia. 


30 “Declaración de don Juan Aldama”, documento 37, en J. E. Hernández y Dávalos, 
Historia de la guerra..., p.70. 

31 Luis Castillo Ledón, Hidalgo..., t. 1, p. 107. 

32 Arturo Rodríguez Zetina, Zamora..., p. 679-681. 
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La idea que Miguel Hidalgo tenía de aquella lucha armada como 
necesariamente popular y masiva llevó, de manera inevitable, a que 
ésta adquiriese los rasgos que tuvo en los primeros diez meses de su 
desarrollo: el robo, el saqueo y el pillaje, según he podido ejempli- 
ficar en varios casos. Además, la mayoría de los seguidores del cura 
de Dolores buscaban el atractivo del pago, para lo cual era preciso 
cotidiana y permanentemente hacerse de dinero en efectivo. 

Finalizo este texto señalando que desde los primeros días del 
movimiento insurgente hubo dos responsables de los dineros mane- 
Jados por el bando rebelde: el ya varias veces citado Juan Aldama, 
encargado de los pagos a los que se iban incorporando día a día a 
cambio del peso o cuatro reales prometidos, y el medio hermano 
del cura de Dolores, don Mariano Hidalgo, nombrado “tesorero del 
ejército independiente” desde la madrugada del 16 de septiembre 
de 1810: 

Aunque no se ha mencionado con detalle el papel que desem- 
peñó Mariano Hidalgo en el movimiento, es posible que él fuera el 
responsable de todo el avituallamiento de la tropa y del destino de 
las municiones y armas que se decomisaban al enemigo. También es 
posible que él fuera el encargado del manejo de los dineros que 
algunos caudillos llevaron a la lucha y que de su mano saliesen las 
partidas que Aldama entregaba a la hueste, como refirió este mismo 
insurgente cuando el comisionado Ángel Avella le preguntó sobre 
qué cantidades había percibido “durante la insurrección por razón 
de sueldos, gratificaciones o de cualquiera otra manera”, respon- 
diendo “que nunca ha percibido cantidad alguna por tal razón. Que 
los primeros días que entró en la insurrección se mantuvo con dos- 
cientos pesos que sacó de su casa, hasta que el señor conde de la 
Cadena entró en San Miguel el Grande; que el Lic. Su hermano don 
Ignacio se vino huyendo a reunirse con el declarante y trajo ocho 
mil pesos suyos propios, los cuales pusieron en el fondo común del 


ejército y de allí fueron tomando para sus gastos”.** 


33 Lucas Alamán, Historia de Méjico..., t. L, p. 246; Alejandro Villaseñor y Villaseñor, 
Biografías de los héroes y caudillos de la independencia, México, Jus, 1963, t. 1, p. 64. 

3 «Declaración de don Juan Aldama”, documento 37, en J. E. Hernández y Dávalos, 
Historia de la guerra..., t.1, p. 70. 
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GUADALUPE VILLA GUERRERO 
Instituto de Investigaciones Doctor José María Luis Mora 


El principio 


Cuando Francisco I. Madero llamó a las armas mediante el Plan de 
San Luis, dejó claro que la suya era una lucha democrática en contra 
del gobierno de Porfirio Díaz, cuyo propósito estaba encaminado a 
arrojarlo del poder. Como es sabido, Madero designó el domingo 
20 de noviembre de 1910 para que de las 6 de la tarde en adelante 
todas las poblaciones de la República se levantaran en armas. Los 
pueblos retirados de las vías de comunicación lo debían hacer desde 
la víspera. 

El cuerpo del plan tenía once artículos y cuatro transitorios; el 
artículo 8” señalaba que las leyes de la guerra serían observadas 
de manera rigurosa, y se llamaba especialmente la atención sobre 
las prohibiciones relativas a no usar balas expansivas ni fusilar a los 
prisioneros. El 11? asentaba que para los gastos de la guerra se con- 
tratarían empréstitos voluntarios o forzosos y, en este último caso, 
sólo con ciudadanos o instituciones nacionales. Se llevaría una rigu- 
rosa cuenta y se otorgarían recibos para que al triunfo de la revolu- 
ción los prestamistas recibieran de vuelta su dinero. En el artículo 
transitorio “D” se expresaba, como requisito indispensable en las 
leyes de la guerra, que las tropas beligerantes vistieran algún uni- 
forme o portaran un distintivo y, como sería difícil uniformar a las 
numerosas fuerzas del pueblo que participarían en la contienda, se 
adoptaría como insignia un listón tricolor en el sombrero o en el 
brazo. Estas insuficientes previsiones habrían de dificultar la buena 
marcha del movimiento, porque faltó contar con un servicio sanita- 
rio que atendiera a los heridos y una intendencia que estuviera al 
tanto del abastecimiento alimenticio de las tropas. 
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Los primeros tropiezos durante la batalla de Ciudad Juárez, en 
1911, tuvieron que ver con la Cruz Roja Mexicana, lo que se negó a 
velar por los rebeldes heridos, al considerar que su lucha no era vis- 
ta con simpatía. Por tanto, quien se encargó de recogerlos y trasla- 
darlos a hospitales en El Paso, “Texas, fue la Cruz Roja Norteameri- 
cana. Esta situación anómala hizo que muchos estudiantes de 
medicina se organizaran y fueran a prestar sus servicios al norte. Lue- 
go se estableció la Cruz Blanca Neutral y tiempo después la Cruz Roja 
Mexicana cumplió con la neutralidad que señalaban sus estatutos. 

Por otra parte, en aquella plaza fronteriza hubo carencia abso- 
luta de víveres y, no obstante que la vecina ciudad de El Paso podía 
brindarles algunos elementos de boca, la estrecha vigilancia impi- 
dió el abastecimiento de artículos de primera necesidad. Con gran- 
des rodeos y esfuerzos para no ser sorprendidos por avanzadas 
federales, los revolucionarios pudieron conseguir pequeñas cantl- 
dades de harina, azúcar, café, maíz y algún ganado, que fueron 
rápidamente consumidos. Cuando la plaza cayó en poder de los 
maderistas el 10 de mayo de 1911, los prisioneros federales fueron 
internados en diversos edificios, puesto que la cárcel resultó insu- 
ficiente. A Francisco Villa correspondió mandar fabricar todo el pan 
posible para alimentar a los derrotados, a quienes también procuró 
barriles con agua, pues era lo único que había para darles: “Creí de 
mi deber y como vencedor —expresó Villa— atender primero a los 
vencidos: tal fue la gratitud con que me aclamaron al ver que les 
llevaba de comer”.' 

A nueve oficiales federales Villa se los llevó a El Paso, Texas, 
donde según sus propias palabras comieron en la mayor fraternidad 
y como buenos amigos, para después regresar a Juárez. Los pronós- 
ticos de que los oficiales no volverían habían sido casi unánimes en 
el campo revolucionario; no obstante, aquellos fueron fieles a su 
palabra de honor y regresaron a su cautiverio en vez de haber apro- 
vechado la ocasión para quedarse en territorio extranjero, de donde 
su anfitrión no los hubiera podido sacar. 

Obviamente antes de irse con los oficiales, el entonces coronel 
atendió a sus soldados, señalando que: 


| Guadalupe Villa y Rosa Helia (comp.), Pancho Villa. Retrato autobiográfico, 1894-1914, 
México, Taurus/Universidad Nacional Autónoma de México, 2003. 
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Desde los primeros tiempos de mi carrera de soldado del pueblo, sen- 
tía yo y practicaba el principio de que en la guerra “los últimos deben 
ser los primeros”; que es la tropa, esa valiente y abnegada “carne de 
cañón”, la que conquista los grados a su comandante, la que ciñe los 
laureles a la frente del capitán, la que en vida o en muerte es siempre 
anónima [...] Todo lo mejor para el soldado; para él los primeros ali- 
mentos, para él los primeros zapatos; para él los primeros haberes, 
para él los mejores agasajos. ¡Pobrecitos! ¿Qué otra compensación tie- 
nen en la guerra si no es el cariño y la devoción de sus jefes? General 
que no ama a su tropa, que no la cuida, que no se desvela por ella, que 
no se sacrifica, no es general ni merece serlo: por él no se dejará matar 
un solo hombre; por él no luchará, sino que huirá en el primer mo- 
mento en que pueda [...] [A los soldados] los amo con ternura de padre 
[...] y cada hombre de los míos que cae, es una puñalada que recibo en 
las entrañas. ¡Pobrecitos! ¡Las guerras las provocan los réprobos, las 
hacemos los ignorantes y las aprovechan los gabinetes!* 


Como es lógico suponer, esta primera etapa de la revolución 
sirvió de enseñanza para lo que vendría después. Prácticamente el 
financiamiento de la guerra corrió, en buena medida, a cargo de la 
familia Madero, aunque hubo rumores de que la Standard Oil había 
prestado valiosos servicios al movimiento. La buena relación de los 
Estados Unidos con Madero llegó a su fin en 1912. En este sentido 
hace falta investigar más a fondo qué fue lo que ocurrió, ya que las 
medidas antinorteamericanas tomadas por Madero fueron mínimas. 
Decretó un pequeño impuesto al petróleo crudo y se despidió a los 
empleados estadounidenses de los ferrocarriles nacionales que no 
hablaban español. Por otra parte intentó, sin éxito, obtener emprés- 
titos europeos. “Los bancos europeos se negaron en 1911-1912 a 
manejar bonos mexicanos y hubo que confiar el asunto a la banca 

2-3 


de Speyer en los Estados Unidos”. 


Villa y la revolución constitucionalista 


Cuando inició el movimiento constitucionalista, luego de los asesi- 
natos de Francisco 1. Madero y José María Pino Suárez, según cuenta 


2 Ibid., p. 445. 
3 Friedrich Katz, La guerra secreta en México, t. , México, Era, 1982. 
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Juan Barragán,* Venustiano Carranza —gobernador de Coahuila— 
disponía para gastos de guerra de 48000 pesos, pertenecientes a 
la tesorería estatal, y 75000 pesos de un préstamo reunido entre 
la sucursal del Banco Nacional de México, el Banco de Coahuila, la 
sucursal del Banco de Nuevo León y la casa Guillermo Purcell y Cía., 
además de que un decreto del Congreso estatal, del 18 de febrero 
de 1913, lo había facultado para contratar un empréstito hasta por 
300000 pesos. 

La intención de los revolucionarios de adquirir armamento en 
Estados Unidos con parte del dinero obtenido, se vio frustrada por- 
que las autoridades norteamericanas habían facilitado la importa- 
ción de efectos bélicos al general “Trucy Aubert, jefe de las fuerzas 
huertistas. Carranza dirigió un mensaje al presidente Woodrow Wil- 
son en el que subrayaba el hecho de que el régimen de Huerta no 
había sido reconocido por aquel gobierno y, sin embargo, tenía ac- 
ceso irrestricto al armamento. Estimaba que debía de colocarse a 
Huerta en condiciones inferiores a las que se hallaba colocado él 
como gobernador de Coahuila y jefe de todas las fuerzas constitucio- 
nalistas de la República, mismas que habían desconocido al gobierno 
emanado de una asonada militar. Por tal motivo, si Estados Unidos 
permitía la introducción de armas y parque para el ejército federal, 
igual concesión debía hacerse al gobierno constitucional de Coahui- 
la y a los jefes que luchaban por el establecimiento del orden legal 
en México. Carranza no pedía prohibir la venta de armas a Huerta; 
su solicitud era que a los constitucionalistas también se les facilitara 
la compra para quedar en igualdad de circunstancias. Se disculpaba 
con Wilson por escribirle directamente y no por conducto del minis- 
tro de Relaciones Exteriores, toda vez que desconocía la legitimidad 
del gobierno de Victoriano Huerta. 

La diputación del estado de Coahuila aceptó y secundó el Plan 
de Guadalupe (26 de marzo de 1913) el 19 de abril de 1913. El 18 del 
mismo mes dio inicio una convención en Monclova, de la que salie- 
ron los siguientes acuerdos: 


1 Juan Barragán, Historia del Ejército Constitucionalista, México, Instituto Nacional de 
Estudios Históricos de la Revolución Mexicana/Comisión Nacional para las Celebraciones del 
175 Aniversario de la Independencia Nacional y 75 Aniversario de la Revolución Mexicana, 
1985; “Decreto expedido por Carranza en Piedras Negras, Coahuila, el 26 de abril de 1913”, 
en ibid., p. 183-184. 
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I. Los estados de Sonora, Chihuahua y Coahuila formarían un solo 
ejército para combatir el crimen y la usurpación de Victoriano 
Huerta, quedando desde entonces subordinados a la primera 
jefatura. 

II. Aceptación del Plan de Guadalupe para normar el movimiento y 
luchar por la restauración del régimen constitucional. 
III. Reconocimiento de Carranza como primer jefe del Ejército Cons- 
titucionalista 


El mismo mes de abril —el día 26— se dio a conocer el decreto 
que autorizó la creación de una deuda interior de 5000000 de 
pesos, para lo cual se emitieron billetes de circulación forzosa en 
denominaciones de 1, 5, 10, 20, 50 y 100 pesos, distinguiéndose 
cada serie con las letras A, B, C, D, E y E respectivamente. “Toda vez 
que los billetes serían de curso forzoso, los habitantes estaban obli- 
gados a admitirlos como moneda de curso legal en toda clase de 
operaciones civiles y militares, bajo pena de uno a seis meses de arres- 
to. Si las necesidades de la guerra lo demandaran podría autorizar- 
se una nueva emisión. Tan luego quedara restablecido el orden cons- 
titucional en el país se expedirían las leyes que fijarían el modo de 
redimir el valor de los billetes emitidos y los plazos para su pago.? 

Por otra parte, Carranza previno a los jefes con mando de fuer- 
za para que evitaran disponer de cualquier clase de bienes pertene- 
cientes a extranjeros. Sólo en casos de necesidad extrema, y cuando 
la medida quedara verdaderamente justificada, se podría disponer 
de víveres y aprovisionamiento para tropas. 

Finalmente, para reforzar algunos de los acuerdos tomados en 
Monclova el 18 de abril Carranza organizó (4 de julio de 1913) el 
Ejército Constitucionalista en siete cuerpos de ejército, lo que sirvió 
para fijar los lineamientos de la organización militar. Los cuerpos se 
denominaron: 


e Cuerpo del Ejército del Noroeste, conformado con fuerzas de los 
estados de Sonora, Chihuahua, Durango, Sinaloa y Territorio de la 
Baja California; 

e Cuerpo del Ejército del Noreste, con fuerzas de los estados de 
Coahuila, Nuevo León y Tamaulipas; 

e Cuerpo del Ejército de Oriente: Puebla, Tlaxcala y Veracruz; 


5 


Decreto expedido por Carranza en Piedras Negras, Coahuila, el 26 de abril de 1913”, 
en Juan Barragán, Historia del Ejército..., p. 183-184. 
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e Cuerpo del Ejército de Occidente: Jalisco, Colima, Michoacán y 
Territorio de Tepic; 

e Cuerpo del Ejército del Centro: Zacatecas, Aguascalientes, San Luis 
Potosí, Guanajuato, Querétaro, Hidalgo y México; 
Cuerpo del Ejército del Sur: Morelos, Guerrero y Oaxaca; y 
Cuerpo del Ejército del Sureste: Yucatán, Campeche, Tabasco y 
Chiapas. 


El armamento con que se contaba para la lucha era completa- 
mente disímbolo, pues predominaban las carabinas 30-30 Winches- 
ter y los antiguos Remington de 11 y 13 milímetros, y también había 
fusiles Máuser de 7 milímetros. Las municiones no abundaban. La 
artillería contaba con cañones de 90 milímetros y una batería de 
ametralladoras. Obviamente esto era un desastre, urgía el dinero 
para tratar de homogeneizar el material de guerra, ya que era muy 
complicado abastecer municiones de tan distinto calibre. 

En un telegrama fechado en Canatlán, Durango, el 10 de agos- 
to de 1913, Carranza expresó: 


Ha llegado a mi conocimiento que algunos jefes y oficiales constitucio- 
nalistas que operan en [Durango] no han expedido constancia a los 
interesados por las armas, municiones de boca y guerra y efectos que 
han pedido para el sostenimiento de la causa. Se previene a los Jefes 
y Oficiales citados que extiendan recibos a los interesados que lo soli- 
citen de aquello que ya les hubiere sido proporcionado y en lo sucesivo 
lo extiendan al recibir lo que se les facilite. Cuartel general en Cana- 
tlán, Durango, a 10 de agosto de 1913.* 


Carranza salió rumbo a Sonora a mediados de agosto de 1913 y 
el 24 de septiembre el ayuntamiento de Hermosillo celebró una 
sesión especial para recibirlo. Ahí pronunció un discurso en el que 
subrayaba que la revolución no tenía por única finalidad la derrota 
de Victoriano Huerta sino que su propósito iba más allá. “Quiero 
—dijo Carranza— aunque sea someramente expresar mis ideas po- 
líticas y sociales [...] se verá que el origen de nuestra revolución fue 
una tiranía de 30 años, un cuartelazo y un doble asesinato”.” Ense- 
guida hizo un llamamiento a todos los ciudadanos para que se pu- 
sieran a altura de sus obligaciones cívicas: 


¿Juan Barragán, Historia del Ejército..., p. 211. 
Ibid., p. 215. 
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El Plan de Guadalupe es un llamado patriótico [...] pero sepa el pueblo 
que terminada la lucha armada tendrá que principiar la lucha social, 
la lucha de clases, queramos o no queramos [...] y opónganse las fuer- 
zas que se opongan, las nuevas ideas sociales tendrán que imponerse 
en nuestras masas: establecer la justicia, buscar la igualdad, la desapa- 
rición de los poderosos, para establecer el equilibrio de la conciencia 
nacional. "Tendremos que removerlo todo. Crear una nueva constitu- 
ción cuya acción benéfica sobre las masas, nada ni nadie, pueda evitar. 
Cambiaremos todo el actual sistema bancario, evitando el inmoral 
monopolio de las empresas particulares que han absorbido por cientos 
de años todas las riquezas públicas y privadas de México. Ya hemos 
evitado la emisión, o el derecho de emisión de papel moneda por 
bancos particulares, que debe ser privilegio exclusivo de la Nación. Al 
triunfo de la revolución, ésta establecerá el Banco Único, el Banco del 
Estado, lográndose la desaparición de toda institución bancaria que no 
sea controlada por el gobierno. Las leyes que favorezcan al campesino 
y al obrero serán promulgadas por ellos mismos, puesto que serán 
quienes triunfen en esta lucha reivindicadora y social. Las reformas se 
irán poniendo en práctica conforme la revolución avance hacia el sur, 
abriendo una nueva era para la República. Ésta es la revolución, seño- 
res, tal cual yo la entiendo.* 


En Hermosillo quedó establecida, desde septiembre de 1913, la 
residencia de la primera jefatura y el primero de los gabinetes del 
gobierno constitucionalista. El mismo mes, los principales coman- 
dantes militares de Durango y Chihuahua se reunieron en Jiménez 
y eligieron a Villa para que los encabezara en una expedición cuyo 
objetivo sería la toma de Torreón, una de las ciudades más ricas del 
norte e importante centro ferrocarrilero. Su captura les permitiría 
bloquear el abastecimiento de las fuerzas federales, al tiempo que les 
proporcionaría pertrechos y dinero. Pero sin duda, la posibilidad de 
formar un gran contingente, fuerte y poderoso, integrado con los 
hombres de la zona lagunera y los de otras partes del norte, fue fac- 
tor definitivo en la aceptación del liderazgo de Villa. Para los revolu- 
cionarios de Chihuahua, la toma de Torreón era tan importante 
como para los de La Laguna y otras partes de Durango, ya que todos 
los refuerzos que iban del centro de México a Chihuahua pasaban 
por esa ciudad. Los grandes recursos financieros que esperaban ad- 
quirir le permitirían a Villa armar y equipar a su creciente ejército. 


8 Ibid., p. 217-218. 
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Los problemas que militarmente enfrentaba Villa eran de gran- 
des proporciones. Contaba con un ejército regular de 10000 hom- 
bres, muchos de ellos mal armados, indisciplinados y con las lealta- 
des no muy bien definidas entre sus jefes inmediatos y el mando 
central. Tenían que ser integrados, entrenados, armados, alimenta- 
dos y vestidos, en una situación cada vez más precaria. De ahí que 
la única manera de asegurar su control sobre Chihuahua era domi- 
nando Torreón. 

Durante las primeras semanas en las que Villa gobernó Chi- 
huahua puso en marcha una política que le permitió solucionar al- 
gunas de las dificultades más inmediatas: ganarse el apoyo de la 
gente y obtener los medios necesarios para transformar a la División 
del Norte en un gran ejército. En diciembre de 1913 confiscó las 
tierras y propiedades pertenecientes a los más connotados terrate- 
nientes de Chihuahua —Terrazas, Creel, Falomir y Cuilty—. En 
cambio, no tocó las pertenencias extranjeras ni les aumentó los im- 
puestos. En el corto plazo, las ganancias que producían las tierras 
confiscadas estarían destinadas a la hacienda pública —en realidad, 
al ejército— y a pagar pensiones a viudas y huérfanos de revolucio- 
narios. A largo plazo, tras la victoria, habrían de promulgarse leyes 
que modificarían el régimen de propiedad agraria. Una parte de la 
tierra sería dividida entre los veteranos; otra sería devuelta a los 
propietarios originales y una tercera parte permanecería a disposi- 
ción del estado, con el objetivo de cubrir las pensiones de viudas y 
huérfanos. Hasta la victoria final de la revolución, las tierras serían 
administradas por el Banco del Estado de Chihuahua. 

En algunos aspectos —dice Katz—, estas medidas no fueron muy 
distintas de las que tomaron otros jefes revolucionarios en diferentes 
partes de México. No obstante la oposición inicial de Carranza, los 
revolucionarios ocuparon haciendas y propiedades de los enemi- 
gos de la revolución y utilizaban las ganancias para financiar los 
costos de la lucha armada. Al confiscar las inmensas propiedades de 
los Terrazas, Villa pudo comercializar el ganado en el mercado es- 
tadounidense. 

Además de las propiedades agrarias, Villa obtuvo de Luis Terra- 
zas, hijo, la suma de 590000 pesos oro nacional que estaban ocultos 
en una columna del Banco de Chihuahua. Guardó la mayor parte y 
distribuyó una porción entre sus generales. Le dijo a Luis Aguirre 
Benavides, su secretario, que tomara 10000 pesos para él: “Si nos 
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ha de llevar la chingada en esta aventura en la que usted también se 
la juega, no está bien que deje a los suyos en el desamparo”.? 

En febrero de 1914, durante la estancia de Venustiano Carran- 
za en Culiacán recibió la noticia de que el presidente Wilson había 
permitido la libre importación de armas para México, hecho que 
causó gran satisfacción porque quedaban en posibilidad de intro- 
ducir al país cuantos pertrechos fueran necesarios para las fuerzas 
constitucionalistas. Hasta entonces, los traficantes eran los que ha- 
bían hecho un gran negocio pues el armamento lo cobraban a pre- 
cio de oro. 

Con la finalidad de invertir importantes sumas para abastecer- 
se de mayores elementos bélicos, Carranza aumentó el importe de 
la deuda —decreto del 26 de abril de 1913— hasta por 30000000 
de pesos, mediante la emisión de billetes de circulación forzosa. En 
enero de 1914, Villa le pidió a Carranza le remisión de 5000000 en 
billetes constitucionalistas con el propósito de establecer un banco 
en Chihuahua que ayudara a dinamizar los negocios. En otro tele- 
grama Villa manifestaba a Carranza tener millares de cartuchos de 
cañón, vacíos, listos para ser llenados con pólvora blanca. Conside- 
raba que las 38 piezas de artillería en su poder le permitirían bom- 
bardear cualquier población en dos horas. Asimismo le informaba 
haber distribuido, entre diversas brigadas, los rifles quitados en Oji- 
naga a los federales, no obstante lo cual había aún gente en espera 
de armamento y municiones. 

Villa manifestó la necesidad de que la primera jefatura cubriera 
sus requerimientos de cartuchos para poder marchar sobre Torreón 
y solicitaba al mismo tiempo, entre otras cosas, la libre importación 
de café, azúcar, arroz, carnes frías enlatadas, manteca, jabón y sal. 
“No hay nada aquí [y] aunque las entradas de aduana nos hacen 
mucha falta, el estado está en ruina y todos sufrimos parejo. Ni yo 
ni mis oficiales y jefes tenemos injerencia en el comercio, sólo me 
interesa el bienestar del Estado, pues no me han preocupado nunca 
las riquezas”.'” Carranza respondió que ya ordenaba la exención de 
impuestos a los artículos enumerados y se daba por enterado de que 
él, Villa, no estaba en posibilidad de enviarle armas. Para la segunda 


% Luis Aguirre Benavides, De Francisco 1. Madero a Francisco Villa. Memorias de un revolu- 
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toma de Torreón, Villa ya contaba con una brigada sanitaria bajo el 
mando del doctor coronel Andrés Villarreal. La Brigada Sanitaria 
de la División del Norte, o Cruz Azul, contaba con numeroso y efi- 
ciente personal de médicos, enfermeros, camilleros y farmacéuticos, 
y llevaba, además, una vasta dotación de medicinas e instrumentos 
quirúrgicos. 

No obstante la penuria económica de los primeros tiempos, Vi- 
lla pudo financiar su lucha a través de diversas medidas. Por ejem- 
plo, el pago que le hizo la Mutual Film Co., por el contrato de ex- 
clusividad para filmar sus batallas y su vida, sirvió para adquirir 
uniformes para sus “muchachitos”. También se valió de empréstitos, 
voluntarios o forzosos, nacionales y extranjeros. Emitió papel mo- 
neda; confiscó propiedades de enemigos de la revolución y las ad- 
ministró para mantener la planta productiva; comercializó ganado 
y algodón; obtuvo donativos y realizó funciones de peleas de gallos 
y otros espectáculos, cuyos ingresos fueron para beneficio de sus 
hombres. Asimismo, utilizó fondos provenientes de las aduanas, Ha- 
cienda y municipios. 

Como es obvio suponer, la revolución se financió a través de 
canales legales e ilegales. Fue la suma de todo ello para poder man- 
tener la guerra dentro y fuera de México —representantes ante el 
gobierno de los Estados Unidos y otros emisarios—, para reconstruir 
lo destruido, y sobre todo, mantener alimentados a hombres y bes- 
tias de carga, para contar con un eficiente servicio sanitario y, desde 
luego, evitar la falta de haberes entre los combatientes y proporcio- 
narles ropa, calzado, armas y municiones. Diversas firmas europeas 
disputaban el mercado mexicano para el suministro de armas: la 
fábrica Krupp (Alemania), artillería; Mauser (Alemania), rifles; y 
Saint Chamond (Francia), artillería. 


La autonomía de Villa 


Pancho Villa, cuya base era el estado de Chihuahua, reconoció ofi- 
cialmente la dirección de Carranza, no obstante lo cual desarrolló 
una gran autonomía. En las zonas controladas por sus fuerzas ex- 
propió y expulsó, en 1914, a muchos españoles por el apoyo econó- 
mico que habían brindado a Victoriano Huerta. Los ingresos prove- 
nientes de los bienes expropiados fueron utilizados por Villa de 
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acuerdo con sus objetivos. La mayoría de los antiguos administra- 
dores permaneció en sus puestos y, en principio, se mantuvieron los 
acuerdos de arrendamiento existentes. Una tercera parte de las ha- 
ciendas se puso bajo control de dirigentes revolucionarios y el go- 
bierno del estado se encargó de la administración del resto. 

La administración obedeció a consideraciones militares, pero 
también a la problemática del abasto en Chihuahua. Los revolucio- 
narios solían distribuir importantes cantidades de víveres entre los 
desempleados y los hambrientos. Además era característica de Villa 
atender generosamente a orfelinatos y asilos de niños y, el tiempo 
que dominó Chihuahua, fundó un importante número de escuelas. 
Pero, a diferencia de la mayoría de los revolucionarios agrarios del 
siglo XX, él no estableció ninguna organización política que consti- 
tuyera la base de su poder. Gobernó a través de su ejército y de una 
compleja red de patronazgo y fidelidad personal, impulsado gracias 
a su carismática personalidad. Nadie en aquel entonces pudo, como 
bien ha señalado Katz, igualar la atracción que ejercía sobre las ma- 
sas y la autoridad de que gozaba. 


Las discrepancias entre Villa y Carranza 


El entendimiento y la aplicación de las políticas sociales de Villa 
fueron distintos de los de Carranza. Aún cuando el primer jefe había 
permitido la confiscación temporal de las haciendas, se negó a es- 
tablecer cualquier relación entre la intervención de las haciendas y 
la reforma agraria. En 1914 Carranza estableció una administración 
central para las haciendas confiscadas, cuyo objetivo principal era 
devolverlas a sus antiguos dueños. 

Villa creó la Administración General de Bienes Confiscados para 
el control administrativo de las haciendas. Las diferentes maneras 
de entender y aplicar las políticas sociales fueron las causantes de 
tensar cada vez más las relaciones entre ambos líderes. Los recursos 
que le proporcionaron a Villa las tierras expropiadas le permitieron 
poner en pie un poderoso y bien pertrechado ejército. Pudo hacer 
compras masivas de armamento en Estados Unidos y pagar a su 
gente con dinero en efectivo. 

Entre 1913 y 1914, la División del Norte constituyó la principal 
fuerza de la revolución y a él se debió la derrota de Huerta. En Chi- 
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huahua durante los dos años del gobierno de Villa, gracias a los 
subsidios otorgados, los productos de primera necesidad se mantu- 
vieron bajos, el desempleo desapareció y el desarrollo económico 
cobró nuevo impulso. Miles de hombres encontraron en la guerra 
un trabajo remunerado y estable. Los diversos factores que contri- 
buyeron a la prosperidad de las zonas controladas por Villa, y que 
le dieron una importante base social, duraron poco. En la segunda 
mitad de 1914 los gastos de guerra aumentaron tanto que Villa y los 
demás jefes revolucionarios imprimieron cantidades cada vez mayo- 
res de papel moneda para financiar la guerra. El resultado fue una 
inflación creciente y la escasez de mercancías y, sobre todo después 
de 1915, un descontento generalizado en la población. 

La diferencia entre las relaciones que mantuvieron Villa y Ca- 
rranza con los norteamericanos radicó en el grado de independen- 
cla que mantuvieron frente a ellos. De 1913 a 1915 ambos depen- 
dieron del armamento que podían conseguir en el país vecino. Con 
todo, las relaciones financieras de uno y otro con las empresas esta- 
dunidenses fueron de distinta naturaleza. Villa, gracias a la expropia- 
ción masiva de propiedades que hizo en Chihuahua y en la región 
lagunera, gozó de una situación financiera segura. Carranza, en 
cambio, obtuvo algunos de los recursos con base en acuerdos secre- 
tos y más tarde cobrando impuestos a las empresas extranjeras que 
operaban en la zona. El antagonismo entre Villa y Carranza se pre- 
cipitó en la Convención de Aguascalientes, donde el primer jefe fue 
desconocido y se nombró en su lugar a un presidente emanado de 
la Convención —Eulalio Gutiérrez— y a Villa, jefe del Ejército Con- 
vencionista. 

Carranza abandonó la ciudad de México y se fue a Veracruz, 
sitio custodiado por Cándido Aguilar —su yerno—, y donde tenía 
un fuerte apoyo económico que aventajaba a sus adversarios. El 
dominio sobre las zonas petroleras y el puerto de Veracruz le pro- 
porcionó considerables ingresos. Las leyes que Carranza expidió 
—entre las que destaca la ley agraria del 6 de enero de 1915— in- 
clinaron la balanza a su favor y restó un gran capital social a los 
ejércitos populares. 

Por otra parte, el gobierno de la Convención no representaba ya 
ningún poder real. Eulalio Gutiérrez había huido de la ciudad de 
México, luego de haber sido descubierto en sus maniobras para 
acercarse a Obregón y, con su apoyo, librarse de Villa. Además, las 
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discrepancias entre los miembros de la Convención se profundizan- 
do poco a poco, y más aún entre los delegados del norte y del sur. 

Hasta la primera derrota militar de Villa en el Bajío, no se hizo 
ningún intento de instrumentar una reforma agraria en el estado de 
Chihuahua. Un reparto inmediato de tierras habría reducido de ma- 
nera drástica los ingresos de Villa y, probablemente, muchos solda- 
dos habrían abandonado el frente de batalla para reclamar tierras 
y luego trabajarlas. El dinero producido por las haciendas expro- 
pladas era necesario para mantener a la población y para financiar 
la guerra. Este último motivo se volvió cada vez más importante, 
ya que la situación económica del movimiento villista iba en franca 
picada. Los ingresos en divisas extranjeras disminuían de forma 
notable debido a que las ventas de ganado y algodón a Estados 
Unidos, fuente de dichos ingresos, prácticamente se agotaron. Por 
otra parte, el precio de las armas y municiones norteamericanas 
estaban al alza desde 1914, debido al estallido de la Primera Guerra 
Mundial. 

En mayo de 1915, Villa expidió una amplia ley agraria. Antonio 
Díaz Soto y Gama definió el espíritu de la ley de la siguiente manera: 


Muy distinta era y es, en verdad, la concepción agraria de los hombres 
del Norte, comparada con la manera como los del Sur entendían el 
problema. Para el Sur la principal preocupación era la restitución y 
dotación de las tierras comunales a los pueblos. Así lo confirma el Plan 
de Ayala, traducción fiel del pensamiento suriano. Para los norteños la 
solución radicaba en el fraccionamiento de los enormes latifundios y 
en la creación de gran número de pequeñas propiedades, con la ex- 
tensión suficiente para soportar el costo de una buena explotación 
agrícola, realizada con recursos suficientes para garantizar abundante 
producción y perspectivas de progreso. Se aspiraba, por tanto, no a la 
parcela paupérrima del ejido, sino a la posesión de una unidad agrí- 
cola que mereciera el nombre de rancho.'' 


La reforma agraria que planeó Villa en los últimos meses en que 
tuvo bajo su control la mayor parte del país nunca se llevó a cabo y, 
además, tuvo que enfrentar una creciente inflación de la que en 
parte era responsable pues él, como otros revolucionarios, jamás 
había vacilado en imprimir papel moneda para el financiamiento 
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de la revolución. El valor de los billetes de Villa descendió rápida- 
mente al entrar en circulación cantidades cada vez mayores de papel 
moneda. 

La escasez de alimentos y los saqueos a tiendas de abarrotes 
fueron una constante. Las manifestaciones de hambrientos y la cre- 
ciente inseguridad económica menguaron la popularidad de Villa 
entre la población. A fines de 1915, tanto el gobierno convencio- 
nista como la administración regional de Villa habían desapareci- 
do. En adelante, Villa seguiría una guerra de guerrillas por espacio 
de casi cinco años en contra de Venustiano Carranza, tiempo du- 
rante el cual no volvió a disponer de los abundantes recursos eco- 
nómicos con los que alguna vez contó, ni con armamento o medi- 
cinas. "Iraicionado por muchos de los hombres en los que confió, 
su lucha se centró en resistir el empuje de Carranza, sobrevivir y 
mantener la cohesión de los hombres que decidieron permanecer 
con él. En adelante, no habría más acceso legal al mercado nor- 
teamericano, disponiendo tan sólo del armamento que, con gran 
visión, pudo esconder en diversos lugares secretos del estado de 
Chihuahua. Pero ésa... es otra historia. 


UN PUEBLO EN ARMAS — 
EL FINANCIAMIENTO DE LA REVOLUCION AGRARIA 
EN TERRITORIO ZAPATISTA 


ÉDGAR ROJANO 
Facultad de Filosofía y Letras 
Universidad Nacional Autónoma de México 


Para Santiago y Carmina 


La madrugada del 11 de marzo de 1911 el pequeño poblado de Villa 
de Ayala, enclavado en el rico valle de Amilpas del estado de Morelos, 
despertó en alboroto; un grupo de vecinos, entre los que destacaba 
Emiliano Zapata, se había amotinado y desde el quiosco del pueblo 
se dio lectura, por primera vez en la entidad, al Plan de San Luis 
que llamaba a la revolución. Ahí mismo se lanzó el grito de guerra 
de los campesinos de Morelos: ¡abajo haciendas y vivan pueblos! 

El levantamiento campesino en Morelos era la continuación de 
una lucha histórica de los pueblos originarios por conservar sus 
tierras y aguas, la cual se agudizó desde finales del siglo XIX, cuan- 
do creció exponencialmente la industria azucarera en el estado. En 
muchos pueblos, como por ejemplo Anenecuilco —cuna del agra- 
rismo revolucionario—, los campesinos se organizaron para defen- 
der sus propiedades en los tribunales, aunque sin mucho éxito; con 
la puerta de la legalidad cerrada, el único camino que les quedó fue 
el de las armas. Durante casi una década las comunidades de Mo- 
relos —y de los estados circunvecinos que se afiliaron al zapatis- 
mo— trasladaron la naturaleza de la sociedad campesina al ámbi- 
to de la guerra, fortaleciendo de esta manera su movimiento y 
dándole viabilidad. 

Así las cosas, las siguientes líneas tienen como propósito hurgar 
en los mecanismos que utilizaron los pueblos para dar viabilidad a 
su lucha, los cuales pasaban necesariamente por sus fuentes de fi- 
nanciamiento, con la salvedad de que no se refiere sólo a la cuestión 
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monetaria —tal vez la menos importante al interior de la revolución 
agraria— sino más bien a aquellas prácticas que estaban más acordes 
con la naturaleza de las comunidades campesinas. 

Los pueblos fueron los que financiaron la guerra. El sentido 
comunitario de la lucha agrarista quedó plasmado desde el momen- 
to en que Emiliano Zapata fue electo como representante de Ane- 
necuilco para continuar con la defensa legal de sus tierras. Aquel 
12 de septiembre de 1909 la asamblea del pueblo estableció la ne- 
cesidad de reunir algún dinero para sufragar los gastos que impli- 
caban dichas gestiones, y se logró juntar al final del día 115 pesos. 
Una vez que estalló la revolución los pueblos continuaron bajo la 
misma dinámica. 

Como señala Arturo Warman, las “comunidades reaccionaron 
ajustando a la lucha armada las viejas estrategias de supervivencia 
que venían aplicando desde siempre”, y que se basaban en la pre- 
servación de la familia como núcleo básico pero, sobre todo, en el papel 
protagónico de la comunidad como “unidad eficiente de coopera- 
ción”, proveedora de hombres para la lucha y administradora de los 
distintos territorios en donde se desarrollaba la guerra.' 

Entendible resulta, entonces, el interés del general Emiliano 
Zapata por cuidar la relación con los pueblos; de esta manera, des- 
de el Cuartel General del Sur se emitieron diversas disposiciones 
para evitar —y, en su caso, castigar— los abusos. Por ejemplo, el 18 
de noviembre de 1913 emitió un decreto en el que establecía que 
estaba prohibido, de manera estricta, sacrificar ganado de la gen- 
te pobre o de los adictos a la causa; para la alimentación de las 
fuerzas libertadoras únicamente se podía echar mano del ganado de 
los enemigos de la revolución; y sólo fuerzas organizadas al mando 
de sus jefes respectivos podían matar animales. Aún más, se agre- 
gaba que exclusivamente cuando las fuerzas revolucionarias se en- 
contraran en un punto donde no se pudiera hallar ganado propio 
o que se careciera de otros víveres, se podría disponer de reses 
pertenecientes a los adictos a la causa, “pero siempre teniendo en 
cuenta que sean de personas que no se perjudiquen mucho, incu- 


| Arturo Warman, ...y venimos a contradecir. Los campesinos de Morelos y el Estado nacional, 
México, Secretaria de Educación Pública/Centro de Investigaciones y Estudios en Antropolo- 
gía Social, 1976, p. 129. 
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rriendo en una grave falta aquellos que no acaten esta orden supe- 
rior y quienes serán irremisiblemente castigados con severidad”.? 

Pero más allá de las formalidades de un decreto al que se debía 
observancia, la relación íntima entre revolucionarios y pueblos hacia 
necesario apelar a otras formas de convencimiento. El mismo Zapa- 
ta hablaba de pedir las cosas con “buenas palabras”, de “buena for- 
ma” y siempre “mostrando agradecimiento”. En el pedir estaba el 
dar, ésa era la política que seguían los jefes zapatistas. El general 
Julio A. Gómez, de Chilapa, Guerrero, estableció que las fuerzas li- 
bertadoras sólo tenían derecho a recurrir con “moderación y respe- 
to” al presidente municipal, a fin de que les proporcionara forraje 
para la caballada y raciones para sus fuerzas.? Un caso aún más 
elocuente, por lo cuidadoso de las formas, es el del general Timoteo 
Sánchez, quien solicitaba apoyo al ayudante municipal del Real de 
Huautla en estos términos: 


Tengo la honra de dirigir a usted el presente documento con el exclu- 
sivo fin de suplicarle encarecidamente para que se sirva reunir a los C. 
C. honrados vecinos de ese pueblo [...] y manifestarles que en virtud 
de las circunstancias actuales por que atraviesa la tropa me veo en la 
necesidad de solicitar de su ayuda contribuyendo con su grano de 
arena como buenos ciudadanos para que con la ayuda de ellos tengan 
los soldados que militan bajo mi mando la subsistencia para poder 
seguir luchando contra el enemigo [...] Por tanto, confío en usted y en 
los vecinos que no se negaran tenderme la mano hoy que necesito 
compartiéndome un auxilio de seis cargas de maíz, lo que espero me 
facilitarán con todo gusto y empeño. Para terminar recomiendo a usted 
de una manera especial se sirva ministrar a mis enviados alimentos y 
pasturas para sus caballos.* 


En términos generales los pueblos respondieron a las “amables 
peticiones” de los revolucionarios. Ayudaban con todo tipo de ali- 
mentos, que iban desde tortillas hasta carne obtenida del sacrificio 
de su ganado y animales de rancho; armas y sarapes; dinero, cuando 
lo había; suministraban forrajes para la caballada; y cultivaban sus 


? “Decreto Emiliano Zapata, 8 de noviembre de 1913”, Archivo General de la Nación, 
México (en adelante AGN), Genovevo de la O, caja 19, exp.7, f. 82. 

3 “Instrucciones para saber cómo proceder a la llegada de los pueblos, Julio A. Gómez, 
Chilapa, Gro., 9 de abril de 1914”, AGN, Genovevo de la O, caja 19, exp. 6, f. 6. 

1 “Correspondencia Timoteo Sánchez al ayudante municipal del Real de Huautla, 11 de 
marzo de 1918”, AGN, Genovevo de la O, caja 18, exp. 6, f. 34. 
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tierras —porque además de combatientes seguían siendo campesi- 
nos—, cuyas cosechas estaban a la disposición de la causa revolucio- 
naria. Cuando el asedio de las tropas federales sobre el territorio 
zapatista era muy fuerte y los alimentos escaseaban, muchos pacífi- 
cos se convirtieron en arrieros que se encargaban de abastecer nue- 
vamente a la tropa de maíz y demás enseres. Como recordaba años 
después un ex combatiente zapatista, él en lo individual no había 
hecho la Revolución sino el pueblo “porque si el pueblo no nos que- 
ría ayudar, no podíamos hacer nada”.* 

A pesar de que los vecinos prestaban su ayuda y se dictaban nor- 
mas para evitar los excesos, no faltaron los abusivos. Los habitantes 
de San Andrés Mitla se quejaban amargamente ante el general Za- 
pata de que, a pesar de que habían contribuido con dinero, caballos 
y armas, se cometían “abusos degradantes” como el robo de vestua- 
rio, implementos de labranza y ganado vacuno; es por ello que 


en esta virtud, atenta y respetuosamente le rogamos como Jefe Supre- 
mo, de dicha revolución y por el lema principal que invoca el Plan de 
Ayala, Justicia y si a bien lo tiene Ud. remediar este mal, que tanto nos 
extorsionan dichas fuerzas, impartiéndonos garantías tanto personal 
e intereses.? 


Los excesos de la tropa no eran una cuestión menor porque 
afectaban la relación con las comunidades, las cuales constituían la 
principal fuente de financiamiento. Como lo señala Francisco Pine- 
da, era primordial para la supervivencia cotidiana resolver el pro- 
blema del abastecimiento pero había que evitar, a toda costa, “que 
las necesidades militares se cubrieran por medio de préstamos for- 
zosos o el robo a las comunidades”.” 

Cuando los campesinos de Morelos decidieron lanzarse a la 
revolución, lo hicieron con los pocos recursos que tenían a su alcan- 
ce; pero una vez que rompieron con el presidente Francisco l. Ma- 
dero tuvieron que tomar las medidas necesarias para una guerra 


5 Entrevista con el general brigadier Tiburcio Cuéllar Montalvo, realizada por Eugenia 
Meyer el día 8 de marzo de 1973 en la ciudad de México, Instituto de Investigaciones Doctor 
José María Luis Mora, PHO/1/45. 

S “Correspondencia Higinio Aguilar a Emiliano Zapata, 30 de octubre de 1914, San 
Andrés Mitla”, AGN, Genovevo de la O, caja 2, exp. 3, f. 45. 

7 Francisco Pineda, La revolución del sux 1912-1914, México, Era, 2005, p. 109. 
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más formal y prolongada. En el artículo XI del Plan de Ayala los 
zapatistas dispusieron que, tal y como lo establecía el artículo XI del 
Plan de San Luis, para los gastos de guerra se dispondría de los 
fondos de las oficinas públicas los que, en caso de ser insuficientes, 
permitirían la contratación de empréstitos voluntarios o forzosos 
—estos últimos sólo con ciudadanos e instituciones nacionales—. 
Aún más, el artículo octavo del Plan Libertador de los hijos del 
Estado Morelos, agregaba que los hacendados, científicos o caciques 
que se opusieran directa o indirectamente a su realización serían 
castigados con la nacionalización de sus bienes, recursos que servi- 
rían para indemnizaciones de guerra, pensiones de viudas y huér- 
fanos de las víctimas. 

En este sentido, el general Genovevo de la O ordenó a sus jefes 
que se deberían de imponer “contribuciones de guerra” a las ne- 
gociaciones O propietarios que estuvieran en su zona, “siempre que 
éstos cuenten con capitales de importancia”, aclarando que el im- 
puesto sería más alto para los enemigos que para los “adictos a la 
causa revolucionaria”.* En otra disposición se agregaba que a los 
pueblos no se les debería exigir sumas de dinero, ya que solamen- 
te podrían ayudar con alimentos para la tropa y pasturas para la 
caballada. 

Los hacendados fueron precisamente los primeros en pagar el 
impuesto de guerra, pero no sólo porque fueran enemigos declara- 
dos de la revolución, sino porque eran los únicos que tenían recursos 
para financiar el movimiento campesino. Así, el 1? de noviembre de 
1912 los zapatistas fijaron un impuesto semanal para cada hacienda 
de Morelos y del suroeste de Puebla, y previendo la negativa de los 
dueños se les amenazó con que, de no cumplir con la disposición, 
sus cañaverales serían quemados; unas semanas después se conoció 
la respuesta de los propietarios de haciendas pues los rebeldes in- 
cendiaron los campos de Atlihuayan, Chinameca, Tenango, Treinta, 
Santa Inés, San José y San Gabriel.? En otra medida similar, el ge- 
neral Zapata dispuso que se les impusieran contribuciones de guerra 
“de acuerdo a la importancia de sus propiedades”, y que cada vez 


8 “Bando, Genovevo de la O, 28 de julio de 1913”, AGN, Genovevo de la O, caja 19, 
exp. 7,f. 14. 

% John Womack, Zapata y la Revolución Mexicana, México, Secretaria de Educación Públi- 
ca/Siglo XXI, 1989, p. 153. 
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que hubiera necesidad de sacrificar reses para alimentar a las tropas 
se hiciera con ganado de las haciendas.!" Si bien es cierto que algu- 
nos llegaron a pagar sus impuestos de guerra, resultó un ingreso 
irregular, que se agotó una vez que se intensificó la revolución con 
la consecuente destrucción de las haciendas. 

A pesar de que la industria azucarera languidecía, en algún mo- 
mento el general Zapata concibió, junto con Manuel Palafox, su 
ministro de Agricultura, la idea de poner en marcha los ingenios, 
aunque bajo una óptica distinta a la empresa particular, es decir, 
como un servicio público. En esto que Adolfo Gilly llamó la “comu- 
na de Morelos”, a principios de marzo de 1914 se pusieron en mar- 
cha cuatro ingenios: Temixco, Hospital, Atlihuayán y Zacatepec. Las 
escasas ganancias que se obtuvieron fueron entregadas al cuartel 
general para sufragar los gastos en hospitales, cuarteles, ayudar a 
las columnas ambulantes y socorrer a las viudas de los revoluciona- 
rios muertos en campaña.'' 

Conforme avanzaba la guerra y desaparecían los pocos recursos 
de las haciendas, el financiamiento se convirtió en un serio proble- 
ma que se trató de resolver por distintos medios. Por ejemplo, se 
decretó un impuesto mensual a los fabricantes de mezcal de la re- 
gión de Tixtla, Guerrero, con lo que se preveía atender “debidamen- 
te” el pago de haberes de las fuerzas insurgentes, costear la impre- 
sión de manifiestos y hacer las erogaciones respectivas para la 
fundición de cañones y acopio de bombas, “metrallas” o granadas. 
Un caso más fue el de los encargados de explotar los alambiques de 
esencia de linolué, a los que en un primer momento se les pedía que 
“aun cuando sea una cosa moderada, pero que ayuden a la Revolu- 
ción con el pago de impuestos”. La situación cambió con el paso de 
los meses ya que se les fijó un impuesto mensual de diez pesos por 
alambique, estableciéndose además que aquella persona que no 
cumpliera con sus obligaciones dejaría de usufructuar el alambique, 
el cual pasaría a manos de otro concesionario que se comprometiera 
a cubrir el impuesto respectivo.'? 


10 “Instrucciones a que deberán sujetarse los jefes y oficiales del Ejército Libertador del 


Sur y Centro de la República, 4 de junio de 1913, Campamento revolucionario de Morelos”, 
AGN, Fondo Genovevo de la O, caja 19, exp. 7, f. 12. 

1 John Womack, Zapata y la Revolución..., p. 230. 

12 “Correspondencia Emiliano Zapata a Antonio Galván, 3 de octubre de 1913”, AGN, 
Genovevo de la O, caja 18, exp. 1, f. 1-6. 
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Igualmente interesante para el financiamiento de la revolución 
zapatista fue la concesión que otorgó el general Zapata para la ex- 
plotación de unas minas en Huautla. El acuerdo estipulaba que un 
señor de nombre Sabino Domínguez se haría cargo de la venta en 
pequeña escala de los metales extraídos, con la condición de em- 
plear parte de las ganancias en comprar parque de 7 mm “o del que 
encontrare”. Ante lo redituable que resultaba el convenio para los 
revolucionarios, el general Zapata “recomendaba” que se brindaran 
todas las facilidades al señor Domínguez a fin de que no tropezara 
con dificultades para la explotación del mineral.'* 

En esta búsqueda de una salida para el financiamiento de la 
guerra los zapatistas, al igual que otras facciones revolucionarias, se 
dieron a la tarea de imprimir su propia moneda. Más allá de los 
problemas formales que surgen al emitir dinero sin respaldo metá- 
lico, lo cierto es que su circulación suscitó infinidad de problemas al 
interior de las comunidades. De acuerdo con el general Ramón Ba- 
hena, en Iguala, Guerrero, la circulación forzosa de los “billetes” y 
“cartones” emitidos por el Banco Revolucionario habían generado 
un gran descontento entre la población y pusieron en circunstancia 
crítica al comercio, por lo que pedía la intervención del jefe Zapata 
para resolver de una manera conveniente “este asunto tan enojoso 
y que puede acarrear constantes dificultades...”'* 

El conflicto en Guerrero se repitió en Morelos sólo que en sen- 
tido inverso, esto es, por la negativa a aceptar los billetes revolucio- 
narios. El comercio de Yautepec, que parece un buen termómetro 
para medir este tipo de conflictos, se negó a recibir los billetes de 
veinte pesos del gobierno de la Convención Revolucionaria: 


Como Ud. comprenderá —le decía el jefe de la plaza, Eustacio Salazar, 
al general Zapata— esto puede acarrear algunas consecuencias, su- 
puesto es que a todas las fuerzas que dependemos del digno mando 
de Ud. no se nos paga con otra clase de papel moneda, y muy justo 
me parece que dichos billetes sean de circulación forzosa pues es muy 
penoso ver a los muchachos que van a salir a la campaña, que no co- 
men nada más porque traen sus billetes de a 20 pesos.” 


13 “Acuerdo Emiliano Zapata, 31 de octubre de 1913”, AGN, Genovevo de la O, caja 18, 
exp. 1, f. 2. 

14 “Correspondencia Emiliano Zapata a Ramón Bahena, 30 de noviembre de 1914”, 
AGN, Emiliano Zapata, caja 2, exp. 2, £. 45. 

ds “Correspondencia Eustacio Salazar a Emiliano Zapata, Yautepec, Mor., 16 de febrero 
de 1916”, AGN, Emiliano Zapata, caja 11, exp. 5, £ 31. 
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Ante esta situación se determinó que aquellos que se negaran a 
recibir el papel moneda serían multados con una cantidad que iba 
de 100 a 500 pesos y que, en caso de reincidir, serían declarados 
formalmente presos y remitidos al Cuartel General del Sur.!* A pesar 
de que el castigo parecía estar acorde con el impacto negativo que 
causaba la actitud del comercio al interior del Ejército Libertador 
del Sur, no resolvió el problema fundamental de la falta de circulan- 
te en territorio zapatista. Sólo durante algunos pasajes excepciona- 
les de la lucha los revolucionarios de Morelos disfrutaron de cierta 
cantidad de dinero en calidad de “haberes” como, por ejemplo, 
después del triunfo maderista. Sin abasto externo, medios de pro- 
ducción, ni dinero, el ejercito campesino se mantuvo en un estricto 
nivel de subsistencia como la sociedad de la que emanaba.'” En pa- 
labras del general zapatista Gildardo Magaña: “El zapatismo vivió 
siempre en una penuria extrema”. 

Cerca de setenta hombres salieron de Villa de Ayala aquel 11 
marzo de 1911 para iniciar la revolución en Morelos. Conforme 
avanzaban sobre pueblos y rancherías las tropas rebeldes fueron 
creciendo al grado de que para el mes de mayo, durante la toma de 
Cuautla, El Diario del Hogar informaba que cerca de 3000 “insurrec- 
tos” atacaban la plaza bajo las órdenes del general insurgente Emi- 
liano Zapata. Estos “insurrectos” se sumaron a la lucha libremente, 
al contrario de lo que sucedió en el ejército federal e inclusive en 
otras facciones revolucionarias que recurrían al pago de “haberes” 
y a la leva para engrosar sus filas. Asimismo, si bien es cierto que el 
ideal agrario era el móvil de muchos de estos hombres, hubo otras 
motivaciones para que se unieran a la lucha; los dichos de los ex 
combatientes son reveladores: “Yo no quería ser revolucionario pero 
el gobierno me quería para difunto, mejor me fui a echar bala”; o 
este otro: “De que nos matara el gobierno mejor que nos matara 
peleando”. Rosa King, la inglesa propietaria del Hotel Bella Vista 
de Cuernavaca, narra que conoció a un albañil al que, en nombre 
del “gobierno revolucionario, le mataron a su padre, incendiaron su 
humilde choza y le robaron su maíz [...] 


El y su madre huyeron, se escondieron en campos y bosques y en cual- 
quier parte que estuvieran a salvo, hasta que encontraron a Emiliano 


16 “Circular, México, 6 de enero de 1916”, AGN, Genovevo de la O, caja 19, exp. 6, f. 47. 


17 Arturo Warman, ...y venimos a contradecir..., p. 136. 


UN PUEBLO EN ARMAS 163 


Zapata: el protector, vengador. En ese tiempo el muchacho apenas 
tenía quince años, pero su padre había muerto y su casa estaba en 
ruinas. Los zapatistas le dieron un fusil.'* 


De esta manera, el llamado Ejército Libertador del Sur, surgido 
de los campos de Morelos, no era una milicia profesional; era más 
bien una “liga armada de las municipalidades” en la que prevalecían 
los lazos familiares, de amistad o compadrazgo. Así, enviando a sus 
hombres a luchar, era como las comunidades financiaron su lucha. 
Campesinos como eran los soldados de la revolución agraria, tenían 
como único uniforme su cotidiano calzón blanco y su enorme som- 
brero de paja. La señora King nos dejó su testimonio muy particular 
sobre los zapatistas, a quienes denominó “tropas de facha indómita” 
por su “indisciplina”, sus armas “grotescas y anticuadas” y sus sol- 
dados “semidesnudos”, montados en “rocines flacos”. Asimismo le 
llamó la atención que las tropas zapatistas no invirtieran nada en 
uniformes o instrucción militar, y que su equipo bélico se redujera 
a fusiles de toda especie y un modesto cañoncito, aunque aclaraba, 
que, inclusive, el cañón “parecía orgulloso de ser uno de los parti- 
darios del valiente caudillo, Emiliano Zapata”.'” Más allá de su visión 
sobre esas “tropas de facha indómita”, la señora King atinaba en 
destacar la falta de recursos de las fuerzas zapatistas, que no sólo les 
impedía comprar uniformes sino también pagar y alimentar a sus 
hombres. De acuerdo con Warman, uno de los mecanismos que re- 
gulaba el tamaño de las tropas zapatistas era su capacidad para 
allegarse implementos para la guerra. “Los jefes tenían tantos sol- 
dados como rifles, balas y hasta tortillas podían conseguir”.? 

Si la falta de “haberes” y alimentos era cosa seria, la escasez de 
armas en medio de una guerra era una cuestión alarmante. Los 
primeros hombres que se sumaron a la revolución en 1911 salieron 
de sus casas, en el mejor de los casos, con la escopeta que utilizaban 
para cazar en el campo. Andrés Ávila, de Atlatlahucan, Morelos, 
recordaba en qué condiciones se sumó a las fuerzas del capitán Lean- 
dro Medina: “¡Pues iban muchos sin nada! Nomás con escopeta de 


18 Rosa King, Tempestad sobre México, México, Consejo Nacional para la Cultura y las 
Artes, 1998, p. 77. 

19 Ibid, p. 61-62. 

20 Arturo Warman, ... y venimos a contradecir..., p. 134. 
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Chimenea, con pistolas y con machetes. ¿Qué cosa llevaban todos? 
¡Nada!” La situación no parecía haber cambiado mucho hacia 1914, 
pues Gildardo Magaña señalaba con motivo de la toma de Cuerna- 
vaca: “Nuestro armamento era deficiente, nuestras municiones 
escasas”.*! Tal vez el intento más serio por hacerse de municiones fue 
el establecimiento, en la hacienda de Atlihuayán, de una fábrica que 
recargaba viejos cartuchos de máuser y de rifle 30-30; sin embargo, 
el suministro era “irregular e inadecuado”.*? 

Ante tal panorama era natural que la búsqueda de armas y mu- 
niciones se volviera una prioridad para el cuartel general. Sin dine- 
ro ni acceso al mercado externo, la forma más socorrida para adqui- 
rir pertrechos fue arrebatarlos al enemigo durante el combate o 
“avanzadas”, como también le llamaban los zapatistas. “Tuvimos un 
combate y por de buenas —decía Agustín Ortiz, firmante del Plan 
de Ayala— que no aguantó el gobierno, pues salió de estampida, y 
muchos de miedo soltaron sus armas, y ahí nos tocaba levantarlas. 
Y allá nos armamos, tanto con los rifles como con parque”.* 

Otro testimonio, éste del general Manuel Sosa Pavón, nos brin- 
da cuando menos un par de elementos para el análisis, a saber, la 
“avanzada” como casi el único medio para hacerse de armas y la 
visión de otras facciones revolucionarias sobre el tema. De acuerdo 
con su relato, el general Margarito Espinoza se entrevistó personal- 
mente con el general en jefe para solicitarle parque, el cual sería 
utilizado en la defensa de Puebla; obtuvo la siguiente respuesta: 


El general Zapata se puso como chile, se encolerizó y le dijo —¿Qué 
no saben ustedes, desgraciados, en dónde hay parque? Dijo [el general 
Espinoza]: —Pues sí mi general, el enemigo lo tiene. —¡Pues a quitár- 
selo cabrones, pues que están haciendo aquí! Vayan a quitárselo al 
enemigo; yo no soy Pancho Villa ni Carranza que les dan de Estados 
Unidos, dice, aquí no hay más que... si no lo consiguen ustedes con el 
enemigo, que los maten desgraciados o que nos maten a todos juntos.** 


21 Gildardo Magaña, Emiliano Zapala y el agrarismo en México, México, Instituto Nacional 
de Estudios Históricos sobre la Revolución Mexicana, 1985, t. IV, p. 225. 

2 John Womack, Zapata y la Revolución..., p. 243. 

25 Anita Aguilar y Rosalind Rosoff, Así firmaron el Plan de Ayala, México, Secretaría de 
Educación Pública, 1976, p. 50. 

24 Entrevista con el general brigadier Manuel Sosa Pavón realizada por Eugenia Meyer 
los días 27 de marzo, 5 de abril, 9 y 17 de mayo de 1973 en la ciudad de México, Instituto de 
Investigaciones Doctor José María Luis Mora, PHO/1/48. 
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El mismo general Emiliano Zapata, conocedor de la importancia 
de la guerra como medio para hacerse de armas, buscaba el combate. 
Después de la toma de Jonacatepec el 18 de marzo de 1913, en don- 
de los zapatistas se apoderaron de carabinas, caballos e inclusive de 
un par de ametralladoras, el jefe revolucionario retó a Victoriano 
Huerta para que enviara más soldados pues necesitaba armas.*% Aun- 
que el armamento escaseaba nunca faltó a los zapatistas, quienes 
encontraron otras vías para su aprovisionamiento; lo compraban con 
sus pocos recursos a corruptos oficiales federales, lo mismo que a las 
“fonderas” que habían recibido cartuchos como pago por su comida. 
También se practicó cierto trueque con los “pelones”, a quienes se 
les ofrecía licor y marihuana a cambio de pertrechos militares. 

Durante algunos pasajes de la Revolución, los zapatistas se pu- 
dieron hacer de armas, pero no las suficientes para mantener cons- 
tante su lucha —de acuerdo con John Womack se necesitaban más 
de 200000 cartuchos para una fuerza de 3000 a 4000 revoluciona- 
rios que pusiese sitio a una ciudad durante cinco días—.? Esta situa- 
ción condicionó, evidentemente, su estrategia de combate llevándo- 
los a la guerra de guerrillas, que por lo demás estaba más acorde 
con la naturaleza de la sociedad campesina. De esta manera, peque- 
ños grupos que fluctuaban entre 200 y 500 hombres, familiarizados 
con la gente y el terreno, atacaban y se retiraban, poniendo en jaque 
a las fuerzas federales. 

Los guerrilleros zapatistas sobrevivían pero evidentemente no 
tenían una posición cómoda; el general Zapata lo sabía y buscó por 
todos los medios abastecerse de armamento para activar la campa- 
ña. En este sentido son muy conocidas las negociaciones ante el 
general Francisco Villa, tanto en su encuentro personal en Xochi- 
milco, en 1914, como en su posterior correspondencia: “He de me- 
recer a Ud. —le escribía Zapata a Villa— se sirva mandarme la mayor 
cantidad que pueda, de parque mausser siete milímetros, treinta 
treinta y de cañón, pues estas municiones son indispensables para 
violentar la toma de las plazas de México y Puebla y continuar el 
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ataque al Puerto de Vera-Cruz”. 


25 Gildardo Magaña, Emiliano Zapata..., p. 186. 
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Más aún, no habría que olvidar que esa búsqueda incesante por 
hacerse de pertrechos militares le costó la vida a Emiliano Zapata, 
quien murió asesinado un 10 de abril de 1919 en espera de recibir 
armamento en la hacienda de Chinameca. A pesar de todo ello, los 
zapatistas nunca se rindieron. 

Las distintas revoluciones que coexistieron durante la Revolu- 
ción Mexicana nos dejan ver un proceso complejo que merece ser 
observado desde distintas perspectivas. De esta manera, parece 
evidente que el movimiento agrario surgido en el centro del país 
—principalmente en el estado de Morelos— tiene una dinámica 
distinta a la de otras facciones revolucionarias como las encabezadas 
por Venustiano Carranza o Francisco Villa, por citar otros ejemplos 
más representativos. 

En relación con el financiamiento de la guerra, que es el asunto 
que nos ocupa, hay varias cuestiones que se deben tomar en cuenta 
para entender cabalmente las características que tomó en cada caso. 
Lo que salta a primera vista es que el zapatismo nunca tuvo acceso 
a las grandes fuentes de financiamiento, como sí lo hicieron otras 
facciones; varios son los ejemplos en este sentido, que van desde 
los impuestos aduanales a los que accedió Carranza, en Veracruz, 
al que las empresas petroleras hacían al general Manuel Peláez para 
que les brindara protección, y los dólares que obtuvo Villa por filmar 
una película sobre su vida. 

No, en el zapatismo no hubo nada de eso. En primer lugar, 
nunca pudieron contar con ingresos constantes pues las haciendas 
azucareras, principal fuente de riqueza en Morelos, fueron totalmen- 
te destruidas y con ello todo el aparato económico del estado. Asi- 
mismo, la feroz campaña de exterminio que emprendieron las fuer- 
zas federales del general Juvencio Robles y las constitucionalistas, 
bajo el mando de Pablo González, acabaron prácticamente con cual- 
quier medio para producir riqueza. 

En contraparte, las comunidades campesinas fueron las que fi- 
nanciaron la guerra aportando dinero —cuando lo hubo—, hom- 
bres, alimentos, animales, forrajes, armas —por muy rudimentarias 
que éstas fueran— y todo aquello que ayudara a que recuperaran 
sus tierras. Ésta era la fortaleza de la revolución agraria que la hizo 
prácticamente imbatible, contrario a lo que sucedió con otras fac- 
ciones que, en cuanto agotaron sus fuentes de financiamiento, vieron 
su declive. 
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A pesar de que se han trazado líneas generales sobre la forma 
en que las comunidades agrarias costearon su revolución, falta aún 
ahondar, por ejemplo, sobre las características que adquirió el finan- 
clamiento en las diversas zonas de influencia zapatista alejadas de 
la riqueza azucarera. El tema nos depara aún muchas sorpresas; 
sirvan éstas líneas como una aproximación. 


LOS BILLETES DE CARRANZA 
OPCION DE FINANCIAMIENTO CREATIVA 
Y SUSTANTIVA 


JOSÉ ANTONIO BÁTIZ VÁZQUEZ 


La creación de papel moneda como medio para financiar la lucha 
revolucionaria por parte del primer jefe don Venustiano Carranza 
fue precursora de prácticas similares que otros grupos también rea- 
lizaron y muy relevante por las cifras que alcanzó, cantidades enor- 
mes que sirvieron para sufragar los principales gastos del movimien- 
to constitucionalista. 

Conviene de entrada aclarar que los billetes emitidos por los 
ejércitos constitucionalistas fueron muy importantes pero, desde 
luego, no constituyeron el único medio de financiarse o recabar su 
sustento económico, ya que recurrieron también a muchos otros 
mecanismos como fueron el cobro de impuestos y contribuciones en 
lugares que quedaban bajo su mando; la solicitud de donativos o 
préstamos, voluntarios o forzados; la realización de incautaciones 
o expropiaciones de ganados, productos agrícolas, casas y haciendas, 
así como de comercios y fábricas; y, en ocasiones, el saqueo directo. 
Tales prácticas que contribuyeron a su desprestigio y dieron pie a la 
creación del verbo carrancear, término que se aplicó a las tropas del 
primer jefe aunque también, en forma genérica, a buena parte de 
otras milicias revolucionarias. 

Al respecto la doctora Luz María Uhthoffresume diversos testi- 
monios del licenciado Luis Cabrera, en los que aseguraba que en los 
principios de la revolución constitucionalista “cada jefe militar in- 
dependientemente tenía que arbitrarse recursos de donde pudiera 
obtenerlos”, por lo que la recaudación de fondos quedaba bajo “res- 
ponsabilidad personal de cada uno de los jefes militares”. Menciona 
que incluso al secretario de Gobernación, licenciado Cabrera, se le 
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atribuye la precisa expresión de que “el dinero hay que tomarlo de 
donde se encuentre”.! 

En las páginas siguientes me ocupo, en particular, de la des- 
cripción de las emisiones de papel moneda autorizadas directa- 
mente por don Venustiano Carranza, si bien en su carácter de 
primer jefe del Ejército Constitucionalista; por ello no abarca todas 
las emisiones constitucionalistas. Lo anterior basado en que coin- 
cido con el doctor Javier Garciadiego, presidente de El Colegio de 
México y experto en la Revolución Mexicana, quien en una publi- 
cación reciente? reitera y sostiene que no son sinónimos constitu- 
cionalismo y carrancismo, ya que el primero es un movimiento 
mayor que comprende apoyos y simpatías que no tuvo el segundo. 
El caso más palpable de ello es el de Pancho Villa, quien estuvo en 
los inicios del movimiento constitucionalista, pero se manejó con 
mucha autonomía, digamos por la libre, y luego en abierta hosti- 
lidad contra Carranza, y quien también puso en circulación gran- 
des cantidades de billetes conocidos popularmente como “sábanas” 
y “dos caritas”.* 

Como respuesta al asesinato de don Francisco I. Madero en 
febrero de 1913 y al ascenso a la presidencia del general Victoriano 
Huerta, cundió el descontento en numerosos grupos y la revolución 
entró a una nueva etapa armada, en la que destacarían —entre 
muchos combatientes— las figuras de Villa, de Zapata y de Carran- 
za. Don Venustiano Carranza! era un personaje adusto y formal que 
no poseía las cualidades militares ni el carisma popular de los otros 
dos. Los tres eran inteligentes pero Carranza tuvo la ventaja de 
contar con mayor preparación y experiencia en aspectos adminis- 
trativos y políticos, y tenía una visión de gobierno a nivel nacional, 
que hizo valer al identificarse y personalizar en cualquier circuns- 
tancia a la máxima autoridad del país. Sobre ello la doctora Luz 
María Uhthoff dice que este último “vio siempre al país como una 
totalidad conceptual y administrativa de la que él era el único re- 


l Luz María Uhthoff, Las finanzas públicas durante la Revolución, México, Universidad 
Autónoma Metropolitana-Iztapalapa, 1998, p. 69. 

2 Véase Javier Garciadiego, “Los movimientos constitucionalistas. Componentes y eta- 
pas”, Relatos e Historias en México, México, año HI, n. 27, noviembre, 2010, p. 69-76. 

id Miguel L. Muñoz, “Las monedas y billetes de Pancho Villa”, en Antología numismática 
mexicana, México, [edición del autor], 1977, p. 205-219. 

Véase Josefina Moguel, Venustiano Carranza, México, Planeta/De Agostini, 2002. 
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presentante legítimo, sin que importara de momento cuánto de ese 
territorio dominara”.* 

Carranza era gobernador de Coahuila y desde esa posición se 
pronunció de inmediato en contra del usurpador Huerta y de su 
gobierno espurio, y se puso al frente del movimiento revolucionario 
lanzando el Plan de Guadalupe” que prácticamente lo autoprocla- 
mó Primer Jefe del Ejército Constitucionalista. El plan también 
preveía que al triunfar el movimiento éste se convertiría en presi- 
dente provisional. Como primer jefe pronunció discursos y lanzó 
muchos decretos y leyes, de los que para el tema que nos ocupa 
destacamos el decreto que firmó en Piedras Negras, Coahuila, el 26 
de abril de 1913.” En él autorizó la primera emisión de papel mo- 
neda revolucionario, utilizando el mecanismo de crear una deuda 
interior por 5000000 de pesos, que fue el importe total de los bi- 
lletes emitidos en esa ocasión, en denominaciones de 1, 5, 10, 20, 
50 y 100 pesos. Los billetes ostentan en la parte superior la leyenda 
Gobierno Constitucionalista de México y abajo el lugar y la fecha 
de su emisión: Monclova, Coahuila, 28 de mayo de 1913. Éstos 
tendrían su pago garantizado por el gobierno constitucionalista y 
su circulación era forzosa. Los valores de estos billetes pueden ver- 
se en el cuadro 1. 

De dicho cuadro sólo conviene comentar que —como en la épo- 
ca presente— de las denominaciones altas las emisiones son menores, 
y al contrario, de los valores bajos aumenta el número de billetes. 
Pocas personas podían poseer los de alta denominación, los que 
circulaban con menos frecuencia y se dedicaban de manera prefe- 
rente para el pago de armas o de ganados para alimentar a las tro- 
pas. Esto se puede ver más claro si se hace hincapié en el número 
de billetes (véase cuadro 2). 

Para efectos del coleccionismo numismático es importante co- 
nocer este tipo de datos, a fin de determinar su escasez —rareza—, 
además de que los billetes de las denominaciones menores circula- 
ban más y, por lo tanto, su estado de conservación generalmente es 


5 Luz María Uhthoff, Las finanzas públicas..., p. 69. 

6 Se puede consultar íntegro en la obra Codificación de los decretos del C. Venustiano Carran- 
za, México, Secretaría de Gobernación, 1915, p. 8-11. 

:d Ibid., p. 13-14, cfr. Antonio Manero, La revolución bancaria en México, México, Talleres 
Gráficos de la Nación, 1957, p. 64-65. 
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CUADRO l 
VALORES DE LA PRIMERA EMISIÓN DE BILLETES 
POR EL GOBIERNO CONSTITUCIONALISTA DE MÉXICO (1913) 


Denominación Valor total (pesos) Serie Porcentaje 
De un peso 1000000.00 Serie A 20 
De cinco pesos 1000000.00 Serie B 20 
De diez pesos 1000000.00 Serie € 20 
De veinte pesos 1000000.00 Serie D 20 
De cincuenta pesos 500 000.00 Serie E 10 
De cien pesos 500 000.00 Serie F 10 


TOTAL 5000000.00 100 


Fuente: Elaboración propia. 


CUADRO 2 
CANTIDAD DE BILLETES EMITIDOS POR EL GOBIERNO CONSTITU- 
CIONALISTA DE MÉXICO (1913) 


Denominación Número de billetes Porcentaje del total 
De un peso 1000000 73.26 
De cinco pesos 200000 14.65 
De diez pesos 100000 33 
De veinte pesos 50000 3.66 
De cincuenta pesos 10000 0.73 
De cien pesos 5000 0.37 
TOTAL 1365000 100.00 


Fuente: Elaboración propia. 


malo en comparación con los billetes de valores mayores, que son 
más escasos pero cuando se localizan se hayan en mejor estado, ya 
que esas piezas en ocasiones se atesoraban o se utilizaban para me- 
nor número de transacciones, aunque de mayor relevancia. 
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La deuda interior que garantizó esa primera emisión se incre- 
mentó en pocos meses, primero en 15000000* y luego hasta 
30000000 de pesos,* mediante nuevos decretos expedidos en Her- 
mosillo, Sonora, y en Culiacán, Sinaloa, y los billetes que por ellos se 
harían, similares a los anteriores y que se conocen como “emisiones 
del Ejército Constitucionalista”, empezaron a circular no sólo en esos 
estados y en el de Coahuila sino que se extendieron a los de Nuevo 
León y Baja California, como lo constatan resellos impresos o sobre- 
puestos en los propios billetes. Se unieron paulatinamente a estas 
emisiones, en el segundo semestre de 1913 y los primeros meses de 
1914,' las de algunos gobiernos estatales del territorio que iba con- 
trolando el Ejército Constitucionalista y las de determinados jefes 
políticos y militares de esas mismas regiones. Entre ellas se conocen 
las de los estados de Sonora y Sinaloa y de fuerzas constitucionalistas 
en Durango, "Tamaulipas y Nuevo León, sin considerar las de Fran- 
cisco Villa en Chihuahua —“sábanas” y luego “dos caritas”—. También 
se emitió papel moneda en Coahuila, Jalisco, Nayarit, Michoacán y 
Baja California. Además de Francisco Villa, fueron autorizados para 
emitir billetes Salvador Alvarado, Pablo González, Álvaro Obregón y 
Manuel M. Diéguez, entre los principales. 

A partir de marzo de 1914 y para cubrir la falta de moneda 
fraccionaria!'' Carranza autorizó también, a través de varios decretos 
sucesivos, la fabricación y circulación de pequeños cartones de 5, 10 
y 20 centavos. Por un lado indican su valor y la leyenda República 
Mexicana junto con el escudo nacional con el águila de alas exten- 
didas; por el anverso dicen Gobierno Provisional de México, llevan 
su denominación y otros detalles. En total su valor alcanzó los 
11000000 de pesos.'? 


8 “Decreto núm. 15 firmado por Carranza en Hermosillo, Sonora el 28 de diciembre de 


1913”, Codificación de los decretos..., p. 50-52. 

9 “Decreto núm. 18 firmado por Carranza en Culiacán, Sinaloa, el 12 de febrero de 
1914”, ibid., p. 58. 

10 “Decreto núm. 21 firmado por Carranza en Nogales, Sonora, el 28 de febrero de 
1914”, ibid., p. 58. 

11 El decreto número 22 autoriza los primeros 200000 pesos en cartones de cinco y diez 
centavos, la mitad en cada denominación, firmado por Carranza en Nogales, Sonora, el 4 de 
marzo de 1914. Ibid., p. 58-59. 

12 El decreto número 24 autoriza el aumento de la emisión por otros 800000 pesos —la 
mitad en cada denominación— y fue firmado por Carranza en Ciudad Juárez, Chihuahua, el 
10 de abril de 1914, ¿bid., p. 61. El decreto número 26 autoriza se emita otro millón de pesos 
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Resulta muy importante resaltar las razones que expuso el gene- 
ral Carranza para la expedición y circulación del papel moneda, ya 
que explican sus causas. Las expone con brevedad en los conside- 
randos del decreto del 26 de abril de 1913 en el que afirma 


[...] que es deber de todos los mexicanos contribuir en parte propor- 
cional para todos los gastos del Ejército, hasta el restablecimiento del 
orden constitucional [y] que el mejor medio para acudir a todas esas 
necesidades, sin causar perjuicios directos y materiales a los habitantes 
del país, es la creación del papel moneda [...]'* 


Le parecía a Carranza que ésa era una manera justa de distribu- 
ción de los gastos entre los habitantes de las regiones ocupadas por 
los ejércitos revolucionarios, sin los riesgos y compromisos que even- 
tualmente ocasionaría, en su lugar, acudir a préstamos particulares 
en el país o en el extranjero. Reiteró cuando menos en otras dos 
ocasiones su idea fundamental de la equidad en la distribución de 
los gastos administrativos y militares entre toda la población a través 
de la emisión de billetes, una en 1915 y otra en 1917. En Matamo- 
ros, en 1915, explicó que él no aceptó ninguno de los medios pro- 
puestos para sufragar los gastos —como serían préstamos externos 
o internos, o la emisión de bonos—, y que resolvió mejor “lanzar 
papel moneda, para que fuera equitativo el gasto que la guerra 
traería consigo, para que sirviera como medio de cambio y para 
sufragar también todos los demás gastos en los ramos de la admi- 
nistración que se iban creando [...]”'* y en 1917 ante la XXVII Legis- 
latura insistió en que el procedimiento elegido tenía “la ventaja de 
ser la más justa distribución de préstamos entre los habitantes de las 


de papel moneda fraccionario, firmado por Carranza en Chihuahua, Chihuahua, el 6 de 
mayo de 1914, ¿bid., p 63. El decreto número 33 autoriza un millón más, 600000 en billetes 
de 5 centavos y 400000 en billetes de diez centavos; fue firmado por Carranza en Monterrey, 
Nuevo León, el 31 de julio de 1914, ¿bid., p. 70. Con fecha 26 de agosto de 1914 se autoriza 
por decreto dado por Carranza, en el Palacio Nacional de la ciudad de México, la emisión de 
otros 5000000 de pesos —2 000000 en cinco centavos, 2000 000 en diez centavos y 1000000 
más en veinte centavos—, ibid., p. 70-71. Todavía el 28 de septiembre de 1914 en el Palacio 
Nacional de México, decretó Carranza la emisión de otros 3000000 de pesos de papel mo- 
neda fraccionario, dividido en 1000000 para cada denominación. 

13 Ibid., p. 13; José Antonio Bátiz, Memoria contante y sonante. Monedas, billetes y medallas 
de la Independencia y la Revolución, México, Senado de la República, 2009, p. 64. 

14 Jesús Silva Herzog, Breve historia de la Revolución Mexicana, México, Fondo de Cultura 
Económica, 1973, t. IL, p. 229-230. 
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regiones ocupadas por los ejércitos revolucionarios, al mismo tiem- 
po que [...] permitían no estar atenidos en ningún caso a préstamos 
particulares, que habrían influido desfavorablemente en la marcha 
de la Revolución”.'* 

Venustiano Carranza haría con posterioridad otras emisiones de 
grandes proporciones para solventar los gastos del movimiento 
constitucionalista; la siguiente sería la realizada a su llegada a la 
ciudad de México, después de que la revolución había derrocado a 
Victoriano Huerta y cuando ya se encontraba enemistado con Villa 
y Zapata. Conforme al decreto del 19 de septiembre de 1914 ordenó 
la emisión de 130000000 de pesos en billetes de 1, 5, 10, 20, 50 y 
100 pesos, que llevan el título de Gobierno Provisional de México y 
abajo ostentan el escudo nacional entre las imágenes de los volcanes 
Iztaccíhuatl y Popocatépetl.'* 

Ante la llegada de las tropas convencionistas a la ciudad de Mé- 
xico —las que revalidarían los billetes recién emitidos por Carran- 
za—, éste tuvo que salir hacia Veracruz donde haría una nueva emi- 
sión del mismo tipo que los anteriores, nada más que ahora por la 
enorme cantidad de 600000000 de pesos y con la finalidad de sus- 
titulr todas las emisiones anteriores. De éstos, conocidos como “pro- 
visionales de Veracruz”, los hay con fechas de 1 de diciembre de 
1914 y 5 de febrero de 1915." 

Hacia el segundo semestre de 1915, después de que las fuerzas 
constitucionalistas habían derrotado al villismo, pudo ya el general 
Carranza dedicar sus esfuerzos, con mayor tranquilidad, a sanear la 
situación económica. Empezó intentando el arreglo de la circulación 
monetaria que en los tres años anteriores se había caracterizado por 
ser un caos, debido a la multiplicidad de emisiones no sólo militares 
sino también de autoridades civiles, de los gobiernos municipales y 
estatales e incluso de particulares: haciendas, fábricas, comercios, 


15 Antonio Manero, La revolución bancaria en México. Una contribución a la historia de las 
instituciones de crédito en México, México, Talleres Gráficos de la Nación, 1957, p. 63-64. 

10 Codificación de los Decretos..., p. 76-78. “Decreto firmado por Venustiano Carranza en 
el Palacio Nacional de la Ciudad de México el 19 de septiembre de 1914”. Véase Antonio 
Manero, La revolución bancaria..., p. 68-69. 

17 José Antonio Bátiz, “El papel moneda en la Revolución”, en Monedas de la Independen- 
cia y la Revolución, México, Banco de México, 2009, p. 211. Véase Ricardo Torres Gaytán, Un 
siglo de devaluaciones del peso mexicano, 7* ed., México, Siglo XXI, 1992, p. 33; Antonio Manero, 
La revolución bancaria..., p. 159. 
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etcétera, que emitían sus propias piezas, algunas metálicas pero la 
mayoría en papel o cartón, sin ningún respaldo y que, por consi- 
guiente, se depreciaban mucho y rápido. 

Para ello lanzó un nuevo decreto fechado el 21 de julio de 
1915,'* por el cual el gobierno quedaba facultado para emitir otros 
250000000 de pesos de papel moneda, la que se conoció como 
ifalsificable.'* Con ese dinero pretendió cubrir necesidades presu- 
puestales y canjearlo por los billetes antiguos en un nuevo intento 
que resultó también fallido, no obstante que esos nuevos billetes 
contaban con una garantía de 20% en oro nacional” y habían sido 
fabricados en Nueva York, en la afamada American Bank Note Com- 
pany. Ésta era una empresa especializada que desde el siglo XIX 
atendía a bancos mexicanos y de otros muchos países y que, además 
de su tecnología en el grabado en acero, utilizó papel, tintas y di- 
seños especiales que contribuyeron a darles el nombre de infalsifi- 
cables. Sus denominaciones fueron de 5, 10, 20, 50 y 100 pesos y se 
emitieron 50000000 de pesos de cada una. En menos de un año 
se habían depreciado en un 90%. Su emisión total se aumentó al 
doble por un nuevo decreto del 3 de abril de 1916,* que incremen- 
tó la deuda pública a 500000000 de pesos, autorizando la nueva 
emisión que se pondría en circulación a partir del 19 de mayo de 
1916, de la manera en la que se muestra en el cuadro 3. 

Todavía el 9 de mayo de 1916 se lanzó en la ciudad de México 
el Decreto número 31 que modificó los montos a emitir, como se ve 
en el cuadro 3.2 Con la rúbrica de Carranza se envió al secretario 
de Hacienda, Luis Cabrera, y aparece también la del subsecretario 
Rafael Nieto. Los billetes de uno y dos pesos “fueron impresos en 


IS Codificación de los Decretos... p. 238-240. 

19 Ibid., p. 238. En el Considerando III detalla que “para unificar la circulación del papel 
moneda y hacer renacer la confianza, el medio más adecuado es la emisión de billetes de una 
perfección artística tal que no sea posible su falsificación, en calidad bastante para poder 
retirar todos los billetes que actualmente se encuentran en circulación”. “Decreto dado en 
Veracruz, Veracruz, firmado por Carranza el 21 de julio de 1915”, Recopilación de leyes y decre- 
tos expedidos el año de 1916, bajo el régimen preconstitucional de la Primera Jefatura del Ejército 
Constitucionalista, México, Talleres Gráficos de la Nación, 1922, p. 54-56. 

20 Ídem.; Recopilación..., Decreto núm. 26 firmado por Venustiano Carranza el 28 de abril 
de 1916, artículo 11, p. 65. 

21 Ibid., p. 55. 

2 Ibid., p. 78-79. 
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CUADRO 3 
EMISIONES DE BILLETES INFALSIFICABLES EN 1916 


Decreto del 3 de abril de Decreto del 9 de mayo de 


1916 1916 
Denominación (millones de pesos) (millones de pesos) 
Un peso 50 80 
Dos pesos 50 70 
Cinco pesos 50 75 
Diez pesos 50 75 
Veinte pesos 100 70 
Cincuenta pesos 100 75 
Cien pesos 100 75 
TOTAL 500 520 


Fuente: Elaboración propia. 


México por la Oficina del Gobierno y su calidad tipográfica resultó 
muy inferior a los de la serie principal”.? 

En resumen, a los más de un mil doscientos sesenta millones 
de pesos en billetes, emitidos desde mayo de 1913 por instruccio- 
nes u órdenes de Venustiano Carranza, habría que aumentar las 
emisiones villistas que se calculan en cerca de 600000000 de pe- 
sos, las de Zapata —que no fueron muy cuantiosas— y las de otros 
jefes revolucionarios, numerosas pero también de cuantía limitada. 
Todas ellas, no obstante, nos permiten estimar la emisión de papel 
moneda revolucionario en una cantidad aproximada a los dos mil 
quinientos millones de pesos, sin considerar la moneda metálica, 
ni las falsificaciones, ni las emisiones de particulares, que hacen 
elevar esa suma, según diversos autores, a entre cuatro mil millones 
y diez mil millones de pesos, y bautizarla como “la danza de los 
millones”.* 


23 José Antonio Bátiz, Memoria contante..., p. 219. 
2 Claudio Verrey, Duane Douglas y Alberto Hidalgo, The Complete Encyclopedia of Mexican 
Paper Money, Wisconsin, Krause Publications, 1982, p. 40-42. 
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CUADRO 4 
RESUMEN DE LOS BILLETES EMITIDOS 
POR ÓRDENES DE VENUSTIANO CARRANZA 


Emisiones Monto (pesos) 
Ejército Constitucionalista 30000000.00 
Gobierno Provisional de México 130000000.00 
Provisionales de Veracruz 600000 000.00 
Infalsificables 500000000.00 
TOTAL 1260000000.00 


Fuente: Elaboración propia. 


Ciertamente no todos estos billetes circularon en el mismo mo- 
mento sino que las nuevas emisiones suplían a las anteriores, con el 
consecuente conflicto económico que principalmente padecían —por 
el canje— sus tenedores individuales, el pueblo, ya que las autorida- 
des y buena parte del comercio se protegían al hacer el cambio de 
manera oportuna y en ocasiones a la par. El papel moneda se depre- 
ciaba, en lo fundamental, porque las tropas enemigas ocupaban la 
plaza en cuestión e imponían sus propios billetes, pero también por 
su inmenso volumen en circulación que encarecía las mercancías y 
por las nuevas emisiones que venían a sustituir a las anteriores. 

A manera de comparación con los billetes que se emitieron du- 
rante la etapa porfiriana, podemos afirmar que aquellos emitidos 
por el Banco Nacional de México, entre 1885 y 1913, sumaron en 
total poco más de 160000000 de pesos —$160 498 895.00—,* y que 
se estima esa emisión en un 40% respecto a la total de la banca de 
esos años, la que se podría calcular en 400000000 de pesos y en 
150000000 la sola emisión lanzada en los años de 1910 a 1913, in- 
clusive. Por su parte, la Casa de Moneda de México acuñó, entre 
julio de 1913 y diciembre de 1917, un total de 67079 132 pesos, que 
incluyen cerca de 37000000 de pesos en oro que corresponden a la 
acuñación de los últimos meses.*” Las diferencias son enormes. 


dd José Antonio Bátiz, “Los billetes de Banamex”, El Boletín Numismático, México, Socie- 
dad Numismática de México, n. 183, abril-junio, 1999, p. 15-23. 

26 Memoria de la Dirección de la Casa de Moneda y Oficinas Federales de Ensaye, correspondiente 
al periodo de 1? de julio de 1916 a 31 de diciembre de 1917, México, Talleres Gráficos, 1919, p. 132. 
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CUADRO 5 
ACUÑACIONES DE LA CASA DE MONEDA DE MÉXICO 
(MILES DE PESOS) 


Fechas Oro Plata Níquel Bronce Total 
Julio 1913-junio 1914 — 9842 100 100 10042 
Julio 1914-junio 1915 = 232 — 720 952 
Julio 1915-junio 1916 — — — 130 130 
Julio 1916-junio 1917 36965 18801 1 188 55955 
TOTALES 36965 28875 101 1138 67079 


Fuente: Elaboración propia. 


No cabe duda de que la masiva emisión revolucionaria, en su 
mayoría sin respaldo metálico, provocó una muy grande inflación, 
depreciación acelerada de su valor, desconfianza y descontrol ge- 
neralizados entre la población, la que se veía obligada a recibir los 
billetes por necesidad apremiante y ante la fuerza de las armas; por 
otro lado, no estaba preparada para identificar si los billetes eran 
auténticos y si los emisores contaban con el permiso de las autori- 
dades legítimas. Su control se intentaba a través de los decretos y 
las firmas que los autorizaban, así como por la distribución del 
importe de sus denominaciones y por sus números de serie; lo ha- 
cía difícil su cuantía, la extensión territorial y, principalmente, la 
situación bélica.” 

Al respecto el maestro Eduardo Turrent ha mencionado* que el 
papel moneda de todas las emisiones revolucionarias, a las que en 
términos coloquiales se les conoce como “bilimbiques”, acumulaban 
cinco problemas: su enorme cantidad, su diversidad —de piezas y 
de emisores—, su escasa legalidad, su carencia de autenticidad y la 
falta de respaldo metálico. 

Por su parte, el licenciado Luis Cabrera, secretario de Hacien- 
da del señor Carranza, en un discurso el 27 de mayo de 1916 
expresó respecto al papel moneda que “a pesar del estado de las 


27 Eduardo Turrent, “La Independencia y la Revolución a través de la moneda”, Confe- 
rencia sustentada en la Sociedad Numismática de México el lunes 8 de noviembre de 2010. 
28 José Antonio Bátiz, “El papel...”, p. 200-201. 
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finanzas, México está en situación no sólo de soportar los gastos 
del país, en una era de paz, sino en el caso de guerra. El billete 
llamado “bilimbique”, tan depreciado por ahora, fue el que salvó a 
la Revolución...” 

A manera de conclusión conviene resaltar que los billetes carran- 
cistas, como el resto del papel moneda revolucionario, significaron 
un mecanismo muy útil para cubrir todos los gastos militares y ad- 
ministrativos de los contendientes y, como ya se mencionó, fueron 
la manera en que toda la población de casi toda la República, sin 
distinciones, participara en el sostenimiento de la larga lucha que 
se conoce como la Revolución Mexicana.* 


22 Juan Barragán, Historia del ejército y de la revolución constitucionalista, México, Instituto 
Nacional de Estudios Históricos de la Revolución Mexicana, 1986, p. 165. 
30 José Antonio Bátiz, Memoria contanle..., p. 64. 
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En la literatura histórica de la Revolución Mexicana son numerosas 
las referencias al coste humano y material para los diversos movi- 
mientos que confluyeron en este proceso, en tanto que son reducidas 
las evaluaciones sobre la cuantía de las erogaciones destinadas al 
pago de armamento y a la manutención de sus ejércitos, lo que 
constituye tema de este trabajo. 

Los textos de estudiosos contemporáneos sobre el periodo han 
descrito varios relatos sobre esos mecanismos de abastecimiento y 
financiamiento, utilizados lo mismo por las filas zapatistas y villistas 
que por los ejércitos que participaron bajo la bandera constitucio- 
nalista secundando el Plan de Guadalupe. 

En los artículos publicados por Alfredo Acosta en el periódico El 
Economista! se da cuenta de estos mecanismos, los cuales fueron va- 
riando a través del tiempo en el que se extendió el movimiento 
constitucionalista, diversidad que igualmente es posible reconocer, 
en especial, en las decenas de órdenes y disposiciones que con di- 
verso grado de coerción y efectividad fueron puestas en práctica por 
gobernadores y jefes militares. Con base en el informe que Venus- 
tiano Carranza presentó al Congreso en 1917,* Acosta construyó su 
exposición, retomando la idea expuesta por el primer jefe relativa 
a los diversos momentos que tuvo la hacienda pública durante la 


' Publicados en un volumen titulado La gestión hacendaria de la revolución. Colección de 
artículos publicados en El Economista bajo la dirección del C. Socio de Número de la Sociedad Mexi- 
cana de Geografía y Estadística, México, Secretaría de Hacienda, 1917, 143 p. 

? Secretaría de Hacienda y Crédito Público, Memoria de la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público, 23 de febrero de 1913 a 15 de abril de 1917, nota preliminar de Antonio Carrillo Flores, 
México, 1952, v. L, p. 21-26. 
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guerra revolucionaria. El autor distingue varios periodos de expe- 
riencia financiera; el primero cubre los años de la guerra constitu- 
cionalista y de la lucha de facciones, durante el cual se recurrió a 
todos los medios posibles para obtener arbitrios, a fin de sufragar 
los requerimientos de las campañas militares.” 

En los primeros meses de formación y organización de los ejér- 
citos resultaba difícil ordenar un sistema único y uniforme para las 
diversas filas que se sumaron al constitucionalismo,* de tal suerte 
que los recursos requeridos en los años iniciales fueron adquiridos 
bajo coerción y violencia, entre los que se cuentan los decomisos de 
ganado vacuno y caballar que impusieron los villistas, junto con los 
préstamos forzosos y la confiscación de metales preciosos en las zo- 
nas mineras, con el fin de adquirir armas con los comerciantes texa- 
nos. En marzo de 1913 comenzaron a reportarse los asaltos al fe- 
rrocarril y a la rica zona de La Laguna por los jefes militares del 
villismo, quienes “se apoderaban de los embarques de oro y plata”.* 

En contraste, durante esos primeros meses las filas encabezadas 
por Carranza y radicadas en Coahuila y en El Paso, “Texas, carecían 
de recursos para organizar a decenas de voluntarios que se sumaban 
al movimiento, y a quienes no se les podía proporcionar ni armas ni 
dinero, a pesar de los préstamos o la entrega de ganado y de trigo, 
facilitados por varios hacendados de ese estado, simpatizantes del 
movimiento contra Victoriano Huerta.” No obstante, Richmond 


3 Para Acosta el primer periodo inicia con el levantamiento en contra del golpe de Es- 
tado de Victoriano Huerta, es decir, “[...] desde el principio de la Revolución hasta la ocupa- 
ción de la parte Sur de la República Mexicana, en agosto y septiembre de 1914”. A la segun- 
da fase la denomina “Gobierno en Veracruz”, y ella se extiende desde los días de “la 
Convención de Aguascalientes hasta el regreso del gobierno constitucionalista a la ciudad de 
México, y que abarca toda la época de lucha contra Villa y Zapata y demás jefes infidentes”, 
Secretaria de Hacienda y Crédito Público, Memoria..., p. 59. 

1 El ejército revolucionario que secundó el Plan de Guadalupe —26 de marzo de 1913— 
se organizó en varios frentes: el del sur fue dirigido por Emiliano Zapata, el del noreste enca- 
bezado por Francisco Villa y Pablo González, además de la división del noroeste que coman- 
daba Álvaro Obregón, y a su interior cada una de estas tropas estaba organizada en diversas 
filas. Charles C. Cumberland, La Revolución Mexicana. Los años constitucionalistas, México, 
Fondo de Cultura Económica, 1975, p. 77. 

5 En José C. Valadés, Historia general de la Revolución Mexicana. T. MI. La violencia como 
sistema, México, Secretaría de Educación Pública/Gernika, 1985, p. 92-94. 

6 Citado en Charles C. Cumberland, La Revolución Mexicana..., p. 36. 

7 Douglas W. Richmond, La lucha nacionalista de Venustiano Carranza, 1903-1920, México, 
Fondo de Cultura Económica, 1986, p. 79. 
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hace referencia a las grandes dificultades padecidas por los ejércitos 
liderados por Carranza, lo que explica en parte el traslado de su 
cuartel general a Sonora, donde el gobernador, el general Maytore- 
na, controlaba la situación y contaba con los recursos necesarios a 
mediados de 1913.* 

El recurso a la expropiación volvió a ser utilizado en 1914 por 
las filas carrancistas con la creación de la Dirección General de Bie- 
nes Intervenidos, organismo autorizado a proporcionarse recursos 
y confiscar las propiedades de sus enemigos. La medida buscaba 
implantar su autoridad, frente a los que eran considerados como los 
más frontales enemigos del constitucionalismo. Les fueron incauta- 
das propiedades a la Iglesia, a los extranjeros y a los ricos, pero se 
decía que los principales beneficiarios fueron los allegados al primer 
jefe y no los que demandaban el reparto agrario. También se dijo 
que esas tierras habían sido arrendadas y que su producto se destinó 
a sufragar operaciones militares. 

Numerosas son las referencias sobre esos decomisos ocurridos 
durante los primeros meses del levantamiento constitucionalista y que 
permitieron el avance militar del norte hacia el centro del país, por 
parte de las diversas columnas. No hay aún un balance definitivo que 
permita valorar el precio de esos embargos y su impacto en la vida 
material de ranchos y haciendas, como tampoco es posible reconocer 
cuál de estas fuerzas y en qué momento hubieron de acudir a la coer- 
ción y expropiación forzosa de bienes y propiedades, entre las que se 
encuentran las órdenes de préstamos forzosos, como los que impuso 
Villa a los banqueros y comerciantes en las ciudades de Torreón, Chi- 
huahua, Durango, además de otras registradas en Parral, San Pedro 
y Ciudad Victoria. "Tales medidas resultaron insuficientes para subven- 
cionar a los numerosos contingentes que participaron en las filas del 
constitucionalismo, por lo que las autoridades locales —gobernadores 
o jefes militares— tuvieron que recurrir a la emisión fiduciaria para 
financiar a sus ejércitos. Este mecanismo ha sido descrito por diversos 
autores del periodo, tomando en cuenta la opinión de los contem- 
poráneos que le reconocen como la principal fuente de financia- 
miento de la Revolución Mexicana. Tal fue la opinión de Acosta, 
quien retomó la afirmación ofrecida por Carranza al Congreso al 


8 Ibid., p. 72-73. 
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reconocer la emisión de papel moneda como un “procedimiento re- 
volucionario”, además de recalcar su enorme ventaja frente a otros 
recursos, ya que por esta vía se logró hacer *[...] más justa distribución 
de préstamos entre los habitantes de las regiones ocupadas por los 
ejércitos revolucionarios, al mismo tiempo que nos permitían no estar 
atenidos en ningún caso a préstamos particulares que habrían influi- 
do desfavorablemente en la marcha de la Revolución”.? 

Según Cumberland, Carranza no logró controlar a los ejércitos 
en cuanto a los decomisos y las expropiaciones que llevaban a cabo. 
Por ejemplo, señala que los jefes militares de las regiones fronterizas 
optaron por aplicar en forma separada los impuestos a las exporta- 
ciones. Se intentó contrarrestar esta disgregación por medio del 
decreto de impuestos únicos al ganado (20 de octubre de 1913), a 
la minería y al petróleo. Otro tipo de impuestos fueron las estampi- 
llas para impuestos a la producción y al comercio, que cobraban los 
jefes revolucionarios una vez ocupada la plaza. El decomiso de pro- 
piedades y bienes fue también un instrumento utilizado para casti- 
gar a los enemigos de la revolución, cuyo criterio quedó en manos 
de los jefes o de funcionarios locales.'” 

En 1917, Carranza reconocía que la primera jefatura aún no 
tenía conocimiento de estos ingresos, dada “la distancia y la inde- 
pendencia con que operaban los jefes militares, particularmente en 
los inicios de la revolución, (lo que) hizo imposible que fueran pro- 
veídos de fondos por la Primera Jefatura”.'! En dicho informe de 
1917 se reconoció que “en muchos casos era necesario dejar la re- 
colección de impuestos a disposición de las autoridades militares, y 
en la mayoría de los casos, los comandantes militares asumían, obli- 
gados por la necesidad, facultades hacendarias que se extendían a 


” 12 


la imposición de contribuciones especiales”. 


% Véase más arriba la nota 3. 

10 Esto se ordenó a principios de julio de 1913; se organizó al país en siete zonas militares, 
siendo la más importante la del noreste —Coahuila, Nuevo León y Tamaulipas—, comandada 
por Pablo González; la del noroeste —Sonora, Sinaloa, Chihuahua y Durango—, dirigida por 
Álvaro Obregón; y la del Centro —desde Zacatecas hasta el Bajío—, encabezada por Pedro 
Natera. Pero estos tres cuerpos operaron independientes entre sí, afirma Cumberland, duran- 
te todo el periodo huertista: Charles C. Cumberland, La Revolución Mexicana..., p. 76-77. 

1 Tbid., p.7 y s. 

12 Informe del C. Venustiano Carranza, Primer Jefe del Ejército Constitucionalista, encargado del 
Poder ejecutivo de la República, leído ante el Congreso de la Unión, en la sesión de 15 de abril de 1917. 
respuesta del C. Presidente del Congreso, México, Imprenta del Gobierno, 1917, p. 168. 
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La multiplicación de las emisiones fiduciarias en esos años fue un 
recurso utilizado tanto por las filas constitucionalistas como por los 
bancos porfirianos. Ello perturbó al sistema monetario metálico que 
se conservó como la base del régimen hasta la década de 1930, al 
adquirir el Banco de México su exclusiva capacidad como institución 
emisora. Paralelamente, debe reconocerse que la necesidad de re- 
currir a emisión de billetes fue una cuestión obligada por la escasez 
de metálico que padecía el país, inmerso en los vaivenes y la inesta- 
bilidad en el sistema de cambios, ocurridos durante la Primera Gue- 
rra Mundial y el periodo de entreguerras, 

Factor y causa del desasosiego monetario, es necesario recordar 
en primer término la gran diferencia habida entre las emisiones ban- 
carias y las de las filas constitucionalistas. Las primeras mantuvieron 
el carácter de títulos pagaderos al portador de carácter voluntario, 
en tanto que las otras fueron reconocidas de curso forzoso, por lo que 
un porfirista como Enrique Martínez Sobral califica la experiencia 
del papel moneda como “una epidemia violenta”.!* Y más adelante 
no duda en explicar porqué le reconoce como una decisión atrope- 
llada: “La esencia del papel moneda consiste en un préstamo forzo- 
so y obligatorio que el Estado impone a los habitantes del país. [...] 
De esa suerte, el papel moneda es resultado de una obligación que 
el Estado impone a los habitantes del país, de acudir en su auxilio, 
mediante la entrega del capital monetario de que el propio país dis- 
ponía. [...]”. Y a continuación, no duda en reconocer que ello fue la 
razón de su fracaso, de su depreciación, dado que no es lo mismo el 


[...] valor (de) la riqueza actual que la riqueza futura [...] Por muy 
grande que sea el crédito del Gobierno, por muy respetable que sea la 
institución que se encargue de lanzar el papel moneda, así se llame 
Banco de Inglaterra o Junta Federal de Reserva, es imposible destruir 
el fenómeno de hondas raíces psicológicas y económicas, en virtud del 


13 Escribió: “La diferencia sustancial entre papel moneda y billete bancario es que el 
primero tiene “circulación voluntaria y de redención inmediata” en tanto que el otro es obli- 
gatorio, o incluso forzoso, y es una promesa de pago a futuro, sin plazo preciso”. Enrique 
Martínez Sobral, “La curva estadística del papel moneda mexicano. Conferencia dada en la 
Sociedad Mexicana de Geografía y Estadística, la noche del 20 de marzo de 1919 por el señor 
licenciado...”, Boletín de la Sociedad Mexicana de Geografía y Estadística, México, 1919, 5% época, 
v. 9, n. 2, p. 379-383. 
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cual, una cosa actual, segura, nos parece más valor, que otra que toda- 
vía no tenemos. Hasta los refranes populares nos dicen que “es mejor 


pájaro en mano que buitre volando” y que “más vale un pez en la mano 


que cien en el agua”.!* 


Sin embargo es necesario reconocer que el curso voluntario tam- 
bién caracterizó al billete bancario, por orden de uno de los secre- 
tarios de Hacienda de la dictadura huertita, De la Lama, quien en 
enero de 1914 aprobó que los billetes de los bancos estatales auto- 
rizados fueran de circulación forzosa.'” La medida tuvo corta vida y 
quizás en varios casos no llegó a ser puesta en práctica al ser derro- 
cado este gobierno. Pero la decisión expresa que la escasez monetaria 
era un fenómeno que afectó por igual a todos los sectores de la po- 
blación, entre 1913 y 1920, lo que era una expresión más de la quie- 
bra de los sistemas monetarios en diversas naciones europeas sumi- 
das en la Primera Guerra Mundial, tiempo durante el cual optaron 
por reforzar la emisión de papel moneda con el propósito de respal- 
dar el equilibrio cambiario sujeto al patrón oro, y continuaron las 
acuñaciones de piezas metálicas (véase cuadro 1). 

Pero la incapacidad de contar con el suficiente respaldo metáli- 
co, dado el ocultamiento y la salida clandestina de metales, se tra- 
dujo en la sustitución del metálico por el papel moneda fiduciario 
—billetes bancarios y papel moneda revolucionario, además de ac- 
ciones y estampas de diversa denominación. 

La cabal integración de los mercados mexicanos a la economía 
mundial se expresa en el paralelismo de esos procesos que acompa- 
ñaron a los años de la lucha constitucionalista, y que puede fecharse 
doblemente. En primer lugar se advierte el abandono del sistema 
monetario metálico, lo que inició con la orden de no acuñar piezas 
de oro en junio de 1913, decisión que tuvo el propósito de reducir la 
exportación, legal o clandestina, de estas piezas a los mercados eu- 
ropeos y norteamericanos, anomalía que intentó ser frenada por los 
gobiernos de Madero y de Huerta con correctivos fiscales —alza de 
impuestos a la exportación— e institucionales —papel de las atribu- 
ciones de la Comisión de Cambio y Moneda y de los bancos de emi- 


1 Tbid., p. 380-381. 

15 Destinada a los bancos emisores en Aguascalientes, Guerrero, Hidalgo, Estado de 
México, Tabasco, Tamaulipas, Mercantil de Veracruz, Occidental de México, Oriental 
de México, Peninsular Mexicano. 
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CUADRO 1 
EMISIONES 1913-1920 


Periodos Oro Plata Níquel Bronce Total 


Acuñación  83396500.00 6951543.30 1660464.25 2216915.07 157 225 422.62 
suspendida 


Acuñación  92770000.00 19461 149.40 487.45  318000.38 112549 637.23 
reanudada 


Patrón oro 1892 765.00 88 842 692.70 1660 951.70 2601 515.45 282 381 698.85 


Fuente: Memoria de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, 23 de febrero de 1913 
a 15 de abril de 1917, v. 1, México, Secretaría de Hacienda y Crédito Público, 1952. 


sión—.'* Ocurrió lo contrario de lo que se quería al aumentar el 
ocultamiento y el contrabando de oro, razón por la cual a mediados 
de 1913 el gobierno de Huerta ordenó el abandonó del patrón oro 
como régimen cambiario, sistema que había sido adoptado en 1905.'” 
Meses más tarde la disposición se hizo extensiva a la plata, al prohi- 
birse su acuñación y su exportación alentada por la revalorización de 
su precio por el conflicto bélico. Con ello el gobierno mexicano se 
sumaba a la política monetaria internacional que abandonó el patrón 
oro y la inmediata convertibilidad de los billetes en metálico. '* 

La situación se reflejó en los ritmos de acuñación de moneda, 
como se aprecia en el cuadro 1. De acuerdo con los datos proporcio- 
nados por Francisco Valdés en su texto intitulado Datos estadísticos 
acerca de la acuñación en la Casa de Moneda, '* hasta el periodo huer- 


16 Estados Unidos fue el principal receptor de oro, entre finales de 1914 y de 1917, al 
incrementar sus existencias auríferas de mil quinientos millones, a finales de 1914, a dos mil 
novecientos millones de dólares, lo que fue determinante en la alteración del patrón oro a 
nivel mundial y del impulso de su hegemonía internacional. John Kenneth Galbraight, Dine- 
ro: de dónde viene... adónde va, México, Diana, 1976, p. 149; John F. Chown, A History of Money, 
from AD 800, Londres-Nueva York, Routledge, 1994, p. 156-158. 

17 La acuñación de piezas de oro quedó suspendida desde el periodo maderista, y en su 
lugar se ordenó la acuñación de piezas fraccionarias de níquel y cobre, además de las de plata. 

18 En Roberto Cortés Conde, Historia económica mundial, desde el Medioevo hasta los tiempos 
contemporáneos, Madrid, Ariel/Sociedad-Economía, 2003, p. 179-184; John Kenneth Gal- 
braight, Dinero..., p. 149. 

19 Para el oro reconoció como primera fase la que transcurrió entre la reforma moneta- 
ria de 1905 y las disposiciones iniciales en la materia, ordenadas por el gobierno maderista 
en junio de 1910, que limitaron su libre circulación. La segunda se prolongó hasta noviembre 
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tista (1913) el sistema cambiario mantuvo al patrón cojo adoptado en 
1905; la suspensiones en los permisos para acuñar metales favore- 
cieron la vuelta del bimetalismo no oficial, aunque dominaba la 
circulación de papel moneda, en medio de un ambiente de inflación 
y hambruna como fueron los años 1915 y 1916, durante los cuales 
continuó la sangría de metales a pesar de los permisos para acuñar 
la plata, reconocida como patrón cambiario. Esa política sólo pudo 
mantenerse durante unos meses, ya que los esfuerzos de reordena- 
ción monetaria (infalsificable) y el restablecimiento de las relaciones 
con el exterior obligaron al gobierno de Carranza a regresar al pa- 
trón oro en el sistema de cambios” (véase gráfica 1). 

A pesar de la inestabilidad, el régimen monetario con base en 
metálico no fue alterado. Pero las condiciones de los mercados, afec- 
tados por la insuficiencia de piezas metálicas de oro y plata, provocó 
que el sistema de pagos se transformara radicalmente a partir de 
1913-1914, al registrarse un incremento masivo de las emisiones 
fiduciarias; durante los primeros meses fueron los billetes bancarios 
los que dominaron en este mercado, apoyados en las autorizaciones 
que recibieron los bancos para aumentar el monto de sus emisiones, 
a la vez que reducir el respaldo metálico sobre éstos.?! 

Según Martínez Sobral ello ocurrió entre el 15 de abril de 1913 
y el 10 de septiembre de 1914 —”Periodo del billete bancario”—, 
tiempo durante el cual el gobierno huertita modificó los contratos 
de concesión y los requisitos de la emisión exigidos en la ley de 
1897, lo que concluyó con la toma de la ciudad de México por las 
filas constitucionalistas. En ese transcurso se multiplicaron las emi- 
siones de papel moneda ordenada por los ejércitos constitucionalis- 
tas, fase que Martínez Sobral extendió en su estudio hasta el 30 de 
abril de 1916, cuando se intentó unificar el sistema en un solo títu- 


de 1918, al adoptarse completamente la disposición carrancista. Por lo que toca a la plata, 
estableció una primera fase entre el 5 de junio 1905 hasta septiembre 1914, durante la cual 
se suspendió la acuñación de todas las piezas de plata, lo que se reanudaría en 1916 hasta 
1918 al volver al sistema metálico oro. Publicado en el Boletín de la Sociedad Mexicana de Geo- 
grafía y Estadística..., v. X, n. 2, julio de 1919, p. 407-423. 

2% Edwin W. Kemmerer, Inflation and Revolution: Mexico's Experience of 1912-1917, Prin- 
ceton, Princeton University Press/H. Milford-Oxford University Press, 1940, p. 130. 

21 A principios de 1914, el gobierno de Huerta ordenó que los billetes bancarios fueran 
documentos pagaderos a la vista, además de haberse exigido su inmediata convertibilidad en 
metálico por parte del banco emisor, el cual estuvo obligado a mantener en caja piezas de oro 
y plata como garantía de sus emisiones. 
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GRÁFICA 1 
ACUÑACIÓN DE PLATA Y ORO, 1909-1918 
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Fuente: Elaboración propia. 


lo conocido como infalsificables, popularmente denominados “bilim- 
biques”, cuyo descrédito se tradujo en el rechazo y de depreciación 
constante; lo anterior obligó al gobierno, dos años después, a volver 
a la circulación metálica —13 noviembre de 1918.% 


Emisiones 


La suspensión de acuñación de plata ordenado por la dictadura 
huertista y el ocultamiento de las piezas monetarias metálicas, au- 
nado a la exportaciones de monedas, provocaron una grave falta de 
liquidez en el mercado. Éstas fueron razones suficientes para que el 
ejército constitucionalista optara por el recurso de emitir papel mo- 
neda reconocida como deuda pública, lo cual se justificó en razón 
del gasto militar y con el objeto de no paralizar el comercio. 

La emisión de papel moneda por parte de los revolucionarios 
inició en abril-mayo de 1913 y se llevó a cabo en Piedras Negras; en 


22 Enrique Martínez Sobral, La curva estadística... 
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la segunda emisión, efectuada en la ciudad de Monclova, se impri- 
mieron billetes de 1, 5, 10 y 20 pesos, hasta 50 y 100.% Se lanzaron 
10000000 de pesos de forzoso y con poder liberatorio ilimitado, 
carácter que supuso pasar automáticamente a un sistema monetario 
no metálico, abandonando el tradicional régimen sustentado en los 
metales preciosos, cuyo origen se remontaba a la época de la colonia. 

Sobre esas primeras experiencia informó años más tarde Carran- 
za, señalando que *[...] al principio de la Revolución no se tenía idea 
de las necesidades efectivas de la campaña, ni podría preverse la 
duración de la guerra, ni se tenía experiencia respecto del valor 
efectivo que pudiera llegar a alcanzar el papel””* (véase cuadro 2). 

Esas emisiones de papel moneda ordenadas por la coalición 
constitucionalista en 1913 fueron prudentes, si se comparan con el 
descomunal uso que los diversos ejércitos ejecutarían los siguientes 
dos años, coincidentes con el periodo de avanzada y conquista mi- 
litar con dirección a la ciudad de México. La autoridad monetaria 
del carrancismo apenas germinaba. Lo más significativo de esta po- 
testad quedó establecido en otro ámbito; se dio a través de diversas 
circulares en las que se desconoció la legalidad de las emisiones li- 
gadas a la administración de Huerta. En febrero de 1913 se calificó 
de fraudulentos a los billetes del Banco Nacional de México por 
apoyar al gobierno usurpador y por no cumplir los términos de la 
legislación bancaria; en otra ocasión —diciembre— se prohibió que 
los vales y documentos de baja monta emitidos por bancos y nego- 
cios mercantiles fueran aceptados en las tesorerías ubicadas en el 
territorio dominado por estas filas —Chihuahua, Sonora, Tamauli- 
pas, Sinaloa y Durango—, en donde se ordenó de inmediato la aper- 
tura de los establecimientos bancarios y su supeditación a la prime- 
ra jefatura.? 

Ninguna de las autoridades en turno fue capaz de dar una can- 
tidad aproximada sobre el monto global de los billetes y el papel 
moneda en el mercado, de tal forma que la mayoría de los autores 


25 El decreto de la emisión de Piedras Negras en Antonio Manero, La reforma bancaria 
en la revolución constitucionalista, México, Miguel Ángel Porrúa, 1992, p. 167-168. 

2 “Don Venustiano Carranza, Primer Jefe del Ejército Constitucionalista”, en Secretaria 
de Hacienda y Crédito Público, La Hacienda Pública a través de los informes presidenciales, Méxi- 
co, 1951, p. 348-367. 

25 Ibid., p. 168-170. 
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CUADRO 2 


EMISIONES DE LAS FILAS CONSTITUCIONALISTAS 


1913 


Gobernadores y 
Primera jefatura jefes militares 


Enero 


Febrero 12 


Enero 


Marzo 4 


Abril 10 


Mayo 6 
Agosto 26 
Junio 24 
Julio 31 
Septiembre 
19 


Junio 18 de 
1915 


Abril 3 de 
1916 


Durango: firmados por J. R. Laurenzana, 
Pastor Rouaix M. del Real Alfaro* 


“Ejército Constitucionalista” 

En Culiacán, por 15000000 de pesos más en 

papel moneda (a la emitida en Hermosillo). 
Jefatura Política 
de Baja Califor- 
nia, La Paz 

Moneda fraccionaria 

Nogales, Sonora, 200000 pesos 

Ciudad Juárez, Chihuahua, 600000 pesos más 

Chihuahua, 1000000 más de pesos 

Ciudad de México, 3 200000 más de pesos 

Ciudad de México, 3000000 más de pesos 

Saltillo, emisión de vales 2000000 de pesos 


Monterrey moneda fraccionaria por 1000000 
de pesos 


Gobierno Provisional de México 
Ciudad de México, 130000000 de pesos 


Secretaria de Hacienda (Luis Cabrera) Papel 
Veracruz Fraccionaria se aumenta hasta 70000000 
de pesos 


Por 50000000 de pesos, para canje de antiguas 
emisiones 


Primer jefe del Ejército Constitucionalista, Querétaro 
Infalsificable 500000000 de pesos 


* Fue suprimida su circulación y ordenado su canje 
** Se consideró nula la emisión 
Fuente: Elaboración propia. 
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considera que es imposible saber el importe de esas emisiones.” Sin 
embargo, se ha calculado que las emisiones revolucionarias rebasa- 
ron los mil millones de pesos.*” 

A finales de 1913, de nueva cuenta se volvió al recurso de las 
emisiones de papel moneda por parte de la coalición constituciona- 
lista. “Tres de las emisiones realizadas en el territorio del constitucio- 
nalismo fueron ordenadas por los gobernadores Domingo Arrieta, 
en Durango, Felipe Riveros, en Sinaloa, y José María Maytorena, en 
Sonora —esta última no fue reconocida por la primera jefatura—. 
Con ellas se trataba de obtener fondos para la formación de los 
ejércitos, pero también se buscó evitar la parálisis en el comercio, en 
general, y en el de cabotaje, tal como se adujo en el caso de Sinaloa. 
Ello se justificó en razón del *...alejamiento y la independencia con 
que obraban muchas veces los jefes militares, sobre todo al principio 
de la Revolución, lo que hacía imposible que éstos pudieran ser pro- 
vistos de fondos por la primera jefatura”.* 

En forma paralela se dieron decretos similares en Hermosillo, 
sede de la primera jefatura, y en Chihuahua, donde se localizaba la 
División del Norte al mando de Francisco Villa. Eran grandes bille- 
tes de papel blanco popularmente conocidos como “las sábanas de 
Villa”. Las emitió dos años, desde finales de 1913. También hizo al- 
gunos billetes de colores que iban de 25 centavos a 100 pesos. La 
medida se sumó a los préstamos forzosos impuestos por Villa en ese 
mismo estado. El más conocido de ellos fue obtenido de diversos 
bancos en el mes de septiembre —3 000000 de pesos—, así como su 
pago forzoso en dólares, en el momento en que el consejo de admi- 
nistración del Banco Nacional de México ordenó no aceptar el pago 
del giro, para lo cual se detuvo al gerente radicado en Torreón. 

A 15000000 de pesos ascendió el monto de la emisión de circu- 
lación forzosa conocida como Ejército Constitucionalista, la cual fue dis- 
puesta en Hermosillo el 28 de diciembre de 1913, con el expreso 
propósito de “proveer a la insuficiencia de la circulación monetaria” 


26 Francisco Pradeau, Historia numismática de México, de 1828 a 1950. T. 1. Cecas de México 
y Tlalpam, prólogo de Alfredo Porraz, México, Sociedad Numismática de México, 1957, 
p. 173. 

27 Walter W. Stewart, “Financing Revolutions in México”, The Journal of Political Economy, 
v. 28, n. 8, octubre, 1920, p. 697. Disponible en <http://links.jstor.org/>. 

28 “Don Venustiano Carranza. Primer Jefe del Ejército Constitucionalista”, en Secretaria 
de Hacienda y Crédito Público, La Hacienda Pública..., p. 355. 
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y “contribuir para los gastos públicos y principales, al sostenimiento 
[...]” de esas fuerzas, además de advertirse que pagarían multas y 
sufrirían arrestos todos aquellos que emplearan “fichas, tarjetas, vales 
u otros objetos de cualquier materia, como signos convencionales en 
sustitución de la moneda”. En diciembre se llevó a cabo la legendaria 
emisión de las “dos caras o sábanas” del villismo por un total de 
2000000 de pesos, cuya característica más importante no radica en 
el tamaño de los documentos, sino en haber introducido los billetes 
de baja denominación —5, 10, 25 y 50 centavos— requeridos en las 
operaciones cotidianas de la tropa y los habitantes de la región, ade- 
más de otros por cantidades mayores, que fueron de 1 a 50 pesos. 

La desaparición de las piezas metálicas fue reemplazada por una 
gran variedad de documentos de pago, simples promesas de crédi- 
to que igual comprendía a los billetes de los bancos que al papel 
moneda de generales y gobernadores de la coalición constituciona- 
lista, acompañados de bonos y certificados del gobierno federal*” y 
de algunos gobiernos locales afines al huertismo, así como de diver- 
sas cédulas y pagarés de las empresas mercantiles e industriales. A 
lo anterior había que añadir los cartones, las pequeñas placas de 
metal, los cueros u otros materiales que permitían la realización 
de las transacciones al menudeo. 

La dispersión y el desorden fue el rasgo distintivo de las “emi- 
siones revolucionarias” del constitucionalismo (véase cuadro 1), lo 
que se tradujo en la dispersión de la autoridad monetaria, ya que 
los cantidades a emitir, lo mismo que la calidad de los billetes, que- 
daron en manos de gobernadores y jefes militares. 

La escisión en las filas revolucionarias también impactó en la 
circulación de papel moneda. En octubre de 1914 el Ejército liber- 
tador había recurrido a esa facultad al ordenar lo que se conoce fue 


29 Sobre esto mismo, en su informe de 1916 Carranza comentó: “La mayor parte de los 
jefes militares se sujetaron a sus instrucciones, pero en otros casos se excedieron a las autori- 
zaciones. El general Villa, por ejemplo, fue autorizado a emitir 10000000 de pesos para las 
necesidades de su campaña en el estado de Chihuahua y, sin embargo, desde antes de su 
infidencia había ya comenzado a excederse en sus emisiones en cantidades considerables, y 
puede decirse que las emisiones de papel del estado de Chihuahua montan a varios cientos 
de millones de pesos y se confunden con las emisiones de papel falso y de enemigos. Secre- 
taria de Hacienda y Crédito Público, La Hacienda Pública... 

30 En enero de 1914 se informó que la Comisión de Cambios y Moneda había introdu- 
cido bonos en el mercado en julio y diciembre del año anterior, a lo que se sumó la fallida 
intención del gobierno por colocar los bonos del tesoro en abril de 1914. 
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la primera y única emisión del zapatismo, además de disponerse la 
fundación de un Banco Revolucionario en Guerrero, con el objeto 
de uniformar ésas y futuras emisiones.” Pero el número de esas es- 
pecies aumentó en los meses siguientes, bajo la dirección de las 
fuerzas de la convención que marcó la escisión entre los zapatistas y 
villistas agrupados en ésta, con las filas del carrancismo. Aquéllos 
ocuparon la ciudad de México y ordenaron decomisar la nueva emi- 
sión de papel moneda ordenada poco antes por el constitucionalis- 
mo; a ésta se le conoce con el título de “revalidados”,* y a ella se 
sumaron más tarde las emisiones ordenadas por los gobiernos de la 
convención, como se aprecia en el cuadro 3. 

Tras la derrota de zapatistas y villistas, los constitucionalistas 
tomaron la ciudad de México, sumergida en una fuerte crisis econó- 
mica y mercantil de la cual no se tiene noticia sobre lo sucedido en 
otras plazas del país. La capital, en tanto que caja de resonancia de 
los sucesos políticos y económicos, se encontraba en 1915 fuerte- 
mente resentida por la desarticulación del sistema monetario domi- 
nado por el dinero fiduciario y hambriento por la ausencia de me- 
tálico, que en la práctica había desaparecido de la circulación. 

Las dificultades en el abasto de alimentos y sus altos precios eran 
motivo de atención y preocupación de diversos sectores, que apura- 
ban a la administración carrancista a encontrar soluciones rápidas y 
estables, situación que sumaba una recesión con la inflación —estan- 
flación—.* Dada la baja en la producción agrícola y minera, funda- 
mentalmente, lo que se conjuntó con la abundancia de papel mone- 
da, cuya diversidad fue mayor a la veintena de títulos diversos que 
concurrían en el mercado en 1916 de acuerdo con el informe de 
Martínez Sobral, frente a la creciente desaparición de la moneda 
metálica, debido a su ocultamiento y a la interrupción de su acuña- 


31 Se emitieron documentos de 1, 2, 5, 10 y 20 pesos, firmados por Rodolfo E. Catalán 
y Rafael Castañón. 

32 En el informe que Carranza presentó en 1916 al Congreso explicó que “al desocupar 
la ciudad de México el Gobierno Constitucionalista en noviembre de 1914, el llamado Go- 
bierno de la Convención encontró en la imprenta del gobierno elementos tipográficos que 
le permitieron continuar la impresión de billetes hecha por el Gobierno Constitucionalista 
en la ciudad de México, solamente que agregando un sello de revalidación, con el fin de 
hacer creer al público que se trataba del papel mismo de la Primera Jefatura. Éste fue el papel 
que se llamó Revalidado”: Secretaria de Hacienda y Crédito Público, La Hacienda Pública..., 
p. 356. 

35 Edwin W. Kemmerer, Inflation and Revolution..., p. 62. 
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Fecha 


15 de 
diciembre 
de 1914 


19 de 
diciembre 
de 1914 


5 de enero 
de 1915 


23 de abril 
de 1915 


28 de mayo 
de 1915 


CUADRO 3 


EMISIONES DE LOS ZAPATISTAS 


Orden de: 


Eulalio Gutiérrez 


Eulalio Gutiérrez 


Eulalio Gutiérrez 


Roque González 
Garza 


Roque González 
Garza 


Roque González 
Garza 


Fuente: Elaboración propia. 


Monto previsto 


(pesos) 
15000000 


62625000 


300000000 


82627500 


15000000 


15000000 


Justificación 


Para gastos de guerra 


Revalidados 
Resello a billetes del 
gobierno provisional 


Bonos amortizables para 
unificar papel moneda, 
sostener el cambio y 
sufragar futuros gastos 


Modificación del decreto 
sobre billetes revalidados 
(aumento cantidad) 


Para gastos de guerra 


Para gastos de guerra 


ción como se aprecia en la gráfica que registra el dominio de las 
piezas de bronce durante los años de 1914 a 1916 (véase gráfica 1). 


Intentos de unicidad 


La heterogeneidad de documentos de pago —billetes y papel mo- 
neda constitucionalista— intentó ser corregida tempranamente, con 
los esfuerzos del primer jefe por restablecer las funciones y atribu- 
ciones de la Secretaría de Hacienda —Adiciones al Plan de Guada- 
lupe—. La tarea se redobló en los años siguientes, en el marco del 
periodo de “lucha de facciones”, etapa durante la cual se libró una 
dura batalla por la unificación en la emisión fiduciaria por parte de 
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los carrancistas, tarea que se llevó a cabo desde dos frentes. Uno de 
ellos fue el desconocimiento de emisiones realizadas por las filas no 
afines al primer jefe; la otra fue el canje de antiguos documentos 
por la nueva emisión conocida como infalsificable, cuyo fracaso fue 
motivo de comentarios que han sido determinantes en la elabora- 
ción reciente de interpretaciones.** 

A lo largo de 1914 se ahondó la dispersión de las emisiones de 
papel moneda, reflejo de la falta de unicidad en el mando para dar 
la última batalla en contra de la dictadura huertista. El conflicto 
entre los jefes militares, que nació en esos años y que se prolongó 
hasta 1916, se manifestó de varias maneras y una de ellas fue ésta 
que acentuó el debacle monetario, ya que a la multiplicación de 
emisiones, más allá de los limites requeridos en los diversos merca- 
dos, se registró paralelamente gran variedad de documentos de 
diversas denominaciones, tamaños y calidades de la emisión, diver- 
sidad que fue creada por el estado de anarquía generalizada que 
dómino al país durante los dos años siguientes. 

Ante esta situación Huerta, durante el último semestre de la 
dictadura, decretó una suspensión de pagos que de inmediato fue 
enfrentada por los bancos, por medio de un sindicato bancario fun- 
dado con el objeto encontrar una salida a la paralización de los 
negocios. En forma paralela, el general retomó la propuesta de Es- 
quivel Obregón del año anterior y formuló la conveniencia de fun- 
dar el Banco Federal de Emisión, cuyos fondos podían ser respalda- 
dos con los bienes nacionales, iniciativa que la banca apoyó 
proporcionando un préstamo por 50000000 de pesos, pero que 
hubo de ser suspendida —se dijo en razón de que “el simple rumor 
de su establecimiento provocó el alza en los tipos de cambio”. Éstos 
fueron los últimos recursos financieros que permitieron dar los últi- 
mos alientos a ese régimen autocrático que terminó con la toma de 
la ciudad de México el 15 de agosto de 1915 por las tropas del ge- 
neral Álvaro Obregón a la cabeza del ejército revolucionario. 


3 Citado en “Documento n. 40”, en Jesús Acuña, Memoria de la Secretaria de Gobernación 
correspondiente al periodo revolucionario comprendido entre el 19 de febrero de 1913 y el 30 de noviem- 
bre de 1916, formada por el licenciado..., Secretario de Estado. Encargado del Despacho de Gobernación 
para presentar ante el Soberano Congreso Constituyente, México, Talleres Linotipográficos de Re- 
vista de Revistas, 1916, p. 234-237. 
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Uno de los principales proyectos del secretario de Hacienda José 
Yves Limantour fue la expedición de la Ley de Instituciones de Cré- 
dito, la cual se concretó en 1897. Sin embargo, tal disposición no 
resolvió de fondo el problema de la organización del sistema finan- 
ciero mexicano. La fragilidad de este último se puso en evidencia 
con la crisis económica internacional de 1907, y las medidas correc- 
tivas que tomó el gobierno mexicano resultaron insuficientes para 
evitar la crisis del sistema en su conjunto durante la Revolución 
Mexicana. El presente trabajo presenta un resumen de la evolución 
del sistema financiero mexicano durante el gobierno de Porfirio 
Díaz y evalúa el legado financiero y monetario de los primeros go- 
biernos revolucionarios. Llama la atención el hecho de que durante 
el Porfiriato se haya descartado la creación de un banco único de 
emisión, el cual sería el principal mandato en materia económica 
de la Constitución de 1917 y la piedra angular del nuevo sistema 
financiero mexicano. 


El sistema financiero porfiriano 


Al asumir la presidencia por primera vez en 1877, el general Porfirio 
Díaz encontró una situación monetaria caótica y un sistema bancario 
casi inexistente. El desarrollo económico experimentado durante su 
gobierno, que dejó sentir su primer impulso en las industrias extrac- 
tivas y de transformación, así como en la agricultura de exportación, 
aumentó de manera acelerada la necesidad de medios de pago, a 


198 LEONARDO LOMELÍ VANEGAS 


consecuencia del crecimiento de estas ramas productivas y del pre- 
dominio cada vez mayor de la economía de cambio. 

La polémica sobre el régimen legal al que deberían sujetarse los 
bancos de emisión se había iniciado desde que en 1884 se promulgó 
el Código de Comercio que sustituyó al de 1854, y que reglamentó 
por primera vez el servicio de banca y crédito, incluida la emisión 
de billetes. En esta polémica se dio el primer gran enfrentamiento 
entre dos miembros del grupo de Limantour, Joaquín Casasús y 
Pablo Macedo, quienes representaban intereses económicos opues- 
tos y recurrieron, por lo mismo, a argumentos antagónicos para 
sostener sus respectivas posiciones. Casasús defendió la pluralidad 
de emisión frente a la pretensión del gobierno de conceder el privi- 
legio de la circulación nacional de sus billetes únicamente al Banco 
Nacional de México, cuya conveniencia representaba Macedo. 

Casasús y Macedo invocaron los argumentos de las escuelas ban- 
caria y monetaria, respectivamente, que a su vez habían protagoni- 
zado importantes debates en Europa sobre la organización de los 
servicios bancarios. Para la escuela bancaria, las actividades finan- 
cieras debían tener las mismas características de cualquier otra acti- 
vidad económica, por lo que estaban a favor de la libre concurrencia, 
incluso en la emisión de billetes. Para la escuela monetaria, la emi- 
sión de billetes era una actividad económica especial que debía ser 
centralizada, preferentemente monopolizada y regulada por el Es- 
tado, ya que confería poder “monetario” a los bancos emisores, o 
sea el que se deriva del hecho de crear moneda. Aunque prevaleció 
la posición de Casasús, que se vio reforzada por la de Luis G. Labas- 
tida, a quien el secretario Dublán encargó un estudio sobre el tema 
en 1886, el Código de Comercio de 1888 no incluyó un nuevo apar- 
tado que regulara las actividades de la banca. En su lugar se prome- 
tió la expedición de la Ley de Instituciones de Crédito, que tardó 
nueve años en llegar.' 

La ley fijó bases uniformes para el establecimiento de nuevos 
bancos y distinguió entre tres tipos de instituciones de crédito: ban- 
cos de emisión, bancos refaccionarios y bancos hipotecarios. Los tres 
eran intermediarios financieros que diferían, sin embargo, en los 
títulos que cada tipo de institución emitía y que correspondían, res- 


l “Ley General de Instituciones de Crédito”, Diario Oficial de la Federación, 19 de marzo 


de 1897. 
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pectivamente, al corto, mediano y largo plazos. Los bancos de emi- 
sión prestaban a corto plazo, principalmente al comercio, y emitían 
billetes. Los bancos refaccionarios otorgaban créditos de mediano 
plazo, principalmente a la industria, y emitían bonos de caja que 
colocaban entre sus clientes. Finalmente los hipotecarios, como su 
nombre lo indica, prestaban a largo plazo sobre la garantía de hipo- 
tecas, sobre bienes inmuebles, y captaban recursos mediante los bo- 
nos hipotecarios. Los bancos quedaron permanentemente sujetos a 
la supervisión de la Secretaría de Hacienda, la cual no haría efectiva 
esta atribución hasta 1904 cuando creó la Inspección General de 
Instituciones de Crédito y Compañías de Seguros, encargada del 
control de esos establecimientos y del cuerpo de interventores. Las 
facultades de estos interventores fueron ampliadas al año siguiente. 

Al amparo de la nueva ley, los bancos crecieron y se multiplica- 
ron, de tal suerte que casi todas las entidades federativas contaban 
en 1907 con por lo menos un banco, por lo general de emisión. 
Originalmente enfrentaron la desventaja de que sus billetes se acep- 
taban como promesas de pago con un descuento que era mayor 
entre más distante se encontrara su casa matriz. La creación en 1898 
del Banco Central Mexicano, autorizado para pagar en efectivo y a 
su valor nominal los billetes emitidos por los bancos locales que le 
fueran presentados, aumentó de manera considerable la circulación 
de los billetes emitidos por la banca local. Éste fue tan sólo uno de 
los puntos débiles que presentaba el sistema financiero mexicano al 
sobrevenir la crisis mundial de 1907, que tuvo un fuerte impacto en 
la economía nacional y puso al descubierto que la alabada ley de 
1897 había dejado demasiadas lagunas en la regulación financiera. 

La ley promulgada en 1897 consideró como instituciones de 
crédito a los bancos de emisión, a los bancos hipotecarios y a los 
bancos refaccionarios. Con base en dicha ley se estableció un sistema 
de pluralidad de emisión regulado por la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público. De esta manera no solamente se renunció al mo- 
nopolio de la emisión de billetes sino se postergó la creación de un 
banco central a favor de un régimen de emisión, que en los hechos 
resultó difícil de regular y demasiado vulnerable como lo demostró 
la experiencia de 1907, cuando estuvieron a punto de quebrar los 
bancos de la península de Yucatán. La solución a la que se llegó, 
tanto en la Ley de Instituciones de Crédito como en la Reforma 
Monetaria de 1905, revela con claridad los límites y las contradic- 
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ciones de una política económica atrapada en la necesidad de con- 
ciliar con los distintos sectores de la oligarquía. En los hechos, estas 
decisiones distaron mucho de ser las más adecuadas, pero en su 
momento representaron salidas políticas para el secretario de Ha- 
cienda, quien trataba en lo posible de salvaguardar los intereses de 
los grupos económicos involucrados. 

Ante la continua depreciación de la plata, que traía consigo la 
inestabilidad de la moneda, el secretario de Hacienda convenció al 
presidente de la pertinencia de crear una comisión encargada de 
analizar la conveniencia y, en su caso, las características de una re- 
forma monetaria. La comisión representa un importante ejemplo 
de un mecanismo para procesar una reforma compleja por sus reper- 
cusiones económicas y por sus costos políticos. Al mismo tiempo, fue 
un espacio privilegiado de discusión y reflexión sobre la situación y 
los problemas económicos del país. En la comisión participaron im- 
portantes representantes de los principales sectores económicos y 
los especialistas más connotados en materia de banca, crédito y eco- 
nomía de la época. Las discusiones que se dieron revisten una im- 
portancia especial para conocer cuál era el verdadero diagnóstico 
que tenían estos hombres sobre la economía nacional. También 
constituyen un ejemplo de las dificultades crecientes que enfrentaba 
el Estado mexicano para conciliar los intereses de una oligarquía 
que se había diversificado y que tenía puntos de vista distintos, y en 
ocasiones antagónicos, sobre los problemas del país y sus posibles 
soluciones. Una vez más, el resultado de la reforma distó mucho de 
ser definitivo; fue una solución de compromiso que no satisfizo en- 
teramente a nadie y que en los hechos representó un esquema de 
transición más que una abrupta adopción del patrón oro, por la 
relación de convertibilidad directa que estableció entre la moneda 
de oro y la moneda de plata. 

El sector externo de la economía se vio afectado por la crisis 
mundial de 1907, que deprimió la demanda de productos mexica- 
nos en el exterior y abatió los precios de los productos mexicanos 
de exportación, combinándose con una crisis agrícola interna. Re- 
pentinamente los principales clientes de los bancos mexicanos se 
encontraron en medio de una crisis de liquidez que les impedía 
hacer frente a sus obligaciones. Los banqueros reaccionaron con 
prudencia durante la emergencia al restringir el crédito y aumen- 
tar las tasas de interés. Sin embargo, las largas filas de clientes que 
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acudían a retirar su dinero se repitieron como en 1884, sólo que 
en esta ocasión el gran número de bancos de provincia daba como 
resultado un sistema financiero más expuesto. En este momento el 
eslabón más débil de la banca mexicana resultó ser el de los bancos 
que tenían comprometidos más créditos de largo plazo en la agri- 
cultura, en especial los de la península de Yucatán, que pagaron 
las consecuencias de su apoyo irrestricto a los henequeneros, uno 
de los sectores más afectados por la crisis. El secretario de Hacien- 
da* promovió la intervención del Banco Nacional de México que, 
auxiliado por el Central, pudo reorganizar el funcionamiento de 
los bancos de la península mediante una reestructuración que in- 
cluyó su fusión. 

Deseoso de aprovechar la experiencia que acababa de vivir el 
país, Limantour promovió al año siguiente una serie de reformas a 
la Ley General de Instituciones de Crédito. De entrada, se concedía 
un año de plazo a las instituciones bancarias para procurar una 
mayor recuperación de sus carteras vencidas y deshacerse de activos 
inmovilizados. Consciente de los riesgos que representaban los nu- 
merosos bancos locales de emisión, Limantour intentó transformar- 
los en bancos refaccionarios, mediante una serie de incentivos que 
permitieran reducir la peligrosa proliferación de instituciones emi- 
soras. El mínimo de capital social accionario se aumentó a 1000000 
de pesos y se establecieron nuevos y más estrictos controles para 
vigilar los préstamos a sus propios consejeros y directores, al mismo 
tiempo que aumentaban los requisitos para la presentación de los 
balances de los bancos. 

La Secretaría de Hacienda tomó una serie de medidas a fin de 
desincentivar a los bancos de emisión para seguir adelante con la 
riesgosa política crediticia que los caracterizaba, por medio de la cual 
inmovilizaban de forma indefinida los capitales provenientes de la 
emisión de billetes. El financiamiento de la agricultura debía de ser 
una función de los bancos refaccionarios, para lo cual se especificó 
claramente la diferencia entre las actividades refaccionarias y las 
hipotecarias.* Sin embargo la mayor parte de estas disposiciones no 
llegó a dar resultados, pues dos años después estallaría el conflicto 


2 Fernando Rosenzweig, “Moneda y banca”, en Daniel Cosío Villegas, Historia Moderna 
de México. El Porfiriato. T. Y. Vida económica, México, Hermes, 1965, p. 251. 
3 Ibid., p. 294. 
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armado en el país y después del intermedio que significó el interi- 
nato de De la Barra y la efímera presidencia de Madero, el sistema 
bancario enfrentaría su crisis más severa durante el período de Vic- 
toriano Huerta. 


Revolución y crisis financiera 


La banca no se había recuperado del todo de la crisis de 1907, cuan- 
do a finales de 1910 lo que pareció ser en principio una rebelión 
insignificante se convirtió en un movimiento capaz de desquiciar las 
comunicaciones y los transportes del país durante los primeros cua- 
tro meses de 1911, además de generar una psicosis en las ciudades 
importantes como no se había vivido otra desde el triunfo de la re- 
volución de Tuxtepec. Sin embargo, los bancos pudieron librar la 
prueba de la revolución maderista, y una vez restablecido el orden 
en casi todo el país después de los Tratados de Ciudad Juárez, con- 
tinuaron en operación en medio de una relativa normalidad. Si bien 
es cierto que muchos capitales huyeron de México, principalmente 
extranjeros, la situación era sostenible para la banca al asumir la 
presidencia Francisco 1. Madero el 6 de noviembre de 1911. Aún 
cuando parte de las reservas que dejó Limantour se habían gastado 
en los esfuerzos pacificadores del presidente interino De la Barra, 
la hacienda pública aún no representaba un problema. 

El presidente Madero, por su parte, procuró mantener buenas 
relaciones con los banqueros y durante su administración envió al 
Congreso dos iniciativas de reforma a la Ley General de Institucio- 
nes de Crédito.* La primera fue para facilitar el acceso de los peque- 
ños productores al crédito agrícola, al ampliar los fondos de la Caja 
de Préstamos para Obras de Irrigación y las garantías de los créditos 
a la agricultura.? 

El segundo decreto estableció diversas disposiciones para evitar, 
y en su caso castigar, la falsificación de billetes bancarios por parte 


WEl 8 de diciembre de 1904 el Congreso expidió el “Decreto que autoriza al Ejecutivo 
Federal para modificar la Ley General de Instituciones de Crédito y otras disposiciones en 
materia monetaria”, publicado por el Diario Oficial de la Federación al día siguiente. 

9 “Decreto que reforma la Ley General de Instituciones de Crédito”, Diario Oficial de los 
Estados Unidos Mexicanos, 29 de mayo de 1912. 
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de establecimientos comerciales y particulares en general,* en lo 
que parece ser el primer síntoma de los trastornos financieros que 
habrían de producirse al año siguiente, y que comenzaban a mani- 
festarse ante el progresivo aumento de la violencia en el país y de 
la inestabilidad del gobierno de Madero. “Ires meses después del 
segundo decreto se consumó la traición de Victoriano Huerta, de 
manera cruenta el gobierno de Madero para dar paso al del usur- 
pador, que desde el primer día se encontró con problemas finan- 
cieros. Las arcas del país ya resentían la prolongación de la guerra 
civil en Chihuahua y en Morelos durante el gobierno maderista, y 
pronto iban hacer frente a los requerimientos económicos de la 
guerra con los constitucionalistas. 

Uno de los acontecimientos más importantes acaecidos durante 
la administración de Victoriano Huerta fue el derrumbe del sistema 
monetario y financiero heredado del Porfiriato. La banca mexicana, 
que todavía no cumplía su primer medio siglo de existencia —con- 
tado a partir de la fundación del Banco de Londres y México, cuyo 
desarrollo, en los hechos, se había dado en los últimos treinta años—, 
tuvo que hacer frente en 1913 al caos político y a la especulación 
financiera y, al mismo tiempo, se convirtió en la principal acreedora 
del régimen de Huerta, que en recompensa al financiamiento reci- 
bido maniobró para salvarla de la bancarrota. El caos que originó el 
financiamiento bancario al régimen huertista y los sucesivos decretos 
emitidos por éste para evitar la quiebra bancaria dieron lugar a una 
serie de trastornos monetarios y de precios, que se prolongaría más 
allá de la presidencia de Huerta. 

El estudio de las circunstancias en las que se dio la primera gran 
crisis financiera de la historia mexicana” y sus repercusiones sobre 
el proceso inflacionario durante la revolución, puede abordarse des- 
de varias perspectivas. Lo mismo como epílogo de la economía del 
Porfiriato que como antecedente de la creación del Banco de México, 


6 “Decreto que reforma la Ley General de Instituciones de Crédito”, Diario Oficial de los 


Estados Unidos Mexicanos, 19 de noviembre de 1912. 

7 En 1884, aún cuando tenían poco tiempo de operar y pese a que se enfrentaron a una 
intensa presión por parte del público, los bancos propiamente dichos salieron bien librados, 
habiendo sido el Monte de Piedad la única institución que tuvo que suspender sus pagos. 
Como se verá más adelante, también en 1907 los bancos de emisión estuvieron al borde de 
la crisis, en particular los de la península de Yucatán, pero la intervención de la Secretaría 
de Hacienda los salvó y, con ellos, a todo el sistema financiero porfiriano. 
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la crisis financiera de los años 1913-1914 puso de manifiesto la fra- 
gilidad del sistema financiero porfirista y la necesidad de establecer 
un banco único de emisión que regulara la actividad de las institu- 
ciones de crédito. También resultan de gran interés los esfuerzos 
emprendidos por Carranza para detener el proceso inflacionario y 
solucionar el problema monetario agravado por la emisión de “bi- 
limbiques”, billetes emitidos por los jefes revolucionarios, pasaje de 
nuestra historia económica que sigue despertando polémica. 

La habilidad política de Toribio Esquivel Obregón, primer se- 
cretario de Hacienda de Huerta, hizo posible que durante la pri- 
mavera de 1913 pudiera conseguirse un préstamo para pagar las 
obligaciones que estaban por vencer.* El secretario Esquivel Obre- 
gón, que tenía un juicio bastante negativo sobre la Ley General de 
Instituciones de Crédito y la proliferación de bancos de emisión 
privados, propuso a Pablo Macedo que le ayudara a preparar el 
proyecto para establecer un banco único de emisión, dependiente 
de la Secretaría de Hacienda. Esquivel Obregón escribió en sus me- 
morias políticas que prefería esta medida en lugar de acudir “al 
sistema de juntas de banqueros, porque, en lo general, ellos se in- 
clinan demasiado a sostener el interés particular de sus instituciones, 
perdiendo de vista el general”.* Las bases del plan de reforma pro- 
puesto por Esquivel eran las siguientes: 


1? El billete de banco, siendo un sustituto de la moneda en las transac- 
ciones diarias, no puede ser emitido a discreción de instituciones 
privadas, sin graves alteraciones del sistema monetario del país. 

2% En consecuencia, debe concentrarse en una institución única la fa- 
cultad de emitir billetes y, en esa función, deberá estar bajo las ór- 
denes de la Secretaría de Hacienda, que regulará tal emisión según 
las necesidades generales del país. 

3% A fin de que no sufrieran ni el público ni los bancos al recogerse los 
billetes en circulación, ni estos últimos al recogérseles su concesión, 
debería formarse un inventario y balance detallado y justo para 
saberse con exactitud su activo, y el importe del mismo se les reco- 


8 El préstamo otorgado por el Banco de París y de los Países Bajos fue contratado el 8 
de junio de 1913, dos días antes que venciera el plazo para pagar el préstamo por 40000000 
de pesos que realizó Speyer 8 Co. al gobierno de Madero. El nuevo empréstito, que ascendía 
a 16000000 de libras esterlinas, permitió al gobierno de Huerta pagar el préstamo a Speyer 
y disponer de 58500000 de pesos. Fue el último préstamo internacional a México hasta 1942. 
% Toribio Esquivel Obregón, Mi labor en servicio de México, México, Botas, 1934, p. 107. 
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nocería en acciones de la nueva institución la cual se encargaría de 
pagar los billetes emitidos. Los antiguos bancos podían quedar 
como agencias o sucursales del banco central, aprovechándose así 
la experiencia bancaria adquirida en cada localidad. 

4 Reservada la emisión de billetes para una institución central, en los 
demás debía haber libertad para el establecimiento de bancos, aun- 
que todos estarían sujetos a la inspección del gobierno, mediante la 
apropiada institución.'” 


Sin embargo, aunque don Pablo Macedo aceptó colaborar con 
Esquivel en la redacción de una nueva Ley de Instituciones de Cré- 
dito, no pudo o no quiso cumplir la promesa hecha al secretario de 
Hacienda. Después, el propio Huerta bloqueó la presentación del 
proyecto al Congreso, a fin de usarlo posteriormente como arma 
para chantajear a los bancos de emisión con el objeto de que le 
prestaran dinero para hacer frente a los gastos de la guerra.!' Luego 
de la renuncia de Esquivel Obregón, Huerta se dio a la tarea de 
allegarse recursos mediante opciones que hasta ese momento sus 
antecesores habían evitado: echó mano de 30000000 de pesos del 
Fondo Regulador de la Circulación Monetaria, '? de 12000000 de la 
reserva del tesoro y de 121000000 que se habían recaudado hasta 
el 30 de junio de 1913. El gobierno tomó medidas para aumentar 
la recaudación vía impuestos,'* pero ante la inmediata necesidad de 
fondos, recurrió al crédito bancario. 

Al mismo tiempo que la administración de Huerta redoblaba sus 
esfuerzos para allegarse recursos, el pánico se apoderaba de los mer- 
cados. El rumor que circuló profusamente en julio de 1913 acerca 
de la posibilidad de que se estableciera un impuesto del 15% sobre 
los depósitos bancarios, hizo que la gente comenzara a atesorar pri- 
mero las monedas de oro y después las de plata. Para evitar la fuga 
de los dos metales del país, el gobierno fijó un impuesto de 10% a 
la exportación de oro el 1? de mayo, que el 26 de agosto se extendió 


10 Tbid., p. 108-109. 

1 Tbid., p. 116. 

12 El Fondo Regulador de la Circulación Monetaria se creó en 1905 como parte de las 
reformas que trajo consigo el establecimiento del patrón oro; su objetivo era mantener un 
tipo de cambio estable. Cumplía la función de las reservas de los bancos centrales. Véase “Ley 
que establece el régimen monetario de los Estados Unidos Mexicanos”, Diario Oficial de los 
Estados Unidos Mexicanos, 25 de marzo de 1905. 

13 Berta Ulloa, La encrucijada de 1915, México, El Colegio de México, 1980, p. 115. 
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a la plata. El tipo de cambio, que durante el primer semestre del año 
se había mantenido estable, se desplomó y experimentó una deva- 
luación de 32%. Para evitar la quiebra de los bancos, Huerta expidió 
una serie de decretos a partir de noviembre de 1913 mediante los 
cuales estableció la circulación forzosa de los billetes de los bancos 
Nacional y de Londres y México en toda la República y los de los 
bancos locales en sus respectivos estados, redujo el encaje legal y 
eximió a la banca de emisión de redimir sus billetes en metálico. La 
gran crisis financiera había comenzado. A partir de ese momento 
los precios se dispararon y la moneda metálica virtualmente desapa- 
reció de la circulación. 

La situación se complicó cuando cada facción revolucionaria 
comenzó a imprimir su propio papel moneda. Carranza trató de 
hacer frente a la situación cuando se afianzó en el poder en 1916, 
emitiendo los billetes imfalsificables y creando el Fondo Regulador de 
la Moneda Fiduciaria para respaldar la emisión.'* El nuevo papel 
moneda fue bien recibido por la población mientras tuvo el respaldo 
del Fondo Regulador, que oficialmente contaba con 50000000 de 
pesos oro, pero cuando se extinguió su respaldo metálico y se pre- 
sentó una vez más el problema de la inconvertibilidad, los imfalisif- 
cables dejaron de cumplir las funciones principales de la moneda: 
como depósito de valor —para ahorro y atesoramiento—, como 
unidad de cuenta —para fijar precios— y como medio de pago. Al 
final del proceso, volvieron a circular las monedas metálicas ante la 
necesidad de medios de pago para las transacciones económicas, y 
los precios y el tipo de cambio se estabilizaron.'* 

Los bancos de emisión heredados del Porfiriato habían proce- 
dido —primero bajo la presión de Victoriano Huerta y, después, 
amagados por las distintas facciones revolucionarias— a expedir 
billetes sin ningún respaldo en moneda metálica. Desde 1914, y 
sobre todo a lo largo de 1915, los billetes de banco eran aceptados 
cada vez con mayores descuentos sobre su valor nominal, mientras 
la moneda metálica desaparecía porque la gente prefería atesorarla 
para poner a salvo sus ahorros, dado que los bancos habían dejado 


1” Secretaria de Hacienda y Crédito Público, Legislación monetaria, México, Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público, 1959, v. 1, p. 430-431. 

15 Enrique Cárdenas y Carlos Mamns, “Inflación y estabilización monetaria en México 
durante la Revolución”, El Trimestre Económico, v. LVL, n. 221, enero-marzo, 1989, p. 57-79. 
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de garantizar sus depósitos en oro y plata. Al llegar a la ciudad de 
México, Carranza anunció la emisión de papel moneda infalsificable 
que inicialmente se proyectó por un monto de 250000000 de pe- 
sos, pero terminó siendo del doble. Los billetes 2mfalsificables sólo 
serían canjeados por billetes de las anteriores emisiones del Ejérci- 
to Constitucionalista o por las obligaciones provisionales emitidas 
por el gobierno de Francisco S. Carvajal, unos días antes de la firma 
de los "Iratados de Teoloyucan.'? 

La Secretaría de Hacienda se encontraba facultada para vigilar 
que las instituciones bancarias se sujetaran a las disposiciones lega- 
les en la materia desde que el primer jefe había expedido el decre- 
to del 12 de septiembre de 1914, que reformó la Ley General de 
Instituciones de Crédito de 1897. El 25 de octubre de 1915 la Se- 
cretaría dispuso la creación de la Comisión Reguladora e Inspectora 
de Crédito para ejercer un control más estricto de los bancos y, en 
particular, evitar la especulación con papel moneda y obligarlos a 
normalizar su funcionamiento. La comisión dictaminó que única- 
mente nueve de los 24 bancos de emisión existentes cumplían con 
las disposiciones de la Ley General de Instituciones de Crédito, 
relativas al estado de sus reservas metálicas y a la relación entre los 
billetes en circulación y el monto de los depósitos a la vista. A fina- 
les de 1915, la comisión anunció que esos bancos no podrían seguir 
funcionando.!” 

El 15 de septiembre de 1916 el primer jefe expidió un nuevo 
decreto en el que se daba a los bancos un plazo de 60 días para que 
aumentaran sus reservas hasta cubrir la totalidad de sus billetes en 
circulación. También nombró un consejo de incautación para cada 
banco, para que vigilara la conservación de las reservas metálicas y 
para liquidar la institución, en caso de que no se cumpliera con lo 
dispuesto en el decreto. Como ninguno de los bancos cumplió con 
el requisito de aumentar sus reservas hasta el monto que exigía el 
gobierno de Carranza, el 14 de diciembre se decretó la incautación 


16 Tita Valencia, “Biografía y estudio introductorio”, en Rafael Nieto, La patria y más allá 


(Antología), México, Fondo de Cultura Económica, 1998, p. 81. 

17 Hilda Sánchez Martínez, “La política bancaria de los primeros gobiernos constitu- 
cionalistas, antecedente inmediato para la fundación del Banco de México (1917-1925)”, 
en Leonor Ludlow y Carlos Marichal (ed.), Banca y poder en México, México, Grijalbo, 1986, 
p. 378-379. 
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de todo el sistema bancario, cuyo funcionamiento pasó a manos del 
gobierno.!'* 

El artículo 5 de decreto de incautación establecía que si el ban- 
co se encontraba en imposibilidad de cubrir su pasivo con los valores 
de su activo, la Secretaría de Hacienda ordenaría su liquidación 
Judicial. Los mecanismos contemplados en el decreto en la práctica 
hicieron imposible cumplir con esta disposición, por lo que el go- 
bierno consideró conveniente decretar su liquidación administrativa 
mediante otro decreto expedido el 6 de abril de 1917 que sustituyó 
al anterior. El Ejecutivo se comprometió a fijar reglas para que la 
liquidación se realizara evitando trastornos de orden general, per- 
juicios particulares y dilación de tiempo. El 7 de julio, ya durante el 
gobierno constitucional de Carranza, el presidente invistió a la Co- 
misión Monetaria con el carácter de órgano liquidador encargado 
de ejecutar el decreto del 6 de abril, pero ante la falta de resultados 
la Secretaría de Hacienda asumió directamente la tramitación y el 
manejo de todos los asuntos relacionados con las instituciones de 
crédito, de acuerdo con el decreto del 25 de octubre.'* 


El banco de la Revolución y la reorganización del sistema financiero 


Rafael Nieto siguió trabajando en la cuestión de los bancos de emi- 
sión porfirianos, que aún eran fuente inagotable de problemas. Para 
entonces Antonio Manero ya se había incorporado al equipo de la 
Secretaría de Hacienda. En diciembre de 1916 Rafael Nieto sinteti- 
zó en su artículo “Proyecto para la creación del Banco de México” 
los lineamientos generales de la reorganización del sistema finan- 
ciero mexicano. Nieto recogió la preocupación de Carranza sobre la 
creación del banco único de emisión, pero profundizó en el proble- 
ma acerca de cuál de las distintas opciones existentes para su esta- 
blecimiento era la más viable, dadas las condiciones del país. La 
conclusión a la que llegó fue que el mejor esquema era el de un 


18 Tbid., p. 380. 

19 Antonio Manero, “Iniciación de la reforma bancaria, 1913”, en Leonor Ludlow y 
Carlos Marichal (coord.), La banca en México, 1820-1920, México, Instituto de Investigaciones 
Doctor José María Luis Mora/El Colegio de México/El Colegio de Michoacán/Universidad 
Nacional Autónoma de México, 1998, p. 227-228. 
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banco bajo control del gobierno de la República pero con partici- 
pación mixta en su capital accionario, tanto de particulares como 
del propio Estado. Acerca de los antiguos bancos de emisión, con- 
sideraba viable que los que estuvieran en buen estado se fusionaran 
en el banco único de emisión, mientras que los otros podrían con- 
tinuar en funciones pero ya sin la facultad de emitir billetes. Mien- 
tras tanto, el Congreso Constituyente había comenzado sus sesiones 
y las opiniones de Nieto serían consideradas en la redacción del 
artículo 28 constitucional. Un año después, el propio Nieto se basó 
en este mismo artículo para redactar la exposición de motivos del 
proyecto de ley para la creación del banco único, que Carranza en- 
vió al Congreso.? 

Aunque ya como presidente Carranza moderó su actitud hostil 
hacia los banqueros mexicanos, motivado en parte por las nece- 
sidades de la reconstrucción, los bancos permanecían incauta- 
dos al momento de tomar posesión Obregón de la presidencia de 
la República. El nuevo secretario de Hacienda comenzó a trabajar 
de inmediato en el asunto de las instituciones bancarias. Durante su 
interinato había mantenido relaciones cordiales con los banqueros, 
por lo que no dudaba en poder llegar a un acuerdo satisfactorio con 
ellos. Había además un incentivo adicional para ser generoso con esos 
establecimientos: el nuevo director del Banco Nacional de México, 
Agustín Legorreta, había ayudado en el restablecimiento de las rela- 
ciones con el Comité Internacional de Banqueros y sus buenos oficios 
podían ser de utilidad en el futuro, por lo que más valía tenerlo de 
lado del gobierno. 

El problema de los bancos fue una de las más grandes preocu- 
paciones del gobierno mexicano durante la presidencia de Venus- 
tiano Carranza. El Constituyente había hecho suya la idea de crear 
el banco único de emisión al aprobar el artículo 28, en cuya redac- 
ción había influido mucho Rafael Nieto, pero por el momento aún 
existían dificultades casi insalvables para echarlo a andar, la más 
importante de las cuales era la carencia de recursos. 

Cuando parecía haber quedado atrás el problema de los bilimbi- 
ques y la circulación monetaria se normalizaba, un nuevo obstáculo 
apareció en el horizonte: la apreciación de la plata. A mediados de 


20 Rafael Nieto, “Proyecto para la creación del Banco de México”, en Rafael Nieto, 
La patria..., p. 323-327. 
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1917 comenzaron a subir los precios internacionales de este metal 
debido a los desajustes económicos provocados por la Primera 
Guerra Mundial. La consecuencia inmediata fue que en el caso de 
las monedas de cincuenta centavos el valor intrínseco era superior 
a su valor nominal, por lo que comenzaron a desaparecer de la 
circulación, ya fuera porque eran atesoradas por los particulares o 
porque abandonaban el país como contrabando. El gobierno resol- 
vió la emergencia creada por esta situación, que amenazaba con 
desquiciar otra vez el sistema de pagos del país, al emitir monedas 
de menor tamaño para superar el desajuste, pero el problema de 
nuevo puso en evidencia la necesidad de contar con papel moneda 
de aceptación general, garantizada por una única autoridad mone- 
taria. El periódico Excélsior emprendió con tal motivo una campaña 
durante el segundo semestre del año a favor del papel moneda 
como medio circulante.” 

En diciembre de 1917 el presidente envió al Congreso el Proyec- 
to de Ley Orgánica del Banco Único de Emisión, elaborado por el 
subsecretario encargado del despacho de la Secretaría de Hacienda, 
Rafael Nieto. En la exposición de motivos, el presidente Carranza 
recordó al Congreso de la Unión las razones que llevaron al Cons- 
tituyente a aprobar la inclusión dentro de la Constitución del banco 
único de emisión: 


El Congreso Constituyente consideró, atinadamente, que se hacía ne- 
cesario un cambio radical en el sistema bancario de la República, sobre 
bases económicas más racionales, y con el propósito de que el Estado 
obtuviera de la nueva legislación bancaria los beneficios a que la nación 
tiene derecho. De ahí que en la Constitución Política en vigor quedara 
estampado el precepto de establecer en la República un solo Banco de 
Emisión, controlado por el gobierno federal.” 


La creación del banco único de emisión constituía el paso defi- 
nitivo para normalizar el régimen monetario de la República y para 
darle al Estado el control sobre la política monetaria. Sin embargo, 
hasta entonces no había podido concretarse debido a que el gobier- 


21 Álvaro Matute, Las dificultades del nuevo Estado, México, El Colegio de México, 1995, 
p. 210-211. 

2 Rafael Nieto, “Proyecto de Ley Orgánica del Banco Único de Emisión presentado por 
el C. Presidente de la República, Venustiano Carranza”, en Rafael Nieto, La patria..., p. 323. 
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no mexicano quería normalizar sus relaciones con la comunidad 
financiera internacional, con el fin de contar con suficientes recur- 
sos, incluidos créditos del exterior, para la fundación del banco: 


El Ejecutivo a mi cargo ha venido palpando, desde hace un año, las 
serias dificultades que entraña un régimen monetario a base metálica; 
pero, sin embargo, no había considerado oportuno que, sin recursos 
del exterior, se estableciera el nuevo Banco de Emisión, en razón de 
que, para no poner en peligro el éxito de la nueva institución banca- 
ria, era preciso iniciar sus Operaciones sobre bases firmes, contando 
con una cierta normalización de los ingresos y egresos del gobierno 
de la República, a efecto de alejar el peligro de que una necesidad 
pública imperiosa hiciera vacilar en sus principios la marcha de la 
nueva institución de crédito. Por otra parte, se hacía necesaria la des- 
aparición o atenuación de la desconfianza, en parte justificada, pues- 
to que ha sido difícil para el público distinguir hasta dónde la desapa- 
rición de la riqueza correspondía a los excesos naturales de todo 
movimiento armado, y hasta dónde tenía origen en la injusta organi- 
zación económica de regímenes pasados y en las mismas condiciones 
revolucionarias en el país.” 


El proyecto fue enviado a los secretarios de ambas cámaras por 
Rafael Nieto el 8 de diciembre de 1917. Sin embargo, el error de 
cálculo que había llevado al presidente a enviar al Congreso su 
iniciativa se debía a que existía un optimismo poco justificado en el 
gobierno sobre la posibilidad de lograr un arreglo pronto con los 
acreedores internacionales de México. En realidad, tanto en la crea- 
ción del banco único de emisión como en la renegociación de la 
deuda le correspondió al gobierno de Carranza dar los primeros 
pasos, pero la solución a estos dos problemas sería de los siguientes 
gobiernos. 

La necesidad de llegar a un entendimiento con la banca inter- 
nacional llevó a Carranza a moderar su actitud hacia los banqueros 
mexicanos, con el interés de que éstos sirvieran como intermedia- 
rios. En el otoño de 1918 el subsecretario Nieto inició un acerca- 
miento con el director del Banco Nacional de México, Agustín Le- 
gorreta, para tratar de encontrar una solución política al decreto 
del 15 de septiembre de 1916, que abrogó las concesiones de los 
bancos de emisión y los declaró en proceso de liquidación. El acuerdo 


25 Ibid. 
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alcanzado por Nieto y Legorreta estipulaba que el Banco Nacional 
dejaría de emitir billetes y redimiría los que hubiera emitido ante- 
riormente, a cambio de seguir en operación y de que el gobierno 
reconociera su deuda y liquidara un interés del 10% anual sobre la 
misma, pagadero al final del bimestre. La deuda reconocida por 
la autoridad gubernamental no incluiría la participación del banco 
en la suscripción de los bonos de la serie B de 1913 —emitidos por 
la administración del general Victoriano Huerta. El proyecto fue 
aprobado en lo general por el gabinete, pero Carranza se reservó la 
decisión final sobre los intereses que el gobierno estaría dispuesto a 
pagar. De esta manera, el Consejo de Administración recuperó el 
control sobre las actividades del banco.** 

El 13 de noviembre de 1918 se expidió una nueva Ley Moneta- 
ria que reemplazaba a la que estaba vigente desde 1905. Su caracte- 
rística más importante era la reducción de la ley en las monedas de 
plata a .800. Las denominaciones de las monedas que estarían en 
circulación serían de un peso y 50, 20 y 10 centavos. Quedaba 
prohibida la refundición y exportación de la antigua moneda frac- 
cionaria por parte de los particulares. El decreto fue respaldado 
con una importante acuñación de las nuevas monedas durante el 
último mes y medio de 1918, y en octubre de 1919 entraron en 
circulación otras nuevas de plata y bronce, que fueron recibidas con 
un incremento en los precios al menudeo. Sin embargo, la nueva 
emisión coincidió con un repunte en el precio internacional de la 
plata que otra vez puso en una situación difícil la estabilidad mone- 
taria del país. 

En enero de 1920, el presidente Carranza emitió un decreto más 
que autorizaba a la Comisión Monetaria a emitir vales de un peso y 
50 centavos, con el carácter de “especie fraccionaria de la moneda 
de oro nacional”. Los vales circularon, con bastante resistencia por 
parte del público por la experiencia aún reciente de los “bilimbi- 
ques”, pero circularon a final de cuentas.” Sin embargo, el gobierno 
constitucional de Carranza estaba a punto de llegar a su abrupto 
final, por lo que no hubo nuevas emisiones de estos vales. 


2 Emilio Zebadúa, Banqueros y revolucionarios..., p. 139. 
25 Álvaro Matute, Las dificultades del nuevo Estado..., p. 211. 
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Los gobiernos de Obregón y de Calles, la reestructuración 
del sistema financiero y la fundación del Banco de México 


En mayo de 1920 el presidente Carranza es asesinado en la Sierra 
Norte de Puebla, cuando trataba de llegar a Veracruz para hacer 
frente desde ese puerto a la rebelión de Agua Prieta. El Congreso 
de la Unión designó como presidente interino al gobernador de 
Sonora y jefe formal de la rebelión triunfante, Adolfo de la Huerta. 
Después de seis meses al frente del Ejecutivo federal, durante los 
cuales logró pacificar al país más por la vía del diálogo y la negocia- 
ción que por la de las armas, el nuevo presente, Álvaro Obregón, lo 
invitó a colaborar en su gobierno como secretario de Hacienda y 
Crédito Público a partir del 1? de diciembre de 1920. 

De la Huerta y su equipo de asesores trabajaron los dos primeros 
meses del gobierno de Obregón en un proyecto para rehabilitar los 
bancos mexicanos. Finalmente, el secretario de Hacienda lo expuso 
en el Consejo de Ministros durante los últimos días de enero de 1921, 
sólo para encontrarse con una sorpresa: el presidente Álvaro Obre- 
gón presentó en el último momento, cuando estaba por aprobarse la 
propuesta de su secretario de Hacienda, un proyecto propio, según 
el cual se pagaría a las instituciones bancarias el dinero que habían 
perdido y se establecería un sistema para la redención de su papel 
moneda. Este último había sido aceptado ya por los bancos y fue el 
que se aprobó. Por supuesto, el proyecto no había sido elaborado 
por Obregón sino por un colaborador misterioso, que resultó ser el 
ingeniero Alberto J. Pani,* el cual aprobado por el Consejo de Mi- 
nistros, establecía una clasificación de los bancos en tres categorías: 
a) aquellos cuyo activo era superior al pasivo, por lo menos en un 
10%; b) aquellos cuyo activo era superior al pasivo en menos de 10%; 
y c) aquellos cuyo pasivo era superior al activo. Los bancos incluidos 
en las categorías a y b recobrarían de inmediato su personalidad ju- 
rídica y serían devueltos a sus dueños. Entre los bancos incluidos en 
la primera categoría se encontraban el Nacional de México y el de 
Londres México.” 

El 31 de enero de 1921 se anunció de forma oficial la devolu- 
ción de los bancos a sus antiguos dueños e implícitamente se pos- 


2 John Foster Dulles, Ayer en México..., p. 136. 
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puso la apertura del Banco Único de Emisión, al reconocer el pa- 
pel que varios bancos, entre ellos el Nacional de México y el de 
Londres y México, seguirían participando en el sistema crediticio. 
El presidente Obregón declaraba en el decreto de restitución que 
la crisis internacional —y sobre todo, la derivada de la renuencia 
de Estados Unidos por reconocer a su gobierno— hacía poco acon- 
sejable por el momento el establecimiento del banco central.* 
Obregón, que como presidente electo no quería que el reconoci- 
miento de Estados Unidos llegara hasta que él no hubiera tomado 
posesión del gobierno, comenzaba ahora a desesperarse por la 
demora de Washington en restablecer relaciones, por lo que pre- 
fería posponer realistamente el proyecto del banco central; a cam- 
bio, se contempló la posibilidad de crear un sistema de bancos 
regionales de emisión, pero la propuesta encontró demasiada opo- 
sición en el Congreso.” 

Ése fue el inicio de una pugna, primero soterrada y después 
abierta entre el ingeniero Pani, que poco tiempo después fue nom- 
brado secretario de Relaciones Exteriores, y Adolfo de la Huerta, 
que terminó en septiembre de 1923 cuando la sucesión presidencial 
provocó tensiones que llevaron a De la Huerta a presentar su renun- 
cia a la Secretaría de Hacienda y el presidente Obregón designó en 
su lugar a Pani. Después de una rebelión armada que una vez tuvo 
como jefe nominal a De la Huerta, el nuevo secretario de Hacienda 
pudo dedicar los últimos meses de la gestión de Obregón a reestruc- 
turar la hacienda pública, convocar a los banqueros para definir el 
nuevo marco normativo de las instituciones de crédito y avanzar 
hacia la fundación del Banco de México, proyecto que su antecesor 
no había podido sacar adelante. 

Un aspecto muy importante del último año de la administración 
de Obregón fue la organización de la Primera Convención Bancaria, 
convocada por Pani en diciembre de 1923. A diferencia de las dos 
convenciones convocadas por Pani en 1917, como secretario de In- 
dustria y Comercio de Carranza, y que tuvieron como fin principal 
organizar a los comerciantes y a los industriales para tener una inter- 
locución oficial con ambos sectores, pero sin aceptar discutir la legis- 


28 Emilio Zebadúa, Banqueros y revolucionarios..., p. 190. 
2 Véase Ricardo Torres Gaytán, Un siglo de devaluaciones del peso mexicano, México, 
Siglo XXI, 1982. 
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lación vigente, en 1924 el principal interés del secretario de Hacien- 
da era precisamente discutir las leyes de la materia. La convención 
sesionó en febrero de 1924 y fue la culminación de la política de 
cooperación y entendimiento con los banqueros, iniciada por Obre- 
gón tres años atrás. El propio presidente explicó en estos términos 
al Congreso de la Unión, durante su último informe, las razones que 
llevaron al Ejecutivo a auspiciar la realización de aquella convención: 


El desacuerdo entre la legislación bancaria y las circunstancias reales 
en que han venido operando las instituciones de crédito durante el 
último decenio, ha originado constantes conflictos entre la Secretaría 
de Hacienda y dichas instituciones, y el menoscabo consiguiente en la 
vida actual industrial y comercial de la República que se sustenta en 
gran parte del crédito bancario. A fin de armonizar los intereses par- 
ticulares con los generales y de dar a las instituciones de crédito la 
posibilidad de desarrollar en su provecho y en el de la economía na- 
cional el máximo de eficiencia, se hace imperiosa la necesidad de re- 
formar las leyes ya inadecuadas sobre la materia.” 


En la convención estuvieron representadas todas las instituciones 
de crédito del país y la Secretaría de Hacienda, cuya delegación 
estuvo integrada por Fernando de la Fuente, Fernando González 
Roa, Enrique Martínez Sobral, Mario Guasp y Elías de Lima. Ahí se 
aprobaron dictámenes sobre los bancos hipotecarios, refaccionarios, 
fiduciarios y de ahorros, y sobre letras, cheques, intereses moratorios 
y sobre la Ley General de Instituciones de Crédito, que fueron re- 
mitidos a Pani para ser considerados en la adecuación del nuevo 
marco legal de la banca mexicana. Sobre el Banco Único de Emisión 
se produjeron dos dictámenes elaborados por González Roa, Mar- 
tínez Sobral y De la Fuente. El primero consideraba improcedente 
la propuesta de los banqueros internacionales para aportar un capi- 
tal de 20000000 de pesos, por considerar que la suma era insufi- 
ciente y porque opinaban que el crédito público no se encontraba 
aún firmemente restablecido, por lo que un inicio de operaciones 
prematuro sería contraproducente para el banco. En el segundo 
dictamen manifestaron que no era prudente establecer el Banco 
Único de Emisión antes de las elecciones y que, de hecho, lo más 


30 Antonio Manero, La revolución bancaria en México, México, Talleres Gráficos de la 
Nación, 1957, p. 163. 
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recomendable era esperar a que se consolidara el nuevo gobierno 
para ponerlo en operación.*' 

Al clausurar los trabajos de la convención, el secretario de Ha- 
cienda declaró que la iniciativa original de convocarla había sido 
mérito de Fernando de la Fuente, pero que la había hecho suya 
porque coincidía con su forma de proceder en estas materias: 


No podía menos, en efecto, que acoger y prohijar con beneplácito la 
iniciativa del cumplido jefe del Departamento de Crédito, licenciado 
don Fernando de la Fuente, de reunir esta convención, no solamente 
porque esta iniciativa encajaba bien dentro de mi modo de pensar y 
continuaba, por decirlo así, mis habituales procedimientos de pregun- 
tar a quien más sabe, sino, sobre todo, porque en las circunstancias 
excepcionalmente difíciles en que se encuentra ahora la hacienda pú- 
blica federal, el consejo y la cooperación de los expertos resultan par- 
ticularmente valiosos para el país, para el gobierno y para quien, como 
el que habla, siente sobre sus espaldas el peso abrumador de las res- 
ponsabilidades y las obligaciones de una tarea que podría sintetizarse 
así: hacer que el orden y la moralidad surjan del caos y de la corrup- 
ción en que mi antecesor en la Secretaría de Hacienda pretendió cri- 
minal o inconscientemente —y pretende aún, en el campo de la lucha 
fratricida— hundir al país.** 


Como resultado de los trabajos de la convención surgió la Ley 
General de Instituciones de Crédito y Establecimientos Bancarios, 
que derogaba la Ley de 1897 y creaba la Comisión Nacional Banca- 
ria como organismo de supervisión del gobierno federal. El sistema 
bancario nunca más volvería a quedar fuera del control y de la su- 
pervisión gubernamentales, aún cuando estas funciones llegaran a 
relajarse en determinados periodos del siglo XX. La nueva ley fue 
aprobada a fines de año por el Congreso y promulgada ya dentro 
del gobierno de Plutarco Elías Calles.** 

El decreto del 29 de diciembre de 1924 creó la Comisión Na- 
cional Bancaria como organismo encargado de regular y supervisar 
a los bancos privados. La comisión quedó integrada con cinco 
miembros, de los cuales tres serían representantes de “los intereses 


31 Ibid, p. 164. 

32 Alberto J. Pani, Mi contribución al nuevo régimen, México, Cultura, 1933, p. 70. 

35 Carmen Collado, Empresarios y políticos. Entre la Restauración y la Revolución, México, 
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agrícolas, comerciales e industriales del país”. En el caso de los dos 
últimos sectores, las respectivas confederaciones, creadas siete años 
atrás a instancias de Pani, propondrían al presidente de la Repúbli- 
ca ternas para la designación de sus representantes. 

Entre las facultades y las obligaciones de la comisión se encon- 
traban la de vigilar el exacto cumplimiento de las disposiciones 
bancarias vigentes; la de proponer a la Secretaría de Hacienda los 
medios para los mecanismos y procedimientos que estimara conve- 
nientes para el mejor desarrollo de las operaciones bancarlas; la de 
practicar la inspección de los bancos y determinar la manera como 
deberían hacerse y publicarse los balances de los mismos; la de 
cooperar con las comisiones liquidadoras de los bancos que se en- 
contraran en estado de suspensión de pagos o de quiebra; la de 
vigilar las remesas de los bancos al exterior del país, sus depósitos 
y sus inversiones en el extranjero; y, finalmente, la de obtener, re- 
copilar y publicar anualmente la estadística bancaria y todos los 
datos que pudieran ser de utilidad para el conocimiento de la si- 
tuación que presentara ese ramo en la República.** 

La Convención Bancaria de 1924 persiguió en realidad tres pro- 
pósitos íntimamente relacionados: revisar la legislación en la mate- 
ria, discutir los nuevos órganos de fiscalización y preparar la aper- 
tura del banco central. El secretario de Hacienda tenía la instrucción 
presidencial de acelerar el proyecto que tan malos resultados le die- 
ra a su denostado antecesor, pero lo cierto es que a pesar de los 
buenos deseos del presidente Obregón, las circunstancias se combi- 
naron de tal forma que correspondió a su sucesor, Plutarco Elías 
Calles, pasar a la historia como el fundador del banco que había sido 
el principal proyecto económico de su antecesor inmediato en la 
silla presidencial. Como explicó el propio presidente Calles durante 
su primer informe de gobierno, fue la reestructuración de la hacien- 
da pública federal, iniciada durante el último año del gobierno de 
Obregón, la que hizo posible concretar la fundación del banco con- 
templado en el artículo 28 constitucional para centralizar la emisión 
de billetes en el país: 


El déficit inicial de $48 626 969.45 se ha reducido ya a la suma de 
$14 291039.50, debido a que se han saldado decenas atrasadas de fun- 


34 Alberto J. Pani, Mi contribución..., p. 74. 
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cionarios y empleados públicos, adeudos a comerciantes o industria- 
les y otras obligaciones de años anteriores, todo eso por valor de 
$24 335 929.95. Si se agrega esta cantidad al monto de $46650607.91 
a que llegan las reservas metálicas en la Tesorería, la suma de 
$70986537.86, representa el importe total de la excedencia de los 
ingresos efectivos sobre las autorizaciones presupuestales ejercidas. 
Deduciendo, finalmente, de la excedencia total de las entradas y salidas 
el valor de los vencimientos, de las autorizaciones no ejercidas del 
presupuesto, y el de los recursos extraños a la ley de ingresos, que en 
conjunto alcanzan $45 536477.52, la diferencia de $25 450060.34 ex- 
presa el superávit acumulado durante los primeros ocho meses de este 
ejercicio fiscal, como halagador resultado hacendario, sin precedente 
en la administración de la hacienda pública mexicana.*? 


La necesidad de que el Banco de México comenzara sus opera- 


ciones estaba ampliamente justificada, tanto por el mandato expre- 
so de la Constitución en ese sentido como por la situación moneta- 
ria y financiera que prevalecía en el país y que hacía necesaria la 
emisión de moneda fiduciaria, ante la insuficiencia de la moneda 
metálica. El propio Calles aludió en su informe a los claros síntomas 
da falta de liquidez que presentaba la economía mexicana al iniciar- 
se su período presidencial, y que tendían a agravarse a medida que 
la actividad económica se incrementaba y, con ella, el número de 
transacciones monetarias: 


Como por una parte la pesada rigidez de la circulación monetaria 
estrictamente metálica ha venido oponiendo cada vez más trabas al 
desenvolvimiento comercial e industrial del país y las varias promesas 
que durante más de ocho años ha estado haciendo el gobierno de 
derribar estas trabas y facilitar la movilización de los capitales por 
medio del billete, han agotado a tal punto la paciencia del público, 
que la realización del proyectado Banco de Emisión, a últimas fechas, 
se ha convertido en necesidad nacional inaplazable y en imperiosa 
demanda popular, y como por otra parte las reservas acumuladas en 
la Tesorería, con el activo sacado de la Comisión Monetaria, son ya 
suficientes para exhibir la totalidad de las secciones serie “A” y el 10% 
de la serie *B”, la Ley Constitutiva del Banco de México S. A. fue 
firmada por el Ejecutivo el día 25 del mes de agosto y publicada por 
el Diario Oficial.** 


35 Antonio Manero, La revolución bancaria..., p. 172. 
36 Tbid., p. 172. 
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Conforme se cumplían las expectativas de Pani en relación con 
la acumulación en la Tesorería de las reservas necesarias para cons- 
tituir el capital inicial del Banco, el secretario de Hacienda comenzó 
a trabajar en la elaboración del proyecto de ley por el que habría de 
crearse, para lo cual constituyó una comisión integrada por Manuel 
Gómez Morín, Fernando de la Fuente y Elías de Lima. La Ley del 
Banco de México fue decretada el 28 de agosto de 1925 y establecía 
que el instituto emisor central tendría la personalidad jurídica 
de una sociedad anónima, constituida con un capital social inicial de 
100000000 de pesos oro, representado por acciones nominativas 
divididas en dos series: la serie A, que en todo momento debería 
representar por lo menos el 51% del capital social del banco y sólo 
podría ser suscrita por el gobierno federal con carácter de intrans- 
ferible. La serie B podría ser suscrita tanto por el gobierno federal 
como por el público en general. El objeto de la sociedad incluía: 
la emisión de billetes; la regulación de la circulación monetaria en la 
República, del tipo de cambio y de la tasa de interés; el redescuento 
de documentos de carácter genuinamente mercantil; el servicio de 
Tesorería del gobierno federal; y las operaciones bancarias corres- 
pondientes a los bancos de depósito y descuento. 

El gobierno sorprendió a México y al mundo con esta medida, 
la que en realidad se había comenzado a fraguar desde los últimos 
meses de la administración de Álvaro Obregón cuando, sin romper 
negociaciones ni con los banqueros nacionales ni con los extranje- 
ros, el secretario de Hacienda comenzó a estudiar la posibilidad de 
un desenlace de este tipo, en el que fuera el Estado mexicano el que 
rompiera la situación de estancamiento debido a la imposibilidad 
de contratar nuevos préstamos en el extranjero. De esta forma, los 
banqueros extranjeros quedaron sin su principal arma para presio- 
nar al gobierno mexicano a que cumpliera sus compromisos y los 
banqueros nacionales perdieron una oportunidad de oro para par- 
ticipar de manera más directa en la administración del banco cen- 
tral y en la regulación del sistema financiero. Uno de los pocos 
enterados con anticipación de la medida que estaba preparando 
el gobierno de Calles fue su antecesor en el cargo. El 4 de agos- 
to el general Obregón escribió una carta fechada en Cajeme, Sonora, 
en donde le expresaba su beneplácito por la inminente fundación 
del Banco de México: 
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Aunque lo esperaba, me sorprende, sin embargo, lo próximo que está 
el día en que la nación y el mundo entero serán sorprendidos con la 
apertura del Banco Único y más con el monto de su capital, paso éste 
el más sólido que se habrá dado desde que la Revolución se inició para 
fortalecer la autonomía nacional, que nunca podrían disfrutar el país, 
si no consolida su autonomía económica, ya que los hombres y los 
pueblos no pueden llamarse independientes mientras no están capa- 
citados para bastarse económicamente. Yo te felicito por este triunfo, 
que tendrá mayor elocuencia y más trascendencia que muchas de las 
promesas hechas por los hombres de la Revolución.” 


La fundación del Banco de México se resolvió, como en el caso 
de las mejores películas de suspenso, con un final inesperado: no 
hubo crédito del exterior, que hasta entonces parecía la condición 
más importante para garantizar su nacimiento con los mejores au- 
gurios; tampoco se logró el apoyo pleno de los banqueros naciona- 
les, a los que se había dedicado a cortejar el Estado mexicano desde 
el gobierno de Álvaro Obregón. A final de cuentas, el dinero salió 
de donde menos se esperaba: de un superávit del propio gobierno, 
lo que reforzó su poder político y económico y, por consiguiente, su 
capacidad de negociación. En ese sentido, fue un acto de soberanía 
económica y financiera que cerró una etapa muy importante en la 
construcción del nuevo Estado y en la reconstrucción económica del 
país. Habrían de pasar algunos años para que la nueva institución 
asumiera plenamente sus funciones de banca central, pero ésa es 
otra historia. 


37 “Carta de Obregón a Calles, 4 de agosto de 1925”, Archivo Plutarco Elías callés Fi- 


deicomiso Archivos Plutarco Elías Calles y Fernando Torreblanca, México, D. F., exp. 5, lega- 
jo 13/13, f. 634-625, inventario 4038. 
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